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Introducción 


El Cambio Climático se concibe, a grandes rasgos, como una importante variación de 
los patrones climáticos mundiales por causa del calentamiento progresivo que esta 
padeciendo el planeta desde el comienzo de la era industrial como corolario de la 
acumulación de gases de efecto invernadero en la atmósfera generada por la actividad 
humana a través de la quema de combustibles fósiles (causa principal), la agroindustria 
y la deforestación; sus impactos son múltiples, peligrosos y tienden a empeorar con el 
paso del tiempo, e incluyen el derretimiento de glaciares, la subida del nivel del mar, la 
pérdida de biodiversidad, la alteración de los regímenes de precipitaciones, y el 
crecimiento e intensificación de los fenómenos meteorológicos extremos como 
sequías, inundaciones, huracanes, olas de calor, incendios, y muchos más, que en la 
actualidad están ocasionando en varias regiones del mundo millones de víctimas 
mortales, desplazamientos forzados de personas, conflictos armados, escasez de agua 
y alimentos, pérdidas y daños multimillonarios en propiedades, bienes e 
infraestructuras. 


El Cambio Climático y sus consecuencias son una realidad innegable, y ha sido definido 
por los/as expertos/as como la mayor amenaza de nuestro tiempo, la cual cambiará 
radicalmente cada aspecto del modo en que vivimos y vivirán las próximas 
generaciones en este planeta, por tanto la cuestión amerita ser tratada con una 
importancia semejante y, sobretodo, un esfuerzo sin precedentes para oponerle una 
respuesta, esto es lo que se conoce como Acción por el Clima, o simplemente Acción 
Climática, que abarca un amplio y diverso conjunto de políticas, programas e iniciativas 
tendientes a la reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero, construir 
resiliencia frente a la crisis climática, concientizar a la población general, y el apoyo o 
financiamiento de estos propósitos u otros semejantes. De este modo, millones de 
personas, organizaciones, empresas y países alrededor del mundo se encuentran 
trabajando arduamente desde hace décadas por la acción climática, sin embargo, cabe 
preguntarse al respecto: ¿Qué acciones concretas se están encarando y desde qué 
premisas fundamentales? ¿Quiénes precisamente se encuentran desarrollando estas 
medidas y a partir de qué principios? ¿Todos/as los/as protagonistas de la acción por el 
clima actúan guiados por los mismos principios, valores y motivaciones, o coexisten 
distintas líneas de pensamiento e ideologías entre personas, instituciones y 
agrupaciones? ¿Cuándo emergió la acción climática, en qué contexto histórico y bajo 
qué condiciones? ¿Las múltiples políticas e iniciativas ya desarrolladas, en curso o 
planes a futuro mantienen una coherencia y cohesión entre ellas, o existen 
contradicciones, fricciones y críticas entre éstas? 


Frente a este intrincado panorama, en el presente trabajo intentaremos ofrecer una 
respuesta a estas preguntas y ayudar en una mejor comprensión de la acción climática 
en ciernes en sus distintas facetas y complejidad, abordando la cuestión desde una 
perspectiva crítica, con la intención de señalar las rupturas y continuidades que la 
caracterizan, revelar las aristas ocultas o poco conocidas que la conforman, y exponer, 
con evidencias y argumentaciones, sus aspectos favorables y objetables a fin de arribar 


a una síntesis que pueda dar cuenta fidedigna de su auténtico estado. Para lograr este 
propósito, emplearemos una metodología descriptiva y analítica, en base a una 
investigación documental de un importante corpus de evidencia científica 
proporcionada por organismos e instituciones competentes de prestigio internacional, 
múltiples publicaciones académicas, más la aportación de datos de fuentes 
especializadas (periódicos, revistas, boletines, etc.). 


Además del objetivo general mencionado, este trabajo pretende: a) aportar al estudio 
del movimiento medioambiental internacional, que cuenta con una rica historia que se 
remonta a más de medio siglo atrás y que, aunque no reciba el debido crédito por ello, 
ha marcado y orientado la evolución del mundo y nuestras vidas en aras del desarrollo 
sostenible, y del cuidado y protección del medio ambiente y la naturaleza; b) rescatar y 
valorar el esfuerzo y sacrificio de las miles de personas que alrededor del mundo 
luchan, incluso a costa de su propia vida y seguridad, por la preservación y defensa de 
la naturaleza y el medio ambiente, y los derechos humanos de los colectivos y 
comunidades que subsisten en armonía con su entorno y deben sufrir los embates de 
los poderes hegemónicos; c) motivar al mayor involucramiento del público general a 
fin de que la acción climática mundial siga su tendencia de progreso y crecimiento. 


Ahora bien, tomando en consideración la extraordinaria amplitud y heterogeneidad de 
la acción climática desarrollada en el mundo, que abarca distintos niveles 
jurisdiccionales (local, estatal, internacional), actores (privados, gubernamentales, 
civiles), campos de conocimiento (económico, social, técnico, cultural, científico), y sus 
interrelaciones complejas, en el presente trabajo nos enfocaremos en el estudio de la 
acción climática protagonizada, por un lado, por la comunidad internacional, donde 
instituciones multilaterales con alcance global procuran impulsar la cooperación 
interestatal mediante el desarrollo del Derecho Internacional y la firma de diversos 
tratados entre países; y por otro lado, el Movimiento por la Justicia Climática, que se 
manifiesta a través de innumerables organizaciones y activistas que realizan campañas 
de concientización y difusión, marchas masivas y huelgas globales, además de 
protestas en variados formatos, para movilizar la acción por parte de los Estados y 
empresas privadas, así como el creciente movimiento de los litigios climáticos, donde 
las personas y colectivos que más sufren las consecuencias del Cambio Climático 
reclaman la protección de sus derechos humanos y los de las generaciones futuras 
ante los tribunales del mundo. Por consiguiente, en la primera parte brindaremos una 
conceptualización del Cambio Climático, el Calentamiento Global, la relación entre 
ambos, y sus principales consecuencias a nivel global. En la segunda parte, 
ofreceremos un desarrollo de los logros y desafíos fundamentales de la acción mundial 
por el clima, primero, desde la labor de la comunidad internacional y sus principales 
hitos en materia de Derecho Internacional; y segundo, desde las iniciativas de la 
sociedad civil, centrándonos en el desarrollo histórico del Movimiento por la Justicia 
Climática y la significativa contribución de los litigios climáticos. Finalmente, a modo de 
conclusión, expondremos una breve reflexión sobre el trayecto recorrido. 


A pesar de la gran importancia de la acción climática mundial como corolario de la 
creciente incidencia del Cambio Climático y sus efectos devastadores, existen 
relativamente escasos trabajos que se ocupan de la problemática y, aquellos que lo 
hacen, sólo abordan la cuestión de manera parcial, dedicándose ya sea a la actuación 
de los organismos multilaterales, o bien al desarrollo del movimiento por la justicia 
climática, sin adoptar una perspectiva más integral o señalar las relaciones que 
subsisten entre ambos. Por tanto, se justifica la elaboración del presente trabajo como 
medio para comenzar a abordar esta área de conocimiento poco explorada, y, además, 
poder fungir como ayuda y soporte para la mejor comprensión de la acción climática y 
el problema del Cambio Climático por parte de tomadores/as de decisiones, dirigentes, 
comunidad académica y público en general. 


Asimismo, vale aclarar que, volviendo sobre la mencionada complejidad del objeto de 
estudio, muchos temas y cuestiones no pudieron ser incluidos en esta obra por 
motivos de tiempo y espacio, y que, por esto mismo, en ocasiones, otros tópicos 
tampoco pudieron abordarse con la profundidad y rigor que ameritaban, quedando 
estas cuestiones disponibles para futuros trabajos. Se agradece la comprensión en este 
sentido. 


Para finalizar, debemos mencionar que la gran esperanza que guía el enorme esfuerzo 
volcado en la presente obra, reside en que tú/vos, que estás leyendo estas líneas, te 
sumes y comprometas con el cuidado del planeta y la vida, ya sea buscando más 
información, participando en las discusiones que se suscitan en las redes sociales e 
Internet, uniéndote a las marchas, protestas y huelgas que periódicamente se realizan 
a nivel global, acercándote a las cientos organizaciones que se preocupan y trabajan 
por la causa climática, cambiando paulatinamente tus hábitos de consumo, reciclando 
y comprando sólo los productos necesarios elaborados con respeto hacia el 
medioambiente y la naturaleza, entre muchas otras acciones posibles, y así, juntos, 
podamos comenzar a cambiar el mundo para lograr un presente y futuro mejores y 
sostenibles, en armonía con la vida natural y el medio ambiente. 


Desde ya muchas gracias por su atención. 
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1.1 El Cambio Climático 


El Sistema Climático de la Tierra se manifiesta en la interacción altamente compleja y 
dinámica entre atmósfera (la capa gaseosa que envuelve la Tierra), hidrosfera (el agua 
dulce y salada en estado líquido que se aloja en la Tierra), criosfera (el agua en estado 
sólido -hielo- que se ubica en los polos terrestres y las montañas de los continentes), 
litosfera (el suelo terrestre) y biosfera (el conjunto de seres vivos que habitan la 
Tierra), y se encuentra sometido a variaciones de diferentes escalas temporales, desde 
decenios a miles de años, producto de su propia dinámica interna o de forzamientos 
externos, como las erupciones volcánicas, la variación en el volumen de radiación solar 
o la alteración del campo magnético terrestre (AEMET - OECC, 2021). De esto se 
desprende que el clima de la Tierra nunca ha sido estático y que, debido a la 
multiplicidad de factores que intervienen y alteran el mencionado régimen energético, 
naturalmente ha experimentado (y seguirá experimentado) distintos períodos de 
relativa estabilidad y de profundos cambios. A partir de estas consideraciones, se han 
difundido principalmente dos conceptualizaciones del Cambio Climático: el Panel 
Intergubernamental de Expertos/as sobre el Cambio Climático (IPCC -siglas en inglés-, 
principal órgano internacional para la evaluación del cambio climático) lo define como: 
“una variación del estado del clima identificable (por ejemplo, mediante pruebas 
estadísticas) en las variaciones del valor medio o en la variabilidad de sus propiedades, 
que persiste durante períodos prolongados, generalmente décadas o períodos más 
largos (...) [que] puede deberse a procesos internos naturales o a forzamientos 
externos, tales como modulaciones de los ciclos solares, erupciones volcánicas y 
cambios antropógenos persistentes de la composición de la atmósfera o del uso de la 
tierra” (IPCC, 2018, p. 75). Por su parte, la Convención Marco de Naciones Unidas para 
el Cambio Climático ((MNUCC), lo define como “un cambio de clima atribuido directa 
o indirectamente a la actividad humana que altera la composición de la atmósfera 
mundial y que se suma a la variabilidad natural del clima observada durante períodos 
de tiempo comparables” (Naciones Unidas, 1992, p. 6). Esta última definición, a 
diferencia de la primera que resulta más general y refiere principalmente a los 
períodos de cambios climáticos atribuidos a diferentes causas (donde la intervención 
humana se mezcla con otros factores naturales), realiza una contundente distinción 
entre la variabilidad climática originada por causas naturales y el cambio climático 
provocado por las actividades humanas que alteran la composición atmosférica, 
poniendo mayor énfasis en este último como principal causante del Cambio Climático 
actual (de aquí surge también la denominación utilizada por muchos/as especialistas 
de “Cambio Climático Antropogénico”). Si bien ambas conceptualizaciones resultan 
válidas, la definición establecida por la Convención se ha convertido en la referencia 
principal del Cambio Climático, tanto para la comunidad científica como para la 
opinión pública mundial, en la medida en que la evidencia empírica acumulada ha 
corroborado fehacientemente la intervención antropógena en el sistema climático 
mundial. 
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El establecimiento de una distinción clara entre la noción de cambio climático 
atribuible a causas estrictamente naturales, de aquella que sostiene que la variación 
climática actual ha sido provocada manifiestamente por la actividad humana resulta 
fundamental dado que aún persisten amplios sectores sociales que, a pesar de las 
evidencias científicas, niegan esta última concepción y, con ello, esbozan 
argumentaciones incorrectas y falsas que no sólo minimizan o niegan la 
responsabilidad humana y atribuyen los cambios climáticos experimentados tan sólo a 
un supuesto orden natural, meramente hipotético e incomprobable, sino que también 
han contribuido a retrasar la acción climática y el establecimiento de políticas de 
mitigación y adaptación (Camilloni, 2018). Sin embargo, las evidencias acumuladas en 
los últimos años resultan contundentes y existe un amplio consenso en la comunidad 
científica que respalda el hecho de que el Cambio Climático tiene origen y causas 
antropogénicas, esto es: ha sido y continúa siendo provocado por la actividad humana 
(Bayón, 2022; Parra, 2022). 


Diversos estudios demuestran que el clima de la Tierra se ha mantenido relativamente 
estable durante los últimos milenios y que estas condiciones ambientales favorables 
han posibilitado en gran medida el extraordinario crecimiento de la civilización 
humana (García Casillas, 2023; National Geographics, 2023), no obstante, una 
importante cantidad de estudios y relevamientos estadísticos también han 
comprobado que desde el siglo XIX, en coincidencia con el auge de la actividad 
humana durante la denominada Revolución Industrial, se está produciendo una 
importante, persistente y progresiva variación en el estado medio del clima mundial 
(Ministerio del Interior, 2023) que, por primera vez en la historia de la Tierra, no se 
puede atribuir a causas naturales (como los mencionados forzamientos externos 
causados por erupciones volcánicas o los ciclos de la órbita terrestre), sino que remite 
exclusivamente a las actividades productivas humanas. En el centro de esta alteración 
climática se encuentra el fenómeno ampliamente reconocido del Calentamiento 
Global. 


1.2 El Calentamiento Global 


Según el IPCC, el Calentamiento Global se manifiesta como un “aumento estimado de 
la temperatura media global en superficie promediada durante un período de 30 años, 
o durante el período de 30 años centrado en un año o decenio particular, expresado 
en relación con los niveles preindustriales, a menos que se especifique de otra 
manera” (IPCC, 2018, p. 75). Datos recopilados por las Naciones Unidas, indican que la 
temperatura del planeta se incremento 1,1 *C desde finales del siglo XIX hasta la 
actualidad, siendo la década 2011-2020 la más cálida registrada desde que 
comenzaron a realizarse mediciones meteorológicas (Naciones Unidas, 20231). 
Asimismo, el organismo advierte que, de persistir esta tendencia, la temperatura 
mundial se elevará 2,8 £C más hacia el fin del siglo XXI (Ibíd.). 
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Las causas del calentamiento global se vinculan directamente con el aumento 
constante en la atmósfera de los Gases de Efecto Invernadero (GEl), derivados, 
principalmente, de la quema de combustibles fósiles (petróleo, carbón y gas), iniciada 
masivamente en el planeta desde el siglo XIX como parte de la Revolución Industrial. 


Se denomina Efecto Invernadero al proceso por el cual determinados gases presentes 
en la atmósfera alteran el balance entre la cantidad de radiación solar que ingresa al 
planeta y la cantidad que retorna al espacio, diferencia que se traduce en aumento de 
temperatura por retención de calor. En términos sencillos, la luz solar que llega al 
planeta, filtrada en la atmósfera a su ingreso, brilla en la superficie terrestre, donde 
una parte se absorbe y otra se refleja de nuevo hacia la atmósfera para escapar al 
espacio, no obstante, los GEl presentes en la atmósfera retienen esta radiación 
(básicamente calor) y, en lugar de permitirle seguir hacia el espacio, la esparcen en 
todas direcciones, reteniendo el calor dentro del planeta (National Geographics, 2023). 


Los estudios sobre el Efecto Invernadero se remontan a los inicios del siglo XIX, cuando 
los/as científicos/as comenzaron a indagar acerca del “enigma” de la temperatura 
terrestre puesto que, según los cálculos, ésta debía ser mucho más baja de lo que era 
en realidad, y surgió así la hipótesis de que los gases presentes en la atmósfera 
estaban reteniendo el calor que ingresaba desde el espacio en forma de rayos solares, 
hipótesis que fue confirmada hacia finales del siglo XIX, señalando, además, al CO2 
(dióxido de carbono) como principal responsable del fenómeno (Thompson, 2019); 
para cerrar la teoría sólo faltaba comprobar si este efecto se estaba produciendo en 
aquellos momentos en el planeta, sospecha que mantenían varios/as científicos/as en 
vista de la extraordinaria cantidad de CO2 que se venía liberando en la atmósfera 
como consecuencia del enorme desarrollo de la industria basada en la quema de 
combustibles fósiles a nivel mundial, y la confirmación se produjo hacia finales de la 
década de 1960 cuando, tras varios años de mediciones en observatorios alejados de 
las grandes ciudades, se corroboro efectivamente que las concentraciones de CO2 en 
la atmósfera habían aumentado de manera sostenida durante aquellos años (Vásquez, 
2021). De este modo, la ciencia demostró que, en principio, el Efecto Invernadero 
resultaba fundamental para la aparición y desarrollo de la vida en la Tierra, puesto que 
sin este proceso natural la temperatura del planeta descendería hasta los -18 2C en 
promedio, y por tanto, la existencia de los seres vivos resultaría prácticamente 
inviable; gracias a la presencia de los GEI, la temperatura del planeta se ha mantenido 
alrededor de los 15 2C en promedio (Ministerio del Interior, 2023) durante los últimos 
milenios, con breves alteraciones producidas por forzamientos externos como las 
erupciones volcánicas o fenómenos meteorológicos cíclicos como El Niño. Este período 
de relativa estabilidad, fundamentado en los ciclos de absorción y compensación 
natural de GEl en la atmósfera, ha propiciado el desarrollo de la vida en el planeta de 
manera sostenida (incluida, la extraordinaria proliferación de la especie humana), sin 
embargo, la liberación masiva de GEl en la atmósfera producto de la actividad humana, 
se encuentra alterando severamente este ciclo natural, ocasionando el peligroso 
fenómeno del Calentamiento Global. 
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Los GEl primarios presentes en la atmósfera son el vapor de agua (H20), el dióxido de 
carbono (CO2), el oxido nitroso (N20), el metano (CH4) y el ozono (03); además, la 
atmósfera contiene otros GEl de origen enteramente antropógeno, como los 
halocarburos y los fluoruros (IPCC, 2018). Desde el siglo XIX, la liberación en la 
atmósfera de GEl se ha incrementado exponencialmente por causa de la actividad 
humana, fundamentalmente, por la quema de combustibles fósiles (petróleo, carbón y 
gas), que representa el 60% del total de emisiones históricas, mientras que la 
agricultura y la deforestación contribuyen con el restante 40% (Ares, 2016). Asimismo, 
no sólo el constante incremento de los GEl en la atmósfera resulta sumamente 
preocupante, sino que también debe tenerse en cuenta su potencia y pervivencia, a 
saber: el potencial con que pueden producir efecto invernadero, y el tiempo que 
permanecen en la atmósfera mediante distintos procesos químicos naturales, 
respectivamente; de este modo, tomando como referencia al CO2 que se considera en 
el plano científico con potencial de calentamiento global (PCG) igual a 1 (IPCC, 2018), el 
metano puede producir un efecto invernadero 21 veces mayor; el oxido nitroso unas 
310 veces mayor; y los gases fluoruros tienen una potencia de unas 1.500 a 24.000 
veces mayor (Ares, 2016). A su vez, el proceso de reciclado natural del CO2 liberado en 
la atmósfera puede extenderse por más de 100 años; por su parte, el metano, aunque 
con mayor potencial de efecto invernadero, se puede degradar naturalmente tras una 
década; en cambio, los gases fluoruros, no sólo poseen una alta capacidad para 
contribuir con el efecto invernadero, también tienen una elevada persistencia en la 
atmósfera y pueden demorar miles de años en reciclarse por procesos naturales 
(Borrás, 2018). En consecuencia, los GEl representan un grave problema en el presente 
y seguirán contribuyendo al calentamiento global también durante el futuro. 


Aunque el tratamiento de todos los GEl resulta sumamente importante, la atención de 
la comunidad científica y los esfuerzos de la acción climática mundial se han centrado 
en la situación del CO2, tanto por su abundancia en el planeta como por su rol 
primordial en la estructuración de la vida misma en la Tierra. 


1.3 La liberación de carbono 


Se denomina Ciclo del Carbono al sistema de las transformaciones químicas de 
compuestos que contienen carbono en los intercambios entre la atmósfera, la 
hidrosfera, la litosfera y la biosfera (lroz, et al., 2018). Este ciclo biogeoquímico 
mantiene una relación estrecha con los ciclos de otros elementos (como el agua y el 
nitrógeno) y resulta fundamental para la regulación del clima terrestre, así como el 
sostenimiento mismo de la vida dado que, por ejemplo, el carbono forma parte 
primordial de todos los compuestos orgánicos y tiene una participación clave en los 
procesos de fotosíntesis que realizan la plantas. 


La actividad humana se encuentra modificando severamente el ciclo del carbono, al 
acelerar de manera dramática los procesos de intercambio biogeoquímicos que, 
durante millones de años, ocurrieron de forma gradual y equilibrada. El caso 
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paradigmático de esta perturbación lo representa la quema de combustibles fósiles: su 
origen se remonta hasta unos 300 millones de años atrás, cuando el planeta se hallaba 
cubierto de frondosos bosques de helechos y extensos pantanos (Juste, 2018); durante 
este largo período, esta inmensa cantidad de reservas de energía se mantuvo atrapada 
en el suelo, conformando uno de los grandes reservorios de carbono del planeta (los 
demás reservorios son la atmósfera, los océanos, la pedosfera y la biosfera), pero 
desde el siglo XIX los seres humanos han extraído y explotado incesantemente estas 
reservas, liberando inmediatamente en la atmósfera el CO2 que durante millones de 
años se mantuvo en un régimen de intercambios lentos debajo de la tierra. Las 
estimaciones indican que, desde mediados del siglo XVIII (albores de la Revolución 
Industrial) se emitieron unas 500 Gtn (miles de millones de toneladas) de carbono 
(Ares, 2016), y la concentración de CO2 en la atmósfera se incremento un 150%, 
alcanzando las 419 ppm (partes por millón) en octubre de 2023, un nivel sólo 
registrado hace unos 20.000 años, durante la última glaciación (NASA, 2023d). 


En términos generales, varios estudios han demostrado que, tras el análisis del ciclo de 
transferencia entre suelo, rocas, agua y atmósfera de unos 77 elementos 
fundamentales (nitrógeno, oxígeno, fósforo, entre otros), 62 ciclos están intervenidos 
por las acciones humanas (Ares, 2016). Este nivel de influencia sin precedentes de la 
actividad humana en los ciclos naturales de la Tierra ha llevado a que muchos/as 
científicos/as propongan la hipótesis de que el planeta ha entrado en un nuevo 
período geológico denominado  Antropoceno: una época caracterizada, 
fundamentalmente, por un excepcional incremento en la concentración de CO2 en la 
atmósfera, a razón de aprox. 20 ppm por década (unas 100 veces más rápido que 
cualquier otro aumento de CO2 cuantificado durante los últimos 800.000 años), y una 
marcada aceleración del calentamiento medio global, que supera ampliamente la tasa 
de cambio promedio registrada desde mediados del Holoceno (alrededor de 7.000 
años AP) (Camilloni, 2018). 


1.3.1 Las emisiones mundiales de carbono 


Según los datos proporcionados por el último Informe sobre la Brecha de Emisiones 
(EGR, siglas en inglés), publicado en noviembre de 2023 por el Programa de las 
Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA) (sobre el que volveremos con 
mayor profundidad en la segunda parte del presente trabajo), las emisiones mundiales 
de GEl aumentaron un 1,2% entre 2021 y 2022, alcanzando las 57,4 GtnCO2e,* la 
mayor cantidad jamás registrada (PNUMA, 2023). El Informe señala que el aumento 
general de las emisiones de CO2 se debió, principalmente, al uso de combustibles 
fósiles y a los procesos industriales, que sumados acumulan cerca de dos tercios de las 


Y Cuantía de emisión de CO2 que causaría el mismo forzamiento radiativo integrado o cambio de 
temperatura, en un plazo dado, que cierta cantidad emitida de un gas de efecto invernadero o de una 
mezcla de GEI (IPCC, 2018). 
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emisiones de GEl de la actualidad (Ibíd.). De este modo, se mantiene firme la tendencia 
de crecimiento de las emisiones globales de GEl experimentada durante las últimas 4 
décadas puesto que en 1990 se emitieron 37,9 GtnCO?2e, en 2000 esta cantidad llegó a 
41,8 GtnCO2e, en 2010 se disparó a 51,6 GtnCO2e, en 2020 alcanzó las 54,5 GtnCO2e, 
y en 2022 batió el récord de 57,4 GtnCO?2e (Ibíd.). 


Respecto de la distribución de las emisiones actuales y las históricas (el valor promedio 
registrado desde 1850, fecha que se considera como el inicio de la Revolución 
Industrial, hasta el presente), el Informe destaca que resulta sumamente dispar a nivel 
nacional e internacional, una situación que se corresponde directamente con los 
patrones mundiales de desigualdad (Ibíd.). Por consiguiente, en lo referente a las 
emisiones actuales, los países del G20 (organismo que agrupa a los 20 Estados que, en 
conjunto, concentran el 90% del Producto Nacional Bruto -PNB- mundial, el 80% del 
comercio global y dos tercios de la población mundial)? (Ministerio de Asuntos 
Exteriores, Unión Europea y Cooperación, 2022), representan el 76% de las emisiones 
del planeta, alcanzando una media de emisiones de GEl per cápita de 7,9 tnCO2e, cifra 
muy superior a la media mundial de emisiones per cápita (6,5 tnCO2e) y a la 
contribución de los países menos adelantados y los pequeños Estados insulares en 
desarrollo, que contabilizaron una media de 2,2 tnCO2e y 4,2 tnCO2e, respectivamente 
(PNUMA, 2023). Igualmente, dentro del G20 se evidencia una importante diferencia 
entre las emisiones de GEl per cápita de los países que lo conforman; así, el promedio 
de emisiones de EE.UU. y la Federación Rusa duplican con creces la media mundial 
mientras que el aporte de la India no llega a la mitad de esa cantidad; por su parte, las 
emisiones de Brasil, la Unión Europea (UE) e Indonesia son bastante similares y se 
posicionan ligeramente por debajo del promedio del G20 como grupo (Ibíd.). 


En la misma dirección, el Informe detalla que las disparidades se mantienen entre 
países y dentro de ellos respecto de las emisiones relacionadas con el consumo, así, a 
nivel mundial, el 10% de la población con la renta más alta (dos tercios de las cuales 
viven en países desarrollados) produjo casi la mitad de las emisiones (48%), en tanto 
que el 50% más pobre de la población mundial sólo contribuyó con el 12% del total de 
las emisiones (Ibíd.). 


En términos globales, el Informe indica que, en cuestión del total de emisiones de GEI 
actuales, China (que representa el 18% de la población mundial -PM-) resulta 
responsable del 30%; EE.UU. (con el 4% de la PM) del 11%; la UE (con el 6% de la PM) 
del 7%; India (con el 18% de la PM) del 7%; la Federación Rusa (con el 2% de la PM) del 
5%; el resto del G20 (con el 14% de la PM) del 18%; el resto del mundo (con el 24% de 
la PM) del 18%; y los países menos adelantados (con el 14% de la PM) del 3% (Ibíd.) 


? Creado en 1999, el G20 está integrado por los países del G8 (Alemania, Canadá, EE.UU., Francia, Reino 
Unido, Italia, Japón y Rusia) más la UE, Arabia Saudí, Argentina, Australia, Brasil, China, Corea del Sur, 
India, Indonesia, México, Sudáfrica y Turquía (Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y 
Cooperación, 2022). 
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Por otra parte, en lo concerniente al nivel de emisiones de GEl y la contribución al 
calentamiento global en términos históricos, el Informe sostiene que también varían 
sustancialmente en los diversos países y grupos de países (Ibíd.). De esta forma, 
tomando en consideración los registros y estimaciones del período 1850-2021, casi el 
80% de las emisiones históricas mundiales de CO2 acumuladas a raíz de los 
combustibles fósiles y el uso de la tierra y la silvicultura (UTS), provino de países del 
G20 (Ibíd.); China, EE.UU. y la UE fueron quienes más contribuyeron a esa proporción, 
mientras que los países menos adelantados aportaron apenas el 4%. Asimismo, valga 
como ejemplo de la disparidad entre países (la cual se vincula directamente con la 
desigualdad mundial en la distribución de la renta) que a los/as habitantes de EE.UU., 
que equivalen al 4% de la población mundial, se les puede atribuir la responsabilidad 
por el 17% del calentamiento global acumulado entre 1850 y 2021 (sin olvidar las 
consecuencias de las emisiones de metano y óxido nitroso), en tanto que a los/as 
habitantes de la India, que representan el 18% de la población mundial, hasta ahora 
sólo les corresponde el 5% del calentamiento en el mismo período (Ibíd.). 


De manera global, el Informe señala que, en materia de emisiones de CO2 históricas 
contabilizadas entre 1850 y 2021, China resulta responsable del 13% del total; EE.UU. 
del 19%; la UE del 13%; la India del 4%; la Federación Rusa del 5%; el resto del G20 del 
25%; el resto del mundo del 16%, y los países menos adelantados del 4% (Ibíd.). 


Amén de la importante disparidad en el aporte de emisiones actuales e históricas 
entre países remarcada por el Informe (problemática central que aparecerá 
recurrentemente en el resto del presente trabajo con diversas derivaciones), el 
sostenido aumento de las emisiones globales de GEl y el consecuente calentamiento 
del planeta que ello acarrea, están interfiriendo significativamente en el sistema 
climático mundial, generando severos impactos ya cuantificables y multiplicando los 
riesgos futuros de los sistemas naturales y humanos. 


1.4 Consecuencias del Cambio Climático 


A menudo los conceptos de Cambio Climático y Calentamiento Global se suelen utilizar 
indistintamente, o sin la adecuada caracterización particular que requiere cada 
problemática, pero, aunque ambos fenómenos se encuentran intrínsecamente 
relacionados, conviene señalar su respectiva especificidad para evitar confusiones. Por 
consiguiente (y a modo de repaso general de lo explicado en las líneas precedentes), el 
Calentamiento Global remite puntualmente al proceso de calentamiento a largo plazo 
del planeta; este proceso se halla bien documentado desde principios del siglo XX y 
representa sólo un aspecto del Cambio Climático (NASA, 2023c), es decir, 
indudablemente el más importante pero no el único. En consecuencia, el Cambio 
Climático abarca el Calentamiento Global, aunque atañe a la gama más amplia de 
cambios y alteraciones que están aconteciendo en el planeta (Ibíd.), debido a que este 
aumento de la temperatura media de la superficie terrestre se superpone a la 
variabilidad climática natural a largo plazo (García Casillas, 2023), y por tanto, a su vez, 
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produce grandes cambios y perturbaciones en los patrones meteorológicos del planeta 
que, por la complejidad del sistema climático global, afecta de manera distinta a cada 
región particular (National Geographics, 2023). En términos sencillos: “Conforme la 
Tierra gira cada día, este nuevo calor gira a su vez, recogiendo la humedad de los 
océanos, aumentando aquí y asentándose allá, y cambiando en definitiva el ritmo del 
clima al que todos los seres vivos nos hemos acostumbrado” (Ibíd.). 


Desde finales del siglo XX, se ha documentado con evidencia científica irrefutable las 
innumerables alteraciones que el cambio climático esta provocando en los patrones 
meteorológicos del planeta y, a continuación, abordaremos brevemente las principales 
consecuencias. 


1.4.1 Derretimiento de los glaciares 


Se estima que la cantidad total de agua que existe en la Tierra representa entre el 1% y 
5% de la masa del planeta (Cáceres, 2022); que sólo el 2,5% de este volumen se 
compone de agua dulce, y que, a su vez, el 70% de esta magnitud se encuentra en 
forma de glaciares y mantos de hielo (Kuebler, 2022). Las mayores concentraciones de 
hielo en el planeta se ubican en los polos norte y sur, esto es: en el Ártico y en la 
Antártida, respectivamente, y también en los glaciares que se alojan en las cadenas 
montañosas de los continentes, principalmente, el Himalaya, en Asia; los Andes, en 
América; y los Alpes, en Europa. De acuerdo con el IPCC, el nivel de retroceso actual de 
los glaciares de la Tierra no tiene precedentes en al menos 2.000 años (AHMET - OECC, 
2021), y se estima que entre 2000 y 2019, se perdieron unas 267 Gtn de hielo por año 
en promedio (Llorente, 2021). Las causas de esta debacle responden a la combinación 
de múltiples fenómenos vinculados con el Cambio Climático: el aumento de la 
temperatura mundial ocasionado por el Calentamiento Global; las altas 
concentraciones de CO2 en el aire que se depositan en el hielo en forma de hollín y, al 
hacerlo más oscuro, aumentan su capacidad de absorción de calor; la liberación de 
metano desde el permafrost que se ubica en el círculo polar ártico; y la reducción de la 
capa de ozono que afecta, sobretodo, al polo sur (Ares, 2016). En suma, el 
derretimiento de los glaciares y mantos de hielo se erige como una problemática 
altamente preocupante y compleja, que muchos/as científicos/as consideran, por lo 
menos en muchos lugares clave como la Antártida, como “irreversible” (Doyle, 2014). 


En el Ártico, la cubierta de hielo marino ha disminuido a un ritmo sostenido todos los 
meses desde principios de la década de 1950 y, durante los veranos, se ha reducido 
casi en un 50% (Liu, et al., 2022), lo cual representa, según el IPCC, el nivel de hielo 
más bajo en al menos 1.000 años (AHMET - OECC, 2021). La situación de los glaciares 
en Groenlandia sigue un patrón similar de deterioro, padeciendo una reducción de 
masa incesante durante el último cuarto de siglo (Naciones Unidas, 2022a); se estima 
que sólo entre agosto de 2020 y 2021, se perdieron unas 166 Gtn de hielo (Ibíd.). 


La mayoría de los modelos climáticos calculan que, de mantenerse el nivel de 
emisiones de la actualidad, hacia mediados de siglo (2040 - 2050) la superficie del 
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casquete polar se reduciría al punto de que el océano Ártico sería navegable durante 
los meses de verano (Liu, et al., 2022), lo cual, además del impacto ecológico, 
convertiría a la región en una nueva fuente de tensiones políticas y diplomáticas por 
cuestiones de soberanía territorial y comercial (Alcaraz, 2021; Moriarty y Honnery, 
2022). 


La Antártida cuenta con una superficie de 14 millones de km2 y el 99% esta cubierto 
por una capa de hielo de aprox. 2 km de espesor (Ministerio de Relaciones Exteriores, 
Comercio Internacional y Culto, 2023). Los impactos del Cambio Climático se 
evidencian en una reducción en la profundidad del hielo en la periferia y la pérdida de 
plataformas flotantes de hielo en los extremos de los glaciares, que al desprenderse se 
convierten en inmensos icebergs que flotan a la deriva (Ares, 2016). Se estima que, 
desde 2000, las capas de hielo perdieron unas 500 Gtn por año (Ámbito, 2023) y que 
este proceso se esta acelerando, sobretodo, en los grandes glaciares del continente: 
varias investigaciones demuestran que el glaciar Thwaites, con una superficie de 
192.000 km2 (casi el tamaño de Gran Bretaña) ha retrocedido unos 14 km desde 
finales de la década de 1990 (Paddison, 2023), un ritmo que no se había visto en los 
últimos 5.500 años (Flores, 2022b). 


Respecto de los glaciares localizados en las cadenas montañosas de los continentes, el 
panorama general resulta aún más preocupante: éstos se pueden hallar en aprox. el 
26% de las principales cuencas hidrológicas fuera de Groenlandia y la Antártida 
(Davaze, et al., 2020), y están perdiendo masa en todo el mundo, a un ritmo tal que, 
dependiendo del modelo climático empleado, se calcula que entre 2040 y 2100 
alcanzarán su punto máximo de pérdida de masa de hielo (Ibíd.). 


En la cordillera del Himalaya, puntualmente en la meseta tibetana, se localiza el 
denominado “Tercer Polo”: un conjunto de unos 50.000 glaciares alojados en una 
superficie de 100.000 km2 (Martins, 2019) que, por su volumen de hielo, rivaliza con 
los polos norte y sur. De esta inmensa formación glaciar surgen varios de los ríos más 
importantes del continente asiático (como el Mekong, el Yangtse o el Brahmaputra), 
los cuales atraviesan unos 11 países (como China, India y Pakistán) y proporcionan 
agua dulce a más de 1.600 millones de personas (Silvers, 2020). Aunque se desconocen 
las cifras exactas (mayormente por el hermetismo político que rodea a la región), se 
estima que el 82% de los glaciares perdieron aprox. el 18% de su superficie entre la 
década de 1950 y 2014 (Zizhu, 2020); otros estudios indican que entre 2000 y 2016, se 
derritieron en promedio unas 16,3 Gtn de hielo y que esta magnitud alcanzará un nivel 
de pérdida de entre el 70% y 80% hacia el fin de siglo si se mantienen los niveles de 
emisiones actuales (Martins, 2019). 


A lo largo de la cordillera de los Andes que atraviesa Sudamérica se localizan unos 
18.799 glaciares cubriendo una superficie de hielo de unos 29.360 km2, de acuerdo 
con el informe del Inventario Global de Glaciares Randolph (Llorente, 2021), no 
obstante, la investigación advierte que los glaciares andinos han retrocedido entre un 
30% y 50% durante los últimos 30 años (Wellenstein y Makino, 2022) por causa del 
Cambio Climático. Las cifras oficiales de distribución por país indicaban que Bolivia, en 
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2005, contaba con 346,4 km2 de glaciares; en 2014, Chile poseía 23.641 km2 y 
Argentina unos 2.568 km2; en 2017, Perú contaba con 1298,6 km2, Ecuador con unos 
42 km2 y Colombia unos 39 km2; y en Venezuela en 2014 sólo sobrevivía un glaciar de 
0,2 km2 de superficie (Paz Cardona, 2019). Los estudios aseveran que, además, los 
glaciares más afectados son aquellos más pequeños y que se ubican a mayor altura 
(por encima de los 5.000 m sobre el nivel del mar) (Ares, 2016), y que la tendencia de 
retroceso de hielos irá en aumento durante las próximas décadas (Paz Cardona, 2019). 


Los Alpes cuenta con unos 2.092 km2 de superficie ocupada por glaciares, siendo la 
segunda región con mayor cantidad de hielos del continente europeo, por detrás de 
Escandinavia, que tiene un área de 2.949 km2 cubierta por glaciares (Davaze, et al., 
2020). Empero, los estudios indican que los glaciares alpinos se han reducido en un 
60% durante los últimos 150 años, y que esta tendencia se ha acelerado a partir de la 
década de 1980 por causa del Cambio Climático (Efeverde, 2020). En el caso particular 
de los glaciares de Suiza, éstos han perdido más del 50% de su volumen en menos de 
100 años (Foulkes, 2022), y este ritmo de retroceso también se ha acelerado en los 
últimos años: sólo en 2022, tras la combinación de un invierno seco y una intensa ola 
de calor en verano, se desvanecieron unos 3 km3 de hielo, lo que representa el 6% del 
volumen total de los glaciares suizos (Parra Hernández, 2022). 


En suma, según el IPCC, de mantenerse el nivel actual de emisiones, se que espera que 
los glaciares y mantos de hielo continúen derritiéndose durante las próximas décadas 
(AEMET - OECC, 2021), lo cual tendría severas consecuencias para la vida en el planeta, 
principalmente, una considerable reducción de los recursos de agua dulce para un gran 
parte de la población mundial y un preocupante aumento del nivel del mar. 


1.4.2 Reducción del permafrost 


Se denomina permafrost al terreno (suelo o roca, junto con el hielo y la materia 
orgánica que contienen) que ha permanecido a un nivel máximo de O £C por lo menos 
durante dos años consecutivos (IPCC, 2018), aunque en ciertas zonas se ha podido 
establecer su antiguedad en varios miles de años y llegando a profundidades de más 
de 1.500 m (Ares, 2016); se localiza exclusivamente en zonas frías y peri glaciares (las 
mayores reservas se hallan en el área circumpolar del Ártico, sobretodo en Canadá, 
Alaska y Siberia) y, en conjunto, la suma de todas las regiones con permafrost del 
mundo equivalen a un área de 22 millones de km2 (Smink, 2021). 


La importancia del permafrost radica en que encierra, potencialmente, enormes 
cantidades de GEl debido a la materia orgánica semi descompuesta que contiene, y 
estos gases están comenzando a liberarse a la atmósfera por causa de su 
derretimiento acelerado, como consecuencia del Cambio Climático. La liberación de 
GEl se produce por la acción de los microorganismos que se encargan de acabar de 
descomponer la materia orgánica que queda expuesta tras el descongelamiento del 
permafrost, y de acuerdo al tipo de microorganismo involucrado en el proceso puede 
liberarse un tipo distinto de GE!l: si participan de la descomposición bacterias aeróbicas 
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(aquellas que utilizan oxígeno), emitirán como residuo CO2; en cambio, si intervienen 
bacterias anaeróbicas (aquellas que no usan oxígeno), diseminaran como residuo 
metano, el cual posee 21 veces mayor potencial calorífico que el CO2 (Ares, 2016), 
como habíamos mencionado previamente. 


La comunidad científica se encuentra sumamente preocupada porque se calcula que el 
permafrost del planeta retiene cerca de 1,5 billones de toneladas de carbono (el doble 
de la cantidad que actualmente contiene la atmósfera) (Smink, 2021), y unas 500 Gtn 
de metano (Ares, 2016); la liberación de GEl por el descongelamiento del permafrost 
intensificaría el Cambio Climático de manera dramática, con consecuencias para el 
planeta sin precedentes. Los/as científicos/as advierten que este proceso ya ha 
comenzado y se esta acelerando, las evidencias de ello son contundentes: la 
temperatura del Ártico se ha incrementado más de 2 *%C respecto del nivel 
preindustrial, erigiéndose por ello en la zona del planeta que más rápido se esta 
calentando; en 2020, una ola de calor extremo elevo la temperatura de Siberia por 
encima de los 38 £C y se produjeron severos incendios que emitieron en la región un 
35% más de carbono que en las últimas dos décadas (Rodríguez, 2021). 


Una problemática adicional derivada del descongelamiento del permafrost se relaciona 
con la posibilidad de liberar virus y bacterias de peligrosidad desconocida que se 
hallaban confinados en el suelo helado desde hace milenios. En años recientes, varias 
investigaciones demostraron que virus y bacterias de alto riesgo (como el Ántrax), que 
estaban congelados y fueron datados con más de 30.000 años de antigúedad, se 
reactivaron al contacto con la atmósfera tras el derretimiento del permafrost en la 
tundra siberiana y provocaron importantes brotes epidémicos (Legendre, et al., 2014). 
Por el momento, los/as especialistas reconocen su desconocimiento exacto de la 
cuestión, pero advierten que no se debe descartar la posibilidad de que el 
derretimiento del permafrost pueda también liberar virus o bacterias peligrosos, que 
bien podrían provocar en el futuro brotes epidémicos de gran escala. 


1.4.3 Calentamiento de los océanos 


La comunidad científica coincide en que el océano se encuentra padeciendo los peores 
efectos del Cambio Climático: por un lado, el océano ha absorbido el 90% del calor 
generado por el calentamiento global y, por ello, su temperatura se ha mantenido en 
alza desde que comenzaron los registros modernos en 1955 (NASA, 2023b); y por otro, 
por su papel como mayor sumidero de carbono del planeta, ha procesado alrededor 
del 30% del exceso total de CO2 emitido desde el inicio de la Revolución Industrial 
(Borunda, 2023) (sobre este tema volveremos más adelante). 


El océano cubre más del 70% de la superficie del planeta y posee una capacidad de 
absorción de calor muy elevada, pero esta capacidad se ha visto bajo gran presión 
debido al impacto del Cambio Climático y la temperatura media de la superficie de los 
mares del mundo se ha incrementado aprox. 0,9 *C en contraste con los niveles 
preindustriales y, para peor, 0,6 *C de este total se ha registrado tan sólo en los 
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últimos 40 años, es decir, con una tasa de incremento alarmante (McGrath y Poynting, 
2023). Específicamente, los últimos 10 años representaron la década más cálida del 
océano desde el siglo XIX, siendo el 2021 el año más cálido en el océano desde que se 
tienen registros (NASA, 2023b). 


El exceso de calor y energía que acumula el océano esta conduciendo a un notable 
incremento de temperatura con efectos de los que no se guardan precedentes, como 
el deshielo de los polos, el aumento del nivel del mar, las olas de calor marinas y la 
acidificación de las aguas, entre otros (en apartados posteriores abordaremos algunos 
de estos temas en detalle). Igualmente, las peores derivaciones de este aumento de 
temperatura están recayendo sobre la biodiversidad marina, provocando efectos 
perdurables en la cadena trófica y poniendo en riesgo el sustento alimentario y 
económico de millones de personas alrededor del mundo que viven de la actividad 
pesquera (Naciones Unidas, 2023c). Además, en la medida en que se mantengan los 
niveles actuales de emisiones, los modelos climáticos alertan que hacia el 2100 la 
superficie del océano podría sufrir un incremento de hasta 2 *C de temperatura, lo que 
afectaría gravemente la biomasa de fitoplancton y zooplancton (con pérdidas de un 6% 
y 11% del total global, respectivamente) (Ares, 2016), y con ello el resto de la cadena 
alimentaria, provocando que más de la mitad de las especies marinas caigan al borde 
de la extinción (Naciones Unidas, 2023c). 


Otra problemática, no menos importante, producida por el calentamiento acelerado 
de los océanos radica en una potencial disminución de su capacidad de absorción de 
CO2 (McGrath y Poynting, 2023), lo que implicaría que este excedente de CO2 
permaneciera en la atmósfera, disparando dramáticamente los valores de 
calentamiento global que acumula el planeta. 


1.4.4 Aumento del nivel del mar 


Lejos de tratarse de una esfera perfecta, el planeta Tierra consiste en un esferoide que, 
por efecto de la gravedad, presenta unas zonas irregulares y otras achatadas (se 
achata en los polos y se ensancha en el Ecuador); esta estructura conceptual permite a 
los/as científicos/as calcular la gravedad de la Tierra y aproximarse adecuadamente a 
su dinámica real (Urrutia Fucugauchi, 2011). Especialmente, el geoide se utiliza como 
referencia para medir la circulación oceánica, la dinámica del hielo y los cambios en el 
nivel del mar; éste último puede presentar variaciones de decenas de metros en 
distintas partes del mundo, debido a múltiples influencias: la atracción ejercida por la 
Luna y las estrellas; los vientos, la temperatura y la presión atmosférica; las corrientes 
oceánicas y el volumen de hielo inmovilizado en los glaciares; los impactos de 
terremotos y tsunamis; entre otros (Ares, 2016). Estas variaciones en la altura del mar 
se han manifestado en las distintas eras de la Tierra y desarrollado durante largos 
períodos de cientos o miles de años (Efeverde, 2018). Sin embargo, la irrupción del 
Cambio Climático como corolario de la actividad humana esta modificando 
sustancialmente los tiempos y efectos con que se suceden estas fluctuaciones 
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naturalmente: de acuerdo con el IPCC, el nivel medio global del mar aumento unos 0,2 
m entre 1901 y 2018, un incremento superior al registrado por lo menos en los últimos 
3.000 años (AEMET - OECC, 2021). El organismo explica que este aumento se debe a la 
expansión térmica del agua (50%), la pérdida de hielo de los glaciares (22%), la pérdida 
de los mantos de hielo (20%) y los cambios en el almacenamiento de agua terrestre 
(8%) (Ibíd.). Asimismo, otros estudios estiman que el nivel del mar se incrementa unos 
3,4 mm en promedio por año, pero advierten que la tasa de crecimiento se esta 
acelerando (Nunez, 2023); en base a diferentes modelos climáticos, se calcula que para 
el 2100, el nivel del mar aumentara entre 0,3 y 1,22 m a escala global (NASA, 2023a). 


La subida del nivel del mar tendrá graves consecuencias sobre las ciudades costeras del 
mundo, provocando pérdidas materiales, de vidas humanas y la migración de 
poblaciones enteras (Nunez, 2023; Sovacool, Baum y Low, 2023); incluso, se prevé que 
muchos Estados insulares (principalmente, las pequeñas islas ubicadas en el océano 
Pacífico como Tuvalu, Vanuatu y las islas Fiyi) directamente desaparezcan bajo el agua 
como efecto del aumento del nivel del mar, debiendo relocalizar a toda su población 
de miles de habitantes y también abandonar sus bienes materiales y patrimonio 
cultural (Bullens, 2022). 


1.4.5 Alteración de las corrientes oceánicas 


Las corrientes oceánicas resultan fundamentales para la conservación del equilibrio 
climático, puesto que distribuyen la energía acumulada en forma de calor por todo el 
globo, y la manutención de las condiciones para la subsistencia de la vida marina, en 
tanto transportan materia (sólidos, sustancias disueltas y gases) y nutrientes que 
necesitan los organismos vivos fundamentales de la cadena trófica (Palou, 2022), tales 
como el fitoplancton. Particularmente, las denominadas corrientes termohalinas se 
comportan como “cintas transportadoras” que recorren el planeta formando un 
círculo cerrado, garantizando el flujo de calor y nutrientes; éstas se mantienen en 
movimiento por medio del efecto termohalino (térmico-salino), a saber: las aguas más 
densas se hunden con diferente velocidad, y esta densidad depende de su 
temperatura y grado de salinidad (Campos, 2021). Las corrientes termohalinas pueden 
completar su circunvalación del planeta en cientos de años, transportando un volumen 
de agua decenas de veces superior al caudal del río Amazonas y poseer una antiguedad 
de miles de años (Ares, 2016). 


La investigación científica ha demostrado que el avance del Cambio Climático está 
alterando aceleradamente el delicado equilibrio de las corrientes oceánicas, ya sea 
aumentando su velocidad en ciertos casos, como las corrientes oceánicas giratorias 
(Palou, 2022), o, por el contrario, ralentizando su movimiento en otros, como el caso 
de la corriente de Circulación de Vuelco Meridional del Atlántico (AMOC, siglas en 
inglés) (Andrews, 2023). En uno u otro sentido, la causa de esta alteración se vincula, 
primordialmente, tanto con el continuo aumento de la temperatura de los océanos 
(McGrath y Poynting, 2023), como con el incremento global de las precipitaciones y el 
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derretimiento progresivo de los glaciares y mantos de hielo, ambos fenómenos que 
incrementan notablemente el flujo de agua dulce en los océanos y reducen la salinidad 
media del agua marina a niveles que podrían afectar la velocidad de las corrientes 
termohalinas o, incluso, lograr que éstas colapsaran (Ares, 2016). 


La perturbación del balance entre las corrientes oceánicas por causa del calentamiento 
global podría acarrear consecuencias imprevistas y potencialmente muy perjudiciales 
para el mundo, como la generación de cambios abruptos en el clima (CORDIS, 2010), 
un impacto considerable en la cadena trófica marina (Draghi, 2020), o una afectación 
de la capacidad de absorción de calor y CO2 de los océanos (Palou, 2022). 


1.4.6 Afectación de los regímenes de precipitaciones 


El Calentamiento Global tiene una gran incidencia en los patrones globales de 
precipitaciones dado que, en términos sencillos, el aumento de temperatura 
provocaría que la atmósfera retuviera mayor cantidad de agua por efecto de la 
evaporación y, por ende, también aumentara la probabilidad de lluvias (Simon, 2023); 
de acuerdo con los cálculos de los/as científicos/as atmosféricos, por cada grado 
centígrado de calentamiento, el aire puede retener entre un 6% y 7% más de agua 
(Ibíd.). Asimismo, otras investigaciones han confirmado que este proceso de 
evapotranspiración, esto es: el proceso combinado de evaporación en la superficie 
terrestre y de transpiración de la vegetación (IPCC, 2013), ha aumentado a escala 
global entre 2003 y 2019, y continua a ritmo acelerado en la actualidad (NASA, 2021). 
Sin embargo, y a pesar de lo expuesto, el sistema climático no funciona de manera tan 
sencilla por causa de los innumerables factores que lo componen, y el establecimiento 
de una atmósfera más cálida y húmeda no necesariamente se correlaciona con un 
aumento directo del promedio de precipitaciones, sino que simplemente podría 
presentarse un ambiente cálido y húmedo pero sin lluvias (Simon, 2023); dicho de otra 
manera, y teniendo en cuenta otros factores meteorológicos, un ambiente con dichas 
características podría aumentar el promedio de lluvias o también mantener un bajo 
promedio de lluvias pero ocasionar tormentas más intensas, dando lugar, 
alternativamente, a sequías e inundaciones de cada vez mayor magnitud, parte de lo 
que se conoce como fenómenos meteorológicos extremos. 


Se define como fenómeno meteorológico extremo (FME) a los eventos climáticos raros 
en determinado lugar y época del año, entendiendo por “raro” una determinación 
igual o superior a los percentiles 102 o 902 de la estimación de la función de densidad 
de probabilidad observada (IPCC, 2018); en términos sencillos (usando como ejemplo 
las precipitaciones pero la misma dinámica se puede aplicar a otros fenómenos 
meteorológicos como tormentas, sequías, inundaciones, huracanes, tifones, etc.), si 
hace unas décadas los episodios de lluvia extrema ocurrían estadísticamente una vez 
cada 10 años, en la actualidad se registra uno cada 5 años, o si en épocas pasadas las 
lluvias extremas comprendían la caída de 200 mm de agua en 24 hs, ahora se refieren 
a una caída de 300 mm o más en el mismo período de tiempo (Retamar, 2023). De este 
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modo, paradójicamente, el Cambio Climático esta logrando que los FME se vuelvan 
cada vez más frecuentes e intensos en todo el mundo. 


Entre la diversidad de FME sobresalen especialmente, por su elevado potencial de 
daño, las inundaciones (desbordamiento de un cuerpo de agua o acumulación de agua 
en zonas normalmente no sumergidas) (IPCC, 2018) y las sequías (período de 
condiciones anormalmente secas durante un tiempo suficiente para provocar un 
desbalance hídrico grave) (Ibíd.): según los registros de la Organización Meteorológica 
Mundial (OMM), a nivel global desde el año 2000, los desastres vinculados con 
inundaciones aumentaron un 134% en comparación con las dos décadas anteriores, 
siendo Asia el continente más afectado en cuanto a pérdida de vidas y bienes 
materiales; en tanto que, durante el mismo período, el número y duración de las 
sequías también aumento un 29%, siendo África el continente más perjudicado 
(Naciones Unidas, 2023a). De manera general, el IPCC advierte que, aún con un 
calentamiento global de 1,5 2C, los FME crecerán en intensidad y frecuencia en todas 
la regiones, y que con un aumento de la temperatura global de 2 £C o más, los FME 
serán todavía peores (AEMET - OECC, 2021). 


1.4.7 Acidificación y descalcificación de los océanos 


Los océanos, tal cual se menciono previamente, son los sumideros de carbono más 
importantes del planeta y, a lo largo de las distintas eras, han participado del 
intercambio de CO2 con la atmósfera de manera lenta y gradual, en procesos que 
podían extenderse durante cientos o miles de años, pero desde comienzos de la era 
industrial, la actividad humana ha acelerado abruptamente este proceso naturalmente 
paulatino: en apenas dos siglos los océanos han absorbido alrededor del 30% de todo 
el exceso de CO2 que la producción humana ha liberado en la atmósfera (Draghi, 
2015). La principal consecuencia de este incremento de CO2 estriba en una creciente 
acidificación de los océanos, a saber: un proceso de disminución del pH (medida de 
acidez o alcalinidad del agua) durante un período prolongado, normalmente décadas o 
lapsos más largos que, además de la incorporación de COZ2, incluye también otras 
adiciones químicas o sustracciones del océano (IPCC, 2018); de este modo, los 
registros indican que desde 1750 el pH del agua marina paso de 8,2 a 8,1 (Ares, 2016), 
un cambio sumamente abrupto (la escala de pH es logarítmica) en un tiempo tan 
corto, que ha ocasionado que, desde la década de 1980, el 95% de las aguas 
superficiales a mar abierto se hayan vuelto más ácidas (Liou, 2022), hasta un 28% 
según los cálculos más austeros (Borunda, 2023). 


La mayor acidez del agua esta acarreando una serie de graves inconvenientes para los 
ecosistemas marinos, como una alteración de los sentidos de varias especies de peces 
(especialmente la capacidad de percibir estímulos olfativos y auditivos) (Ares, 2016) o 
una afectación del crecimiento y la actividad reproductiva de las especies por tener 
que desviar recursos energéticos para poder procesar el exceso de acidez del agua 
(Liou, 2022), empero, la mayor problemática radica en una severa perturbación del 
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proceso de calcificación de varias especies clave de la cadena trófica marina, como el 
plancton, el coral y los bivalvos (Geo Innova, 2015); la mayor acidez del agua impide 
que estas especies obtengan el calcio suficiente para crecer y formar los caparazones y 
conchas que los protegen y permiten sobrevivir (Comisión Europea, 2018; Colombo, 
2019). En este sentido, los pronósticos de la comunidad científica alertan que, para el 
2100, el pH de la superficie del océano podría caer por debajo de 7,8, lo cual implica 
que las aguas marinas serían un 150% más ácidas en comparación con el nivel actual 
(Borunda, 2023), componiendo un medio tan corrosivo que pondría a múltiples 
especies en extremo peligro, así como a las comunidades humanas que las utilizan 
como base de su sustento alimentario y económico. 


1.4.8 Pérdida de bosques 


Los orígenes de la tala de bosques se remontan al inicio mismo de la civilización 
humana hace más de 8.000 años, cuando se cortaban árboles para construir casas, 
utensilios, herramientas y ,sobretodo, despejar la tierra para dar paso a las primitivas 
actividades agrícolas (Ares, 2016). La Evaluación de los Recursos Forestales Mundiales 
2020 (FRA, siglas en inglés), publicada por la Organización de las Naciones Unidas para 
la Alimentación y la Agricultura (FAO, siglas en inglés), indica que más del 30% de la 
superficie terrestre se halla cubierta por bosques, lo que equivale a unas 4.060 Mha 
(millones de hectáreas), y que el 54% de esta superficie corresponde sólo a cinco 
países: Rusia, Brasil, Canadá, China y EE.UU. (FAO, 2023b). El informe destaca también 
que, desde 1990, se han perdido unas 420 Mha en todo el mundo, pero aclara que la 
tasa de pérdida de bosques ha disminuido considerablemente desde entonces; así, 
entre 2015-2020 se contabilizo la tala de unas 10 Mha de bosques, en tanto que entre 
2010-2015 esta cifra era de 12 Mha, lo cual representa una importante reducción en 
tiempos recientes (Ibíd.). 


La importancia de los bosques radica en que protegen la diversidad biológica, brindan 
sustento a miles de pequeñas comunidades (solamente en la Amazonía se han 
registrado más de 30.000 especies de plantas y unos 48 millones de habitantes que 
moran en su área de influencia) (OTCA, 2023) y, especialmente, por un lado, se erigen 
como gigantes reservorios de carbono: se estima que, a nivel global, la biomasa de la 
vegetación contiene entre 450 y 460 Gtn de carbono, y que en el suelo de los bosques 
se guardan además entre 1.500 y 2.400 Gtn de carbono (Rubio y Calama, 2023); y por 
otro lado, los sumideros forestales pueden absorber hasta un tercio de las emisiones 
totales de CO2 (Ibíd.), y, por ejemplo, se ha comprobado que un sólo árbol puede 
absorber unas 50 tn de CO2 al año (DGRS, 2022). De este modo, los bosques resultan 
fundamentales para enfrentar el Cambio Climático, no obstante, la deforestación sigue 
siendo uno de los principales problemas de la agenda mundial climática: en principio, 
se calcula que la mala gestión del uso de la tierra y los bosques representa alrededor 
del 10% de las emisiones globales de CO2, y que en muchos países tropicales la 
deforestación se manifiesta como la principal fuente de emisiones de GEl (Ares, 2016; 
Rubio y Calama, 2023). 
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Asimismo, en el centro de la problemática de la deforestación se ubica la 
agroindustria, responsable de aprox. el 50% de la pérdida de bosques a escala mundial 
como producto de la expansión de las tierras de cultivo, principalmente en regiones 
tropicales (Jurado, 2022). Por caso, sólo en la Amazonía se perdieron unos 11.088 km2 
de bosque tropical durante 2020, mayormente, para expandir la actividad de la 
agroindustria (Gortazar, 2020). 


De igual manera, el continuo aumento de los incendios forestales propiciados por el 
cambio climático también se ha convertido en una gran amenaza: se estima que en las 
últimas décadas los incendios consumieron más de 3 Mha de bosques al año, lo que 
representa una cuarta parte del total de pérdidas forestales del período (McCarthy, et 
al., 2022). Por caso, sólo en 2020, los incendios registrados en regiones del círculo 
polar ártico consumieron más de 5,5 Mha de bosques, lo que se tradujo en la inyección 
inmediata en la atmósfera de unas 182 Mtn de CO2 (WWF, 2023). En este sentido, 
los/as expertos/as coinciden en que, si bien la producción de los incendios responde a 
múltiples causas, entre los que la irresponsabilidad humana juega un papel central, el 
Cambio Climático esta adquiriendo cada vez mayor protagonismo (Borunda, 2020), en 
tanto que la combinación entre las olas de calor extremo, sequías acumuladas y 
escasos recursos hídricos conforman un marco propicio para que se dispare la 
probabilidad de incendios y que éstos sean más intensos, extensos y virulentos (WWF, 
2023). 


Finalmente, la deforestación también esta logrando que se revierta la función 
aliviadora de los bosques frente al cambio climático dado que éstos, por su causa, 
están comenzando a emitir más CO2 del que pueden absorber: estudios recientes 
advierten que en los últimos años por causa de las altas tasas de deforestación y los 
incendios recurrentes, la Amazonía emitió un 20% más de CO2 a la atmósfera de lo 
que pudo absorber durante el período 2010-2019 (McGrath, 2021; Palou, 2021). 
Aunque las investigaciones respecto de esta cuestión seguirán adelante, que el mayor 
bosque tropical del mundo (representa entre el 4% y 6% de la superficie total de la 
Tierra) (OTCA, 2023) comience a emitir más GEl de los que puede procesar se ha 
convertido en una gran preocupación para la comunidad científica. 


1.4.9 Degradación de los suelos 


El suelo comprende la delgada capa de superficie terrestre en la que, de forma natural, 
se realizan variadas actividades biológicas; no se trata de un simple recurso (como el 
agua, el aire o los minerales), sino que funciona como un ecosistema cuyo valor estriba 
en las interacciones de los elementos y microorganismos que contiene (Ares, 2016). 
Según la FAO, el primer metro de profundidad del suelo contiene, a nivel global, un 
estimado de 1.417 Gtn de carbono, casi el doble de lo que alberga la atmósfera, y a 
mayor profundidad, la cantidad de carbono se multiplica hasta tres veces (FAO, 
2023a). Por consiguiente, el suelo resulta fundamental, por una parte, como soporte 
activo de la producción de alimentos, como proveedor de importantes servicios 
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ecosistémicos y protector de la diversidad biológica; y por otra parte, también 
desempeña un papel central en el contexto del Cambio Climático, tanto como 
amenaza u oportunidad, dependiendo de la manera en que se aborde su gestión y 
cuidado (Ibíd.). En este sentido, lamentablemente, la mala gestión de las actividades 
vinculadas con el suelo lo están convirtiendo en un importante contribuyente del 
Cambio Climático puesto que, merced al aumento de la deforestación y las dañinas 
prácticas de la agroindustria, aporta alrededor del 25% de las emisiones globales de 
CO2 (Flores, 2022a), básicamente, por la aceleración en los procesos de acumulación y 
descomposición de materia orgánica que contiene por acción de bacterias que, en 
contrapartida, liberan en la atmósfera grandes volúmenes de GEl (Ares, 2016). 


Los estudios indican que, cada año, se pierden en el mundo unas 24 Gtn de suelo fértil 
(Naciones Unidas, 2019a), principalmente, como consecuencia de la actividad 
agroindustrial, que utiliza alrededor del 40% de la superficie del planeta (antes 
cubierta por bosques, selvas, sabanas y pastizales silvestres) y consume el 70% del 
agua dulce disponible (Hancock, 2019), que emplea masivamente sustancias tóxicas 
como fertilizantes, pesticidas y plaguicidas, y acarrea diversos problemas ambientales 
a diferentes escalas: “las transformaciones del territorio originaron la pérdida de 
hábitats y biodiversidad, la alteración de la estructura y funcionamiento de los 
ecosistemas y la disminución de su capacidad para sostener la provisión de servicios 
(regulación del clima, producción de oxígeno, mantenimiento de la calidad del aire y 
del agua, desarrollo de los suelos, reciclado de productos de desecho) y recursos 
vitales (alimento, fibras, agua dulce, productos forestales)” (Cabido y Zak, 2011). Pero 
también la pérdida de suelo fértil se vincula cada vez más con la irrupción del Cambio 
Climático, por intermedio del constante aumento de la temperatura, la desaparición 
de biodiversidad, la alteración de los patrones de precipitaciones y la multiplicación de 
los FME, como las sequías prolongadas, las recurrentes inundaciones y las fuertes 
descargas fluviales (Comisión Europea, 2023). 


Entre los procesos de degradación del suelo, es decir, aquellos que favorecen ritmos o 
velocidades que éste no puede soportar y conducen a su alteración en tanto pérdida 
de potencial biológico, productivo y económico (Piscitelli, 2015), se destacan por su 
pervivencia y dimensión creciente, la desertificación y la salinización. Respecto del 
primero, se entiende como consecuencia de la explotación humana que sobrepasa la 
capacidad productiva de las zonas naturales frágiles (ya sean áridas, semiáridas o 
subhúmedas) y acaba con una declinación progresiva de su productividad hasta su 
virtual inutilidad (Ibíd.); de acuerdo con las estimaciones científicas, actualmente el 
ritmo de degradación de las tierras cultivables se ha acelerado entre 30 y 35 veces más 
que la velocidad media histórica, y se prevé que hacia el 2045 más de 135 millones de 
personas alrededor del mundo podrán ser desplazadas de sus hogares actuales como 
consecuencia de la desertificación (Flores, 2022a). En cuanto a la salinización del suelo, 
este proceso remite a la degradación química que se produce como efecto de la 
confluencia de un sistema de riego deficiente y de drenaje limitado, lo que aumenta 
excesivamente la concentración de sales en la superficie y, con ello, se reciente 
notablemente su capacidad productiva y biológica (Ares, 2016); según la FAO, un 8,7% 
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de la superficie total del planeta (833 Mha) se encuentra afectada por procesos de 
salinización, y la mayoría se distribuye en entornos áridos o semiáridos de África, 
América Latina y Asia; además, se indica que entre el 20% y 50% de los suelos irrigados 
de todos los continentes ya muestran una elevada salinidad, lo cual representará un 
gran desafío para la supervivencia de los cultivos de más de 1.500 millones de 
personas en los próximos años (IAGUA, 2021). 


1.4.10 Pérdida de biodiversidad 


Siguiendo la definición del IPCC, la biodiversidad se entiende como la variabilidad de 
organismos vivos de cualquier fuente, incluidos los ecosistemas y los complejos 
ecológicos de los que forman parte, por tanto remite a un concepto holístico que 
abarca y vincula la diversidad dentro de cada especie, entre las especies y de los 
ecosistemas (IPCC, 2018). Los/as expertos/as reconocen que durante muchos años la 
crisis de la biodiversidad y la crisis climática se habían tratado como cuestiones 
separadas, sin embargo, en la actualidad esta visión ha cambiado y, en adelante, ya no 
podrán abordarse por separado, en tanto que no se puede contemplar una manera 
viable de afrontar el Cambio Climático sin comprometerse en simultáneo con la 
protección y restauración de la naturaleza (Naciones Unidas, 2022e). 


A lo largo de la extensa historia del planeta las especies y los ecosistemas han ido 
desapareciendo para dar paso a otros más evolucionados, se trata del mecanismo 
natural que ha adoptado la vida y que también incluye, en ocasiones, el surgimiento de 
eventos de extinción masiva, tal como el ocurrido hace unos 65 millones de años, en el 
período Cretácico, y que acabo con el 17% de las especies que en aquel tiempo 
poblaban la Tierra, incluidos los dinosaurios (Ares, 2016). No obstante, en el seno de 
este proceso natural que puede desarrollarse de manera equilibrada y gradual durante 
miles de años, aún si intervienen acontecimientos cataclísmicos como la caída de un 
asteroide, la constitución en el presente de la crisis de la biodiversidad remite a la 
extinción masiva de especies y ecosistemas que la actividad humana esta provocando 
de forma intempestiva y acelerada (CONABIO, 2022). La agricultura industrial, la 
construcción a gran escala, la deforestación, la sobre pesca, la caza furtiva, la 
contaminación y la proliferación de especies invasoras, entre otros, esta produciendo 
una tasa de extinción 1.000 veces superior a la que habría sin intervención humana 
(Cwienk, 2022). Según la World Wildlife Fund (WWF), las poblaciones de vida silvestre 
han disminuido un 69% a nivel mundial en los últimos 50 años, y más de un millón de 
especies (incluidos mamíferos, peces, aves, reptiles y anfibios) se encuentran en 
peligro de extinción (Cabot, 2022). Asimismo, a las mencionadas causas de la crisis de 
la biodiversidad, también debe agregarse la crisis climática ocasionada por la actividad 
humana, que cada vez con mayor intensidad esta afectando el estado de equilibrio 
natural de las especies y los ecosistemas. 


Los estudios indican que, si bien por el momento el número de especies clasificadas 
oficialmente como extintas por la inestabilidad climática resulta baja (Ibíd.), la 
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celeridad con la que avanza el Cambio Climático se encuentra alterando seriamente a 
la biodiversidad, especialmente, las evidencias resultan contundentes en relación con 
la afectación del comportamiento y ciclo vital de las especies animales y vegetales, la 
abundancia y distribución de las especies, la composición de las distintas comunidades, 
la estructura de los hábitats, y los procesos ecosistémicos (Comisión Europea, 2023). 
Además, se deben incluir las muertes masivas de animales y plantas que se derivan 
directamente de los cada vez más frecuentes FME (sequías, inundaciones, tormentas, 
olas de calor), los incendios, la acidificación del océano, y otros impactos vinculados 
con el Cambio Climático. 


La afectación de los ecosistemas resulta particularmente severa y, sobretodo, peligrosa 
en tanto que estos impactos limitarán aún más su capacidad para amortiguar el 
Cambio Climático y proporcionar otros servicios esenciales, como su aporte a la 
regulación del clima, la purificación del aire y del agua, o el control de las inundaciones 
y la degradación del suelo (Ibíd.). Actualmente, el 70% de los ecosistemas del planeta 
se hallan en estado de degradación (Cabot, 2022), y existen registros concretos de que 
éstos, impulsados por el Calentamiento Global y sus peores efectos, han comenzado a 
moverse hacia las zonas frías de los polos, a una velocidad media de 0,42 km/año (en 
el mínimo, los bosques de coníferas se desplazan a unos 0,08 km/año, y en el máximo, 
los pastizales y sabanas escapan a unos 1,26 km/año) (Ares, 2016). Esta alteración en 
la relación entre los ecosistemas, no sólo se encuentra afectando a especies animales y 
vegetales (que luchan por adaptarse con la celeridad que imponen los cambios), sino 
que también tendrá múltiples impactos en el sistema climático y la población humana, 
desestabilizando la actividad productiva y económica (Guerrero, 2022), y aún 
provocando crisis sanitarias y de salud, por caso, el aumento de brotes epidémicos por 
causa del desplazamiento forzado de su ecosistema de origen de vectores de virus 
peligrosos (como los mosquitos) y animales infectados (Berkley y Hoyer, 2022) 
(ahondaremos más en este asunto en el próximo apartado). 


Las proyecciones respecto de la conjunción de las crisis de la biodiversidad y climática 
también resultan poco alentadoras ya que, en correlación con los escenarios de 
aumentos de temperatura globales previstos, se estima que entre el 3% y 14% de las 
especies del planeta correrán un muy alto riesgo de extinción con un incremento de 
1,5 *C, y hacia el 2100, con un calentamiento esperado de 2 *C, este porcentaje de 
extinción masiva superaría el 18% (Guerrero, 2022). 


1.4,11 La humanidad en peligro 


Hasta este punto, hemos brindado una aproximación a las principales consecuencias 
del Calentamiento Global en el sistema climático mundial, pero éstas no solamente se 
limitan a los aspectos geofísicos de la Tierra, sino que también tienen un profundo 
impacto en los sistemas humanos, llegando, incluso, en los peores escenarios 
pergeñados por ciertas investigaciones, a la pérdida de grandes porciones de la 


32 


población mundial y hasta una eventual extinción humana (Romero, 2022; Vicario, 
2022). 


Desde hace mucho, la comunidad científica ha venido advirtiendo acerca de los 
impactos que el Cambio Climático tendrá en la humanidad, por caso, el Quinto Informe 
de Evaluación (1E5) del IPCC, publicado en 2014, sentencia que el Cambio Climático 
agravará los riesgos existentes y creará nuevos riesgos para los sistemas naturales y 
humanos (IPCC, 2014); en la misma línea, el IE6, último informe de evaluación 
presentado por el IPCC en 2022, indica que, a corto plazo (2021-2040), el 
Calentamiento Global provocará aumentos inevitables en múltiples amenazas 
climáticas y presentará múltiples riesgos para los ecosistemas y los seres humanos, 
aclarando que el nivel de riesgo dependerá de la concurrencia cercana de tendencias a 
largo plazo en vulnerabilidad, exposición, nivel de desarrollo socioeconómico y de 
adaptación (IPCC, 2022). De estas apreciaciones se desprende que el Cambio Climático 
haya sido definido por los principales organismos internacionales y expertos/as como 
un amplificador y multiplicador de crisis (Naciones Unidas, 2021a). 


Seguidamente presentaremos de manera concisa una serie de áreas especialmente 
sensibles a los impactos del Cambio Climático, que mantienen muy preocupada a la 
comunidad internacional por sus implicancias para los sistemas sociopolíticos y la 
población mundial. Vale mencionar que estas problemáticas se encuentran 
interconectadas entre sí, aunque difieren sustancialmente entre y dentro de las 
regiones, y que la vulnerabilidad humana y de los ecosistemas son también 
interdependientes, por tanto la pérdida de ecosistemas y sus servicios tienen impactos 
en cascada y a largo plazo en las personas a nivel global (IPCC, 2022). 


- Seguridad alimentaria: definida por la FAO como el estado en el cual todas las 
personas tienen en todo momento acceso físico, social y económico a suficientes 
alimentos inocuos y nutritivos para satisfacer sus necesidades alimenticias y sus 
preferencias en cuando a los alimentos a fin de llevar una vida activa y sana (FAO, 
1996. Citado por González, 2020), se encuentra íntimamente vinculada con los 
sistemas de producción de alimentos, especialmente, la agricultura que, como 
indicamos previamente, realiza una importante contribución al Calentamiento Global, 
aportando aprox. el 30% de las emisiones globales de GEl debido, principalmente, al 
uso de fertilizantes químicos, plaguicidas y desechos animales (IAEA, 2023), pero, al 
mismo tiempo, también se erige como una de sus mayores víctimas (Ibíd.). Según 
distintos estudios, por causa del Cambio Climático actualmente ya se ha reducido un 
5% la productividad de los tres principales cultivos en el mundo: maíz, trigo y arroz 
(Guerrero, 2022); al respecto, un informe de la NASA proyecta que, para 2030, el 
rendimiento de los cultivos de maíz disminuirá un 24%, mientras que los de trigo 
podrían aumentar aprox. un 17% dado que los niveles más altos de CO2 en la 
atmósfera tienen un efecto positivo en la fotosíntesis y la retención de agua, aunque a 
menudo este incremento en el rendimiento conlleva una pérdida de valor nutritivo 
(Gray, 2021). Las causas de esta merma de la producción agrícola son múltiples y se 
relacionan con el Calentamiento Global, los FME y también el aumento de las plagas, 
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que cada año destruyen hasta un 40% de la producción global de cultivos y por efecto 
del aumento de la temperatura podrían propagarse aún más, incluso, hasta regiones 
del Ártico (Naciones Unidas, 2021c), y aún fenómenos ligados con la pérdida de 
biodiversidad, por caso, la desaparición de diferentes especies de insectos 
polinizadores, de los cuales dependen más de dos tercios de los cultivos de todo el 
mundo (Cwienk, 2022). La cuestión más preocupante del asunto estriba en que, según 
la investigación, no se trata de eventos aislados o temporales, sino que el Cambio 
Climático esta ocasionando que el descenso de la producción agrícola y las pérdidas de 
cosechas se vuelvan eventos habituales y simultáneos, y que estas fallas en los 
principales graneros del mundo (América, Europa y el este de Asia) aumenten en 
frecuencia y magnitud, provocando, a su vez, interrupciones en las cadenas de 
suministros, escasez de alimentos y picos de precios en los mercados (Actis, 2023a), en 
un contexto marcado por un incremento continúo de la demanda global de alimentos 
como corolario del fenómeno de la superpoblación. 


En la actualidad, la seguridad alimentaria constituye un serio predicamento en varias 
regiones del mundo: en 2022 unas 735 millones de personas (casi la décima parte de la 
población mundial) se hallaban en estado de hambre crónica, y unas 2.400 millones de 
personas (un tercio de la población mundial) padecieron de inseguridad alimentaria de 
moderada a grave (Naciones Unidas, 2024b), y los pronósticos del Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) advierten que 600 millones de personas 
más podrían pasar hambre para 2080 por motivo de las consecuencias del Cambio 
Climático, que afecta el acceso a los alimentos, su producción de forma estable y, por 
ende, impide mantener hábitos alimentarios, así como prácticas de cuidado y salud, 
sobretodo, en las poblaciones más vulnerables (Vives, 2021). 


- Seguridad hídrica: aunque se calcula que más del 70% de la superficie del planeta se 
encuentra cubierta de agua, lo que equivale a unos 1.386 millones de km3 (González, 
2023), el 97% corresponde a agua salada (mayormente contenida en los océanos) y 
sólo el 3% restante se considera dulce, pero gran parte de ésta se halla encerrada en 
forma de hielo y nieve, o almacenada en acuíferos subterráneos, por lo que apenas el 
1% del suministro total del mundo esta disponible para su consumo (Kuebler, 2022). 
De aquí se desprende la importancia de la seguridad hídrica, definida como aquella 
que garantiza agua suficiente en cantidad y calidad para los diversos usos, a precios 
asequibles y en equidad, así como la protección de las personas y sus bienes ante 
fenómenos hidrometeorológicos extremos (Martínez-Austria, 2023), sin embargo, en 
la actualidad, más de 1.000 millones de personas viven en regiones con escasez de 
agua (la mayor parte de Asia, África y Oriente Medio), casi la mitad de la población 
mundial sufre una escasez grave de agua en algún momento del año y unas 2.000 
millones de personas no tiene acceso a agua potable segura (Naciones Unidas, 2023a), 
situación ya de por sí grave que esta empeorando rápidamente por causa de los 
efectos del Cambio Climático. Como señalamos en los apartados previos, el agua y el 
Cambio Climático están estrechamente relacionados de maneras complejas, que 
pueden manifestarse en una afectación de los patrones de precipitaciones, 
inundaciones o un aumento del nivel del mar, por tanto, bien se puede afirmar que la 
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mayor parte de los impactos del Cambio Climático se reducen al agua y su ciclo 
biogeoquímico (Ibíd.). Particularmente, siguiendo a Sadoff (2023), el Cambio Climático 
supone un doble desafío para la seguridad hídrica: por un lado, se espera un 
incremento significativo de la escasez ya que el Calentamiento Global elevará las tasas 
de evaporación de los suelos y de las superficies del agua, lo que también supondrá un 
aumento de las necesidades de agua para los cultivos y una intensificación de la 
demanda de agua para refrigeración por parte de las personas como contramedida 
para paliar las elevadas temperaturas; y por otro lado, se anticipa un abastecimiento 
variable e impredecible, derivado del incremento de la frecuencia e intensidad de las 
sequías y de las inundaciones, que además provocarán una contaminación y pérdida 
de calidad de las reservas existentes, así como importantes daños en bienes, servicios 
e infraestructuras. 


Aparte de los problemas habituales relacionados con el suministro de agua segura, 
como la sobreexplotación (por ejemplo, solamente la actividad agrícola consume un 
70% del agua dulce disponible) (Hancock, 2019), la contaminación (con distintas 
sustancias químicas como metales pesados), la salinización (por contacto de los 
acuíferos subterráneos con agua salada de mar) o la eutrofización (principalmente por 
causa de los residuos dejados por los fertilizantes agrícolas) (Ares, 2016), los impactos 
del Cambio Climático pondrán una presión excesiva sobre los recursos hídricos 
existentes y algunos estudios indican que, para 2025, unas 3.500 millones de personas 
podrían sufrir escasez de agua (GNDR, 2023), mientras que durante la próxima década 
se espera que la demanda supere en un 40% a la oferta disponible debido al aumento 
de la población mundial (González, 2023). 


- Desastres socionaturales: según el IPCC, se trata alteraciones graves del 
funcionamiento normal de una comunidad o una sociedad debido a los fenómenos 
físicos peligrosos que interactúan con las condiciones sociales vulnerables (de aquí la 
nueva conceptualización que ya no los define como meramente “naturales”), dando 
lugar a efectos humanos, materiales, económicos o ambientales adversos 
generalizados que requieren una respuesta inmediata a la emergencia para satisfacer 
las necesidades humanas esenciales (IPCC, 2018); de este modo, la combinación entre 
comunidades vulnerables, donde subsisten importantes impulsores del riesgo como 
degradación ambiental, pobreza y desigualdad, desarrollo urbano deficiente, o 
gobernanza débil, entre otros, y la irrupción de fenómenos naturales como huracanes, 
terremotos, sequías, tornados, etc., produce consecuencias terribles para dichas 
comunidades dando pie a los desastres, que sobretodo, de acuerdo con la 
investigación, están siendo exacerbados por los diversos efectos del Cambio Climático. 
A nivel mundial, entre 1998 y 2017 los desastres climáticos y geofísicos le costaron la 
vida a 1,3 millones de personas, pérdidas económicas directas por más de 2.900 
millones de dólares y unas 4.400 millones de personas heridas, desplazadas, sin hogar 
o que necesitaron asistencia de emergencia, destacándose que un 77% de dichos 
eventos tuvieron un origen climático (Villalba, 2022); Latinoamérica y el Caribe, entre 
2000 y 2019, se constituyo en la segunda región más propensa a los desastres en el 
mundo, con unos 1.205 eventos registrados que afectaron a más de 152 millones de 
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personas (Ibíd.). Dentro de este panorama, las personas más damnificadas suelen ser 
niños/as, mujeres, adultos mayores, personas con discapacidad, pueblos indígenas y 
comunidades marginadas (Banco Mundial, 2023). En las últimas décadas, los efectos 
del Cambio Climático han aumentado la frecuencia e intensidad de los desastres 
(ocasionando un incremento de hasta el 251% en las pérdidas económicas directas) 
(GNDR, 2023) y se ha convertido en un factor subyacente central de los riesgos que 
vulnerabilizan a gran parte de las ciudades y sus comunidades, y a vastas regiones de 
los espacios rurales (Villalba, 2022), tanto como a unas 3.500 millones de personas por 
motivo del incremento de los FME, los incendios, la escasez de agua, la subida del nivel 
del mar, etc., a los que también contribuyen la inseguridad alimentaria e hídrica aguda 
que ya padecen amplias comunidades de África, Asia, América Central y Sudamérica 
(Ibíd.). Por su parte, el Informe de Evaluación Global 2022 publicado por la Oficina de 
las Naciones Unidas para la Reducción del Riesgo de Desastres (UNDRR, siglas en 
inglés), que revelo que en los últimos 20 años se produjeron entre 350 y 500 desastres 
de mediana y gran escala cada año, prevé que este índice se incremente hasta los 560 
desastres al año para 2030 (1,5 al día en promedio) (Naciones Unidas, 2022c), 
impulsados principalmente por el riesgo cada vez mayor que representan los FME 
derivados del Cambio Climático. 


- Refugiados/as climáticos: la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Refugiados (ACNUR) informo que en 2018 la población desplazada por la fuerza en 
el mundo alcanzo el récord de 70,8 millones de personas, las cuales tuvieron que 
abandonar su lugar de origen por motivos relacionados con persecución, violencia 
generalizada, violaciones de derechos humanos, entre otros (GNDR, 2023); 
especialmente, dentro de este amplio catálogo ha crecido exponencialmente una 
nueva categoría, los denominados refugiados/as climáticos (también llamados 
migrantes por algunos/as autores/as): aquellas personas que, por causa de la gravedad 
de los impactos del Cambio Climático, no tienen más remedio que desplazarse a otros 
lugares para sobrevivir (Vives, 2021). Respecto de la cuestión, los reportes señalan que 
los FME han provocado el desplazamiento forzoso de más de 20 millones de personas 
al año desde 2008 (Borrel y Hoekstra, 2023); mientras que el ACNUR informo que en 
2022 el 84% de las personas refugiadas y solicitantes de asilo huyeron de países con 
una gran vulnerabilidad al Cambio Climático, un importante incremento en 
comparación con el 61% registrado en 2010, y agrego que esta situación se ha vuelto 
permanente puesto que, en 2020, apenas el 1% de las personas refugiadas logro 
retornar a su lugar de origen por razón de que, con una frecuencia cada vez mayor, el 
Cambio Climático deteriora las condiciones de vida y las oportunidades de desarrollo 
en muchos de los países de origen (ACNUR, 2024). Sólo en las Américas, según el 
Centro de Monitoreo del Desplazamiento Interno, se registraron más de 1,6 millones de 
nuevos desplazamientos por desastres en 2021, cifra relativamente baja en 
comparación con los 4,5 millones informados en 2020 (Pisani, 2022); entre los motivos 
de los desplazamientos se cuentan situaciones directamente vinculadas con los efectos 
de la crisis climática, como los frecuentes y devastadores incendios acaecidos en la 
selva amazónica, la persistente sequía en la zona central de Chile, las inundaciones que 
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afectan el noreste brasileño, o la necesidad de reubicación de las poblaciones costeras 
que sufren las consecuencias de la subida del nivel del mar (Ibíd.). Por otra parte, esta 
creciente crisis humanitaria no sólo incumbe a las personas refugiadas, sino también a 
los países de acogida, cuyos presupuestos y políticas sociales caen desbordados por la 
llegada masiva de personas, lo cual, en general, ha acabado en la generación de 
episodios de gran violencia contra los/as recién llegados/as, como su reubicación 
forzada en campos de concentración con pésimas condiciones sanitarias y de 
seguridad, o el uso directo de la fuerza militar para mantenerlos fuera de las fronteras 
(Buxton, 2018), así como la proliferación de ideologías y partidos de extrema derecha 
que contemplan el arribo de refugiados/as como una amenaza y abogan por el cierre 
de las fronteras, o soluciones aún más violentas (Vázquez Cubas, 2019). En este 
sentido, distintos informes indican que los desastres asociados al Cambio Climático 
contribuirán a un incremento de la emigración desde los países de renta media a los de 
renta alta (Moore, 2021), mientras otras organizaciones, como el Banco Mundial, 
prevén que para 2050 el número de refugiados/as climáticos podría alcanzar las 143 
millones de personas en el mundo (Vives, 2021), contando sólo para Latinoamérica 
más de 17 millones de personas (Pisani, 2022). 


- Pandemias: la irrupción de la COVID-19 en el ámbito internacional demostró cuán 
peligrosos pueden resultar los virus para la población e, indirectamente, los sistemas 
socioeconómicos, y cuán poco preparados están los sistemas sanitarios y de salud para 
afrontar tales crisis; y, para peor, estudios recientes indican que los efectos del Cambio 
Climático podrían desatar nuevas pandemias con consecuencias aún más devastadoras 
(Romero, 2022). Estos informes indican que, en las próximas décadas, la interacción 
entre la crisis climática y la salud pública podría crear la “tormenta perfecta” de 
destrucción y perturbaciones en el mundo (Berkley y Hoyer, 2022), dado que el 
Calentamiento Global esta desplazando los límites del hábitat de agentes patógenos 
mortales, llevando a que las enfermedades infecciosas que transmiten ciertos 
vectores, como los mosquitos, se extiendan a zonas otrora denominadas más frías, 
como el norte de Europa o Canadá (Ibíd.); de este modo, enfermedades como la 
malaria (que, según la Organización Mundial para la Salud -OMS-, sólo en 2022 a nivel 
mundial contabilizo unos 249 millones de casos en 85 países y dejo un saldo de 
608.000 muertes) (OMS, 2023), el dengue (que cada año produce unos 390 millones de 
casos en el mundo y unas 25.000 muertes, según la OMS) (Ingrassia, 2020) y la fiebre 
amarilla podrían provocar brotes epidémicos de alta peligrosidad en regiones donde 
no se encuentran preparados los sistemas sanitarios y de salud para afrontar tales 
crisis. Otros estudios afirman que el Cambio Climático también aumenta el riesgo de 
transmisión viral entre especies, esto es: nuevos virus que saltan de especie en especie 
de animales salvajes que son forzados a emigrar de sus hábitats de origen por motivo 
del calentamiento global o la pérdida de sus ecosistemas (Tierra Viva, 2022); 
actualmente, al menos 10.000 virus capaces de infectar a humanos circulan 
silenciosamente entre mamíferos salvajes, pero éstos, al verse obligados a huir de sus 
ecosistemas y en el proceso mezclarse con otros animales, aumentarán la probabilidad 
de que estos virus se contagien entre distintas especies, o bien surjan nuevas 
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enfermedades y que, a su vez, se transmitan hacia los humanos con mayor facilidad 
(Ibíd.). En estrecha asociación, vale mencionar los virus antiguos que se mantuvieron 
congelados durante miles de años en el permafrost y están volviendo a activarse por 
causa de su derretimiento (tema que habíamos tocado en un apartado anterior), y 
cuya peligrosidad aún se desconoce. 


Aunque resulta difícil establecer una causalidad directa entre el cambio ambiental y la 
aparición de epidemias (Berberian y Rosanova, 2012), la investigación advierte que en 
los próximos años el Cambio Climático podría provocar más de 15.000 nuevos casos de 
mamíferos que transmitan virus a otros mamíferos, incluidos los humanos (Tierra Viva, 
2022), en tanto que debido a la persistencia de sus impactos, la probabilidad de que se 
desate otra crisis sanitaria mundial, similar o peor a la provocada por la COVID-19, 
aumenta un 2% con cada año transcurrido (Berkley y Hoyer, 2022). 


- Conflictos: la conceptualización del Cambio Climático como un multiplicador de 
amenazas (Sinai, 2015) alcanza su máxima expresión en el área de los conflictos y se ha 
convertido en objeto de gran preocupación entre los organismos y especialistas en 
seguridad. Los diversos impactos de la crisis climática (pérdida de cosechas, escasez de 
agua, desplazamiento forzado de personas, entre muchos más) exacerban los riesgos 
de inestabilidad y conflictos (Naciones Unidas, 2021a), en diferentes escalas y 
regiones; de acuerdo con el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), de los 20 
países considerados más vulnerables al Cambio Climático, 12 atraviesan situaciones de 
conflicto (CIRC, 2020), aunque, a ciencia cierta, no se puede establecer una correlación 
directa entre el Cambio Climático y los conflictos, sino que, por un lado, los efectos de 
la crisis climática indirectamente aumentan el riesgo de que se produzcan conflictos al 
exacerbar factores sociales, económicos y ambientales existentes, y por otro lado, los 
países que atraviesan conflictos tienen menor capacidad para enfrentar la crisis 
climática, justamente, porque su capacidad de adaptación esta debilitada por los 
conflictos (Ibíd.), por tanto se conformaría un potente círculo vicioso entre Cambio 
Climático y conflictos difícil de detener. Los factores desencadenantes de los conflictos 
son variados y mantienen interacciones complejas entre sí, pero existe consenso en 
que, históricamente, la posesión y explotación de recursos naturales se encuentra 
entre los principales, así lo demuestra un informe de la ONU que indica que, en los 
últimos 60 años, más del 40% de los conflictos armados en el mundo estuvieron 
vinculados con los recursos naturales ( el petróleo, el agua, la tierra y ciertos 
minerales, fundamentalmente), agregando que este porcentaje puede crecer 
impulsado por el Cambio Climático (Naciones Unidas, 2018). En el mismo sentido, 
varios informes señalan que la escasez de agua se esta convirtiendo en el centro de la 
multiplicación de conflictos en varias regiones (Duyar, 2021), y, por caso, desde 2020, 
se han registrado en el mundo (especialmente en las zonas de clima árido donde los 
recursos hídricos no abundan) unos 140 conflictos por esta causa (González, 2023). Por 
otra parte, particularmente preocupa a los/as expertos/as en seguridad cómo los 
efectos del Cambio Climático están contribuyendo a la inestabilidad de los Estados al 
producir distintos conflictos que ponen en duda su legitimidad frente a los/as 
ciudadanos/as como proveedor de recursos básicos como agua y alimentos (Werrell y 
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Femia, 2018); así, las repercusiones del Cambio Climático en los recursos naturales, 
sumada a las presiones ejercidas por las condiciones demográficas, económicas y 
políticas existentes, pueden generar conflictos que mermarían considerablemente la 
capacidad de un país para autogobernarse y, en el peor de los escenarios, podría llevar 
al desmoronamiento del propio Estado (Ibíd.). 


Respecto del futuro, se prevé que el aumento del impacto del Cambio Climático en 
todas las regiones produzca que el riesgo de conflictos siga creciendo (Naciones 
Unidas, 2018), hasta un 54% para 2030 respecto del presente según ciertos estudios 
(Sinai, 2015) y se vuelvan también más difíciles de controlar (Werrell y Femia, 2018), 
mientras cada vez más informes alertan sobre la posibilidad de que la intensificación 
de la crisis climática desencadene en las próximas décadas conflictos de escala 
mundial, como enfrentamientos bélicos entre las superpotencias o, incluso, una guerra 
nuclear (Romero, 2022; González, 2023). 
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Segunda parte 


2.1 La acción mundial por el clima 


Desde que las ciencias del clima establecieron durante el siglo XIX las bases para 
comprender el calentamiento global y, hacia finales de la década de 1960 (tras varios 
años de cuidadosas mediciones) se confirmo el aumento sostenido de los niveles de 
CO2 en la atmósfera como consecuencia de la actividad humana (Vásquez, 2021), la 
comunidad científica supo que el Cambio Climático tiene las características de un 
problema de acción colectiva a escala mundial, dado que la mayoría de los GEl se 
acumulan con el tiempo y se combinan globalmente, por tanto las emisiones realizadas 
por cualquier agente (personas, comunidades, empresas, países) afectan a los demás 
agentes y, para alcanzar una mitigación eficaz, no sirve que los distintos agentes 
antepongan sus propios intereses de forma independiente, sino que se requieren 
respuestas cooperativas, en particular la cooperación internacional para mitigar de 
forma efectiva las emisiones de GEl y abordar los demás problemas relacionados (IPCC, 
2014). De este modo, la idea de la necesidad de una acción mundial por el clima 
comenzó a consolidarse y prontamente ocupo un lugar central en la agenda 
internacional, sin embargo, justamente esta necesidad, cada vez más urgente, de 
establecer un grado de cooperación internacional jamás visto se ha convertido en uno 
de los desafíos más trascendentales de la humanidad. 


De acuerdo con Lazarus (2009), aunque efectivamente se ha establecido el consenso 
científico en torno al avance del Cambio Climático provocado por la actividad humana, 
el siguiente paso de desarrollar y llevar a la práctica una solución de política pública 
resulta extraordinariamente difícil debido a las enormes interdependencias, 
incertidumbres, circularidades y partes interesadas en conflicto implicadas. El autor 
indica que los/as académicos/as hace tiempo comenzaron a denominar a los 
problemas de política pública que reúnen estas características como “problemas 
perversos” (tal el caso de cuestiones como el terrorismo o el SIDA), empero, en 
comparación, el Cambio Climático ha sido descrito acertadamente como un “problema 
súper perverso” debido a sus características aún más exacerbantes: primero, se vuelve 
menos manejable conforme pasa el tiempo pues entre más aumentan las emisiones de 
GEl el problema se torna más severo y hay cada vez menos probabilidades de que se 
encuentre una solución aceptable; segundo, los actores que están en mejor posición 
para enfrentar el Cambio Climático son también los principales responsables del 
mismo y carecen de incentivos para tomar medidas porque obtienen grandes 
beneficios del statu quo vigente y, en gran medida, irónicamente, tampoco están 
padeciendo sus peores consecuencias, y, aún más, cuentan con los recursos para una 
mejor adaptación; tercero, ninguna institución tiene jurisdicción ni autoridad 
pertinente para responder con la misma proporción de fuerzas a un problema de 
dimensiones mundiales como el Calentamiento Global. En consecuencia, los esfuerzos 
que buscan mitigar los efectos del Cambio Climático, y también los de adaptación, 
generalmente son vistos como caros, innecesarios, fútiles y remotos en relación con 
las políticas que generan beneficios económicos inmediatos y que, a la vez, resultan 
políticamente más populares (UNEP, 2017). 
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De este modo, se desprende que el problema súper perverso que plantea el Cambio 
Climático y la acción mundial por su solución ha estado atravesado por una serie de 
conceptualizaciones ideológicas y políticas fundadas en múltiples tradiciones, 
corrientes teóricas y fuentes epistemológicas de diversa índole, que direccionan su 
comprensión y afectan la toma de medidas y decisiones al respecto, cuyo análisis 
excede los propósitos del presente trabajo y, por ende, no profundizaremos en el 
tema, no obstante, a los fines prácticos de lograr una comprensión mínima del asunto 
en vista de la importancia que mantiene con nuestro objeto de estudio, podremos 
presentar una breve aproximación de las dos principales posturas que atraviesan la 
cuestión climática basándonos en las aportaciones de un par de autores/as versados 
en la materia. 


Moore (2021) señala que desde su nacimiento, que sitúa durante la celebración de la 
Cumbre de la Tierra de Estocolmo en 1972, el movimiento medioambiental 
internacional se encuentra marcado por la tensión que surgió en dicha conferencia 
entre la necesidad de cooperar (reflejada en la cantidad de países que se 
comprometieron a colaborar para proteger el medioambiente) y la tentación de 
competir (evidenciada por el boicot que protagonizaron los países del bloque soviético 
en protesta por la exclusión del evento de Alemania del Este), y que en adelante los 
esfuerzos por resolver los retos ambientales globales, como el Cambio Climático, 
quedaron atravesados por aquel conflicto, esto es, los resabios de la Guerra Fría (la 
fractura entre las dos grandes potencias y entre los países que se alinearon con cada 
bando) y la profunda diferencia entre Norte y Sur global. Este conflicto originario ha 
resentido particularmente la respuesta mundial al Cambio Climático que, a pesar de 
ofrecer importantes incentivos para la cooperación, se ha visto afectada por la 
geopolítica, donde prima la competencia. Respecto de esta última, actualmente esta 
representada por la confrontación entre las democracias liberales más o menos 
polarizadas, encabezadas por EE.UU., y las sociedades crecientemente autoritarias 
seguidoras de China, que, tras haber padecido los coletazos de acontecimientos 
traumáticos como la crisis financiera global de 2008 y la Pandemia de COVID-19, y a 
pesar de haber alcanzado un principio de colaboración con la firma del Acuerdo de 
París, se han volcado más hacia el proteccionismo, la preeminencia del interés nacional 
y la competencia entre potencias, que a la cooperación multilateral que urge a la 
acción climática en un contexto de aumento constante de las emisiones de carbono y 
de creciente escalada de los daños ocasionados por la crisis climática. En general, esta 
competencia se materializa en distintas áreas donde los países pujan en el escenario 
mundial por una “ecosuperación” (determinar quién presenta planes de mitigación 
más ambiciosos o se impone compromisos de alcanzar la neutralidad en carbono antes 
que los demás) pero especialmente se vislumbra en los esfuerzos hacia la transición 
energética, donde, por un lado, China, EE.UU. y la Unión Europea se han enredado en 
distintas disputas y rencillas para conseguir una posición de ventaja competitiva en la 
producción de energía limpia (vital para evitar un Cambio Climático catastrófico), y por 
otro, los petroestados han comenzado a repensar sus sistemas económicos más allá de 
su dependencia de los combustibles fósiles, haciendo fuertes inversiones en 
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tecnologías de energía verde. Como corolario de esta nueva geopolítica del clima, se 
ha afirmado la idea de que habrá países ganadores y perdedores, a partir del 
establecimiento de una nueva división entre aquellos que puedan invertir en 
tecnologías como factor de mitigación y de adaptación climática, que además 
implicaría una importante ventaja económica y la consecución de la seguridad 
energética, y aquellos que, por diferentes razones, no puedan lograrlo. Frente a este 
complejo panorama, el autor concluye que en la nueva geopolítica del Cambio 
Climático, se afianzará esta división entre países que alcancen una adaptación exitosa 
que les permita mantenerse en la competencia económica y geopolítica, y los que no 
puedan lograrlo, lo cual podría resultar desalentador para los/as defensores/as de la 
cooperación medioambiental global, pero no lo es, puesto que en la medida en que los 
esfuerzos globales por prevenir un Cambio Climático catastrófico se orientan hacia un 
aumento de la investigación, el desarrollo y el despliegue de la energía limpia, la 
competencia proporcionara un poderoso incentivo para que los países y las empresas 
sigan invirtiendo en la tecnología que el mundo necesita para descarbonizarse y 
adaptarse a los efectos climáticos. 


Moneer (2022) advierte que África, que mantiene una contribución mínima al 
Calentamiento Global, esta sufriendo los peores impactos como corolario de la 
interrelación entre crisis climática, esclavitud y colonialismo, lo cual conlleva a 
vulnerabilidades divergentes y jerarquías coloniales, agravadas por episodios más 
recientes de saqueo y explotación de recursos naturales. Bajo esta premisa, los 
llamamientos a la Justicia Climática implican que los principales contaminadores del 
hemisferio norte, deben valorar los perjuicios climáticos producto de sus emisiones a 
lo largo de la historia y compensar a las poblaciones afectadas por los agravios del 
pasado, que no sólo incluye pérdidas tangibles, sino también intangibles como el 
patrimonio cultural o la identidad social. En los últimos años la garantía del pago de 
esta deuda climática ha sido una lucha constante encabezada por países africanos y 
latinoamericanos, y el Movimiento por la Justicia Climática, pero en todas las 
conferencias internacionales sobre el clima, la exigencia de mecanismos de reparación 
de pérdidas y perjuicios ha sido rechazada; en contraposición, la asistencia financiera 
internacional brindada a los países africanos, necesaria para poder afrontar los daños y 
pérdidas y poder ¡implementar políticas de adaptación, han consistido 
mayoritariamente en préstamos y deudas, que no sólo han agravado el problema de la 
deuda pública externa en el continente, sino que han comprometido en muchos países 
la provisión de servicios básicos como la educación y la atención sanitaria. En estrecha 
relación, la racionalidad neoliberal hegemónica global define el Cambio Climático 
como una problema biofísico debido fundamentalmente a las emisiones de carbono 
que amenaza a la naturaleza y a las personas y que la solución implica mantener el 
carbono bajo el suelo, como parte de un abordaje más amplio mediante decisiones 
políticas basadas en progresos científicos, empero, este modo de contextualizar la 
crisis climática y sus soluciones mantiene el statu quo de una economía capitalista 
global que perpetúa los modos de consumo capitalistas existentes, así como la 
producción y el consumo basados en un uso intensivo de la energía; bajo estas 
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prerrogativas, la lucha contra el Cambio Climático ha llevado a movilizar inversiones en 
soluciones tecnológicas en África (industrialización ecológica, captura de CO2 y 
créditos de carbono, infraestructuras de energías renovables), pero estas soluciones 
benefician a unas cuantas multinacionales e inversores en alta tecnología, al tiempo 
que convierten a las poblaciones empobrecidas y a los pueblos autóctonos en zonas de 
sacrificio, que soportan el peso de la contaminación y el Cambio Climático, lo cual 
consolida injusticias muy arraigadas y acrecienta el legado del colonialismo. En 
contraposición, la autora indica que el Cambio Climático no puede limitarse a controlar 
la explotación excesiva de los recursos naturales, sino que consiste en admitir que el 
planeta tiene unos limites que, una vez sobrepasados, las soluciones tecnológicas no 
pueden reparar. En consecuencia, resulta imperativo descolonizar el discurso 
eurocéntrico sobre la definición y solución de la crisis climática, incorporando otras 
clases de conocimientos, locales y autóctonos, que representan a las voces, 
históricamente acalladas e invisibilizadas, de quienes se encuentran en la primera línea 
del deterioro climático, y más importante aún, se deben adoptar cambios en los 
paradigmas políticos y económicos que no se limiten a suprimir gradualmente los 
combustibles fósiles: el cambio de paradigma tiene que ser emancipatorio y 
transformador, en el sentido de abarcar cuestiones de propiedad, acceso a los 
recursos, democracia y justicia social. 


Estas dos aportaciones condensan las principales posturas teóricas, políticas e 
ideológicas, contrarias y en puja constante, que han marcado el devenir de la acción 
mundial por el clima desde su origen hasta la actualidad (y, en gran medida, han sido 
responsables de sus éxitos y fracasos): de manera muy simplificada, una vinculada con 
la comprensión de la crisis climática como un problema físico-técnico que requiere un 
ajuste tecnológico del sistema político-económico global vigente, y otra asociada con 
una visión histórico-política holística de la cuestión climática que reclama una 
transformación profunda del sistema global desde una perspectiva de justicia y 
derechos humanos; ambas posiciones se han materializado de múltiples maneras en 
las negociaciones climáticas, los instrumentos internacionales, las marchas, protestas y 
huelgas climáticas masivas, el Derecho Internacional Ambiental, entre muchas más 
prácticas, productos y discursos sociales, políticos y económicos alrededor del mundo. 


Durante los próximos capítulos abordaremos el desarrollo de la acción mundial por el 
clima, fundamentalmente de manera descriptiva, pero teniendo en consideración lo 
mencionado previamente para poder contribuir a una mejor comprensión de la 
cuestión. 
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2.2 La acción por el clima desde la comunidad 
internacional 


Desde hace más de medio siglo, la Organización de las Naciones Unidas (ONU), o 
simplemente Naciones Unidas (UN, siglas en inglés), se ha mantenido a la vanguardia 
de la cuestión ambiental y climática, erigiéndose como el “principal motor de cambio” 
a nivel global (Reyna, 2018). Este liderazgo se ha materializado a través del Derecho 
Internacional, especificamente, en la adopción de tratados, convenciones y normas 
entre los Estados miembro, donde se estipulan objetivos, metas y compromisos de 
diverso grado de vinculación jurídica. Este proceso, desarrollado durante las últimas 
décadas, ha estado colmado de aciertos y desaciertos, y ha sido atravesado por fuertes 
tensiones económicas y políticas, y no ha quedado exento de cuestionamientos, 
polémicas y escándalos, por así decirlo, en una medida semejante a la magnitud de la 
problemática mundial que pretende confrontar. Por lo tanto, a los fines de intentar 
esclarecer este complejo proceso y sus resultados, y coadyuvar en su comprensión, el 
presente capítulo se dividirá en dos partes: primero, comenzaremos por tratar de 
explicar la idiosincrasia de la institución que le ha dado origen e impulso, la ONU, 
mediante una breve descripción de sus inicios, objetivos y modo en que se organiza; y 
segundo, abordaremos, sucintamente y en orden cronológico, los instrumentos 
internacionales fundamentales que se han adoptado con el propósito de abonar la 
lucha mundial contra el Cambio Climático. 
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2.2.1 La Organización de las Naciones Unidas” 


Semanas antes de que acabara la Segunda Guerra Mundial, en abril de 1945, cuando la 
derrota del régimen nazi era inminente, se realizó en San Francisco, EE.UU., la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Organización Internacional, donde los 
representantes de 50 países se congregaron con el objetivo de evitar la posible 
conflagración de otra guerra mundial mediante la creación de una nueva organización 
multilateral; tras dos meses de deliberaciones redactaron y firmaron la Carta de la 
ONU, la cual dio nacimiento oficial a la Organización de las Naciones Unidas (ONU) el 
24 de octubre de 1945, cuando finalmente la Carta fue ratificada por EE.UU., Rusia, 
Reino Unido, Francia, China y la mayoría de los demás signatarios. 


Desde entonces, la ONU se ha mantenido como la mayor organización internacional 
existente, trabajando para preservar la paz y la seguridad en el mundo, brindar 
asistencia humanitaria, proteger los derechos humanos y defender el Derecho 
Internacional. Asimismo, con el transcurrir de los años sus funciones se han ampliado 
más allá de los propósitos fundacionales y, hasta la actualidad, la ONU se ha 
comprometido en la labor de otras problemáticas que atraviesan el mundo; 
primordialmente, con el fin de alcanzar un futuro más sostenible y libre de pobreza ha 
fijado para los Estados miembro Objetivos de Desarrollo Sostenible para 2030, y 
también ha acordado el emprendimiento de acciones conjuntas para limitar y 
contrarrestar el Cambio Climático. 


En la Carta de la ONU se establecieron los órganos principales de la institución: 


- Asamblea General: se trata del órgano representante, normativo y deliberativo de la 
ONU, el único que cuenta con representación universal en tanto que convoca a los 193 
Estados miembro que componen la organización. La Asamblea se reúne cada año en la 
sede central de New York, EE.UU., para discutir diversos temas de la actualidad 
mundial y la toma de decisiones se dirime en consonancia con la importancia otorgada 
a dichos temas: las decisiones generales se toman por la consecución de la mayoría 
simple durante la votación; en cambio, para los asuntos de vital importancia (aquellos 
referidos a la paz y la seguridad, o los asuntos presupuestarios, entre otros) se 
requiere una mayoría de dos tercios de los votos. 


- Consejo de Seguridad (CDS): se erige como el órgano con la responsabilidad de 
mantener la paz y seguridad internacionales, mandato principal de la Carta de la ONU. 
Cuenta con 15 miembros (5 permanentes y 10 no permanentes que van rotando 
periódicamente entre todos los Estados miembro) y cada uno tiene un voto, aunque 
cada miembro permanente se reserva el poder de veto. El Consejo de Seguridad 
determina la existencia de amenazas a la paz o actos de agresión entre naciones, llama 


? La información respecto de la ONU en el presente capítulo fue extraída principalmente del sitio Web 
oficial de la institución: https://www.un.or 
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a la conciliación entre las partes involucradas y, en caso de ser necesario, puede 
imponer sanciones o, incluso, autorizar el uso de la fuerza para restablecer la paz y 
seguridad. Sus dictámenes son vinculantes y todos los Estados miembro están 
obligados a cumplirlos. 


- Consejo Económico y Social: se manifiesta como el encargado de abordar los asuntos 
económicos, sociales y medioambientales, el control del cumplimiento de los objetivos 
de desarrollo acordados internacionalmente y la supervisión de las actividades del 
Sistema de la ONU y las agencias especializadas. Consta de 54 miembros, elegidos por 
la Asamblea por períodos superpuestos de tres años. 


- Corte Internacional de Justicia (CIJ): se trata del órgano judicial de la ONU y se ocupa 
de resolver, en conformidad con el Derecho Internacional, las disputas legales 
presentadas en sus fueros por los distintos Estados miembro, y emitir dictámenes 
consultivos acerca de cuestiones legales planteadas por órganos autorizados y 
agencias especiales. La CIJ funciona de conformidad con su propio Estatuto y su sede 
central de ubica en el Palacio de la Paz en La Haya, Países Bajos. 


- Secretaría: está encabezada por el Secretario General (el oficial administrativo en jefe 
de la organización) y se compone de decenas de miles de personas de todas las 
nacionalidades, que trabajan en las múltiples dependencias repartidas en el mundo, 
realizando a diario el trabajo estipulado por la Asamblea General y los demás órganos 
principales. El Secretario General se alza como el símbolo de los ideales de la ONU y el 
portavoz de los intereses de los pueblos del mundo, particularmente los más 
empobrecidos y vulnerables. 


- Consejo de Administración Fiduciaria: por mandato de la Carta de la ONU, se creó 
para supervisar y asegurar las condiciones de autonomía e independencia de los 11 
territorios fideicomisados puestos bajo la administración de 7 Estados miembro. 
Finalmente, en 1994 cumplió con su misión específica y, desde entonces, sólo se reúne 
ocasionalmente, ya sea por resolución interna, o por petición de la mayoría de los 
miembros de la Asamblea General o el Consejo de Seguridad. 


Estos 6 órganos principales de la institución, además, conforman el denominado 
Sistema de la ONU junto con otras numerosas organizaciones afiliadas bajo la 
categoría de programas, fondos y agencias especializadas. Cada organización cuenta 
con su propia membresía, liderazgo y presupuesto; respecto de esto último, por caso, 
las agencias especializadas, que son organizaciones internacionales independientes, 
reciben contribuciones obligatorias, además de aportes voluntarios. 


Entre los principales programas y fondos se cuentan: el Programa de Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD), que trabaja para erradicar la pobreza, reducir las 
desigualdades y fomentar la resiliencia, y desempeña un rol clave para asistir a los 
países en el logro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible; el Programa de Naciones 
Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA, o UNEP -siglas en inglés-) que actúa como 
catalizador y facilitador del uso racional del medio ambiente mundial y su desarrollo 
sostenible; el Fondo de Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF, siglas en inglés), que 
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trabaja en el mundo para salvaguardar la vida de niños, niñas y adolescentes, proteger 
sus derechos y ayudarles a desarrollar su máximo potencial. 


Como se mencionó, las Agencias Especializadas son organizaciones que trabajan 
dentro de la ONU por medio de acuerdos especiales; algunas existían antes de que 
surgiera la ONU, y otras fueron creadas por ésta para responder a nuevas necesidades. 
Entre las principales agencias especializadas se encuentran: la Organización de las 
Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO, siglas en inglés), que dirige 
los esfuerzos internacionales en la lucha contra el hambre; la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT), que promueve y protege los derechos laborales 
internacionales; la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y 
la Cultura (UNESCO, siglas en inglés), que aboga por el mejoramiento de la educación 
mundial y la protección de lugares clave en todo el mundo por su valor cultural e 
histórico; la Organización Mundial de la Salud (OMS), que trabaja por el logro del más 
alto grado de salud y sanidad para todas las personas en el mundo; la Organización 
Meteorológica Mundial (OMM), que facilita el intercambio internacional de datos e 
información meteorológicos; el Fondo Monetario Internacional (FMI), que promueve el 
crecimiento económico y el empleo mediante la asistencia financiera a los países; el 
Banco Mundial, que se enfoca en la reducción de la pobreza y el aumento de la calidad 
de vida a través de la ayuda financiera a los países; la Oficina del Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), que brinda asistencia y protección a 
los/as refugiados/as en todo el mundo. 


Asimismo, la ONU mantiene relaciones con otras organizaciones como: la Corte Penal 
Internacional (ICC - CPI), que se ocupa de juzgar los crímenes de mayor gravedad para 
la comunidad internacional (genocidio, crímenes de guerra o de lesa humanidad), 
como una instancia complementaria a los respectivos tribunales nacionales; el 
Organismo Internacional de Energía Atómica (OIEA), que colabora con los países y 
otros socios mundiales para promover el uso seguro y pacífico de las tecnologías 
nucleares; la Secretaria de la CMNUCC, creada tras la adopción de la Convención 
Marco de las Naciones Unidas para el Cambio Climático y que se encarga de apoyar la 
respuesta mundial a la amenaza del Cambio Climático; la Organización Mundial de 
Comercio (OMC), que emerge como el foro donde los países realizan acuerdos 
comerciales y tratan de resolver las disputas comerciales que pudieran surgir entre 
ellos. 


Aparte de las organizaciones mencionadas, muchas otras entidades más componen el 
Sistema de la ONU, por lo cual éste se determina como un ecosistema de 
organizaciones altamente complejo y extenso, que prácticamente abarca todos los 
aspectos individuales y colectivos del mundo. Dentro de este ecosistema 
organizacional, el Derecho Internacional conforma una pieza clave para el 
cumplimiento de sus objetivos y, en este sentido, uno de los grandes logros de la ONU 
ha sido el desarrollo de un vasto corpus de derecho internacional tanto para la 
preservación de la paz y seguridad mundiales, como para la promoción del desarrollo 
social y económico. 
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El Derecho Internacional define las responsabilidades legales de los Estados en sus 
relaciones con otros Estados y el trato a los individuos dentro de las fronteras 
estatales; además, sus competencias comprenden una gran variedad de problemas de 
importancia internacional, entre los que figuran los derechos humanos, el desarme, 
los/as refugiados/as, la conducta durante la guerra, y mucho más; también regula los 
bienes comunes mundiales, como el medio ambiente, el desarrollo sostenible, las 
aguas internacionales, el espacio ultraterrestre, y mucho más (Naciones Unidas, 
2024c). El Derecho Internacional está consagrado en convenciones, tratados y normas. 


La Carta de la ONU avala la labor de la institución en el campo del Derecho 
Internacional en su Preámbulo, y en los artículos 13, que la insta a impulsar el 
desarrollo progresivo del Derecho Internacional y su codificación, y 33, que la compele 
a ayudar en la resolución de las controversias internacionales por medios pacíficos, 
entre estos, el arbitraje y el arreglo judicial. Este trabajo se lleva a cabo a través de 
cortes, tribunales, tratados internacionales y también el Consejo de Seguridad, que por 
mandato de la Carta de la ONU, se considera un instrumento de Derecho 
Internacional, vinculante para los Estados miembro. De esta manera, muchos de los 
tratados creados por la ONU forman la base del derecho que rige las relaciones 
interestatales y, aunque su labor en este campo no siempre recibe mucha atención, 
tiene una repercusión diaria en la vida de todos/as los habitantes del mundo. 


Dentro del trabajo de desarrollo y codificación del derecho, se puede destacar la 
contribución fundamental de: a) la Asamblea General, que se eleva como el principal 
órgano de deliberación en materia de Derecho Internacional, donde participan todos 
los Estados miembro; b) la Sexta Comisión Jurídica, también integrada por 
representantes de la totalidad de los Estados miembro, que trata áreas específicas del 
Derecho Internacional e informa a la Asamblea; y c) la Comisión del Derecho 
Internacional, formada por 34 miembros que representan colectivamente los 
principales sistemas jurídicos del mundo y prestan servicios como expertos/as a título 
personal, no como representantes de sus respectivos gobiernos, y se encarga de 
cuestiones ligadas a las relaciones interestatales y, según la materia, puede consultar a 
otros órganos y agencias especializadas de la ONU. 


En cuanto al arreglo judicial de controversias de acuerdo con el Derecho Internacional, 
la Corte Internacional de Justicia (CIJ) (también conocida como Corte Mundial) funge 
como el principal órgano especializado de la ONU; fue creada en 1947, esta compuesta 
por 15 jueces/zas, elegidos para períodos de 9 años por la Asamblea General y el 
Consejo de Seguridad, y se ocupa de resolver las distintas disputas surgidas entre los 
Estados que aceptan su competencia (por ejemplo, definición de limites territoriales, 
derechos económicos, prohibición del uso de la fuerza, relaciones diplomáticas, entre 
muchos más) y emitir opiniones consultivas a las preguntas planteadas por organismos 
de la ONU. Aparte de la Corte Mundial, existe una gran variedad de cortes y tribunales 
internacionales, tribunales ad hoc, y tribunales asistidos por la ONU que tienen 
distintos grados de relación con la Organización, que se ocupan de una amplia gama de 
cuestiones (crímenes de guerra o lesa humanidad, genocidio, entre muchos más); 
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asimismo, la Corte Penal Internacional (CPI) y el Tribunal Internacional del Derecho del 
Mar (TIDM) fueron creados por convenciones desarrolladas dentro del Sistema de la 
ONU, pero en la actualidad son entidades independientes con acuerdos especiales de 
cooperación. 


Durante su casi siglo de existencia, ante el Secretario General se han depositado más 
de 560 tratados multilaterales que abarcan un extenso abanico de materias (derechos 
humanos, discriminación, desarme nuclear, medioambiente, etc.) (Naciones Unidas, 
20238); y, a pesar de que todos y cada uno conserva una trascendencia fundamental, 
uno sobresale entre los demás: la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
(DUDH), adoptada en 1948 como un ideal común para todos los pueblos y naciones en 
materia de afirmación y protección jurídica de los derechos humanos. Además de su 
valor en sí, la preeminencia de la DUDH radica en que ésta ha inspirado y allanado el 
camino para la adopción de más de 70 tratados de derechos humanos (Naciones 
Unidas, 2023i) que se aplican de manera permanente a nivel mundial y regional, 
aparte de contribuir con la sanción de innumerables leyes nacionales y el 
asentamiento de un corpus de jurisprudencia extraordinario en distintas instancias 
legales. 


A pesar de este prolífico trabajo, la ONU continuamente ha sido objeto de fuertes 
críticas, y no ha quedado ajena a innumerables polémicas, escándalos y conflictos. Las 
objeciones a la actuación de la ONU abarcan una amplia gama de asuntos pero, 
siguiendo la aportación de Sengupta (2016), éstas se pueden agrupar en su 
desempeño respecto de: a) la guerra y la paz: el objetivo central que dio nacimiento a 
la organización fue la eliminación del flagelo de la guerra y, para este cometido, creo el 
Consejo de Seguridad con las herramientas y medios necesarios para tal fin, empero, 
este último ha demostrado un funcionamiento deficiente y serias fallas, dada la 
multiplicación de los conflictos bélicos en el mundo a lo largo de los años; b) los 
derechos humanos: el Consejo de Derechos Humanos se define como un organismo 
intergubernamental dentro del Sistema de la ONU compuesto por 47 Estados, que 
trabaja por la promoción y protección de los derechos humanos en el mundo 
(Naciones Unidas, 2023n), y entre sus funciones debe encargarse de emprender 
acciones contra los Estados que violen los derechos humanos de sus ciudadanos/as, 
pero el propio Consejo tiene entre sus miembros varios países acusados de estos 
crímenes, por lo que resulta claro que no cumple con su mandato y que los intereses 
nacionales generalmente se imponen por encima de la protección de los derechos 
individuales; c) los/as refugiados/as: la organización ha fallado continuamente para 
resolver la crisis mundial de refugiados/as, no pudiendo lograr que la mayoría de los 
Estados miembro colaboren con la salvaguarda de las personas que huyen de la guerra 
y la persecución, tal como los obligan los documentos firmados en la materia; d) el 
terrorismo: la ONU se creo en función de la preservación de la paz y la eliminación de 
los conflictos entre Estados, por lo tanto se ha mostrado seriamente limitada al 
momento de tener que enfrentar la amenaza terrorista mundial, que se destaca por la 
actuación de grupos transnacionales que no respetan las fronteras tradicionales; más 
aún, dado que no existe una definición univoca e internacionalmente aceptada de 
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terrorismo (Llobet Angli, 2015; Isla-Joulain, 2020), los/as expertos/as concuerdan en 
que las fuerzas de la ONU no están preparadas para lidiar con la amenaza mundial que 
el terrorismo representa; e) el Cambio Climático: a pesar de los esfuerzos, la 
organización se muestra inoperante para lograr el cumplimiento efectivo de los 
acuerdos firmados frente a una problemática que empeora constantemente y, en 
esencia, se encuentra sujeta a la voluntad de las grandes potencias, que además 
resultan los mayores contribuyentes a la crisis climática mundial; f) la igualdad de 
género: aún con la reciente creación de la ONU Mujeres para promover la equidad de 
género y la creciente ampliación de derechos y prestaciones para personas y parejas 
homosexuales, la brecha persiste en la organización y, por caso, todavía parece muy 
lejana la posibilidad de que el cargo de Secretario General sea ocupado por una mujer 
(o una persona del colectivo LGBTOQ, podemos agregar nosotros). 


Por su parte, Ayuso (2020) sostiene que la ONU, especialmente en lo concerniente a la 
agenda del desarrollo, se encuentra atravesada por múltiples crisis interrelacionadas, 
diagnosticadas desde hace tiempo aunque todavía sin solución a la vista: i) una crisis 
de gobernanza que dificulta a las instituciones internacionales la toma de decisiones, 
una rápida respuesta a situaciones cambiantes y el aseguramiento de la coherencia de 
todo el sistema, producto del diseño que adopto la organización desde su origen, con 
múltiples organismos sectoriales independientes y que no acaba de resolverse a pesar 
de las reformas emprendidas; ii) una crisis de efectividad, que se vislumbra 
primordialmente en las fallas de los mecanismos de rendición de cuentas de la 
institución y que impiden que éstos sean flexibles e innovadores, acordes con una 
dirección estratégica coherente centrada más en resultados que en procesos; iii) una 
crisis de legitimidad en tanto la estructura intergubernamental actual entorpece la 
interacción con otros agentes para dar soporte a las reivindicaciones de alianzas 
inclusivas y procesos de planificación participativa, así se malogran oportunidades para 
lograr una mayor colaboración entre gobiernos, sector privado y sociedad civil, actores 
fundamentales para coadyuvar en el alcance de los objetivos fijados; iv) una crisis 
económica que mantiene bajo presión permanente al sistema, ocasionado por la 
demora recurrente del pago de las cuotas obligatorias por parte de varios Estados, 
pero a la que también contribuye la conservación de un modelo de financiación 
problemático, urgido de aportes voluntarios, que además obstaculiza la rendición de 
cuentas y fomenta más la competencia por fondos que la cooperación entre las partes 
del sistema. 


Respecto de esta crítica general, no se puede dejar de mencionar la debacle mundial 
que provoco la Pandemia de COVID-19 y que, si bien puso en cuestión la competencia 
y capacidad de todos los Estados y organizaciones multilaterales, hizo especial mella en 
la ONU, afectando su legitimidad y credibilidad como organización global con el 
mandato de velar por la paz y la seguridad internacionales (Pellicer, 2020), en vista de 
su actuación durante la crisis con respuestas insuficientes y medidas poco concretas, 
que más dependían de la voluntad de los Estados miembro (Hernández, 2022), aún 
cuando el propio Secretario General había declarado enfáticamente que la COVID-19 
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representaba la mayor amenaza para la humanidad desde la Segunda Guerra Mundial 
(Rodríguez, 2020). 


En el centro de este entramado de críticas y problemas, sobresale la situación del 
Consejo de Seguridad, el órgano más cuestionado del Sistema de la ONU, incluso, 
desde su origen mismo: al momento del nacimiento de la organización, en 1945, los 5 
países ganadores de la Segunda Guerra Mundial (EE.UU., Reino Unido, Francia, Unión 
Soviética -luego reemplazada por Rusia- y China) se aseguraron en la Carta de la ONU 
la conservación de un puesto permanente en el Consejo de Seguridad y de reservarse 
mayor capacidad de decisión que el resto de los Estados miembro, como corolario de 
las dos principales teorías que en aquella época dominaban el ámbito de las relaciones 
internacionales: por un lado, el liberalismo, que concibió a la Asamblea General con 
representación igualitaria para todos los miembros, y por el otro, el realismo político, 
que pretendió dotar al Consejo de Seguridad con miembros permanentes, con 
responsabilidades y decisiones de cumplimiento obligatorio, a fin de evitar la 
ineficacia, parálisis institucional y falta de representación que durante el período de 
entreguerras había mostrado la Sociedad de Naciones, el foro multilateral precedente 
de la ONU (Rodríguez, 2020). De este modo, el Consejo de Seguridad, aún siendo el 
órgano más pequeño del Sistema de la ONU, cuenta con atribuciones especiales que el 
resto de los órganos no posee, como el mencionado carácter de cumplimiento 
obligatorio de todas sus resoluciones, la posibilidad de imponer sanciones a los 
Estados miembro o, inclusive, autorizar el uso de fuerzas militares o la intervención 
directa en territorios nacionales con el fin de evitar conflictos armados y asegurar la 
paz. Asimismo, cada integrante del Consejo Permanente (los denominados “cinco 
grandes”) se adueño del voto negativo o poder de veto, esto es: cada uno posee la 
facultad de vetar cualquier disposición aprobada, aún por consenso unánime, por el 
resto de los miembros. En principio, estos privilegios se adoptaron bajo la premisa de 
que serían utilizados de manera consensuada por los 5 miembros que conformaban la 
alianza que había derrotado a la amenaza del nazismo, pero esta prerrogativa pronto 
se quebró con la consolidación hacia finales de la década de 1940 del enfrentamiento 
entre soviéticos y estadounidenses, y la posterior conflagración de la Guerra Fría 
(Hristoulas, 2020); y desde entonces, aún tras la disolución del bloque soviético, estos 
privilegios, sobretodo el poder de veto, han sido utilizados discrecionalmente por los 
miembros del Consejo Permanente como armas para reafirmar sus propios intereses 
geopolíticos y los de sus aliados, o bien socavar las intenciones de sus rivales y los 
aliados de éstos (Martín, 2020). En la práctica, esta distorsión del empleo del voto 
negativo ha sido la causa de que muchos conflictos armados, a lo largo de las últimas 
décadas en distintas regiones del mundo, no hayan encontrado una resolución 
medianamente pacífica (Gallardo, 2020) y sólo en ocasiones muy excepcionales se ha 
utilizado para bien (Villar, 1995). Por todas estas cuestiones, el Consejo de Seguridad 
continúa siendo el epicentro de fuertes críticas y, para el grueso de las voces, se 
considera un ente anacrónico e irrelevante, que abusa de sus privilegios y se erige 
como un órgano antidemocrático enquistado en el cuerpo de la ONU, que se burla 
permanentemente de sus propuestas y principios (Gallardo, 2020). 
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A partir de la ponderación de los cuestionamientos y logros que se adjudican a la 
institución resulta sumamente complicado poder realizar un balance de la gestión de la 
ONU tras más de tres cuartos de siglo de existencia pues, por lo general, las voces 
especializadas suelen atrincherarse en posiciones extremas: para algunos/as se trata 
de una fuente de grandes méritos como impulsora de un importante avance en la 
cooperación mundial para el desarrollo económico y social, la promoción de los 
derechos humanos, la descolonización y la codificación del Derecho Internacional 
(Villar, 1995), que trabaja incansablemente por fomentar la paz y la seguridad 
internacionales, a través de la prevención de conflictos y la mediación diplomática para 
resolver las disputas entre naciones (Maldonado, 2023); para otros/as, se erige como 
una organización de cuestionada relevancia y viabilidad (Rodríguez, 2020), sometida a 
una presión constante que parece incapaz de resolver (Sengupta, 2016), sujeta a una 
gran precariedad, a pesar de lo que puede aparentar (Benecke, 2019; Sebastiá, 2020), 
o simplemente estancada desde su fundación, por haber sido creada para enfrentar las 
amenazas de un mundo que cambio radicalmente desde la segunda mitad del siglo XX 
(Hristoulas, 2020). Sin embargo, más allá de estas posiciones, el grueso de los/as 
autores/as parecen coincidir en el recorrido de una vía alternativa, que reivindica a la 
ONU como una organización con luces y sombras, con aciertos y fracasos, que ha 
demostrado una considerable capacidad de supervivencia y adaptación al 
increíblemente volátil ámbito internacional, y que, a la luz de los múltiples desafíos 
que enfrenta el mundo (y que parecen acrecentarse más y más cada día), ha probado 
“ser insustituible” (Villar, 1995), tal como reza entre la comunidad internacional el 
cliché de que si no existieran las Naciones Unidas, habría que inventarla (Rodríguez, 
2020). 


2.2.2 Los instrumentos internacionales 


Siguiendo la aportación de Urrutia (2010), se reconoce que la comunidad internacional 
decidió, desde muy temprano en la cuestión, que la arquitectura jurídica para 
enfrentar la problemática del Cambio Climático debía basarse en los denominados 
regímenes ambientales multilaterales, o sea, regímenes de cooperación internacional y 
sistemas multilaterales con capacidad y competencia para desarrollar un sistema 
regulatorio autónomo, en vista de que la tradicional doctrina de la “state 
responsability”, donde los Estados soberanos solucionaban entre sí sus conflictos 
ambientales cuando se consideraban responsables por el daño transfronterizo 
originado por una actividad contraria al Derecho Internacional, resultaba inadecuada 
para enfrentar los desafíos ambientales globales. En consecuencia, el Derecho 
Internacional Ambiental moderno se desarrolla predominantemente mediante el 
establecimiento y la evolución de regímenes internacionales altamente dinámicos 
asentados sobre la base de tratados ambientales multilaterales, en donde se regulan 
áreas y problemas ambientales específicos; estos tratados se manifiestan como 
instrumentos de carácter más bien general (en ocasiones denominados acuerdos 
constitutivos o tratados marco), a los cuales de manera progresiva se irán agregando 
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subsecuentes instrumentos vinculantes y no vinculantes para complementarlos y 
desarrollarlos, como protocolos, anexos, decisiones de las Partes, directrices y otros 
instrumentos de soft law (derecho blando). De esta manera, se construye 
progresivamente un régimen jurídico multilateral que, a partir de ciertas obligaciones 
fundamentales recogidas en los instrumentos de carácter obligatorio, tiene la 
capacidad de evolucionar en el tiempo, sobre la base de la evidencia científica acerca 
del problema ambiental que constituye su objeto y de acuerdo con las opciones 
políticas y técnicas del momento. 


A partir de estas consideraciones generales, en el presente apartado nos centraremos 
en la descripción de aquellos instrumentos internacionales que marcaron un hito en la 
acción mundial por el clima: la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el 
Cambio Climático, el Protocolo de Kyoto, la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible 
y el Acuerdo de París. 


2.2.3 Los antecedentes 


Previo a la adopción de los documentos más trascendentes en materia climática, 
debemos mencionar unos acontecimientos fundamentales que marcaron el inicio de la 
acción mundial por el clima y, de manera patente, tuvieron una gran influencia en la 
sanción de aquellos y las decisiones que se tomarían posteriormente. 


2.2.3.1 La Cumbre de la Tierra de Estocolmo 


La problemática ambiental y climática se presento desde muy temprano en la agenda 
de la ONU y, haciéndose eco de las corrientes científico-ecologistas que comenzaban a 
crecer durante la década de 1960 advirtiendo sobre los impactos en el ambiente que 
estaba provocando el desarrollo industrial descontrolado (Caballero, 2022), ya en 1968 
aprobó durante la realización de la Asamblea General la resolución que convocaba a 
una gran reunión ambiental mundial para discutir estas problemáticas emergentes 
(González Arruti, 2014), la cual finalmente se concreto en junio de 1972 en Estocolmo, 
Suecia. 


La Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano, o Cumbre de la Tierra 
de Estocolmo, reunió a los principales líderes mundiales y, desde el comienzo hasta su 
culminación, estuvo plagada de disputas y controversias; según Caballero (2022), en 
principio, en el marco de la escalada de la Guerra Fría, la mayoría de los Estados que 
conformaban el Bloque del Este anunciaron que boicotearían el evento y, finalmente, 
sólo unos pocos países alineados con el comunismo pudieron participar; luego, los 
movimientos ambientales emergentes, frente al panorama de convulsión política y 
social que atosigaba a las democracias occidentales, criticaron duramente la 
conferencia por considerarla un evento meramente simbólico que excluía al público 
general, por lo que también organizaron otros encuentros propios en paralelo para 
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desacreditarla; además, durante la conferencia afloraron intensamente las tensiones 
entre el Norte y el Sur Global, dado que los países industrializados (quienes estaban 
realizando el mayor daño al ambiente) convocaron a la reunión con miras a discutir la 
degradación ecológica y la superpoblacion, aunque muchos contemplaban las 
prerrogativas ambientales como un freno al desarrollo, en tanto que los países en vías 
de desarrollo (que culpaban a los países del Norte Global por los daños ambientales) 
expresaron su deseo de mantener su incipiente proceso de industrialización para 
poder salir de las condiciones de pobreza que aquellos les habían impuesto; también 
durante los discursos no faltaron las alusiones a la Guerra de Vietnam y el enorme 
impacto en el ambiente y la población que estaba causando la utilización masiva de 
productos químicos como herbicidas y tecnologías de modificación del clima por parte 
del ejército de los EE.UU. 


Más allá de estas tensiones, se reconoce unánimemente que la Conferencia de 
Estocolmo marco un hito fundamental en materia ambiental y climática, y tuvo 
importantes repercusiones en distintas esferas: a) por primera vez, un foro 
internacional centró su interés en el medio ambiente bajo una conceptualización 
global y convoco a una defensa sistemática de la naturaleza a escala mundial, 
superando la visión tradicional sectorial y regional de los problemas ambientales 
(González Arruti, 2014); b) como producto de la conferencia se adopto la Declaración 
de Estocolmo, donde por vez primera se planteo la cuestión del Cambio Climático, 
advirtiendo a los Estados que tomaran en consideración las actividades que pudieran 
afectar el clima y evaluaran la probabilidad y magnitud de las repercusiones que éstas 
pudieran ocasionar en el sistema climático (Jackson, 2022); en términos generales, la 
Declaración coloco a las cuestiones ambientales en el foco de las preocupaciones 
internacionales y dispuso el inicio del diálogo entre los países industrializados y en vías 
de desarrollo sobre la relación entre el crecimiento económico, la polución del aire, el 
agua, los océanos y el bienestar de la población mundial (Naciones Unidas, 2023m); c) 
en el marco de la Conferencia se creo el Programa de las Naciones Unidas para el 
Medio Ambiente (PNUMA), primer organismo de este tipo con sede central en un país 
en vías de desarrollo (Nairobi, Kenia), que se estableció como responsable de 
coordinar las respuestas internacionales a las problemáticas ambientales; d) tras la 
culminación de la Conferencia, muchos países participantes emprendieron acciones 
concretas para la implementación de políticas ambientales nacionales en sus 
territorios (Caballero, 2022). 


La Cumbre de la Tierra de Estocolmo se convirtió en un primer paso fundamental para 
el movimiento ambientalista internacional y el Derecho Internacional Ambiental, y, 
durante los años siguientes, actúo como base para la adopción de varios tratados 
multilaterales en materia ambiental (Jackson, 2022). Asimismo, la labor del PNUMA 
resulto ampliamente reconocida en el campo del derecho ambiental y de la asistencia 
financiera a los proyectos de protección natural en países en desarrollo, pero, 
sobretodo, se ha destacado en el campo de las ciencias a través de la publicación 
periódica de evaluaciones basadas en sistemas de observación y análisis científico del 
medio ambiente mundial, lo cual en la década de 1980, ante el clamor de la 
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comunidad científica por información confiable (Grunver, 2021), desembocaría en la 
creación del principal órgano internacional para la evaluación del Cambio Climático: el 
IPCC. 


2.2.3.2 El IPCC 


El Panel Intergubernamental de Expertos/as en Cambio Climático (IPCC, siglas en 
inglés) se creo en enero de 1988 por iniciativa del PNUMA y la Organización 
Meteorológica Mundial (OMM) con la misión de ofrecer al mundo una visión científica 
clara del estado actual de los conocimientos sobre el Cambio Climático y sus posibles 
consecuencias ambientales y socioeconómicas; tuvo su primera reunión en noviembre 
de 1988 y, también durante este mismo año, la Asamblea General, identificando el 
Cambio Climático como una cuestión específica y urgente, hizo suya la decisión del 
PNUMA y la OMM de fundar conjuntamente el IPCC. 


Dos cuestiones importantes destacan al IPCC: primero, se trata de un órgano científico, 
pero no lleva adelante experimentos o investigaciones ni supervisa los datos o 
parámetros relativos al clima, sino que su labor consiste en examinar y evaluar la más 
reciente bibliografía científica, técnica y socioeconómica, producida en todo el mundo, 
relacionada con la comprensión del Cambio Climático; segundo, se trata de un órgano 
intergubernamental, y pueden integrarlo todos los Estados miembro de la ONU y de la 
OMM; actualmente, esta integrado por 195 países y el Panel de Expertos/as se reúne 
por lo menos una vez al año en sesión plenaria a nivel de representantes del gobierno, 
para decidir el programa de trabajo de la entidad y las autoridades correspondientes. 


A fin de evaluar con los criterios más estrictos y rigurosos la información 
proporcionada por miles de científicos/as de todo el mundo que investigan el Cambio 
Climático, la institución esta organizada en tres grupos de trabajo y un grupo especial, 
a saber: el Grupo de Trabajo | se encarga de examinar las investigaciones relativas a las 
bases físicas del Cambio Climático; el Grupo de Trabajo Il se ocupa de los estudios 
vinculados con los impactos, la adaptación y la vulnerabilidad al Cambio Climático; el 
Grupo de Trabajo Ill acomete la revisión de los informes acerca de la mitigación del 
Cambio Climático; y el Grupo Especial sobre los Inventarios Nacionales de GEl tiene la 
responsabilidad de formular y perfeccionar la metodología para el cálculo y 
notificación de las emisiones y absorciones nacionales de GE!l. 


Desde su creación, el IPCC proporciona periódicamente reportes en los que evalúa la 
bibliografía científica publicada sobre el estado del medio ambiente y los ecosistemas, 
y los principales descubrimientos relacionados con el Cambio Climático. Además, 
elabora informes especiales sobre temáticas particulares por petición de los 
organismos competentes y pública los informes científicos integrales por los que, 
indudablemente, ha ganado reconocimiento mundial: los Informes de Evaluación (IE, o 
AR siglas en inglés-); éstos condensan la información científica producida a nivel 
mundial sobre el Cambio Climático que fue recogida durante cada período de 
evaluación (que suele extenderse entre 5 y 7 años) y se compone de tres volúmenes, 
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uno correspondiente a la producción de cada Grupo de Trabajo, más un informe de 
síntesis que integra las conclusiones del conjunto. Los IE se elaboran siguiendo los más 
altos estándares de objetividad, calidad y transparencia, y su propósito fundamental 
consiste en proporcionar información objetiva, clara, equilibrada y neutral sobre el 
Cambio Climático a los/as responsables políticos y demás sectores interesados 
(MITECO, 2023). Así, los IE constituyen una contribución primordial en las 
negociaciones internacionales dirigidas a enfrentar el Cambio Climático, brindan 
información científica que los Estados pueden emplear en la elaboración de sus 
políticas climáticas nacionales y también realizan una importante labor de divulgación 
y concientización de la ciudadanía sobre la ciencia climática (Robaina, 2019). A la 
fecha, el IPCC ha publicado 6 Informes de Evaluación (el primero aparecido en 1990 y 
el sexto de publicación reciente) y ya ha comenzado el séptimo ciclo de evaluación que 
tendrá listo su informe hacia el final de la presente década. 


Durante sus más de 35 años de labor continuada, el IPCC se ha consolidado como la 
máxima autoridad científica mundial en relación con el Cambio Climático y ostenta un 
elevado nivel de prestigio internacional, incluso ha sido premiado en 2007 con el 
premio Nobel de la Paz (compartido con el ex-vicepresidente de los EE.UU., Al Gore) 
por su aporte en materia climática, no obstante, al mismo tiempo, este trabajo 
alrededor de una problemática tan polémica como trascendente para el futuro del 
mundo, ha posicionado al organismo bajo el escrutinio constante de los Estados que 
participan de las negociaciones climáticas y de distintos sectores de la sociedad, por lo 
que, en consecuencia, se ha convertido en objeto de numerosas controversias y 
frecuentes desafíos a su legitimidad y credibilidad (Cuenca, 2023). 


Por lo general, las críticas contra el IPCC resultan variadas, tendenciosas y, en 
ocasiones, contradictorias: como era de esperarse, los principales cuestionamientos 
provienen de grupos escépticos, opositores o negacionistas del Cambio Climático 
(Boykoff, 2015), tópico que por su extensión no abordaremos en el presente trabajo; 
también ciertos sectores especializados objetan el tono “apocalíptico” que caracteriza 
a los IE y sostienen que, no sólo empaña su pretendido rigor científico, sino que resulta 
contraproducente al diseminar un temor en la población que, más que impulsar a las 
personas a la acción, las inunda con una sensación de parálisis y desesperanza (Bruner 
y Valladares, 2021; Soriano, 2021); en el extremo opuesto, varios activistas y grupos 
ecologistas critican severamente los lE por parecer más documentos políticos que 
científicos, en tanto que adolecen de la dureza que deberían mostrar en correlación 
con la evidencia científica recolectada, difícil de asimilar pero necesaria para que los 
gobiernos y la sociedad se pongan definitivamente en acción, y, en contraposición, 
sólo se presentan como informes de carácter diplomático que se encuentran muy 
alejados de conducir hacia las transformaciones estructurales que se necesitan con 
urgencia (FOEl, 2023a; González, 2023). A la par de estos cuestionamientos más bien 
dispares, otras voces especializadas ponen en tela de juicio los criterios de selección 
que emplea la organización, respecto de: a) la calidad de las investigaciones que se 
incluyen en los IE, dado que se ha comprobado que fueron incorporados en el pasado 
trabajos de escaso nivel académico, escritos por estudiantes y activistas de 
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fundaciones ecologistas (con más entusiasmo que experiencia científica), o, incluso, 
con denuncias de utilización de datos erróneos o adulterados, los cuales han llevado a 
que se publique información y conclusiones equivocadas respecto de temas sensibles 
que la institución ha debido salir a corregir en medio de una gran polémica e 
incertidumbre (Cerrillo, 2010; Robaina, 2022); b) la orientación ideológica de ciertos 
autores/as que participaron de la elaboración de varios IE en puestos clave, en tanto 
que salió a la luz que entre el personal de investigadores/as de la organización se 
encuentran reconocidos negacionistas del Cambio Climático que colaboraban 
activamente en campañas de desinformación y desprestigio, y también personas que 
ocupaban altos cargos en reconocidas corporaciones petroleras, por lo que tendrían 
serios conflictos de intereses en relación con su labor en la institución (Ibíd.); c) la 
representatividad del personal que conforma el IPCC, denuncia que éste arrastra desde 
sus inicios por cuanto que se ha constatado que el perfil de la mayoría los/as 
autores/as corresponde a hombres del Norte Global, en comparación con una marcada 
minoría de mujeres y académicos oriundos del Sur Global, situación ésta que 
representa una importante brecha de género y de voz de algunas de las regiones más 
castigadas por el Cambio Climático (Cuenca, 2023; Robaina, 2023a). 


Frente a cada cuestionamiento, el IPCC ha reafirmado que cuenta con sólidos 
procedimientos y criterios de selección de documentos, fuentes y personal, basados en 
la revisión crítica por parte de pares y que, por una parte, los mínimos errores 
cometidos fueron corregidos en tiempo y forma, y por otra parte, que estás 
situaciones de ninguna manera invalidan los resultados publicados en los IE ni 
concurren en la desacreditación o deslegitimación de una organización que se ha 
mantenido por más de tres décadas a la vanguardia de la investigación científica 
mundial (Cerrillo, 2010; Robaina, 2022). Respecto de la brecha de representatividad, el 
IPCC alega que desde hace años se encuentra trabajando en la cuestión y que ha 
habido una notable mejoría del tratamiento de las desigualdades de género y el 
equilibrio entre los/as autores/as de los países desarrollados y los de los países en vías 
de desarrollo, aunque también reconoce que el asunto está lejos de ser saldado y que 
continuará obrando en busca de mejores soluciones (Robaina, 2023a). En este sentido, 
las autoridades igualmente afirman que la implementación de una reforma profunda 
de la organización, aunque muy necesaria, resulta sumamente complicada y dificultosa 
debido a la propia inercia estructural de su funcionamiento institucional, a las 
asimetrías de poder entre los Estados miembro y la imposibilidad de arribar a un 
consenso acerca del tenor de los cambios y reformas que deberían implementarse 
(Cuenca, 2023). 


Amén de las críticas, la labor del IPCC sigue manteniéndose como un baluarte de la 
investigación científica y la cooperación multilateral; su aporte continúa siendo 
fundamental para la acción climática y, en particular, los IE han tenido un impacto 
determinante en la adopción de los instrumentos jurídicos más trascendentes del 
Derecho Internacional: tal el caso del Primer Informe de Evaluación (1E1), presentado 
en 1990, que condensaba la investigación realizada por unos 400 científicos/as de todo 
el mundo y que, con las mejores herramientas y conocimientos de su tiempo, confirmo 
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la realidad concreta del calentamiento atmosférico de la Tierra; este informe pionero 
daría fuerte impulso a la realización de la segunda Cumbre de la Tierra de Río bajo el 
auspicio de la ONU, donde tendría lugar otro paso fundamental para enfrentar el 
Cambio Climático: la adopción de la CMNUCC. 


2.2.4 La Convención Marco de las Naciones Unidas para el Cambio 
Climático 

La Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, mejor 
conocida como Cumbre de la Tierra de Río, se celebró en junio de 1992 en Río de 
Janeiro, Brasil, y marcó un punto de quiebre en materia de Derecho Internacional 
Ambiental merced a los importantes acuerdos que se firmaron entre los Estados 
participantes, entre estos: la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el 
Desarrollo, que define los derechos y deberes de los Estados para lograr en 
cooperación con todas las personas la protección del medio ambiente y, sobretodo, 
incumbe la tarea especial de erradicación de la pobreza como requisito indispensable 
del desarrollo sostenible, con el fin de reducir las desigualdades en los niveles de vida y 
ofrecer una mejor respuesta a las necesidades de la mayoría de los pueblos del 
mundo; la Declaración de Principios para el Manejo Sustentable de Bosques, que 
proclama los principios para un consenso mundial respecto de la ordenación, la 
conservación y el desarrollo sostenible de los bosques de todo tipo; y el Programa 21, 
que apunta a la acción mundial para promover el desarrollo sostenible y la 
cooperación en la esfera del medio ambiente. Asimismo, se abrieron a la firma tres 
instrumentos jurídicos vinculantes: la CMNUCC (que abordaremos en detalle 
enseguida); el Convenio de las Naciones Unidas sobre la Diversidad Biológica (CDB), 
que promueve la conservación de la diversidad biológica a todos los niveles: 
ecosistemas, especies y recursos genéticos, y cubre también la biotecnología (que 
entró en vigor en 1993); y la Convención de las Naciones Unidas para la Lucha contra la 
Desertificación (UNCCD, siglas en inglés), que establece el marco legal para el 
funcionamiento de los ecosistemas con un enfoque ambiental, social y económico en 
las tierras áridas, semiáridas y subhúmedas secas (que entró en vigor en 1996). Estas 
tres convenciones se hallan intrínsecamente vinculadas y, para alentar la cooperación 
mutua, se creó el Grupo de Enlace Mixto, al que también se sumó en años posteriores 
la Convención Ramsar sobre los Humedales, que había sido firmada en 1971 en 
Ramsar, Irán, y entró en vigor en 1975. 


La Convención Marco de las Naciones Unidas para el Cambio Climático (C(MNUCC) tiene 
como principal objetivo lograr la estabilización de las concentraciones de GEl en la 
atmósfera a un nivel que impida interferencias peligrosas del ser humano en el sistema 
climático, además de otros objetivos como concientizar a la ciudadanía acerca de los 
efectos del Cambio Climático y fomentar que las naciones se comprometan a trabajar 
en políticas públicas que ayuden a la resolución de dicha problemática. La Convención 
fue firmada entonces por 158 países y entro en vigor en marzo de 1994, y en la 
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actualidad tiene una membresía casi universal tras la ratificación por parte de 197 
países. 


En consideración de la comunidad especializada, la Convención marco el inicio 
concreto de la acción mundial por el clima, en tanto que: 


- se reconoció que había un problema: a pesar de que en aquellos años las evidencias 
científicas no eran tan profusas como en el presente, la Convención dio un paso 
concreto en la aceptación del Cambio Climático como una cuestión mundial específica 
y urgente, amparándose en la jurisprudencia sentada por el Protocolo de Montreal de 
1987 (que apuntaba a la reducción y eliminación del uso de sustancias que agotaban la 
capa de ozono, y tuvo un considerable éxito en la consecución de estos objetivos), que 
obligaba a los Estados a tomar acciones en interés de la seguridad humana incluso 
ante la incertidumbre científica (el denominado principio de precaución) (González 
Arruti, 2014). 


- se estableció un objetivo elevado pero específico: el objetivo final de la Convención 
apunta a la estabilización de los GEl a un nivel que impida interferencias antropógenas 
peligrosas en el sistema climático, y determina que dicho nivel debería lograrse en un 
plazo suficiente para permitir que los ecosistemas se adapten naturalmente a los 
cambios climáticos, se asegure que la producción de alimentos no se vea amenazada y 
propiciar que el desarrollo económico prosiga de manera sostenible. 


- la principal responsabilidad debe recaer en los países desarrollados: por cuanto se 
había comprobado que estos países eran la fuente de la mayoría de las emisiones 
pasadas y presentes de GEl, se acordó que las naciones industrializadas realicen 
mayores esfuerzos para reducir las emisiones en sus territorios, que aquellos países en 
desarrollo cuyas emisiones habían sido mínimas históricamente (el denominado 
principio de responsabilidades comunes pero diferenciadas y capacidades respectivas). 


- se direccionaron nuevos fondos para actividades relacionadas con el Cambio 
Climático en los países en desarrollo: los países industrializados acordaron la 
prestación de apoyo financiero y tecnológico para la adopción de medidas relativas al 
Cambio Climático en los países en vías de desarrollo a través del establecimiento de un 
sistema de préstamos y subvenciones al amparo de la Convención. 


- se mantiene el control del problema y de las acciones que se estén haciendo al 
respecto: los países industrializados deberían informar regularmente sobre su 
implementación de políticas y medidas en materia de Cambio Climático, así como 
presentar un inventario anual de sus emisiones de GEl. Las mismas responsabilidades 
correspondían a los países en desarrollo, aunque en términos más generales y con 
menos regularidad (salvo que hubieren obtenido financiación para iniciativas 
relacionadas con el Cambio Climático, pues entonces deberían entregar informes más 
exhaustivos al respecto). 


- se trazo el comienzo para el logro de un equilibrio entre desarrollo económico y 
medio ambiente: la Convención reconoció que los países en vías de desarrollo, a fin de 
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lograr el progreso económico que los ayude a superar sus condiciones de pobreza, 
aumentarían la proporción de emisiones de GEl en los próximos años, por tanto, en 
aras de cumplir con su objetivo final, se comprometió a proporcionar asistencia para 
que éstos pudieran limitar las emisiones sin obstaculizar su desarrollo económico. 


- se inicio la consideración formal de la adaptación al Cambio Climático: la Convención 
reconoció la vulnerabilidad de todos los países al Cambio Climático y pidió que se 
realicen esfuerzos especiales para mitigar las consecuencias, por lo que en los 
primeros años presto menos atención a la adaptación que a la mitigación (además, aún 
no habían suficientes evidencias científicas de los impactos de la crisis climática). No 
obstante, tras la publicación del Tercer Informe de Evaluación (IE3) del IPCC en 2001, la 
adaptación cobro impulso y comenzaron a establecerse mecanismos para otorgar 
financiación al respecto, por lo que actualmente la labor sobre la adaptación se lleva a 
cabo en el marco de diferentes órganos de la Convención. 


En cuanto a la propia organización de la CMNUCC, la Conferencia de las Partes (COP, 
siglas en inglés) se erige como el órgano supremo responsable de la toma de 
decisiones, y anualmente supervisa la aplicación de la Convención, tras las 
negociaciones entre las Partes, esto es, cada uno de los países que la conforman. 
Luego de entrada en vigor de la Convención, se realizo en marzo de 1995 la primera 
Conferencia de las Partes (COP1) en Berlín, Alemania, y se adopto el denominado 
Mandato de Berlín para comenzar oficialmente las negociaciones multilaterales con el 
propósito de elaborar un instrumento jurídico que propusiera compromisos más 
firmes hacia la consecución de los objetivos de la Convención por parte de los países 
desarrollados y en transición. Esto supondría la elaboración del acuerdo más influyente 
en materia de Cambio Climático que se hubiera hecho entonces: el Protocolo de Kyoto. 


Desde su creación, la CMNUCC se ha constituido en la plataforma legal más idónea 
para la acción mundial por el clima; en su sede central ubicada en Bonn, Alemania, 
continuamente se reúnen representantes de las Partes para analizar los avances y 
retrocesos, y las nuevas propuestas a materializar en relación con el Cambio Climático, 
las cuales luego se negocian cada fin de año en las COP (la organización ya cumplió con 
la 282 conferencia de este tipo). Amén de este trabajo arduo y mancomunado, la 
Convención no se encuentra exenta de críticas y cuestionamientos debido a los 
inmensos inconvenientes que se presentan al tratar de coordinar las acciones entre los 
diversos Estados miembro y, sobretodo, conseguir que efectivamente se cumplan los 
compromisos firmados. 


2.2.5 El Protocolo de Kyoto 


El Protocolo de Kyoto fue aprobado en diciembre de 1997, en aras de dar 
cumplimiento al Mandato de Berlín y teniendo como catalizador la publicación en 1995 
del Segundo Informe de Evaluación (1E2) del IPCC, que concluía que el sistema climático 
ya había comenzado a cambiar como consecuencia de la concentración de GEl en la 
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atmósfera, provocada principalmente por la quema de combustibles fósiles (Puigdueta 
y Sanz, 2017). 


Oficialmente, el Protocolo de Kyoto ponía en funcionamiento la CMNUCC, 
comprometiendo únicamente a los países industrializados en virtud del principio de 
responsabilidad común pero diferenciada y capacidades respectivas, a reducir y limitar 
las emisiones de GEl de conformidad con las metas individuales acordadas. Para el 
caso, se confecciono una lista con 36 países industrializados (la mayoría miembros de 
la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico -OCDE- y países con economías 
en transición, categoría con que se definió a los Estados que dejaron el bloque 
soviético tras la caída de la URSS) y la Unión Europea, y se dispuso como objetivo 
vinculante una reducción media del 5% de las emisiones de GEl para el conjunto en 
comparación con los niveles de 1990, durante un primer período que comenzaría en 
2008 (hasta esta fecha cada país tendría tiempo para realizar las transformaciones y 
cambios necesarios para iniciar la implementación efectiva del acuerdo) y se 
extendería hasta 2012. 


Dicho objetivo de reducciones sólo representaba una cifra promedio para el conjunto 
ya que cada país presento individualmente sus metas de reducción (por ejemplo, la 
Unión Europea asumió un compromiso de reducción del 8% aprox. a distribuirse entre 
sus miembros, mientras que Canadá y Japón acordaron un 6%), tal como disponía la 
CMNUCC, e incluso, a algunos países industrializados como Australia e Islandia se les 
permitió incrementar sus emisiones, un 8% y 10%, respectivamente (Ibíd.). Además de 
los objetivos vinculantes de reducción de emisiones, el Protocolo incorporo, como 
novedad para que los países contaran con más opciones aparte de las medidas 
nacionales para el cumplimiento de sus metas, el establecimiento de mecanismos de 
mercado flexibles, basados en el comercio de permisos de emisión. En este sentido, el 
Protocolo proponía puntualmente tres mecanismos: el Comercio Internacional de 
Emisiones, el Mecanismo de Desarrollo Limpio (MDL, o CDM -siglas en inglés-) y la 
aplicación conjunta. 


Básicamente, estos mecanismos se conocen como mercados de carbono donde se 
compran y venden créditos de carbono, siendo un unidad de este último el equivalente 
a una tonelada de CO2 (o de un GEI diferente llegado el caso, aunque las transacciones 
involucran al carbono generalmente) que ha sido reducida, secuestrada o evitada 
(Koop, 2022). Los mercados de carbono pueden agruparse de diversas maneras, según 
su tipo o modo de funcionamiento, si bien en la práctica suelen encontrarse distintas 
combinaciones; así, existen los mercados oficiales que se crean y regulan mediante 
políticas obligatorias o tratados de nivel nacional, regional y/o internacional, y los 
mercados voluntarios que operan por fuera de los mercados oficiales a nivel nacional, 
regional y/o internacional, y permiten a empresas o particulares comprar créditos o 
bonos emitidos por sistemas privados de certificación; a la vez, existen los mercados de 
tope y canje, donde dentro de un sistema de comercialización de emisiones se asigna 
un presupuesto de carbono a cada empresa (o sea, un limite a la cantidad de CO2 que 
puede emitir) y ésta puede realizar transacciones a partir de su desempeño ambiental, 
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ya sea vendiendo créditos excedentes a otras empresas si sus emisiones se 
contabilizan por debajo del tope asignado, ya sea comprando créditos a otras 
empresas si sus emisiones superan el limite permitido; y los mercados de 
compensación que no utilizan el sistema de topes, sino que comercializan 
directamente reducciones de emisiones a las entidades (empresas o países) 
interesadas en compensar sus elevadas emisiones, provenientes de distintos proyectos 
de captura o secuestro, como, por ejemplo, la plantación de árboles (Lara, 2021). A la 
fecha operan unos 68 programas de fijación de precios del carbono a nivel regional, 
nacional y subnacional, siendo los más importantes los que funcionan en la Unión 
Europea, desde 2005, y en China, creado en 2021 (Koop, 2022). 


Respecto del Mercado de Desarrollo Limpio, se trata de un mercado de cumplimiento 
regulado que ha permitido que los créditos generados por proyectos de reducción de 
emisiones en los países en desarrollo sean utilizados por los países industrializados 
para cumplir con parte de sus metas de reducción (PNUD, 2022). 


De acuerdo con el Protocolo, el ideal perseguido por tales mecanismos consistía en 
que se alentará a que la reducción de GEl comenzará donde fuera más eficaz en 
función de los costos, por ejemplo, en los países en desarrollo, esto en base a la 
premisa de que no importa dónde se reduzcan las emisiones, con tal que éstas se 
eliminen de la atmósfera. Además, se esperaba que la implementación de estos 
mecanismos incentivaran las inversiones verdes en los países en desarrollo por 
inclusión del sector privado, y que también en éstos comenzara un proceso de 
reemplazo de la tecnología antigua y sucia por nuevas estructuras limpias y eficientes. 


Como se mencionó, el Protocolo fue oficialmente adoptado en diciembre de 1997, 
empero, entró en vigor recién en febrero de 2005, luego de un complejo proceso de 
ratificación que estuvo plagado de críticas y conflictividad. En principio, la entrada en 
vigor requería que se cumpliera con el llamado doble criterio (artículo 25 del 
Protocolo), a saber: la ratificación por parte de 55 países que representarán en 
conjunto al menos el 55% de las emisiones mundiales, lo cual dejó la negociación 
librada exclusivamente a la voluntad de las principales naciones industrializadas; pero, 
sobretodo, durante el proceso afloraron una multitud de críticas y objeciones contra el 
Protocolo ya rubricado. Así sucedió con EE.UU., que desde el comienzo estuvo contra 
el Protocolo y, aunque procedió a su firma, luego el Congreso decidió no ratificarlo, 
por lo que oficialmente se retiró del acuerdo en 2001 (Puigdueta y Sanz, 2017); entre 
las razones esgrimidas por la primera potencia mundial se contaban la queja por la no 
inclusión de China e India (responsables de más de un cuarto de las emisiones 
mundiales) en la lista de países industrializados y también la no asignación de 
responsabilidades a los países en desarrollo, y la negativa a afectar su propio 
desarrollo económico en los términos exigidos por el Protocolo; de este modo, EE.UU. 
acordó fijar sus propias metas de reducción por fuera del escenario multilateral 
(Hanawa, 2013). Tras la dimisión de EE.UU., la presión por la ratificación recayó en 
Rusia (el quinto emisor mundial de GEI) (Parlamento Europeo, 2023) para que se 
pudieran alcanzar los requisitos exigidos por el doble criterio, y, aunque ésta era 
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reticente al Protocolo, finalmente accedió a la ratificación en noviembre de 2004 
debido a la gran presión ejercida por la Unión Europea, junto con la obtención de 
financiación para la reconversión industrial y la modernización de sus instalaciones 
(Puigdueta y Sanz, 2017). Igualmente, las controversias no finalizaron allí puesto que 
Canadá, uno de los mayores contribuyentes al Calentamiento Global, se convirtió en 
2011 en el primer país en retirarse del Protocolo, esgrimiendo duras críticas contra el 
acuerdo (Reuters, 2011). 


Tras un extenso proceso caracterizado por disputas y escándalos, finalmente concluyó 
el primer período 2008-2012 dejando un balance agridulce: en términos técnicos, el 
Protocolo alcanzó sus objetivos en tanto que de los 37 países que adoptaron 
oficialmente el compromiso, sólo 9 no cumplieron con las metas acordadas, y aún así, 
las emisiones se redujeron de manera sobrada, un 22% según cifras oficiales en 
comparación con 1990 (Naciones Unidas, 2020), sin embargo, este gran logro quedó 
opacado al considerar que los mayores emisores del mundo (EE.UU., China, India, 
Canadá, Brasil) no formaron parte del Protocolo y, en algunos casos, éstos incluso 
aumentaron sus emisiones de GEl en ese lapso (Duarte, 2018). 


Cabe mencionar que, aún antes de que culminara el primer período, tal como estaba 
dispuesto en el texto del Protocolo, comenzaron las reuniones para discutir su 
continuidad por otro período y las mejoras que podrían introducirse a los fines de 
lograr sus objetivos; estás discusiones se cristalizaron en la COP11 (realizada en 
Montreal, Canadá, en 2005), la COP13 (celebrada en Bali, Indonesia, en 2007), y se 
consolidaron en la COP15 (ocurrida en Copenhague, Dinamarca, en 2009), donde se 
declaró expresamente el propósito de construir una estrategia de continuidad y 
refuerzo de los compromisos de reducción de emisiones del Protocolo de Kyoto 
(Urrutia, 2010), y acabaron en Doha, Qatar, en 2012, durante la realización de la 
COP18, con la adopción de la Enmienda de Doha. 


La Enmienda de Doha al Protocolo de Kyoto habilitó un segundo período de 
compromiso más extenso que el inicial, desde 2013 a 2020, también incremento el 
promedio de reducción de GEl del 5% en el primer período hasta al menos un 18% en 
el nuevo período con respecto de los niveles de 1990, a cumplimentar de manera 
vinculante por los países industrializados y aquellos con economías en transición. 


La Enmienda fue adoptada en diciembre de 2012, no obstante, nuevamente el proceso 
de ratificación se prolongó en exceso debido a la dificultad de conseguir los 144 
instrumentos de aceptación que se necesitaban para su entrada en vigor, esto es, tres 
cuartas partes de los 192 países que habían firmado. Las negociaciones entre los países 
industrializados para su ratificación estuvieron colmadas de controversias por la 
cantidad de países que decidieron no adherirse a este segundo período (Japón y Rusia, 
que habían ratificado la primera ronda, declararon su abstención a la participación en 
la segunda; igual posición adoptaron EE.UU., que rubricó el primer período pero no lo 
ratificó, y Canadá, que firmó y ratificó la primera ronda pero se retiró formalmente en 
2011; China, India y Brasil se mantuvieron de nuevo fuera del alcance del Protocolo) 
(Testa, 2016) en favor de asumir compromisos individuales de reducción de emisiones. 
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Finalmente, la Enmienda pudo conseguir la cantidad necesaria de instrumentos de 
aceptación y entró en vigor en diciembre de 2020, irónicamente, el mismo día que 
finalizaba oficialmente el segundo período de extensión. 


Un párrafo especial merece la situación de los mecanismos de mercado flexibles 
establecidos por el Protocolo de Kyoto: en principio, distintas voces reconocieron el 
valor de los mercados de carbono que posibilitaron importantes reducciones de 
emisiones a menor coste y ayudaron a que numerosas empresas logren la neutralidad 
frente al carbono, dándoles la oportunidad de comprar reducciones en otros lugares 
cuando sus propios costes de reducción eran elevados (Bristow, 2023); en oposición, 
fuertes críticas también se han lanzado en contra de los mercados de carbono, 
principalmente, siguiendo la aportación de Koop (2020), por importantes lagunas en 
los sistemas que ocasionaron severas fallas como: a) los créditos debían ser escasos 
para mantener los precios altos y, así, incentivar a los inversores, pero muchos 
sistemas fracasaron en la práctica porque había demasiados derechos de emisión en el 
mercado a precios muy bajos; b) se produjeron las denominadas fugas de carbono, es 
decir, las empresas comenzaron a trasladar sus operaciones contaminantes a países 
donde las emisiones de GEl no están estrictamente reguladas para evitar pagar los 
créditos que deberían cubrir las emisiones extra que generan; c) la capacidad de 
eliminación de carbono de muchos de los proyectos que participan en los mercados 
(como la plantación de árboles y la conversión de residuos en energía) se encuentra 
bajo sospecha debido a la dificultad práctica de la medición exacta de esta capacidad, 
especialmente teniendo en cuenta que ésta depende en gran medida de cómo se 
gestiona cada proyecto; d) muchas empresas retrasan la realización de 
transformaciones estructurales que podrían reducir sus emisiones porque les resulta 
más accesible adquirir los créditos de carbono a bajo coste que ofrece el mercado. 
Incluso, las críticas más duras apuntan que los mecanismos de flexibilidad del 
Protocolo demostraron ser contraproducentes ya que no sólo contribuyeron al 
aumento de las emisiones globales por la mala calidad de los créditos ofrecidos en el 
mercado que no buscaban más que la compensación, sino que también muchos de los 
proyectos puestos a disposición del mercado perjudicaron directamente a las 
comunidades locales y grupos indígenas que moraban en sus inmediaciones y obtenían 
sus sustentos básicos de éstos (Lara, 2021). Esta suma de cuestionamientos aún no 
encuentra solución, y en el caso particular del Protocolo continúan siendo fuente de 
fuertes conflictos, como veremos en el siguiente apartado. 


Actualmente, 192 Partes conforman el Protocolo de Kyoto, logrando una membresía 
casi universal, pero el balance general de sus logros y alcances, si en un principio 
parecieron agridulces, al final trocaron hacia un desenlace más bien amargo: 
técnicamente, el primer período cumplió sus objetivos de reducción de emisiones, 
aunque no participaron los países que, combinados, aportan más del 50% de las 
emisiones mundiales de GEl (Hanawa, 2013; Duarte, 2018); y el segundo período, 
habilitado por la Enmienda de Doha, fue ratificado por los países que tan sólo aportan 
el 15% de las emisiones globales (Testa, 2016) y entró en vigor el mismo día que 
oficialmente culminaba. Si bien el Protocolo de Kyoto fue inicialmente elogiado como 
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un acontecimiento histórico en tanto que, con su entrada en vigor, por primera vez se 
definieron unos objetivos de reducción “obligatorios, cuantificados y específicos” 
(Puigdueta y Sanz, 2017), su desarrollo final dejó en claro que la acción mundial por el 
clima necesitaba urgentemente medidas más profundas y comprometidas. 


2.2.6 El Acuerdo de París 


El Acuerdo de París se adoptó en diciembre de 2015 durante la celebración de la 
COP21 en la capital francesa y fue considerado un acuerdo histórico para luchar contra 
el Cambio Climático y tanto acelerar como intensificar las acciones e inversiones 
necesarias para lograr un futuro sostenible con bajas emisiones de carbono puesto que 
consiguió que todos los países (incluidos los mayores contaminantes del mundo) 
tengan una causa común para emprender esfuerzos ambiciosos en materia climática y 
adaptarse a sus efectos, con una mayor asistencia para ayudar a los países en vías de 
desarrollo. De este modo, el Acuerdo logró desde un primer momento el objetivo que 
su principal antecesor, el Protocolo de Kyoto, no había alcanzado: involucrar a las 
naciones con más emisiones globales en una iniciativa climática conjunta. 


El Acuerdo de París determinó como objetivo central el reforzar la respuesta mundial a 
la amenaza del Cambio Climático manteniendo el aumento de la temperatura global 
en este siglo muy por debajo de los 2 *C en comparación con los niveles 
preindustriales, y proseguir los esfuerzos para limitar aún más este incremento a sólo 
1,5 *C. Además, el Acuerdo tiene entre sus objetivos principales aumentar la capacidad 
de los países para afrontar los efectos del Cambio Climático y lograr que las corrientes 
de financiación sean coherentes con un nivel bajo de emisiones de GEl y una 
trayectoria resistente al clima. 


A los fines de cumplir con los objetivos pactados, el Acuerdo introdujo la categoría de 
Contribuciones Determinadas a nivel Nacional (CDN, o NDC -siglas en inglés-), a saber: 
informes donde cada Parte comunica su contribución de emisiones de GEl y metas de 
reducción, así como las acciones y políticas que emprenderán para crear resiliencia y 
adaptarse a los efectos del Cambio Climático. El Acuerdo exige que todas las Partes (ya 
no sólo las naciones industrializadas) informen periódicamente sobre sus CDN, sus 
esfuerzos de aplicación y redoblen los compromisos en los próximos años trazando 
metas y planes cada vez más ambiciosos. En este sentido, estas exigencias siguen los 
lineamientos marcados por la CMNUCC, que otorga libre albedrío para que cada Parte 
determine sus propios planes y medidas en función de la consecución de los objetivos 
del Acuerdo, y mantiene también el principio de responsabilidades comunes pero 
diferenciadas y capacidades respectivas para que los países industrializados continúen 
asumiendo el liderazgo de la acción por el clima. 


Por otra parte, el Acuerdo proporciona un marco duradero con afán de dirigir el 
esfuerzo global durante las próximas décadas, en tanto se implementa en ciclos de 5 
años, con acciones de las Partes progresivamente más ambiciosas en materia 
climática, esto es: se espera que, al final de cada ciclo, las Partes envíen su CDN para 
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evaluación y recibir las recomendaciones pertinentes, en caso de ser necesario; 
asimismo, el Acuerdo insta a las Partes a formular y enviar estrategias de largo plazo, 
aunque, a diferencia de las CDN, éstas no son obligatorias. Cabe señalar que, a los fines 
de otorgarle tiempo suficiente a las Partes para que realizaran las transformaciones y 
cambios necesarios en sus fueros internos, se determino la fecha de entrega del 
primer ciclo de CDN para 2020. Por último, el Acuerdo tiene previsto también la 
realización periódica de un Balance Mundial, en donde los países y demás sectores 
interesados podrán comprobar si están avanzando colectivamente hacia el 
cumplimiento de los objetivos fijados (volveremos sobre esta cuestión con mayor 
profundidad más adelante). 


A modo de resumen, se enumeran los aspectos clave del Acuerdo de París: 


- aceptación unánime del Cambio Climático y sus efectos: la firma del Acuerdo por 
parte de todos los Estados miembro implicó dejar atrás cualquier duda respecto de la 
realidad concreta del Cambio Climático y sus efectos; la contribución del Quinto 
Informe de Evaluación (1E5) del IPCC, publicado en 2014, en este aspecto fue crucial al 
proporcionar información científica con un grado de fiabilidad concluyente sobre la 
influencia del Cambio Climático y su origen antropógeno (Grunver, 2021). 


- Objetivo a largo plazo referente a la temperatura: en aras de fortalecer la respuesta 
mundial al Cambio Climático, se reafirmó el objetivo de limitar el aumento de la 
temperatura global muy por debajo de los 2 *C, al tiempo que prosiguen los esfuerzos 
para limitarlo aún más a 1,5 *C. 


- punto máximo y neutralidad climática: para lograr el objetivo de temperatura, las 
Partes se propusieron cuanto antes alcanzar el punto máximo de las emisiones de GE!I 
a nivel mundial, reconociendo que este punto máximo llevará más tiempo para los 
países en vías de desarrollo, con el fin de lograr un equilibrio entre las emisiones 
antropógenas por las fuentes y la absorción por los sumideros de GEl en la segunda 
mitad de siglo. 


- mitigación: el Acuerdo estableció compromisos vinculantes de todas las Partes para 
preparar, comunicar y mantener CDN, y aplicar políticas nacionales para lograrlos, así 
como su presentación cada 5 años ante el Acuerdo para su evaluación y 
recomendaciones futuras. Para establecer una base firme de progreso continuo, cada 
CDN propondrá un esfuerzo mayor a la anterior, y reflejará la mayor ambición posible. 


- adaptación: el Acuerdo estableció como objetivo mundial el aumento de la capacidad 
de adaptación, el fortalecimiento de la resiliencia y la reducción de la vulnerabilidad al 
Cambio Climático en el contexto del objetivo de temperatura pactado. 


- pérdidas y daños: el Acuerdo reconoció la importancia de evitar, reducir al mínimo y 
hacer frente a las pérdidas y daños relacionados a los efectos adversos del Cambio 
Climático, incluidos tanto los FME como los fenómenos de evolución lenta, y la 
contribución del desarrollo sostenible a su reducción. 
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- recursos financieros, tecnológicos y para el fomento de la capacidad: el Acuerdo 
reafirmó las obligaciones de los países desarrollados para construir un futuro limpio y 
resistente al clima, al tiempo que alienta por primera vez a otras Partes a que presten 
o sigan prestando este apoyo de manera voluntaria. 


- utilización de resultados de mitigación de transferencia internacional: el Acuerdo 
reconoció que las Partes podrán cooperar voluntariamente en la aplicación de sus 
CDN, y cuando esta cooperación entrañe el uso de resultados de mitigación de 
transferencia internacional (ITMO, siglas en inglés), promueve que se basen en el 
desarrollo sostenible, se garantice la integridad ambiental, la transparencia y una 
contabilidad robusta. Asimismo, se reconoció la importancia de disponer de enfoques 
no relacionados con el mercado que sean integrados, holísticos y equilibrados, y que 
ayuden a las Partes a implementar sus CDN en el contexto del desarrollo sostenible y la 
erradicación de la pobreza, ya sea mediante opciones de mitigación, adaptación, 
financiación, transferencia de tecnología y fomento de la capacidad. 


Este último punto clave del Acuerdo de París remite a la regulación de los mecanismos 
de transferencia internacional de emisiones basados en el mercado y en enfoques no 
relacionados con el mercado, o sea, pretende establecer nuevas reglas y principios de 
funcionamiento para los mercados globales de carbono tras la experiencia acumulada 
por la iniciativa propuesta por el Protocolo de Kyoto. En este sentido, el Protocolo 
incorporó mecanismos de mercado flexibles en un contexto de objetivos vinculantes 
de reducción de emisiones aplicables exclusivamente para los países industrializados, 
no obstante, bajo el Acuerdo de París dichos compromisos se extendieron a todos los 
países, que en adelante podrán participar voluntariamente en la comercialización de 
de créditos de carbono para complementar sus CDN, por tanto, las regulaciones 
tuvieron que actualizarse a este nuevo escenario. De acuerdo con Lara (2021), la 
importancia de este nuevo marco legal radica en evitar los errores cometidos por el 
Protocolo de Kyoto y tratar de evadir regulaciones débiles que den lugar a lagunas o 
vacíos contables que puedan hacer que los mercados de carbono tengan un impacto 
nulo, reducido o negativo en la reducción global de las emisiones, lo que a la postre 
podría poner en riesgo la integridad socioambiental y las ambiciones del Acuerdo. 


A modo de síntesis, siguiendo la contribución de Michaus Fernández (2021), podemos 
afirmar que el Acuerdo de París se convirtió en el andamiaje central para la 
cooperación internacional en materia de reducción de emisiones de GEl; se trata de un 
tratado internacional basado en un modelo híbrido, en tanto presenta una 
combinación de objetivos de política pública y obligaciones legales que los Estados 
firmantes acordaron imponerse a sí mismos con arreglo en sus circunstancias 
nacionales (la mayoría de las obligaciones vinculantes corresponden a objetivos de 
mitigación y transparencia, esto es: la elaboración de las CDN y los requisitos que 
deben cumplir al comunicarlas, además de información relacionada con otros artículos 
del Acuerdo, respectivamente). De esta forma, el Acuerdo de París no pretendió ser un 
instrumento punitivo o motivar la acción internacional a partir de la sanción, sino que 
su naturaleza, fundamentada en el respeto por la soberanía de cada Parte, consiste en 
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facilitar la coordinación de los esfuerzos internacionales para reducir las emisiones 
globales de carbono. 


El Acuerdo de París entró en vigor en noviembre de 2016, tras cumplir con el doble 
criterio de ratificación y, en la actualidad, cuenta con una membresía casi universal en 
tanto ha sido reafirmado por 194 Partes (193 países más la Unión Europea). Por otra 
parte, los detalles operativos para la implementación práctica del Acuerdo de 
acordaron en las COP24 (celebrada en 2018 en Katowice, Polonia) y COP26 (realizada 
en 2021 en Glasgow, Escocia) con la elaboración del llamado coloquialmente Libro de 
Reglas de París. 


El Acuerdo de París representa el mayor logro mundial en materia climática hasta la 
fecha y fue recibido con enorme entusiasmo por la comunidad internacional puesto 
que, como tal, trazó un nuevo rumbo en el esfuerzo global contra el Cambio Climático. 
No obstante, este entusiasmo no fue compartido por todos/as y las críticas 
prontamente comenzaron a manifestarse desde distintos sectores de la sociedad. 


Poco después de publicado el Acuerdo, muchos grupos ecologistas, ONG y 
movimientos sociales lo calificaron como débil, con enormes falencias y debilidades, y 
como una oportunidad desaprovechada para el establecimiento de un acuerdo 
internacional con mecanismos concretos para luchar contra el Cambio Climático 
(Trives Penalva, 2016; Svampa, 2020; FOEl, 2023b). Empero, la principal crítica en que 
coinciden los/as objetores/as radica en la no obligatoriedad del cumplimiento de sus 
objetivos y la ausencia de un mecanismo de sanciones (Gelles, 2016; Lezama, 2020; 
Svampa, 2020; Baldasano, 2021; Lukacs de Pereny, 2023), lo que a la postre permite a 
los países evadir sus compromisos y que, por ejemplo, puedan determinar 
voluntariamente cuándo alcanzarán sus límites de emisiones en las CDN y, en caso de 
que la Conferencia de las Partes realice recomendaciones al respecto, cada país podrá 
decidir si las adopta o no. Está inconsistencia también se evidencia en que el Acuerdo 
reconoce la importancia de abordar y reducir las pérdidas y daños provocados por el 
clima pero, igualmente, rehuyó la elaboración de una propuesta concreta de 
responsabilidad o compensación (Moneer, 2023). Además, se objetó que tampoco en 
el documento se hace referencia a palabras clave como combustibles fósiles, petróleo 
o carbón (Svampa, 2020), y se destaca especialmente la ausencia de compromisos de 
descarbonización (Trives Penalva, 2016), aún cuando todos los Informes de Evaluación 
presentados por el IPCC hacen referencia explícita de la contribución mayoritaria de la 
quema de combustibles fósiles al Cambio Climático (Puigdueta y Sanz, 2017). De igual 
manera, se cuestionó como un punto de débil crucial los aspectos relacionados con la 
financiación dado el alto porcentaje de medidas aplicables por el Acuerdo que se 
encuentran condicionadas directamente por los aportes externos de terceros 
(Universidad de Valladolid, 2018) y podrían poner en riesgo la consecución de muchos 
de sus objetivos. 


Vale la pena mencionar la polémica desatada entre los sectores ecologistas en torno al 
artículo 6 del Acuerdo, que remite a la utilización de resultados de mitigación de 
transferencia internacional, o sea, el establecimiento de una nueva regulación para los 
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mercados de carbono. En gran medida, las críticas siguieron la línea de los 
cuestionamientos que se habían lanzado contra los mecanismos de mercado flexibles 
impulsados por el Protocolo de Kyoto, en tanto que bajo el nuevo régimen propiciado 
por el Acuerdo de París continuaban los problemas de la doble contabilidad (un mismo 
proyecto de compensación puede ser contabilizado en las CDN tanto por el vendedor 
como por el comprador, haciendo aparecer en los balances más reducciones de 
emisiones de las que ocurren en realidad) (Lara, 2021), la mala calidad de los proyectos 
puestos en el mercado, el perjuicio que sufren las comunidades en torno a estos 
desarrollos, entre otros; no obstante, como novedad en el asunto, los grupos 
ambientalistas denunciaron que la ambiguedad que manifiesta el texto del artículo ha 
propiciado que se presenten propuestas de dudosa credibilidad y elevado riesgo 
ambiental, como la integración en los mercados de carbono de tierras agrícolas o 
ecosistemas marinos, o bien la creación de nuevos mercados basados en iniciativas de 
ingeniería climática, definida ésta como la “manipulación deliberada y a gran escala 
del entorno planetario para contrarrestar el Cambio Climático antropogénico” 
(Shepherd, et al., 2009. Citado por: Gupta y Moller, 2018). En pocas palabras, la 
ingeniería climática (también denominada geoingeniería) remite al uso de tecnologías 
para manipular las condiciones meteorológicas a escala mundial y se dividen en dos 
grandes grupos: a) las tecnologías de eliminación de CO2 (CDR, siglas en inglés), como 
la fertilización de los océanos (inyección de hierro en el agua marina para multiplicar el 
fitoplancton y, por ende, su capacidad de absorción de CO2) o la extracción de CO2 
directamente del aire con enormes máquinas filtradoras para luego confinarlo bajo 
tierra; b) las técnicas de modificación de la radiación solar (SRM, siglas en inglés), como 
la inyección de aerosoles en la estratósfera para reflejar la luz solar hacia el espacio, o 
el blanqueamiento de nubes para aumentar su reflectividad y reducir la cantidad de 
energía solar que llega a la superficie (UNESCO, 2022). Desde hace décadas los/as 
expertos/as vienen advirtiendo acerca de la peligrosidad de la geoingeniería por los 
efectos desconocidos que puede provocar en el sistema climático mundial y los 
ecosistemas del planeta (Gupta y Moller, 2018; Ribeiro, 2022), y temen que las 
propuestas que se han presentado para incorporar estas tecnologías como fuente de 
compensaciones o créditos de carbono, al amparo de la ambigúedad del artículo 6, 
crearían una base comercial que incitaría la carrera entre corporaciones por 
desarrollar estas arriesgadas propuestas (ETC GROUP, 2022). No se trata de un tema 
menor, y prueba de ello estriba en que la reglamentación del mencionado artículo 
continúa bajo arduas negociaciones aún en la actualidad sin que se llegue a un 
consenso definitivo. 


Aún con este importante cúmulo de críticas en contra, el Acuerdo de París se convirtió 
en un faro de esperanza para la acción climática, en donde todos los países del mundo 
son protagonistas y la ciencia dirige las decisiones políticas. Desde su entrada en vigor, 
el derrotero del Acuerdo ha sido turbulento e intrincado, empero, nos ocuparemos de 
estas cuestiones en un próximo apartado porque durante 2015, año que 
indudablemente será recordado como un hito para el Derecho Internacional, también 
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se produjo otro acontecimiento central para la acción mundial por el clima al 
adoptarse, bajo el auspicio de la ONU, la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. 


2.2.7 Los Objetivos de Desarrollo Sostenible 


En septiembre de 2015, durante la celebración de la Cumbre sobre el Desarrollo 
Sostenible en la sede central de la ONU en New York, EE.UU., se adopto la Agenda 
2030 para el Desarrollo Sostenible que incluye los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(ODS), cuyo propósito consiste en instar a todos los países a intensificar los esfuerzos 
durante los próximos 15 años para erradicar la pobreza, reducir la desigualdad y luchar 
contra el Cambio Climático garantizando, al mismo tiempo, que nadie se quede atrás. 
La Agenda determino 17 ODS con 169 metas de carácter integrado e indivisible, que 
abarcan las esferas económica, social y ambiental; los ODS son de aplicación universal 
y, aunque no resultan jurídicamente obligatorios, se esperaba que los Estados los 
adoptaran como propios y establecieran marcos nacionales para su cumplimiento. La 
Agenda fue aprobada por todos los Estados miembro y oficialmente entro en vigor en 
enero de 2016. 


Los ODS intentan aprovechar el éxito obtenido por su antecesor directo, los Objetivos 
de Desarrollo del Milenio (ODM), los cuales formaron parte de la Declaración del 
Milenio (DDM), adoptada en septiembre de 2000 por los 189 Estados miembro de la 
ONU, que tenía como propósito servir de orientación a los procesos de desarrollo a 
escala local, nacional, regional y global, y además incidir en problemáticas como la 
pobreza, la educación y la sostenibilidad medioambiental. La DDM constaba de 8 ODM 
a cumplir para el año 2015, que se destacaron por ser realistas, fáciles de comunicar y, 
también, por contar con un mecanismo claro para su cuantificación y seguimiento. Los 
ODM alcanzaron un progreso sustancial puesto que, por caso, para 2015 se había 
logrado cumplir con el primer objetivo de reducir las tasas mundiales de pobreza 
extrema y hambre a la mitad, aunque, en general, el alcance de los ODM fue desigual 
(Sustainable Development Goals Fund, 2023). Por tanto, la DDM fue reemplazada por 
la Agenda 2030 con el afán de avanzar más allá en la ambición de poner fin a la 
pobreza en todas sus formas. 


Los 17 ODS de la Agenda 2030 fueron elaborados en base a los resultados de más de 
dos años de consultas públicas, intercambios con la sociedad civil y negociaciones 
entre los países. Respecto de esto último, la Agenda consiste en un compromiso 
común y universal, más como cada país enfrenta desafíos específicos en su búsqueda 
del desarrollo sostenible y, a la vez, mantiene plena soberanía sobre su riqueza, 
recursos y actividad económica, se esperaba que cada uno fijara sus propias metas 
nacionales, apegándose a los ODS. 


En lo concerniente a los mecanismos de cuantificación y seguimiento, anualmente se 
publica el Informe de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), donde se 
proporciona un panorama general de los esfuerzos realizados hasta la fecha para su 
aplicación en todo el mundo, remarcando las esferas de progreso y las esferas en las 
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que se debe intensificar el trabajo. Asimismo, reconociendo la complejidad de la 
medición del desarrollo desde una perspectiva científico-normativa diferente a la 
utilizada tradicionalmente, los Estados miembro decidieron en 2016 que se elaboraría 
también un Informe Mundial sobre el Desarrollo Sostenible, como complemento de los 
demás informes habituales; dicho informe se presenta cada 4 años ante la Asamblea 
General y su producción corresponde a un grupo independiente de científicos/as 
nombrado especialmente por el Secretario General. 


Por razones de tiempo y espacio, no podremos ocuparnos de los 17 objetivos 
propuestos por la Agenda 2030, así que sólo abordaremos el ODS vinculado con el 
objeto de estudio del presente trabajo, a saber: el ODS 13 Acción por el Clima. 


Partiendo de la consideración de que el Cambio Climático afecta a todos los países de 
todos los continentes, que tiene un impacto negativo en las economías nacionales y en 
la vida de las comunidades y todas las personas, y que se estima que en el futuro las 
consecuencias serán peores, el ODS 13 incorporó las siguientes metas: 


13.1) fortalecer la resiliencia y capacidad de adaptación a los riesgos relacionados con 
el clima y los desastres naturales en todos los países. 


13.2) incorporar medidas relativas al Cambio Climático en las políticas y estrategias 
nacionales. 


13.3) mejorar la educación, la sensibilización y la capacidad humana e institucional 
respecto del Cambio Climático en relación con la mitigación, la adaptación, la 
reducción de sus efectos y la alerta temprana. 


- 13.a) cumplir con el compromiso de los países desarrollados que forman parte de la 
CMNUCC de lograr para el año 2020 el objetivo de movilizar conjuntamente 100.000 
millones de dólares anuales para atender las necesidades de los países en desarrollo 
respecto de la adopción de medidas de mitigación y poner en funcionamiento el Fondo 
Verde para el Clima. 


- 13.b) promover mecanismos para aumentar la capacidad para la planificación y la 
gestión en relación con el Cambio Climático en los países menos adelantados y los 
pequeños Estados insulares en desarrollo. 


A manera de síntesis, diremos entonces que el ODS 13 apunta a “introducir el Cambio 
Climático como cuestión primordial en las políticas, estrategias y planes de países, 
empresas y sociedad civil, mejorando la respuesta a los problemas que genera, e 
impulsando la educación y sensibilización de toda la población en relación al 
fenómeno” (Pacto Mundial, 2023a). Además, como forma de ayudar a su 
cumplimiento, insta a los países, particularmente los industrializados como dispone la 
CMNUCC, a contribuir económicamente y con transferencia de conocimientos y 
tecnología a los países en vías de desarrollo. 


El punto clave del ODS 13, indudablemente, radica en que sirve de nexo para unir la 
Agenda 2030 y el Acuerdo de París, poniendo énfasis en que “el desarrollo sostenible y 
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la acción climática están vinculados, y ambos son vitales para el bienestar presente y 
futuro de la humanidad” (Naciones Unidas, 2023j). En consecuencia, existe una 
sinergia primordial entre los acuerdos: 


“Aunque estas dos iniciativas tienen antecedentes distintos y cada una posee su propia 
dinámica y plantea sus propios desafíos, ambas deben complementarse y actuar en 
estrecha relación si se pretende poner fin a la pobreza, mejorar los medios de 
subsistencia, fomentar la prosperidad y legar a la generación siguiente un planeta 
saludable y en buen estado. Los gobiernos y la sociedad en general han reconocido 
esta relación esencial.” (Figueres, 2023). 


Esta autora, además, señala el 2030 como punto de encuentro entre ambos acuerdos, 
año en que se espera que los ODS ya estén plenamente cumplidos y, a la vez, en que 
las medidas propuestas por el Acuerdo de París hayan alcanzado un punto de inflexión 
en la reducción de emisiones de GEl con miras a un futuro de neutralidad climática 
(Ibíd.). Sin embargo, este optimismo contrasta con la realidad que muestran los 
reportes respecto del cumplimiento, hasta la fecha, de la Agenda 2030. 


Habiendo recorrido ya medio camino hacia el 2030, los balances oficiales del logro de 
los ODS en estos años transcurridos demuestran que aún falta mucho por hacer: las 
brechas y desigualdades digitales están más marcadas que nunca; aunque se han 
hecho progresos, la Pandemia de COVID-19 ha afectado considerablemente a la 
educación en todo el planeta; la pérdida de salarios, la incertidumbre laboral y una 
crisis del coste de la vida cada vez mayor han sido un denominador común en el 
mundo en los últimos años (Naciones Unidas, 20230); la conciencia mundial sobre la 
protección de la biodiversidad ha aumentado, pero los esfuerzos por mejorar la 
relación humana con la naturaleza y el consumo de recursos todavía esta muy 
rezagada; el impulso hacia la energía limpia esta logrando avances, pero aún casi un 
tercio de la población mundial sigue dependiendo de combustibles fósiles para 
cocinar; aunque la prevalencia del hambre en el mundo ha disminuido, un tercio de los 
alimentos producidos a nivel global son desperdiciados o se echan a perder, mientras 
más de un tercio de la población mundial no puede permitirse una dieta saludable 
(Naciones Unidas, 2023p). 


El futuro tampoco parece muy alentador: un estudio reciente publicado en la revista 
Nature (EE.UU.) indica que solo el 12% de las 169 metas que conforman los ODS 
podrían cumplirse para el 2030 y en alrededor del 30% de éstas el progreso se ha 
estancado o ha retrocedido (Paz y Chávez, 2023). Otro estudio publicado también en 
2023 por la CEPAL para Latinoamérica muestra un panorama similar: se estima que 
sólo el 25% de las metas mantiene un potencial de cumplimiento, el 48% sigue una 
tendencia adecuada pero insuficiente para lograrse en 2030 y el 27% muestra 
retrocesos (Solares Rojas, 2023). 


En los informes, las causas de esta situación sombría remiten a varios acontecimientos 
globales recientes; siguiendo la aportación de Paz y Chávez (2023), éstas son: i) la 
Pandemia de COVID-19, que supuso una paralización en distintos ámbitos, sobretodo 
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el económico y social, y obligo al desvío de recursos para atender la urgencia, haciendo 
que los ODS queden relegados y se disparen los índices de pobreza y desigualdad; ¡i) 
los problemas geopolíticos desatados por la invasión de Rusia a Ucrania, que sumo una 
gran incertidumbre sobre la distribución de energía en Europa y una fuerte suba en el 
mundo de los alimentos y productos agrícolas; ¡¡¡) la incipiente disputa entre EE.UU. y 
China por la hegemonía mundial, que esta provocando una crisis de la cadena de 
suministros de productos estratégicos y múltiples roces durante la delimitación de sus 
respectivas áreas de influencia económica y comercial; iv) la falta de voluntad de los 
Estados, que no están otorgando la prioridad que los ODS merecen y la falla del 
Sistema de la ONU para lograr que éstos cumplan con los compromisos firmados. A 
estos motivos también debe agregarse el creciente impacto que esta teniendo en el 
planeta y las economías nacionales el Cambio Climático, que de acuerdo con los/as 
expertos/as se ha convertido en un obstáculo, casi infranqueable en ciertos casos, para 
el cumplimiento de la Agenda 2030 (Elcacho, 2023) (retornaremos en detalle sobre 
esta cuestión en el siguiente apartado). Por otra parte, otras opiniones especializadas 
sostienen que, aparte de las razones esbozadas, la problemática en torno al logro de 
los ODS se origina en éstos mismos, en su propia conceptualización, dado que más que 
objetivos de desarrollo, se asemejan a un conjunto de ideales loables pero 
descabellados, sumamente ambiciosos, sin un enfoque apropiado ni un orden de 
prioridad en tanto a todos se les concede la misma importancia aunque remitan a 
cuestiones muy específicas y disímiles entre sí, que a la postre ameritan intervenciones 
de calidad y con recursos particulares para cada uno (Lomborg, 2023). En este sentido, 
algunos/as autores/as señalan que se necesita más investigación en torno a los ODS, 
para comprender mejor cómo se interrelacionan las problemáticas a que remite cada 
uno, los impactos que pueden tener entre sí y la óptima asignación de recursos que se 
puede emprender en este sentido; en suma, información muy valiosa para los/as 
tomadores/as de decisiones (Paz y Chávez, 2023). 


Si bien las críticas y los augurios parecen demasiado lúgubres, y se ha reconocido 
oficialmente que la velocidad de los avances no ha sido la esperada, los ODS han 
demostrado un importante progreso en áreas clave como la reducción del hambre, la 
pobreza, el analfabetismo o la brecha digital, por lo que los/as expertos/as coinciden 
en que sería un error posponer su consecución o relegarlos a un segundo plano, y que, 
al contrario, se deberían redoblar los esfuerzos y las inversiones de recursos para 
darles un impulso renovado en el tramo que resta hacia el 2030, en vista de que éstos 
representan el mejor camino para alcanzar el desarrollo sostenible, erradicar la 
pobreza y mejorar las vidas de las personas en todo el mundo. 


2.2.8 El recorrido del Acuerdo de París 


A poco de llegar a la década de su adopción, el Acuerdo de París sigue siendo la 
herramienta multilateral insignia de la acción climática mundial, no obstante, el 
trayecto hacia su implementación práctica ha sido duro y escabroso, y durante la 
celebración de las Conferencias de las Partes posteriores a su firma se ha intentado 
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otorgarle un mejor sustento, con mayor o menor éxito, y también se han adoptado 
otros acuerdos complementarios, aunque de relativamente menor relevancia. 


2.2.8.1 El Pacto de Glasgow para el Clima 


En noviembre de 2021 se adopto el Pacto de Glasgow para el Clima durante la 
celebración de la COP26 en dicha ciudad de Escocia. Luego de intensas negociaciones 
plagadas de controversias, se llego a un consenso en torno a los siguientes puntos 
clave: a) reconocimiento de la emergencia: se reafirmo el objetivo del Acuerdo de París 
de limitar el incremento de la temperatura mundial a 2 *C respecto de la era industrial 
y esforzarse por no superar un aumento de 1,5 £C; b) intensificación de la acción por el 
clima: se subrayo la urgencia de actuar en esta “década crítica”, aunque las CDN no 
reflejaron tal urgencia y se mostraron poco ambiciosas; c) abandono de los 
combustibles fósiles: se acordó el pedido por la reducción del carbón como fuente de 
energía (no hubo mención del petróleo ni del gas) y la eliminación gradual de los 
subsidios ineficientes a los combustible fósiles; d) financiación para la acción climática: 
se reafirmo la promesa de proporcionar los fondos comprometidos a los países en 
desarrollo para ayudarlos en sus planes de adaptación y resiliencia, y los países 
industrializados expresaron su confianza en que dicho objetivo de financiación se 
alcanzara en los próximos dos años; e) incremento del apoyo a la adaptación: se 
reclamo que se duplique la financiación para asistir a los países en desarrollo en la 
realización de medidas de adaptación y resiliencia; f) compleción de las normas de 
aplicación del Acuerdo de París: se llego a un acuerdo sobre las normas de aplicación y 
detalles operativos que habían quedado pendientes del Acuerdo de París, entre ellas, 
la regulación de los mercados de carbono y la conformación de marcos de 
transparencia reforzados para los informes de progresos que deben comunicar los 
países; g) atención a las pérdidas y daños: se reconoció que el Cambio Climático afecta 
cada vez más a los países en desarrollo y, en consecuencia, se acordó fortalecer una 
red de asistencia a los países vulnerables a los riesgos climáticos. 


En paralelo con la firma del Pacto, durante la realización de la COP26 se anunciaron 
otros acuerdos relativos a: i) Bosques: 137 países se comprometieron a revertir y 
detener la pérdida de bosques y la degradación de las tierras hacia el 2030; ¡¡i) Metano: 
103 países acordaron limitar las emisiones de metano en un 30% en relación con los 
niveles de 2020, hacia el 2030; ¡ii) Automóviles: más de 30 países expresaron su 
determinación de que sólo se vendan autos y furgonetas de cero emisiones para 2040 
a nivel internacional y para 2035 en los mercados lideres; iv) Financiación privada: las 
instituciones financieras privadas y los bancos centrales anunciaron movimientos para 
reconducir miles de millones de dólares hacia el objetivo de lograr las emisiones netas 
cero a nivel global. 


No cabe duda que se anunciaron medidas en cantidad durante la COP26, empero, para 
uno/as pocos la conferencia fue un éxito, para muchos/as obtuvo resultados 
intermedios y para algunos/as fue un fracaso, en tanto demostró su incapacidad para 
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tomar resoluciones verdaderamente efectivas contra el Cambio Climático, y hasta los 
propios países, luego de la firma del Pacto, reconocieron que están haciendo todo lo 
contrario de lo que habían prometido unos años atrás (Gudynas, 2021). Las principales 
críticas al Pacto rondan en torno a la cuestión del carbón: se reconoció como un logro 
histórico la primera mención de los combustibles fósiles en un acuerdo climático 
(hecho que ni el Acuerdo de París pudo conseguir), pero se cuestiono duramente la 
debilidad del lenguaje y los términos utilizados que, a la postre, podría redundar en su 
incumplimiento (Rannard, 2021), así como la no mención del petróleo y el gas. 
También aparecieron objeciones respecto del tratamiento del asunto de las pérdidas y 
daños causados por la crisis climática pues se reconoció su importancia y se acordó 
seguir con el diálogo pero no se tomaron medidas concretas ni tampoco se 
determinaron compromisos financieros claros (Moneer, 2022). Respecto de la 
regulación de los mercados de carbono (la demorada reglamentación del artículo 6 del 
Acuerdo de París), si bien todavía quedaron pendientes ciertos detalles, se celebro que 
se hubiera llegado finalmente al consenso sobre varios puntos cruciales; al mismo 
tiempo, los/as expertos/as advirtieron que la cuestión de fondo se encuentra aún 
abierta dado que se mantiene el peligro de que el exceso de compensaciones siga 
actuando como incentivo para que los países ricos y las grandes corporaciones 
retrasen la aplicación de políticas y transformaciones profundas en aras de lograr una 
reducción efectiva de emisiones, así como la situación precaria de las comunidades y 
pueblos originarios que temen por la creciente mercantilización de sus tierras (Dewan 
y Cassidy, 2021). 


En suma, como expreso el Secretario General respecto del Pacto de Glasgow, el texto 
constituye un compromiso que refleja los intereses y las condiciones en el mundo 
actual, y la voluntad política no ha bastado para superar algunas contradicciones 
fuertemente arraigadas (Naciones Unidas, 2024a). 


2.2.8.2 El Acuerdo de Dubai 


La última edición de la Conferencia de las Partes, la COP28, finalizo en diciembre de 
2023 en Dubai, Emiratos Árabes Unidos (EAU), dejando en ciernes importantes 
medidas y resoluciones, principalmente, la firma por parte de 198 países del 
denominado Acuerdo de Dubai y la presentación del Primer Balance Global del 
Acuerdo de París, dos hechos calificados como históricos para la acción climática 
mundial. 


Siguiendo el aporte del Pacto Mundial de las Naciones Unidas (2023b), describiremos 
los puntos sobresalientes del Acuerdo de Dubai: a) abandono de los combustibles 
fósiles: la noticia recorrió las pantallas del mundo entero por ser la primera vez en que 
un acuerdo multilateral en materia climática hace mención explícita del suceso, es 
decir, el Acuerdo propuso dejar de utilizar combustibles fósiles en sistemas energéticos 
de manera justa y ordenada, acelerando la acción en la década presente para alcanzar 
las cero emisiones netas en 2050; b) aumento de las energías renovables: se acordó 
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triplicar la capacidad global de energías renovables y duplicar la tasa anual mundial de 
mejora de la eficiencia energética; c) reducción del carbón: se determino acelerar la 
disminución progresiva del uso de energía basada en carbón; d) intensificación de los 
sistemas de cero emisiones: se acordó avanzar hacia sistemas energéticos mundiales 
con emisiones netas cero, utilizando combustibles de baja o nula emisión de carbono 
hacia el 2050; e) desarrollo de tecnologías limpias: se acordó acelerar el desarrollo de 
tecnologías de cero y bajas emisiones, como energías renovables, energía nuclear, y 
tecnologías de captura y almacenamiento de carbono, sobretodo en sectores difíciles 
de reducir; f) reducción de GEl distintos del CO2: se dictamino reducir la emisiones de 
gases distintos al CO2 a nivel mundial, con un enfoque central en el metano para 2030; 
g) transporte sostenible: se decidió acelerar la reducción de emisiones en el transporte 
por carretera mediante el desarrollo de infraestructuras y la rápida adopción de 
vehículos con cero o bajas emisiones; h) eliminación de subvenciones ineficientes: se 
acordó eliminar las subvenciones ineficientes a los combustibles fósiles que no 
aborden la pobreza energética ni las transiciones justas. Asimismo, la COP28 arranco 
con un importante hito en su primer día, al anunciarse durante la Cumbre Mundial de 
Acción por el Clima (que se realizo en simultáneo) la puesta en marcha del Fondo de 
Pérdidas y Daños, con el fin de brindar ayuda financiera a los países más vulnerables 
para enfrentar el coste de los daños causados por la crisis climática. Por otra parte, 134 
países responsables del 75% de las emisiones de GEl procedentes de la producción de 
alimentos (Fundación Vida Silvestre, 2023) firmaron la Declaración de los Emiratos 
sobre Agricultura Sostenible, Sistemas Alimentarios Resilientes y Acción Climática, de 
carácter voluntario, con el propósito de incorporar la agricultura como un actor de 
mayor relevancia en los planes climáticos nacionales y aumentar la reducción de 
emisiones del sector. 


Al igual que lo ocurrido en la COP26 de Glasgow, durante el transcurso de la COP28 se 
lanzaron una avalancha de acuerdos y anuncios (algunos de gran trascendencia) en 
materia climática, pero esta ardua labor no acalló las críticas de grupos ambientalistas, 
activistas y demás sectores interesados de la sociedad. En general, el Acuerdo de Dubai 
fue calificado como débil, lleno de “artilugios de alto riesgo” y “peligrosas 
distracciones” (Amnistía Internacional, 2023d; FOEl, 2023c; Ribeiro, 2023), y en el 
centro de la polémica se instaló el mentado anuncio de “dejar atrás” los combustibles 
fósiles, puesto que, si bien la gran mayoría reconoció la importancia de este primer 
señalamiento en un acuerdo multilateral climático, el texto final presenta limitaciones, 
utiliza un vocabulario poco ambicioso en tanto la meta de compleción de la transición 
para el 2050 no refleja la urgencia que atañe al Cambio Climático en la actualidad, y 
abre la posibilidad de utilizar combustibles de transición (como el gas natural) que 
también contribuyen al Calentamiento Global (Koop, 2023); además, el abandono de 
los combustibles fósiles sólo se aplica a los sistemas energéticos pero nada se 
menciona de su empleo en la fabricación de plásticos, en el transporte o la agricultura 
(Amnistía Internacional, 2023d); tampoco la meta de eliminación de las subvenciones 
ineficientes a los combustibles fósiles se encuentra expresada de manera clara y 
parece abierta a cualquier interpretación, en el mismo sentido que la utilización del 
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concepto de cero emisiones netas remite a la posibilidad concreta de seguir utilizando 
hidrocarburos con tal de que puedan compensarse las emisiones, alternativa que 
muchos/as expertos/as consideran directamente una falacia (Ribeiro, 2023). En suma, 
las objeciones apuntan al empleo de un lenguaje demasiado ambiguo y la ausencia de 
medidas concretas, como detener la ampliación de la explotación de hidrocarburos o 
carbón, o mecanismos efectivos para obligar al cumplimiento de los objetivos que sí 
fueron adoptados (Gudynas, 2023). En relación con este asunto, la intención de 
triplicar la capacidad global de energías renovables fue recibida con entusiasmo, 
aunque no se especificaron los mecanismos para llevar adelante esta proeza de 
ingeniería ni el origen del dinero que se necesitaría invertir (FOEl, 2023c). En el mismo 
sentido, también se criticó al Fondo de Pérdidas y Daños porque carece de los recursos 
monetarios requeridos mínimamente para encarar la tarea (apenas cuenta con el 0,2% 
del dinero que se necesita para aliviar la situación presente de los países más 
afectados por el Cambio Climático) y todavía quedó pendiente dirimir las condiciones 
de accesibilidad (Koop, 2023), así como el rol que desempeñará el Banco Mundial en 
su gestión, luego de haber sido designado como responsable del Fondo (FOEl, 2023c). 
Respecto del famoso artículo 6 del Acuerdo de París, se sumó otro capítulo a la larga 
saga de su trabajosa reglamentación: por un lado, un tema central de la COP28 fue la 
presión para incluir en el Acuerdo la necesidad de acelerar el desarrollo de la 
tecnología de captura y almacenamiento de carbono (CCS, siglas en inglés), aún 
cuando incontables estudios han demostrado que implica serios riesgos (como las 
técnicas de geoingeniería en general), que su eficacia no está demostrada y que no se 
pueden ampliar a la escala suficiente como para lograr el nivel de reducción de 
emisiones que se necesita (Amnistía Internacional, 2023d); y por otro lado, a pesar de 
los intentos, no se logró el consenso requerido para establecer el mercado mundial de 
carbono, lo cual hubiese significado poner a la venta una avalancha de certificados de 
compensación de emisiones dañinos y sin valor (FOEl, 2023c); en la toma de esta 
resolución tuvieron una influencia decisiva las protestas llevadas a cabo desde la 
sociedad civil, que lograron que las negociaciones se pospusieran hasta la próxima 
conferencia (Ribeiro, 2023). 


Incluso antes de comenzar, la COP28 ya había despertado grandes polémicas por la 
elección de un Estado petrolero autoritario y represivo como sede y la designación del 
CEO de la empresa estatal petrolera más grande del país (ADNOC) como presidente, en 
vista de la importancia de la cumbre para los derechos humanos, el clima y el medio 
ambiente (Amnistía Internacional, 2023d); y tras su culminación, la adopción del 
Acuerdo de Dubai no consiguió atemperar lo suficiente las dudas y cuestionamientos 
acerca del progreso de la acción climática mundial. 


Sin dudas, tras más de medio siglo de conocimiento de la amenaza del Cambio 
Climático, se dio un primer paso importante en la dirección de la eliminación de la 
dependencia de los combustibles fósiles, su principal causa, pero el Acuerdo adoptado 
no impone sanciones por incumplimiento y, por lo tanto, la concreción efectiva de sus 
objetivos se encuentra sujeta a la incertidumbre. Quizás, en retrospectiva, el punto 
más cuestionable de la COP28 fue que, por causa del bullicio creado alrededor del 
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Acuerdo de Dubai y su inclusión de los combustibles fósiles, no se le otorgó la 
trascendencia que ameritaba a la presentación del documento que había motivado 
inicialmente la celebración de la cumbre, el Primer Balance Mundial del Acuerdo de 
París. 


2.2.8.3 El Primer Balance Mundial del Acuerdo de París 


El Balance Mundial consiste en un proceso para que los países, y demás actores 
interesados, comprueben si están avanzando colectivamente, o no lo están haciendo, 
hacia el cumplimiento de los objetivos del Acuerdo de París; implica examinar todo lo 
relacionado con la situación mundial en materia de acción climática, identificar las 
inconsistencias y trabajar cooperativamente para trazar un mejor camino a seguir para 
acelerar la acción climática. El Balance Mundial se realiza cada 5 años y tiene como 
objeto informar a la próxima ronda de comunicación de CDN, que se realizará antes de 
2025, esto es: sus aportaciones respecto de la situación actual de la acción climática 
pueden ayudar a los/as responsables políticos y agentes interesados a reforzar sus 
estrategias y compromisos climáticos durante la elaboración de la próxima ronda de 
CDN, allanando así el camino para una aceleración de las acciones. 


La relevancia de este primer balance mundial estriba en que, de acuerdo con los datos 
aportados por el IPCC, nos hallamos en una década crítica para la acción climática, en 
tanto que los cálculos indican que las emisiones de GEl deben alcanzar su punto 
máximo antes de 2025, lo que pondrá bajo extrema presión la posibilidad de limitar el 
aumento de la temperatura global a 1,5 *C, tal como propone el Acuerdo de París. 
Como bien ha advertido el IPCC en innumerables ocasiones, superar este umbral de 
temperatura límite implica desencadenar efectos mucho más graves del Cambio 
Climático (Naciones Unidas, 2023k). 


Los resultados del Primer Balance Mundial, presentado en la COP28, son tan 
contundentes como preocupantes: la aplicación del Acuerdo de París resulta deficiente 
en todos los ámbitos y no está donde debería. 


También da cuenta de que existe una gran brecha de mitigación ya que la trayectoria 
actual de las emisiones mundiales no resulta coherente con la limitación del aumento 
de la temperatura global a 1,5 *C como propone el Acuerdo de París. En este aspecto, 
el análisis realizado por ONU Cambio Climático de las CDN presentadas por 195 Partes 
del Acuerdo (incluidas aquellas comunicadas en septiembre de 2023) confirma que, si 
bien los cálculos prevén que las emisiones dejarán de aumentar después de 2030, en 
comparación con los niveles de 2019, aún no muestran la rápida tendencia a la baja 
que la ciencia considera necesaria para esta década (Naciones Unidas, 2023h). De este 
modo, incluso si las CON cumplieran efectivamente con sus metas y con mayores 
esfuerzos por parte de algunos países, los análisis ponen en evidencia que se necesitan 
acciones más ambiciosas y urgentes para inclinar a la baja la trayectoria de las 
emisiones mundiales y evitar los peores impactos del Cambio Climático. 
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El Balance Mundial también menciona la existencia de una segunda brecha creciente 
entre las necesidades de los países en desarrollo respecto de su transición hacia 
energías limpias, la aplicación de sus planes climáticos nacionales y los esfuerzos de 
adaptación y resiliencia, y el apoyo prestado y movilizado para ellos, principalmente, 
por parte de los países industrializados en virtud de los principios adoptados por la 
CMNUCC. En este sentido, los mecanismos financieros puestos en marcha en el 
presente, tanto para la atención de daños y pérdidas como para la implementación de 
planes y políticas en materia climática, se encuentran muy lejos de proporcionar los 
fondos que necesitan urgentemente los países más castigados por el Cambio 
Climático. 


Para comenzar a revertir este panorama, el Balance Mundial, a grandes rasgos, aboga 
por una transformación sistémica, que siga un planteamiento para toda la sociedad y 
la economía que integre la resiliencia climática y un desarrollo alineado con bajas 
emisiones de GEl; planteamiento que debe mantenerse durante décadas, apoyando el 
desarrollo sostenible y la erradicación de la pobreza. Bajo estas prerrogativas fue 
adoptado el Acuerdo de Dubai y los demás tratados durante la COP28. 


En términos técnicos, esta convocatoria implica que las emisiones mundiales de GE! 
deben reducirse un 43% para 2030, en comparación con los niveles de 2019, a fin de 
limitar el Calentamiento Global a 1,5 *C, tal el objetivo del Acuerdo de París. En 
consecuencia, el Balance Mundial anima a las Partes para que, a corto plazo, presenten 
objetivos más ambiciosos de reducción de emisiones para toda la economía, que 
abarquen todos los GEl, y que estén alineados con el límite de 1,5 £C en su próxima 
ronda de comunicación de CDN, estipulada para 2025. 


En resumen, el Balance Mundial presento unos resultados preocupantes y 
contundentes, más no sorprendentes, en vista de que el derrotero seguido por el 
Acuerdo de París, desde su sanción en 2015, ha estado signado por la desidia, la 
fragilidad y la impotencia, y las advertencias en torno a las expectativas de su 
incumplimiento que han aparecido repetidamente durante este tiempo transcurrido. 
Para ejemplificar esta situación, sólo basta mencionar los resultados alarmantes que 
ha publicado en años recientes el Informe sobre la Brecha de Emisiones del PNUMA. 


Desde 2010, el PNUMA ha publicado anualmente un informe de evaluación basado en 
datos científicos sobre la brecha entre las emisiones mundiales previstas de GEl si los 
países ejecutan sus compromisos de mitigación por el clima, y cómo deberían ajustarse 
dichos compromisos para cumplir con la meta de limitar el calentamiento global muy 
por debajo de los 2 £C, haciendo mayores esfuerzos por limitarlo a 1,5 *C, y, así, poder 
evitar los impactos más graves del Cambio Climático; éste se denomina Informe sobre 
la Brecha de Emisiones (EGR, siglas en inglés) y, con el objeto de fundamentar con 
datos científicos las negociaciones climáticas entre los Estados, se entrega en fecha 
previa a la realización de la Conferencia de las Partes. 


La última edición del EGR, lanzada unos días antes del inicio de la COP28, sostiene que 
2023 ha sido un año récord: septiembre fue el mes más caluroso registrado en la 
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historia, superando en 0,5 £C al máximo anterior; hasta el momento de la salida de la 
publicación se registraron 86 días con temperaturas que superaban en 1,5 *C los 
niveles preindustriales, y las temperaturas medias mundiales alcanzaron los 1,8 2C por 
encima de los niveles preindustriales (estas cifras no indican que ya se haya superado 
el límite de calentamiento global de 1,5 2C determinado por el Acuerdo de París dado 
que, para que esto ocurra, deberían mantenerse en estos niveles por un lapso más 
prolongado de tiempo); además, las emisiones mundiales de GEl aumentaron un 1,2% 
entre 2021 y 2022 hasta situarse en 57,4 GtnCO2e, la mayor cantidad jamás registrada 
(PNUMA, 2023). En base a la información proporcionada por las CDN presentadas por 
las Partes, el EGR indica que en 2030 la brecha de emisiones entre las CDN 
incondicionales (aquellas que los países podrían cumplir utilizando sus propios recursos 
y capacidades) (Naciones Unidas Hábitat, 2020) y las trayectorias de 1,5 £C rondara las 
22 GtnCO2e (aprox. el total de emisiones anuales de EE.UU., China y la Unión Europea 
sumadas) (Frost, 2023), con una probabilidad de al menos 50%; si también se 
cumplieran las CDN condicionales (aquellas que los países podrían cumplir con apoyo 
internacional, además del empleo de sus propios recursos y capacidades) (Naciones 
Unidas Hábitat, 2020) en su totalidad, la brecha de emisiones para el escenario de 1,5 
2£C se reduciría a 19 GtnCO2e (PNUMA, 2023). En este sentido, se prevé que las CDN 
incondicionales y condicionales para 2030 reduzcan las emisiones mundiales en un 2% 
y 9%, respectivamente, de mantenerse las políticas vigentes y suponiendo que se 
cumplan plenamente, sin embargo, para que estas cifras estuvieran alineadas con los 
limites de temperatura global de 2 *C y 1,5 2C, las emisiones mundiales de GEI 
deberían recortarse en un 28% y 42%, respectivamente (Ibíd.), lo cual refleja en 
números claramente que las CDN presentadas al momento deben ser en el corto plazo 
mucho más ambiciosas en sus metas de reducción. Finalmente, el EGR dictamina que, 
en los escenarios más optimistas (donde las CDN y los compromisos de cero emisiones 
netas se cumplen plenamente), hay un 66% de probabilidad de que el calentamiento 
global se restrinja a 2 £C durante este siglo, mientras que, en el mismo escenario 
hipotético, la probabilidad de que el calentamiento global se mantenga en 1,5 *C 
durante este siglo cae abruptamente a tan sólo el 14% (Ibíd.). 


La aportación científica del EGR, asimismo, en varias áreas valora positivamente la 
contribución que el Acuerdo de París ha tenido ante un panorama tan apabullante, 
expresando que, a partir de su entrada en vigor, se ha dado un progreso evidente en 
las políticas climáticas, en tanto que, por ejemplo, unas 149 CDN se han actualizado 
durante este período recogiendo mayores metas de reducción de GEI, y también se ha 
incrementado la proporción de metas que abarcan toda la economía nacional y no sólo 
se restringen a sectores determinados (Ibíd.). En idéntico sentido, los informes 
presentados en la fecha de puesta en marcha del Acuerdo estimaban que, de acuerdo 
con las políticas vigentes en aquel momento, para 2030 las emisiones mundiales de 
GEl aumentarían en un 16%, pero en la actualidad, tras varios años de ardua labor, se 
calcula que dicho aumento será de sólo un 3% (Ibíd.). 


Entre las recomendaciones que aporta el EGR, siguiendo la misma línea que el Balance 
Mundial, se destaca el pedido de introducción de cambios drásticos en las políticas de 
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reducción de emisiones, en consonancia con el principio de responsabilidades 
comunes pero diferenciadas y capacidades respectivas, tarea que, a la vez, requerirá el 
establecimiento de un grado de cooperación internacional jamás visto. En términos 
prácticos, esto se traduce en que los países con más capacidad y mayor grado de 
responsabilidad histórica en materia de emisiones (en especial los países del G20, con 
altos ingresos y mayor índice de emisiones) deberán asumir el liderazgo y actuar con 
más rapidez y valentía para establecer un modelo de desarrollo libre de combustibles 
fósiles. Pero, aún dando este paso fundamental, ello no bastara porque los países de 
ingresos mediano y bajo actualmente ya generan más de dos tercios de las emisiones 
mundiales de GEl, por lo que estos países con mayores ingresos y capacidades deberán 
asumir mayores compromisos y no sólo reducir sus propias emisiones, sino también 
brindar apoyo financiero y técnico a los países de ingreso mediano y bajo (que también 
tendrán que esforzarse en sus políticas de reducción) para que éstos puedan 
transformar su modelo de desarrollo en el mismo sentido. 


En conjunto, ambos documentos, el Balance Mundial y el Informe sobre la Brecha de 
Emisiones, brindan un panorama de la trayectoria del Acuerdo de París desde su 
adopción en 2015 hasta el presente y, estrictamente, éste se manifiesta en general 
como positivo aunque no en los términos que se necesitan; dicho de otro modo, aún 
en un contexto de aumento de emisiones, de daño al clima y los ecosistemas, y de 
disparidad en la adaptación a los impactos del Cambio Climático, el Acuerdo de París 
muestra un desempeño aceptable y coherente con su mandato, sólo que éste no esta 
avanzando con la celeridad, firmeza y con la dirección que debe en virtud de los 
objetivos trazados. 


Respecto de la cuestión, desde distintos sectores se han presentado también otros 
informes de evaluación sobre la actuación del Acuerdo de París; así, en general, 
siguiendo los aportes de Hurtubia (2020), entre sus logros se cuentan: a) ha fortalecido 
la acción climática y la conciencia ciudadana, en especial, la movilización de las 
juventudes, en tanto que la gente esta preocupada y quiere más, no menos, acción 
climática; b) ha conseguido el compromiso de líderes nacionales y empresariales, y los 
gobiernos ya no pueden argumentar que no actúan porque los/as ciudadanos/as no lo 
aceptarían, en vista de que esto no resulta cierto; c) ha logrado la aceptación de 1,5 2C 
como límite en relación con los niveles preindustriales como exigencia de los Estados 
insulares más vulnerables, cuando éste había sido descartado durante mucho tiempo 
por los países industrializados (que abogaban por un tope fijo de 2 £C) como inviable; 
d) ha adoptado rápidamente el concepto de emisiones netas cero y establecido metas 
de neutralidad en carbono, lo cual demostró ser útil con implicación para las 
inversiones y la financiación; e) ha demostrado una importante resiliencia política, por 
ejemplo, ante el retiro del acuerdo en 2017 de EE.UU. (que igualmente volvería a 
sumarse en 2021) (Lukacs de Pereny, 2023), cuando se pensó que esto animaría a 
otros países también al éxodo y pondría en peligro todo el acuerdo, hecho que 
finalmente no sucedió merced a su gran capacidad para absorber los cambios políticos 
de las Partes; f) ha coadyuvado al surgimiento de nuevos liderazgos, como la 
consolidación de la Unión Europea, que reconfirmaron su compromiso y conducen a 
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otros países por la misma senda; g) ha cambiado de forma decisiva la financiación en 
favor de la transición hacia las energías limpias, reafirmando la noción de que las 
mejoras en tecnología son una inversión valiosa y segura, mientras que los 
combustibles fósiles son cada vez más riesgosos. En la misma dirección, Lara (2020) 
agrega que: h) ha creado un marco nuevo de cooperación internacional, donde todos 
los países son signatarios y se comprometen a su cumplimiento; i) ha cambiado el 
discurso general sobre el Cambio Climático y lo ha convertido en eje central de la 
agenda internacional y las campañas políticas. 


En contrapartida, regresando con Hurtubia (2020), el Acuerdo ha mostrado frustración 
en: i) no poder completar todavía su reglamentación por completo en aspectos clave, 
principalmente, en relación al artículo 6, a pesar de las intensas negociaciones 
emprendidas en las Conferencias de las Partes; ¡i) en la falta de contundencia para 
animar a que los países presenten su CDN oportunamente y con metas ambiciosas, 
sobretodo, en los casos en que éstos anuncian compromisos de neutralidad para el 
2050 como excusa para no comunicar CDN que los obligarían a la acción en el corto 
plazo (un peligro que se encuentra siempre latente); ¡ii) no contar con un mecanismo 
central de fiscalización de compromisos obligatorios, a pesar de que paulatinamente 
ha promovido un cambio institucional e incorporado nuevos actores (ONG, centros 
académicos, reguladores financieros) en dirección de reforzar la transparencia y los 
mecanismos de rendición de cuentas; iv) no poder incorporar aún a ciertos sectores 
dentro de las metas del Acuerdo, como la aviación civil o el transporte marítimo, que, 
si bien participan con planes de recorte de emisiones, no están alineados con los 
límites de temperatura globales de 1,5 *C y 2 *C, lo que supone una gran diferencia a la 
postre; v) no haber conseguido que las emisiones globales de GEl dejen de aumentar, a 
pesar de los años de trabajo, lo cual ha derivado también en un continuo aumento de 
la crisis climática y los daños y pérdidas relacionados, y sobretodo la reducción de la 
ventana de oportunidad para el logro de los objetivos pactados. Basándonos en los 
trabajos de Lara (2020) y Kuebler (2020), podemos continuar esta línea agregando la 
frustración por: vi) no poder superar la lentitud de procesos e inercia institucional 
propios del Derecho Internacional en comparación con la velocidad con la que se 
suceden los hechos; vii) no contar todavía con los fondos necesarios para asistir a los 
países en desarrollo hacia su transformación estructural ni para solventar los impactos 
derivados de su vulnerabilidad (aún cuando ya se puso en marcha el demorado Fondo 
de Pérdidas y Daños), así como no mostrar capacidad suficiente para lograr que los 
países industrializados transfieran efectivamente los fondos comprometidos varios 
años atrás; viii) no lograr todavía un mayor involucramiento del sector privado y 
financiero, agentes fundamentales para la acción climática. 


A la lista de logros del Acuerdo también debemos adicionar aquellos obtenidos 
durante la celebración de la COP28, fundamentalmente, el impulso en la transición 
hacia la eliminación de los combustibles fósiles en los sistemas energéticos para el 
2050. Igualmente, debemos mencionar el excepcional grado de resiliencia político 
demostrado por el Acuerdo frente a la irrupción de dos acontecimientos en forma casi 
sucesiva de magnitud global: por un lado, la Pandemia de COVID-19, que sumió al 
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mundo en un estado de parálisis social y económica sin precedentes, y altero 
súbitamente el flujo de recursos y esfuerzos, dejando relegada a la acción climática 
inmediata (Kuebler, 2020; Wilkinson y Téllez Chávez); y por otro lado, la invasión de 
Rusia a Ucrania, que en simultáneo esta provocando un importante aumento de las 
emisiones, un severo daño a los ecosistemas y la biodiversidad, así como una crisis 
financiera, económica y energética, que ha derivado en que muchos países 
reevaluaran sus políticas climáticas y se revitalizara la dependencia de los combustibles 
fósiles (Anthes, 2022; Makooi, 2022; Organización Desarrollo Sustentable, 2022). 


Amén de los listados de éxitos y fracasos, que en ocasiones ayudan más a enturbiar 
que a esclarecer la cuestión, un último aporte nos permitirá alcanzar una mejor 
comprensión del recorrido del Acuerdo de París; de acuerdo con Hoffman (2022), las 
críticas y controversias en torno al Acuerdo perviven porque dos hechos sobre la 
acción climática coexisten incómodamente: 1) el Acuerdo de París está funcionando 
como fue diseñado, haciendo lo que se supone que debe hacer y lo que puede hacer 
como acuerdo internacional; 2) el Acuerdo de París por sí solo no puede salvarnos, en 
vista de que la respuesta mundial al Cambio Climático no está generando una 
transformación al ritmo o escala que necesitamos para evitar los peores impactos del 
Cambio Climático. Para el autor, el Acuerdo de París es un medio, no un fin, o sea, 
representa un contexto para la acción climática, no la acción en sí; por un lado, su 
sustancia principal radica en un objetivo acordado colectivamente (mantener el 
calentamiento global a 1,5 *C) y exige a las Partes desarrollar sus propios planes 
climáticos, que en su mayoría éstos han hecho ya y algunos, incluso, los han 
aumentado desde 2015; y por otro, también proporciona una infraestructura para 
informes colectivos y seguimiento de los planes con métricas comunes, para poder 
hacer un balance de cómo los compromisos de los Estados se traducen en el objetivo 
general, lo cual puede ayudar a catalizar ciclos virtuosos de ambición creciente y, de 
hecho, se encuentran ya en marcha. Desafortunadamente, el Acuerdo de París puede 
funcionar perfectamente, en general, y, aún así, los esfuerzos individuales de los 
Estados pueden quedarse cortos, situación actual que puede llegar a invalidar todo lo 
hecho y lo que estaba funcionando correctamente. Para el autor, finalmente, la 
cuestión central pasa por, primero, valorar y reforzar el Acuerdo de París porque, en 
los hechos, está funcionando; y segundo, reconocer que, por más que este 
funcionando, no hace magia, y para ser exitoso en la consecución de sus objetivos 
requiere necesariamente de una mayor ambición y compromiso de parte de los 
Estados, cuya actuación y desempeño en materia climática, a fin de cuentas, debería 
ser objeto del escrutinio público y centro de presiones y críticas para mejorar 
progresivamente. 


En resumidas cuentas, a partir de la consideración de estos balances respecto de la 
actuación del Acuerdo de París, se han repartido las voces entre quienes sostienen que 
éste ha fracasado (Nogueira, 2020; Svampa, 2020; Lukacs de Pereny, 2023), y quienes, 
sopesando sus logros y fallas, reafirman su importancia para la lucha contra el Cambio 
Climático y, más que por el abandono, reclaman por su refuerzo y revalidación 
(Hurtubia, 2020; Michaus Fernández, 2021; Hoffman, 2022). Frente a este complejo 
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panorama, lo concreto radica en que actualmente el Acuerdo de París continúa vigente 
y en plena actividad, erigiéndose como el medio más destacado e idóneo a nivel 
internacional para llevar adelante la acción climática mundial, por lo menos, desde una 
perspectiva institucional tradicional, porque afortunadamente no se encuentra solo en 
la lucha. 
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2.3 Acciones por el clima desde la sociedad civil 


Los orígenes de la preocupación de la sociedad por el medio ambiente y la naturaleza 
se remontan al siglo XIX (Djossa, 2018), aunque existe consenso en que durante la 
segunda mitad del siglo XX comenzó a crecer en popularidad a nivel mundial y, 
materializada en distintas organizaciones, desempeño un rol fundamental tanto en la 
concientización de la población respecto de la creciente problemática ambiental, como 
en el desarrollo de las políticas públicas a nivel nacional e internacional. Durante 
muchos años estos sectores movilizados de la sociedad mantuvieron una agenda 
independiente de temas vinculados, principalmente, con la protección y conservación 
de la naturaleza y la vida silvestre (animales en peligro de extinción, ecosistemas bajo 
amenaza, etc.) y con las consecuencias de la contaminación en la población y el medio 
ambiente derivadas de la actividad industrial descontrolada o la desidia corporativa 
(polución de ríos y cuerpos de agua, desecho de residuos tóxicos, vertido de sustancias 
peligrosas, accidentes con enorme impacto ambiental, etc.). Sin embargo, conforme la 
ciencia fue corroborando con evidencias sólidas la realidad del Cambio Climático y sus 
impactos se hicieron más notorios, y los Estados y organismos multilaterales 
mostraron su incapacidad, falta de voluntad o intereses en conflicto, para ofrecer una 
solución pertinente y oportuna a la crisis, las organizaciones ambientalistas y los 
sectores sociales afines comenzaron a involucrarse más en la acción por el clima, hasta 
que, a partir del ingreso en el siglo XXI, se consolidó un movimiento sustentado en la 
justicia climática que logró alcanzar la masividad mundial. Este movimiento 
heterogéneo, amplio, global y con las juventudes como motor central, ha resignificado 
la acción climática y, a fuerza de manifestaciones multitudinarias, continúa 
presionando a los Estados y organismos multilaterales por la realización de acciones y 
políticas concretas contra el Cambio Climático, basadas en la justicia climática y en un 
nivel estructural, clamando por el abandono del modelo de producción y consumo 
hegemónico entronizado en el mundo desde mediados del siglo XX, signado como el 
mayor responsable de la crisis climática en ciernes. 


En paralelo con la consolidación de las movilizaciones masivas, aunque manteniendo 
como base la justicia climática, también empezó a fortalecerse, desde finales de la 
década de 2010, un movimiento que está llevando sus reclamos ante los distintos 
órganos judiciales. De este modo, los litigios climáticos se han multiplicado 
sustancialmente en los tribunales del mundo, demandando a los Estados por la falta de 
prevención del daño por la inacción gubernamental ante el Cambio Climático y la 
protección de los derechos de las generaciones futuras. En todos los casos, la 
interrelación entre justicia climática y derechos humanos ha servido de plataforma 
para obligar a los Estados (y empresas privadas), en virtud del Derecho Internacional y 
las leyes nacionales pertinentes, a cumplir con los compromisos climáticos adoptados, 
así como a reparar daños y restituir derechos a las personas y comunidades afectadas 
por su inacción ante el Cambio Climático y sus impactos. 


Ante ambos casos, el movimiento por la justicia climática y los litigios climáticos, la 
ONU ha desempeñado un papel crucial, ya sea propiciando fuertemente la 
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participación de la ciudadanía en los asuntos relativos a la información científica sobre 
el Cambio Climático y las negociaciones climáticas (aunque esta participación muchas 
veces lo ha tenido como objeto de críticas y cuestionamientos), ya sea conformando 
desde hace décadas un inmenso corpus normativo en materia de Derecho 
Internacional Ambiental que ha servido de fuente para las demandas climáticas. Por 
tanto, a pesar de su preponderancia como foro global de discusión entre Estados, la 
ONU también ha desplegado una notable influencia en la ciudadanía mundial y le ha 
proporcionado herramientas para hacer valer sus derechos. 


A partir de esta breve introducción, a continuación abordaremos, primero, la 
conceptualización y desarrollo, además de los logros y desafíos, del Movimiento por la 
Justicia Climática; segundo, el rol que la ONU ha tenido en el desenvolvimiento de este 
movimiento; y tercero, una caracterización de los litigios climáticos y sus principales 
logros y desafíos. 
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2.3.1 El Movimiento por la Justicia Climática 


Según el PNUD (2023), el concepto de justicia climática remite a la responsabilidad 
histórica desigual que tienen los países y las comunidades respecto de la crisis 
climática, a saber: los países, sectores sociales y empresas privadas cuyas actividades 
históricamente más han contribuido al Calentamiento Global mediante la emisión de 
GEl y se han enriquecido notablemente por ello, tienen la responsabilidad de ayudar a 
quienes están siendo más perjudicados por los impactos del Cambio Climático, 
principalmente, los países y comunidades más vulnerables, que menos han aportado a 
la crisis climática. La justicia climática posee múltiples aristas que atañen a: i) 
desigualdades estructurales: los efectos del Cambio Climático pueden padecerse de 
manera inequitativa, incluso dentro de un mismo país, dadas las desigualdades 
estructurales basadas en diferencias de etnia, género, nivel educativo, edad y situación 
socioeconómica; ¡¡i) desigualdades socioeconómicas: los efectos del Cambio Climático y 
los recursos necesarios para afrontarlos se distribuyen de forma desigual en el mundo, 
y los países de bajos ingresos, y las poblaciones más vulnerables dentro de éstos, son 
más proclives a sufrir las mayores pérdidas y daños derivados del clima; ¡¡¡i) desigualdad 
intergeneracional: los niños, niñas y jóvenes de hoy no han contribuido 
significativamente a la crisis climática, pero serán gravemente perjudicados a medida 
que avancen en la vida por los efectos progresivos y acumulativos del Cambio 
Climático. 


Por tanto, la justicia climática se fundamenta en el imperativo de abordar tales 
desigualdades e injusticias (que preexisten a la crisis, pero que ésta tiende a 
intensificar, o incluso generar otras nuevas), comenzando por centrar la acción por el 
clima en la atención de las perspectivas, conocimientos y necesidades de los grupos y 
comunidades más castigados por el Cambio Climático (Amnistía Internacional, 2023c). 


De este modo, la apelación a la justicia climática resignifica la problemática del Cambio 
Climático, alejándola de las nociones tecnocráticas con que fue concebida en principio, 
para centrarla en su aspecto primordial como cuestión de justicia y derechos humanos, 
en tanto que, por un lado, los impactos de la crisis climática afectan directa y 
perjudicialmente los derechos a la vida, la salud, la alimentación, el agua, la vivienda y 
los medios de subsistencia de todas las personas, por provocar muertes y la pérdida de 
medios de vida, lenguas y culturas, además de poner a muchas comunidades en riesgo 
de sufrir inseguridad alimentaria e hídrica, y de desencadenar desplazamientos 
forzados y múltiples conflictos (PNUD, 2023); y por otro lado, la consecución de la 
justicia de género, racial, de clase, étnica, intergeneracional y relativa a la discapacidad 
resultan fundamentales para alcanzar realmente la justicia climática (Amnistía 
Internacional, 2023c). 


Al respecto, el logro de la justicia climática implica la realización plena y efectiva de sus 
dimensiones: i) distributiva, que remite al análisis de la justicia en las causas del 
Cambio Climático y los cambios sistémicos que se necesitarían para rectificar cualquier 
situación injusta, y cuyo objetivo consiste en garantizar la equidad en la distribución de 
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los recursos; ii) procedimental, que refiere a la equidad en los procesos de evaluación 
en términos de quién o cómo se toman las decisiones, en particular, quiénes son 
reconocidos y tomados en cuenta en las mismas, además de la administración de 
justicia para resolver las disputas y la asignación de recursos; ii) restauradora, que 
promueve el compromiso de la reparación de los derechos de las víctimas del Cambio 
Climático y, por ende, una distribución justa en la compensación de los riesgos y de las 
consecuencias de los impactos climáticos (Borrás, 2016). 


El término justicia climática surgió y se desarrolló en el seno de los movimientos 
sociales ecologistas al calor de los encuentros internacionales organizados a comienzos 
del nuevo milenio (Ibíd.) y en pocos años tuvo tal repercusión que se convirtió en el eje 
central de los reclamos sociales frente a la crisis climática, dando forma al denominado 
Movimiento por la Justicia Climática (MJC), que ha alcanzado una masividad sin 
precedentes, logrando movilizar a millones de personas y cientos de organizaciones en 
todo el mundo en pos de la problemática del Cambio Climático. No obstante, los 
orígenes del MJC se remontan mucho más atrás en el tiempo y éste puede 
considerarse como el heredero de otros movimientos que surgieron hace varias 
décadas, dejando un rico acervo de prácticas y aportes teóricos en torno a cuestiones 
fundamentales (tanto ecológicas y ambientales, como políticas y sociales) que en gran 
medida continúan vigentes hasta la actualidad. A continuación, emprenderemos 
brevemente el recorrido de este desarrollo histórico del movimiento social-ecologista, 
haciendo foco en los puntos de inflexión que han coadyuvado a conformar el 
Movimiento por la Justicia Climática del presente. 


2.3.1.1 Desarrollo histórico del Movimiento por la Justicia Climática 


Partiendo de la comprensión de que los movimientos sociales surgen como grupos de 
presión que ofrecen respuesta a situaciones problemáticas que atentan contra la vida 
y la seguridad de las personas (contaminación, guerras, armas nucleares), o que no 
resuelven las necesidades reales de amplios sectores sociales (hambre, desempleo, 
pobreza), y que actúan en el campo de los político en representación de los intereses 
de los sectores populares afectados por aquellas problemáticas, a través de las 
movilizaciones, la denuncia y la generación de conflictos como estrategias de acción 
(Santana Cova, 2005), podremos describir el desarrollo histórico de los movimientos 
socioambientales basándonos en la aportación de Svampa (2020), quien indica que, 
durante mucho tiempo, se vinculó a los movimientos sociales exclusivamente con la 
resistencia colectiva de la clase obrera, no obstante, esta situación cambio 
drásticamente durante la década de 1960, cuando comenzaron a surgir diversos 
sectores sociales alzando su voz en el espacio público en torno a diferentes 
problemáticas que atravesaban la sociedad, entre éstos, los movimientos 
ambientalistas. 


Acontecimientos como los ensayos nucleares, los derrames de petróleo o la 
contaminación industrial, y la publicación de investigaciones sobre el daño ambiental 
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como el libro La primavera silenciosa (1962) de la bióloga estadounidense Rachel 
Carson, que obtuvo gran popularidad (Caballero, 2022), despertaron la conciencia de 
varios sectores sociales y éstos comenzaron a movilizarse por las calles y frente a 
edificios gubernamentales de muchas ciudades del mundo, en principio, junto con 
otras manifestaciones pacifistas que criticaban el productivismo tanto capitalista como 
comunista, manteniéndose al margen de los partidos políticos tradicionales (Blanco, 
2020). Empero, estos movimientos ambientalistas (que obtuvieron gran popularidad) 
paulatinamente empezaron a institucionalizarse mediante la creación organizaciones 
no gubernamentales (World Wildlife Fund -WWF- en 1961; Friends of the Earth 
International -FOEl- en 1969, Greenpeace en 1971) (Ares, 2016) y los denominados 
partidos verdes que trasladarían la cuestión ambiental al escenario político 
parlamentario en varios países europeos, ya entrando en la década de 1970 (Blanco, 
2020). De este modo, los movimientos ambientalistas se consolidaron en un contexto 
global marcado por la convulsión social en la mayoría de las democracias occidentales 
y lograron que la cuestión ambiental ingresara plenamente en la agenda internacional, 
dando impulso a acontecimientos trascendentales como la Cumbre de la Tierra de 
Estocolmo de 1972. 


Volviendo con Svampa (2020), la autora señala que durante la década de 1980 se 
produjo un punto de inflexión en la lucha ambiental con la aparición, en la misma 
época, del movimiento por la justicia ambiental en EE.UU. y el ecologismo popular en 
varios países en vías de desarrollo. 


Hacia inicios de la década emergió el Movimiento por la Justicia Ambiental como 
corolario de las protestas organizadas tras la decisión del Estado de Carolina del Norte, 
EE.UU., de autorizar la instalación de un vertedero de desechos tóxicos en Warren, una 
comunidad humilde habitada mayormente por personas afrodescendientes (Ramírez, 
Galindo y Contreras, 2015); está protesta pacífica de la población en defensa de su 
derecho a la salud y un medioambiente sano, pronto se expandió a otras comunidades 
populares que atravesaban situaciones similares de riesgo sanitario y supuso un giro 
sustancial en la militancia de los grupos ambientalistas, que hasta ese momento se 
habían enfocado principalmente en la conservación de la vida silvestre, pero que en 
adelante también se preocuparían por la calidad de vida de las comunidades más 
vulnerables que padecían las consecuencias, en términos de contaminación ambiental 
y depredación de recursos naturales, del desarrollo industrial descontrolado ocurrido 
durante la mayor parte del siglo XX (Hervé, 2010). Por consiguiente, el concepto de 
justicia ambiental remite a la distribución equitativa de las cargas y beneficios 
ambientales, en reconocimiento de que persiste una desigualdad en este reparto y 
que, por lo general, son las comunidades con perfiles socioeconómicos bajos las que 
sufren una mayor carga de impactos ambientales (Ramírez, Galindo y Contreras, 2015). 
En este sentido, la apelación a la justicia ambiental deviene también de las denuncias 
de racismo ambiental que surgieron en el mismo contexto, en tanto que éste advierte 
sobre la discriminación racial en el diseño de políticas ambientales y la aplicación de 
leyes y regulaciones, la autorización oficial de la presencia de venenos y sustancias 
contaminantes en las comunidades de color, y la historia de excluir a la gente de color 
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del liderazgo del movimiento ambiental (Moreno Parra, 2019). Ambos conceptos en 
interrelación sirvieron como plataforma para los reclamos y denuncias del movimiento 
por la justicia ambiental. 


Durante estos años también surgieron otras movilizaciones socioambientales que 
dieron forma al denominado ecologismo popular o ecologismo de los pobres, esto es: 
reclamos populares en distintos países en vías de desarrollo del mundo que apuntaban 
contra la depredación y el daño ambiental provocado por proyectos destructivos de la 
naturaleza vinculados con la reproducción globalizada del capital (Rosas Sánchez, 
2023). De Brasil a la India, varias comunidades humildes empezaron a salir a las calles 
para protestar contra las prácticas de las grandes empresas que estaban diezmando los 
ecosistemas locales pero, a diferencia de los movimientos ambientalistas que actuaban 
en los países desarrollados, estas manifestaciones no se basaban en un ideal 
conservacionista, sino que respondían a una cuestión de supervivencia, en tanto que la 
defensa de la naturaleza implicaba también la protección de sus medios de 
subsistencia (Varea, 1997). Por ello, en muchos casos, se postuló que estas personas 
eran activistas ecológicos aún sin que ellas mismas lo supieran (Rosas Sánchez, 2023). 


Hacia el final de la década, en 1989, también se produjo otro suceso destacable 
cuando un importante número de organizaciones ambientalistas, principalmente de 
Europa y EE.UU., se unieron para formar la Red de Acción por el Clima (CAN, siglas en 
inglés), la primera red de ONG ecologistas formada para la lucha contra el Cambio 
Climático (Armenteras, 2021b). La creación de CAN siguió a la realización de la 
Conferencia Mundial sobre el Cambio de la Atmósfera en Toronto, Canadá, y la 
fundación del IPCC, ambos en 1988, con la intención de coordinar las actividades entre 
las distintas organizaciones ambientalistas en torno a la acción climática, y se consolidó 
tras el anuncio en 1990 por parte de la Asamblea General de la ONU de desarrollar un 
comité de negociación para redactar una convención sobre el Cambio Climático (lo 
que, posteriormente, acabaría con la adopción de la CMNUCC) (Climate Network, 
2021). Desde entonces, y hasta la actualidad, la CAN ha desarrollado una importante 
actividad, sobretodo alrededor de la celebración de las COP, destinada al impulso de 
acciones colectivas y sostenibles para luchar contra la crisis climática y lograr la justicia 
social (Ibíd.). 


La década de 1990 trajo consigo la implantación definitiva del modelo capitalista 
neoliberal a escala mundial y, en el plano medioambiental, supuso el surgimiento de 
importantes hitos como la entrada en vigor de la CMNUCC, las celebración de las 
primeras COP, la publicación de los dos primeros informes de evaluación (1E1 e 1E2) del 
IPCC y la adopción del Protocolo de Kyoto. Asimismo, retornando con Svampa (2020), 
se produjo un nuevo punto de inflexión en el desarrollo del Movimiento por la Justicia 
Climática, con la irrupción en la escena pública de los llamados movimientos 
antiglobalización. Bajo esta denominación confluyeron un amplio espectro de 
organizaciones sociales de todos los rincones del mundo unidas por una dura crítica a 
la globalización neoliberal y el señalamiento del capitalismo como responsable de la 
degradación social y ambiental; estos grupos se nuclearon principalmente en torno a 
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dos organizaciones creadas en 1998, la Asociación por la Tributación de las 
Transacciones Financieras y la Acción Ciudadana (ATTAC), nacida en Francia, que 
abogaba por una reforma del capitalismo, sindicándolo como culpable de las crisis 
financieras internacionales, la erosión de los principios democráticos y el aumento de 
la inseguridad y la desigualdad (González, Kucharz y Sevilla, 2018); y la Acción Global 
de los Pueblos contra el Libre Comercio y la OMC (AGP), un autodenominado 
instrumento de coordinación que arropaba a una multiplicidad de grupos (centros 
sociales autogestionados, de desempleados, ecologistas, anarquistas, y de las 
periferias del sur: indígenas, campesinos como el MST de Brasil o el KRRS de la India) y 
contaba entre sus principios con el rechazo de los organismos multilaterales que 
propulsaban una globalización social y medioambiental destructiva (OMC, MERCOSUR, 
UE, TLC), una actitud confrontativa hacia éstos basada en la desobediencia civil no 
violenta y una filosofía organizativa en pos de la descentralización y la autonomía 
(NODO5O, 2017). El movimiento antiglobalización se volvió un fenómeno político y 
mediático mundial tras el suceso de la llamada “batalla de Seattle”, en 1999, cuando 
una movilización masiva integrada por diversos colectivos, agrupaciones y activistas 
bloqueo la realización de un congreso de la OMC que debía llevarse a cabo en dicha 
ciudad de EE.UU., en medio de un ambiente de algarabía popular, represión policial e 
incertidumbre general que duro varios días, mientras otras manifestaciones similares 
se desarrollaban en simultáneo en unas 70 ciudades de más de 30 países (González, 
Kucharz y Sevilla, 2018). A partir de este acontecimiento histórico, se produjeron más 
movilizaciones siguiendo el formato de “contra cumbre” para tratar de bloquear las 
sucesivas reuniones de organizaciones multilaterales del tipo G7, OMC, Banco 
Mundial, FMI, Foro Económico Mundial, etc., en diferentes ciudades del mundo, 
mientras otras marchas se realizaban a nivel local, logrando un gran impacto general. A 
pesar de esta trascendencia, el movimiento fue decayendo en preponderancia debido 
a cuestiones de coordinación interna, el feroz contraataque de las fuerzas neoliberales 
y sus grupos afines (que demonizaron a los/as activistas frente a la opinión pública con 
importantes campañas mediáticas, criminalizaron las protestas y comenzaron a 
celebrar sus reuniones en lugares aislados de la población general, con acceso 
restringido y fuerte custodia policial) (Lago y Jara, 2016), y la transición hacia la 
realización de las distintas ediciones del Foro Social Mundial (FSM), a partir de 2001; 
no obstante, tras de sí dejaron una importante huella en la forma de un 
cuestionamiento feroz de la narrativa oficial en torno a una “globalización feliz”, así 
como la materialización de novedosos formatos de organización y de expresión del 
descontento popular (Gonzáles, Kucharz y Sevilla, 2018). 


Para Svampa (2020), el Movimiento por la Justicia Climática emergió como heredero 
natural de estas tres corrientes anteriores: el movimiento por la justicia ambiental, el 
ecologismo popular y el movimiento antiglobalización, aunque pronto adquirió una 
impronta e idiosincrasia propia y novedosa. En este sentido, si bien el concepto de 
justicia climática fue introducido oficialmente en 1999 como una propuesta para 
abordar las causas del Calentamiento Global, saldar cuentas con la industria petrolera 
como mayor responsable de la emisión global de GEl y plantear la necesidad de la 
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transición energética (lbíd.), recién en 2002 acabaría de consolidarse con la 
elaboración de los Principios de la Justicia Climática de Bali, en el marco la reunión 
convocada por una coalición de organizaciones ecologistas con motivo de su 
participación en la Cumbre de la Tierra de Johannesburgo, Sudáfrica, que se realizaría 
más tarde ese mismo año. Los principios de Bali redefinieron el tratamiento del 
Cambio Climático desde una perspectiva de derechos humanos y justicia ambiental, 
poniendo énfasis en la cuestión social más allá del discurso oficial de los grupos de 
interés que sindicaban la crisis climática como un problema logístico que debía 
resolverse solamente con algunos ajustes técnicos (Raman, 2022). A partir de este 
punto de inflexión, se conformaría una nueva agenda ambiental que tendría como 
escenario principal las Conferencias de las Partes (COP) realizadas durante los 
siguientes años, aumentando en cada ocasión la presencia de organizaciones y 
manifestantes para hacer oír sus reclamos en materia climática frente a los/as 
principales líderes mundiales; así, por ejemplo, durante la celebración de la COP11 en 
Montreal, en 2005, se contó con la participación de más de 10.000 activistas (Svampa, 
2020). 


Durante este período el MJC creció en popularidad y pluralidad, por lo que en 2007, en 
el contexto del desarrollo de la COP13 en Bali, se formo la red Justicia Climática Ahora! 
(Climate Justice Now!, en inglés) con el propósito de unir a aquellos grupos que 
buscaban articular soluciones al Cambio Climático con premisas de justicia social, 
ecológica y de género (WRM, 2007). La naciente organización, si bien conservaba los 
principios de las redes ecologistas tradicionales, desde el principio mostró un perfil 
más activo y político a través de la incorporación plena de los Principios de Bali en su 
discurso, en tanto que comenzó a proclamar que la lucha por la justicia climática no se 
traducía en una simple sustitución de fuentes de energía y la apuesta por un 
capitalismo verde, sino que requería de transformaciones profundas en las relaciones 
de dominación y poder que caracterizaban a los mercados globales, así como un 
cambio necesario en los modos de producción y consumo en el Norte Global y las 
elites del Sur Global (Armenteras, 20216b). 


El próximo punto de inflexión del recorrido histórico del MJC ocurriría en 2009, 
durante el transcurso de la COP15 en Copenhague, Dinamarca, pues se había generado 
una enorme expectativa en torno a este encuentro, señalado por algunos/as de los 
organizadores/as como la “conferencia más importante en la historia de la 
humanidad” (Elbers, 2010), donde se esperaba que se sentaran las bases sólidas para 
la adopción de un nuevo convenio internacional contra el Cambio Climático, ante la 
notoria insuficiencia mostrada por el Protocolo de Kyoto (Urrutia, 2010). Sin embargo, 
tras un arduo ciclo de negociaciones sumidas al borde del escándalo por la falta de 
transparencia y los acuerdos unilaterales que se habían forjado previamente entre 
algunas superpotencias (EE.UU. y China, ya afianzada esta última como la segunda 
fuerza económica mundial) (Menéndez, 2021), los resultados finales fueron en 
extremo decepcionantes dado que no se fijaron metas de reducción de emisiones, ni 
se firmaron acuerdos que fueran jurídicamente vinculantes, sino que los documentos 
rubricados sólo serían “tomados en cuenta” por los Estados miembro, la formulación 
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más vaga jamás utilizada en la terminología jurídica de la ONU (Elbers, 2010). En 
consecuencia, aún antes de que hubiera finalizado, la conferencia ya había sido 
calificada como un rotundo fracaso. 


Ante la declarada importancia de la COP15, el MJC respondió con una movilización de 
fuerzas similar y, respecto de la COP14 realizada en Poznan, Polonia, el año anterior, la 
participación de agrupaciones ambientalistas aumento un 35% y el número de 
observadores paso de 4.000 a más de 13.000 (Armenteras, 2021b). Asimismo, la 
tensión que se vivía dentro del recinto de negociaciones, se filtro también hacia el 
exterior y las protestas y marchas desplegadas en las calles elevaron la intensidad de 
los reclamos, acabando en algunos incidentes con manifestantes que pretendían 
acercarse a la “zona de exclusión” donde se llevaban adelante las deliberaciones y una 
violenta represión por parte de las fuerzas de seguridad locales (BBC News Mundo, 
2009). 


Para Svampa (2020) la Conferencia de Copenhague significo el cierre de un ciclo para 
muchos movimientos y ONG puesto que, en vista de la violenta actuación de las 
fuerzas de seguridad y las fuertes restricciones que se habían impuesto a la 
participación ciudadana, se evidencio con claridad la imperiosa necesidad de un 
cambio de estrategia en la acción climática, por tanto hubo un distanciamiento de los 
grupos más críticos que concluyeron que, en adelante, ya no sería posible enfrentar el 
Cambio Climático sin cuestionar al mismo tiempo el modelo capitalista global. En el 
mismo sentido, también se reconoce que, a partir de este evento fallido, la acción 
colectiva por el clima comenzó a alcanzar una mayor relevancia a escala global y el 
MJC, en particular, entro en un período de masividad sin precedentes (Armenteras, 
2021b). 


Por otra parte, la decepción de Copenhague también tendría como consecuencia la 
realización en 2010 de la Conferencia Mundial de los Pueblos sobre el Cambio Climático 
y los Derechos de la Madre Tierra, una cumbre de carácter rupturista convocada por 
los países del denominado “eje bolivariano” que se llevo a cabo en la ciudad de 
Tiquipaya, Bolivia, siendo el gobierno de este país el principal promotor de la misma. 


Haciendo eco del fracaso de la COP15, más de 30.000 militantes de cientos de 
organizaciones sociales, sindicales, ambientalistas y de derechos humanos de más de 
140 países participaron de la conferencia, exigiendo que las negociaciones sobre el 
Cambio Climático impulsaran un acuerdo justo y manifestando, a la vez, la necesidad 
de construir un modelo alternativo, basado en la filosofía del “Buen vivir” de los 
pueblos, y desterrar la matriz extractivista, consumista, contaminante, injusta y 
excluyente del capitalismo, sindicado como la causa estructural de la crisis climática 
(CTERA, 2010). Entre las propuestas aprobadas por la cumbre, que también hizo 
hincapié en la deuda climática que los países ricos y las transnacionales mantenían con 
los países empobrecidos por su responsabilidad histórica en la emisión de GEI, 
figuraban la creación de un Tribunal Internacional para juzgar los crímenes climáticos y 
ambientales, y la organización de un referéndum mundial para promover la 
Declaración Universal de los Derechos de la Madre Tierra (FOEl, 2010). 
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En principio, el Acuerdo de los Pueblos adoptado por la conferencia recibió críticas por 
la escasa alusión acerca de la responsabilidad del sector energético en la crisis 
climática (por ejemplo, no se hace mención de los combustibles fósiles) (Phillips, 2010) 
y el carácter “tercermundista” del documento, por cuanto excluía a los países del Sur 
Global de cualquier esfuerzo en la lucha contra el Cambio Climático (Borrás, 2016). 
Aparte, otro duro golpe para la credibilidad de la conferencia fue que dentro del país 
que oficio de sede y de principal impulsor de sus propuestas, a los pocos meses de que 
hubo terminado, se comenzaron a desarrollar importantes proyectos de carácter 
extractivista y de expansión de la frontera agropecuaria a costa de ecosistemas 
protegidos, a pesar de las airadas protestas de varias comunidades indígenas y 
agrupaciones ambientalistas, lo cual dejo en evidencia el doble discurso de muchos de 
los gobiernos que habían firmado el acuerdo (Svampa, 2020). Sin embargo, a la postre, 
la declaración final de la conferencia se constituyo en un documento significativo a 
favor de un movimiento por la justicia climática y social, y marco el camino hacia su 
consolidación y la convergencia internacional con diferentes organizaciones de 
trabajadores/as, campesinos/as, estudiantes, jóvenes, mujeres, indígenas, ecologistas, 
y otras procedentes del Sur y Norte Global (Borrás, 2016). 


El siguiente hito en el devenir del MJC ocurrió en septiembre de 2014, con la 
realización de la Marcha de los Pueblos por el Clima (PCM, en inglés) en New York, 
evento que convocó a unas 400.000 personas, más de 1.400 organizaciones de diversa 
índole (ambientalistas, indígenas, estudiantiles, sindicales, confesionales, además de 
artistas, personalidades de la cultura y figuras políticas locales) y fue replicada con 
movilizaciones similares en otras 166 ciudades del mundo, por lo que justamente fue 
calificada como la mayor manifestación ambientalista hasta ese momento (Grinberg, 
2014). La marcha había sido convocada como una respuesta a la Cumbre de las 
Naciones Unidas sobre el Clima que tendría lugar dos días después en la sede central 
de la ONU (Brodine, 2014) y, con diferentes consignas que reclamaban por medidas 
urgentes para detener el Cambio Climático, demostró el creciente poder de 
convocatoria que empezaba a ostentar el MJC. 


Más tarde este mismo año, se celebro la Conferencia Mundial de los Pueblos sobre el 
Cambio Climático en Lima, Perú, en contraposición con la COP20 que también se 
estaba desarrollando en esta ciudad, y reunió a más de 2.000 personas y decenas de 
agrupaciones que debatieron sobre las amenazas del capitalismo contra la vida y la 
construcción de un modelo alternativo basado en la filosofía del “Buen vivir” (Borrás, 
2016). Luego, en 2015, se sucedió la 22 Conferencia Mundial de los Pueblos sobre 
Cambio Climático y Defensa de la Vida en Tiquipaya, Bolivia, donde se adopto una 
declaración con recomendaciones para ser presentada ante la COP21, que tendría 
lugar unas semanas más tarde en País, Francia. La declaración defendía 
fervorosamente los principios de la justicia climática y propugnaba por la elaboración 
de un acuerdo que no se limitara únicamente a los detalles técnicos sobre el Cambio 
Climático y, en cambio, se centrara en la comprensión de manera integral y equilibrada 
de un conjunto de medidas de índole social en correspondencia con la protección de 
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los derechos y los principios de la justicia restauradora para quienes estaban 
padeciendo los efectos de la crisis climática (Ibíd.). 


En diciembre de 2015, tras varios intentos fallidos como el fracaso de Copenhague o el 
fiasco de la Enmienda de Doha al Protocolo de Kyoto, finalmente se adopto el Acuerdo 
de París en el marco de la COP21 y fue destacado como un suceso histórico entre 
aclamaciones y aplausos. Para la ocasión más de 130 organizaciones ambientalistas, 
feministas, confesionales, de derechos humanos, sindicales y juveniles, entre otras, se 
aliaron bajo la coordinación de la Coalición Climática 21 (Coalition Climat 21, en inglés) 
y, enarbolando las reivindicaciones de la justicia climática, convocaron a miles de 
manifestantes para marchar hacia París en reclamo de acciones concretas contra el 
Cambio Climático ante la inercia de los/as tomadores de decisiones (Connected By 
Nature, 2023). En paralelo, más de 700.000 personas también salieron a las calles en 
175 países y se unieron para exteriorizar sus reclamos en torno a la urgencia climática 
(Arguedas, 2015). 


Respecto del Acuerdo y su recepción por parte de activistas y organizaciones 
socioambientales, se repartieron las voces entre quienes acogieron el documento con 
esperanza y quienes de inmediato expresaron su disconformidad, sin embargo, para el 
desarrollo del Movimiento por la Justicia Climática significo un nuevo punto de 
inflexión en tanto que, por una parte, aunque de manera débil y efímera, el Acuerdo se 
encuentra alineado con varios principios sustantivos de la justicia climática, como el 
énfasis en la mayor responsabilidad de los países industrializados y su compromiso de 
asistencia hacia los países en desarrollo, y la mayor relevancia otorgada a las medidas 
de adaptación para ayudar a los países más vulnerables al Cambio Climático que ya 
estaban sufriendo sus consecuencias, por tanto, el Acuerdo “ha abierto una puerta, 
aunque pequeña, a una justicia climática centrada en los derechos humanos y ha 
servido para construir unas bases más sólidas del movimiento para la justicia climática” 
(Borrás, 2016, p. 113). Por otra parte, para Armenteras (2021b) el cambio de la 
estructura en la distribución de responsabilidades propuesto por el Acuerdo de París 
impacto notablemente en el movimiento por el clima, a saber: el paso de un sistema 
en el que las reducciones de cada Parte serían determinadas en el acuerdo (como 
proponía el Protocolo de Kyoto), a un sistema en el que las Partes son las que 
determinan sus propias contribuciones a nivel nacional (es decir, las CDN), generó un 
cambio de escenario para la acción colectiva global puesto que, en adelante, las 
protestas no sólo podrían centralizarse contra la comunidad internacional en conjunto, 
sino que también las demandas podrían descentralizarse para apuntar contra cada 
Estado en particular para que incrementara sus políticas climáticas, y compromisos y 
ambición en cada presentación de CDN. 


El Acuerdo de París, con sus virtudes y defectos, no menguo la actividad del MJC y las 
marchas y protestas continuaron desplegándose en aumento, consolidando el 
denominado concepto de Blockadía (pergeñado en 2013 por un grupo de activistas 
canadienses y popularizado por la escritora y activista social Naomi Klein), entendido 
como una zona itinerante de conflicto transnacional que aflora con una frecuencia y 
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una intensidad cada vez mayores cuando las personas toman partido ante la inacción 
de la dirigencia política (Martínez-Alier, et. al., 2018). De este modo, las acciones 
colectivas y diversas estrategias empleadas para el logro de la justicia climática 
(marchas, bloqueos de rutas y calles, ocupación de territorios e instalaciones, y otras 
formas de resistencia civil) continuaron dispersándose por distintos rincones del 
planeta donde surgieran iniciativas vinculadas con la expansión territorial del capital 
que pusiera en riesgo la naturaleza o el sistema climático (proyectos extractivistas de 
explotación de combustibles fósiles o minerales, de deforestación para incrementar las 
tierras de pastoreo o monocultivo, de contaminación de áreas protegidas y cursos de 
agua, entre muchos otros). Asimismo, las protestas alrededor de las COP siguieron en 
aumento y, por ejemplo, en 2017, durante el desarrollo de la COP23 en Bonn, 
Alemania, más de 25.000 personas se reunieron para reclamar por el abandono del 
uso de combustibles fósiles y la escasa acción de los Estados en este aspecto (DW, 
2017). Durante este año, la acción por el clima recibió un duro golpe pues, tras la 
llegada de D. Trump a la presidencia, EE.UU. (la primera economía y el segundo mayor 
emisor de GEl del mundo) se retiro oficialmente del Acuerdo de París y los temores de 
un éxodo de países se apodero de la comunidad internacional (Hurtubia, 2020), 
empero, esta sombra de pesimismo generalizado pronto tendría una respuesta más 
que contundente por parte del MJC. 


En agosto de 2018, tras una serie de olas de calor y de incendios forestales que 
devastaron Suecia, la adolescente Greta Thunberg decidió un viernes faltar a la escuela 
y se sentó en las escaleras del Parlamento sueco, apenas acompañada por una 
pancarta, para reclamar al Estado por acciones urgentes contra el Cambio Climático. Su 
perseverancia y la crudeza del reclamo pronto se viralizaron en las redes sociales y 
recorrieron el mundo entero, dando un nuevo e inusitado impulso al Movimiento por 
la Justicia Climática. Así nacieron las “huelgas estudiantiles por el clima” y pronto miles 
de estudiantes de distintas partes del mundo siguieron su ejemplo y se sumaron a la 
causa, dando forma al movimiento Viernes por el Futuro (Fridays for Future -FFF-, en 
inglés) (Poma, 2019). Greta se convirtió rápidamente en la imagen del MJC y fue 
invitada a la COP24 realizada ese mismo año en Katowice, Polonia, donde brindo un 
vibrante discurso frente a los/as líderes mundiales en defensa de la vida y la justicia 
climática, en el contexto de una de las COP con más restricciones a la participación 
ciudadana dado que el gobierno polaco había sancionado previamente una ley que 
impedía a activistas, organizaciones y población general reunirse espontáneamente en 
las inmediaciones del recinto donde se llevaba a cabo la conferencia (Amnistía 
Internacional, 2018). Posteriormente, Greta se presento en otros foros 
internacionales, donde mantuvo su discurso encendido, directo y crudo por la justicia 
climática, y se convirtió en una figura internacional de la acción por el clima. 


Durante el 2019 el MJC alcanzo un nivel de popularidad extraordinario, tanto en las 
calles como en los medios de comunicación y las redes sociales, impulsado por la 
incorporación masiva de jóvenes de todas las nacionalidades. Respondiendo a la 
convocatoria de FFF, la primera Huelga Estudiantil contra el Cambio Climático se 
realizo el 15 de marzo y movilizo a más de 1,5 millones de personas en 125 países, 


100 


repartidos en más de 2.000 protestas; la segunda convocatoria ocurrió el 24 de mayo y 
saco a las calles a más de un millón de personas en 110 países; la tercera se extendió 
del 20 al 27 de septiembre bajo la denominación de Semana Global por el Futuro 
(Global Week for Future, en inglés) y movilizo a más de 7 millones de personas 
alrededor del mundo, en más de 4.500 manifestaciones en unos 150 países: sólo el día 
20 más de 4 millones de manifestantes colmaron las calles de cientos de ciudades, y el 
día 27 más de 2 millones cerraron la semana reclamando en la vía pública por la 
justicia climática; asimismo, en diciembre, durante la celebración de la COP25 en 
Madrid, España (en reemplazo de Santiago de Chile, donde no se pudo desarrollar por 
causa de las protestas sociales que asolaban el país), más de 500.000 personas hicieron 
oír sus reclamos frente a los/as líderes mundiales (Armenteras, 2021b). 


Por su parte, Greta participo en septiembre de la Cumbre de Acción Climática de la 
ONU, ocurrida en la sede central de New York, a la que concurrió cruzando el océano 
Atlántico a bordo de un velero para minimizar su huella de carbono (un gesto 
simbólico que recorrió el planeta) y donde, además, recibió el premio Campeones de la 
Tierra otorgado por la institución a la agrupación juvenil Viernes por el Futuro por su 
excepcional contribución a la acción climática global (Naciones Unidas, 2019b), y en 
diciembre de la COP25 de Madrid, ofreciendo conmovedores discursos llamando a la 
acción de los Estados por la justicia climática. La celebridad mundial que consiguió 
como representante de la acción juvenil por el clima hizo que la prestigiosa revista 
estadounidense Times la pusiera en su portada tras elegirla como el personaje más 
importante del año 2019 (Araujo, 2022). 


Sin dudas, el mayor punto de inflexión del Movimiento por la Justicia Climática 
aconteció en 2019 impulsado por el “efecto Greta” que incorporo a la causa a millones 
de jóvenes de todo el mundo y puso en el centro de la discusión dos problemáticas 
clave vinculadas con la justicia climática: la injusticia intergeneracional ligada con el 
Cambio Climático y que la crisis climática no se podrá resolver dentro del sistema 
socioeconómico vigente, ambas cuestiones a las que más de medio siglo de 
negociaciones climáticas multilaterales todavía no han podido dar solución (Svampa, 
2020). 


La extraordinaria masividad alcanzada por el MJC, empero, se freno bruscamente tras 
la decisión de la mayoría de los gobiernos del mundo de aplicar medidas de 
confinamiento y de restricciones a la movilidad ciudadana por motivo de la irrupción 
inesperada de la Pandemia de COVID-19 a principios de 2020; esto, por lo menos, en lo 
concerniente a las protestas callejeras y reclamos en la vía pública, puesto que la 
actividad del movimiento continuo intensamente de manera virtual a través de 
intercambios y reuniones llevadas a cabo en Internet y las diversas redes sociales, 
principalmente, organizando durante meses “protestas digitales” contra los/as 
dirigentes mundiales que no habían actuado con la debida urgencia contra el Cambio 
Climático, y también coordinando las futuras acciones que emprenderían en las calles 
una vez que las autoridades hubieran levantado las medidas de confinamiento (vale 
mencionar la coherencia de los movimientos que, reconociendo que su accionar le 
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pide al mundo que reaccione contra el cambio climático según las evidencias 
aportadas por la ciencia, tomaron seriamente las restricciones impuestas por los 
organismos sanitarios y de inmediato pusieron en pausa las manifestaciones públicas y 
trasladaron su activismo a Internet y las redes sociales) (Russell y Niranjan, 2020). De 
esta manera, por ejemplo, en abril de 2020, FFF organizo una huelga digital que 
acumulo más de un millón de visitas a su Web (Ibíd.). Igualmente, en la medida en que 
la emergencia de salud pública disminuyo su nivel de criticidad y los gobiernos 
comenzaron a habilitar la movilidad en los espacios públicos, el movimiento volvió a 
desarrollar, paulatinamente y respetando los protocolos sanitarios correspondientes 
(uso de barbijos, respeto por la distancia social y el límite de personas que podían 
ocupar un recinto, etc.), actividades en la vía pública; así, Greta y un pequeño grupo de 
activistas se reunieron en septiembre de 2020 con la Canciller de Alemania para 
entregarle una carta firmada por 125.000 personas en la que solicitaban que el país 
dejara de invertir y subsidiar a la industria de combustibles fósiles; y durante los meses 
siguientes se organizaron centenares de pequeñas manifestaciones (como sentadas 
frente a edificios públicos o actos de plantación de árboles en zonas rurales) y 
protestas en línea (por ejemplo, cerrar las clases virtuales que las instituciones 
escolares ofrecían a los/as estudiantes durante el confinamiento, sumarse a las 
convocatorias para subir fotos a las redes sociales donde se ejemplificaran actividades 
en favor del medioambiente, entre otras) en varios países de Europa, Asia y Oceanía 
(Ibarra, 2020); un caso particular de este tipo de protestas ocurrió en Oxford, 
Inglaterra, la denominada “huelga de los zapatos”, cuando un reducido grupo de 
activistas de la filial local de la organización Padres/Madres por el Futuro (Parents for 
Future Oxford, en inglés) coloco frente a la Cámara Radcliffe de la célebre biblioteca de 
la ciudad, cientos de zapatos de niños/as y adultos, algunos con notas de deseos y 
esperanzas en su interior, como forma de representar a aquellos/as que no podían 
protestar debido a la cuarentena y a las generaciones futuras por nacer (Ibíd.). 


La Pandemia de COVID-19 puso a prueba la capacidad de supervivencia del MJC y, 
siguiendo a Gonzalo y Revilla (2023), podemos resaltar varias cuestiones cruciales de 
este período: en principio, el movimiento superó ampliamente la prueba de 
supervivencia merced al manteniendo de la actividad virtual y la adaptación a las 
nuevas dinámicas grupales propiciadas por el entorno de confinamiento; vale 
mencionar que, en este sentido, al interior del movimiento esta transición hacia lo 
virtual no fue en modo alguno traumática debido al rol fundamental que han ocupado 
las redes sociales e Internet, prácticamente, desde el inicio de su desarrollo hace unas 
décadas atrás, ya sea como medio de comunicación primordial para la difusión y 
coordinación de las variadas actividades de protesta entre múltiples organizaciones de 
distintas partes del mundo, ya sea como espacio para captar nuevos/as adherentes, ya 
sea como fuente de información para mantenerse al corriente de las investigaciones 
científicas relativas al Cambio Climático, o a sus impactos en el mundo, o bien de las 
novedades respecto de las negociaciones climáticas realizadas en las esferas 
institucionales y políticas nacionales e internacionales (Ghobadi, 2018); además, está 
transición tampoco fue problemática dado el importante volumen de jóvenes que se 
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habían incorporado y el vínculo umbilical que éstos poseen con las TIC (Colussi, 2018). 
Al respecto, el activismo centrado en el entorno virtual ante un panorama exterior 
amenazante e incierto, favoreció la cohesión del grupo, fortaleció el sentido de 
comunidad y fungió como una importante plataforma de apoyo emocional y anímico. 
Sin embargo, por un lado, las protestas y huelgas digitales, en general, tuvieron una 
repercusión en el público apenas aceptable e, incluso, algunas encuestas indicaron 
que, por lo menos en Alemania, sólo el 6% de los/as jóvenes de entre 16 y 18 años se 
sumaron a las huelgas en línea, mientras que en otras partes del mundo el porcentaje 
de participación fue aún menor (Russell y Niranjan, 2020); y por otro lado, hacia el 
exterior del MJC, la pandemia implicó una ruptura en su progresión ascendente y 
poder de convocatoria, en tanto que las marchas y movilizaciones se frenaron 
abruptamente por la imposición de medidas de confinamiento, la atención de los 
medios de comunicación se volcó por completo hacia la crisis mundial de salud pública 
y las negociaciones climáticas entre Estados fueron pospuestas o bien se realizaron a 
distancia en entornos digitales de difícil acceso (por ejemplo, la COP26 a realizarse en 
Glasgow durante el 2020 tuvo que reprogramarse para el 2021 por motivo de la 
pandemia). 


Una vez finalizadas las medidas de restricción a la movilidad ciudadana, la agenda de 
marchas y protestas del MJC volvió a la actividad: en septiembre de 2021, FFF convocó 
a una nueva Huelga climática global para retomar la lucha tras más de un año y medio 
de parálisis en el espacio público, y miles de personas marcharon en más de 1.500 
ciudades de 80 países bajo la consigna de “desarraigar el sistema” (Nagovitch y 
Blanchar, 2021); en 2022 se organizaron dos huelgas globales por el clima, una en 
marzo y otra en septiembre, que sacaron a la calle a miles de personas en los 5 
continentes (Poma, 2022), destacándose la protesta de Berlín, en septiembre, que 
reunió a más de 30.000 personas; de manera similar, en 2023 se convocaron a dos 
huelgas globales, en marzo (que sumó en varias regiones la participación de protestas 
feministas por la cercanía de la celebración del Día Internacional de la Mujer) y en 
septiembre, ambas bajo la consigna de “acabar con el uso y la financiación de los 
combustibles fósiles”, que juntaron a miles de personas alrededor del mundo (cabe 
aclarar que esta última coincidió con la realización en New York de la Semana de Alto 
Nivel de la Asamblea General de la ONU y la celebración, un par de días después, de la 
Cumbre sobre la Ambición Climática programada por el Secretario General) (Amnistía 
Internacional, 2023b). Durante este período, también se desarrollaron movilizaciones 
multitudinarias en torno a las Conferencias de las Partes de Glasgow, Sharm el-Sheij 
(Egipto) y Dubai, a pesar las fuertes restricciones impuestas a la participación popular 
en cada caso; además, en paralelo se reprodujeron múltiples marchas a nivel local con 
reclamos alineados con los principios de la justicia climática. 


Habiendo recorrido brevemente el devenir del Movimiento por la Justicia Climática, 
podemos concluir que éste se ha convertido en uno de los movimientos sociales más 
importantes de la historia, tanto por su extensión en el tiempo como por su capacidad 
de convocatoria, que ha superado las fronteras nacionales hasta convertirse en un 
fenómeno global masivo. Aunque las razones detrás de este fenómeno de masas 
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amerita la elaboración de estudios y análisis más exhaustivos, podemos afirmar, grosso 
modo, que su éxito y trascendencia estriba en la dinámica propia que ha desarrollado 
durante los últimos años para conciliar sus características excepcionales, esto es, la 
habilidad para articular horizontalmente heterogeneidad y amplitud en torno al núcleo 
constitutivo de la justicia climática. De esta manera, dentro del movimiento conviven 
pacíficamente, aún sin estar de acuerdo en todo, un gran espectro de organizaciones, 
colectivos y activistas con principios vinculados con el anti-neocolonialismo, el anti- 
neoextractivismo, el anti-patriarcado, la anti-globalización, etc., que reivindican sus 
reclamos de justicia social, de género, racial, étnica, de derechos humanos, de clase, 
intergeneracional, etc., al amparo del concepto totalizador de justicia climática 
(Svampa, 2020). Respecto de este último, el proceso de construcción discursiva de la 
justicia climática centrada fundamentalmente en la comprensión de la acción climática 
como una cuestión de justicia que reclama la distribución equitativa de cargas, 
beneficios y reparación de los daños sufridos por las comunidades más vulnerables y 
afectadas, que menos han contribuido a la crisis climática, por parte de los países 
industrializados, signados como los responsables históricos de la mayor cantidad de 
emisiones de GEl en la atmósfera, que como condición indispensable para su 
concreción demanda el abandono incondicional del sistema socioeconómico vigente, 
de los modos de producción y consumo en que se ha fundado la civilización desde la 
era industrial que destruyen la naturaleza, alteran el sistema climático y malgastan los 
recursos finitos del planeta, ha demostrado, en un contexto de flagrante inacción de la 
clase dirigente y aumento constante de las emisiones y desastres climáticos, ser 
sumamente eficaz para interpelar tanto a las comunidades oprimidas de las regiones 
empobrecidas como a las personas concientizadas de los países que se han 
enriquecido con estos mecanismos opresores, y especialmente a las juventudes, que 
agotadas por la inercia de los Estados y la desidia de las corporaciones, han 
revitalizado la acción climática haciendo suya la lucha hoy, alertadas del mundo en 
decadencia que heredarán mañana. Frente a esta gran heterogeneidad, el MJC ha 
demostrado una capacidad de autogestión y flexibilidad extraordinarias, para 
conservar su integridad general y funcionamiento adecuado; merced a esta habilidad, 
el movimiento ha podido cimentar el diálogo intergeneracional entre personas de 
distintas edades y condiciones sociales, económicas y culturales, y también entre las 
organizaciones más tradicionales que se mantienen en la lucha desde hace décadas 
(WWF, Greenpeace, FOEl) y las nuevas agrupaciones juveniles que se han sumado con 
ímpetu renovador en los últimos años (FFF, Rebelión contra la Extinción, Jóvenes por el 
Clima), así como la articulación necesaria entre las acciones de escala global y las 
expresiones con reivindicaciones locales y territoriales. De acuerdo con Armenteras 
(2021b), aunque claramente existen diferentes posiciones dentro del movimiento, por 
caso, entre quienes plantean la impugnación total del sistema de producción/consumo 
que ha causado el cambio climático y quienes aún manteniendo una postura crítica 
apuestan por soluciones más pragmáticas ligadas con transformaciones sistémicas y 
distribución de cargas, o incluso entre la capacidad de influencia que ostentan ciertas 
entidades ya establecidas (como la Red de Acción Climática -CAN-) frente a la potencia 
disruptiva mostrada por agrupaciones más recientes (como Rebelión contra la 
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Extinción), no se trata de diferencias sustantivas, sino que éstas se vinculan con las 
diversas escalas en las que el movimiento actúa, o el rol que asume cada organización 
en la actividad general. En este sentido, a los fines de preservar la integridad del 
movimiento, la flexibilidad se ha convertido también en un aspecto crucial y atañe a 
distintas áreas, como el nivel de involucramiento y acción, donde conviven las grandes 
y pequeñas organizaciones que desarrollan una persistente tarea militante con 
continuidad en el tiempo, con grupos de labor más fluida y transitoria, que emprenden 
actividades en redes o alianzas fugaces, con objetivos concretos y se disuelven una vez 
logrados éstos, o permanecen en estado de latencia hasta la próxima misión (Svampa, 
2020); o también se destaca en la ingente cantidad de modos de operación que se han 
empleado en el movimiento durante el paso de los años, yendo desde las huelgas 
globales o las marchas multitudinarias, hasta las protestas locales, las sentadas frente 
a edificios gubernamentales, las protestas virtuales, las performances en la vía pública, 
el bloqueo de calles y rutas, la ocupación pacífica de espacios en conflicto, los actos de 
resistencia y desobediencia civil, la recolección de firmas y entrega de peticiones, o las 
acciones más polémicas, como aquellas asociadas con la blockadía (Martínez-Alier, et 
al., 2018) o los mentados “ataques” a los museos con comida o pintura (volveremos 
sobre este tópico particular más adelante). 


En suma, el Movimiento por la Justicia Climática ha probado ser sumamente exitoso en 
su constitución y actuación, consiguiendo mantenerse vigente y en crecimiento 
durante más de dos décadas, con alcance planetario y capacidad de convocatoria 
masiva, aún en un contexto internacional marcado por la crisis, la incertidumbre y un 
renovado impulso de la violencia y la intolerancia. Esta preeminencia ha posibilitado 
que el MJC haya tenido una influencia tan determinante en múltiples esferas de la vida 
de los países, las comunidades y las personas, que acometer un recuento de los logros 
alcanzados desde sus inicios resultaría en una tarea interminable; por tanto, siguiendo 
la contribución de Vegas (2020), abordaremos concisamente los que consideramos han 
sido los principales logros globales conseguidos por el MJC: 


1) el movimiento ha tenido una clara incidencia en la redacción del instrumento 
internacional en materia climática más importante de los últimos tiempos, el Acuerdo 
de París. 


“La influencia de estos movimientos fue ciertamente positiva y quedo reflejada en el 
texto final resultante de la COP de París, que reconoce que el cambio climático es una 
gran amenaza para el futuro del planeta y de la humanidad, que su origen se 
encuentra en la emisión de GEl procedente del uso de combustibles fósiles y que su 
persistencia pone en peligro la sostenibilidad del propio modelo de desarrollo.” 
(Borrás, 2016, p. 112) 


De esta forma, los principios constitutivos de la justicia climática se encuentran 
presentes en el Acuerdo de París como producto de la labor del movimiento, que 
durante años había presionado a los/as líderes políticos para adoptar un acuerdo 
vinculante que enfrentara la crisis climática no sólo como una cuestión técnica e 
incorporara principios de justicia y equidad. Cierto resulta que esta influencia parece 
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leve y escasa, pero tiene un carácter fundamental y ha permitido construir bases más 
sólidas para el desarrollo de la justicia climática (Kuebler, 2020). En este sentido, bien 
se puede afirmar que, desde una mirada retrospectiva, los movimientos ambientalistas 
han repercutido notoriamente desde mediados del siglo XX en las políticas 
medioambientales a escala nacional, regional y multilateral (Howard, 2016; Estrada, 
2021), empero, esta influencia se ha vuelto más evidente con el paso de los años y, a 
partir de la masividad alcanzada por el MJC, ha impregnado la agenda internacional en 
materia climática, direccionando las negociaciones hacia donde apuntan las mayores 
preocupaciones de la ciudadanía, a través de una lucha constante contra los poderes 
establecidos que presentan una férrea resistencia y pretenden manipular la situación 
en favor de sus propios intereses. Así, cada compromiso multilateral firmado en 
tiempos actuales refleja en gran medida los propósitos fundamentales de la justicia 
climática, y el ejemplo más reciente que mejor expone esta situación corresponde al 
Acuerdo de Dubai adoptado en la COP28: la primera mención explícita de la 
eliminación progresiva del uso de combustibles fósiles representa un acontecimiento 
histórico y no ha surgido de un arrepentimiento repentino o toma de conciencia por 
parte de la industria petrolera y del carbón, sino que se trata de un triunfo del 
activismo que ha presionado continua y denodadamente para que la dirigencia 
mundial abandone su pasividad, y le ha propinado un duro golpe a la industria más 
poderosa a escala global del último siglo (350.0RG, 2023). 


2) el auge de las energías renovables conlleva nítidamente el sello de años de 
militancia del MJC en contra del uso de combustibles fósiles, tal cual se menciono 
previamente. La producción de energías limpias se ha multiplicado en la última década 
y, por caso, se convirtió en la fuente más barata de generación de energía durante el 
2019 (Vegas, 2020); además, en la actualidad, los datos indican que hay más personas 
trabajando en la industria de la energía renovable a nivel internacional que en el sector 
del petróleo y el gas, y se espera que este número de trabajadores/as ligados, directa o 
indirectamente, a las energías verdes se triplique antes de 2030 (Figueres, 2023). 
Asimismo, recientemente se ha dado otro paso fundamental en la consolidación de la 
transición energética pues EE.UU. aprobó en 2022 la Ley de Reducción de la Inflación 
(IRA, siglas en inglés) que implica la inversión de unos 369.000 millones de dólares en 
proyectos de energía limpia e incentivos para tecnologías de eficiencia energética, lo 
cual le permitiría al país (el segundo mayor emisor de GEl del mundo) acelerar su 
transición energética y lograr que el 81% del consumo nacional provenga de fuentes 
de energía renovables hacia el 2030 (Gibbens, 2022). Al respecto, el MJC continua 
desempeñando un rol principal ya sea luchando activamente contra la utilización de 
combustibles fósiles, ya sea comandando campañas de concientización sobre el uso de 
energías renovables que han posibilitado un cambio hábitos en la población general, 
que se ha volcado masivamente hacia el uso de medios de transporte de cero 
emisiones y fuentes de energía limpia (Burke, 2023), y también en una amplia franja de 
las empresas del sector público y privado que están convirtiendo sus instalaciones y 
procesos sobre la base de fuentes de energías renovables y tecnologías de cero o bajas 
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emisiones con el fin de lograr la neutralidad en carbono para su operaciones (Bristow, 
2023). 


3) el activismo por la justicia climática ha tenido también una notable influencia en el 
desarrollo de un profuso corpus de legislación ambiental a escala local y nacional, más 
allá de lo aportado al marco más amplio del Derecho Internacional Ambiental. De 
acuerdo con el PNUMA (2019), el volumen de leyes ambientales en el mundo se ha 
multiplicado por 38 desde 1972, esto incluye la consagración de la protección del 
medio ambiente en las constituciones nacionales de 65 países, la sanción de 
disposiciones legales sobre el derecho de los/as ciudadanos/as a la información 
ambiental en más de 60 países y el establecimiento de más de 350 tribunales 
ambientales en unos 50 países. Respecto de Latinoamérica y el Caribe, recientemente 
fue lanzado, merced a la colaboración de los/as líderes parlamentarios de los países de 
la región, el Observatorio Parlamentario de Cambio Climático y Transición Justa (OPCC) 
con el propósito de construir una agenda regional concreta para la ambición climática 
y la transición justa, donde, según la base de datos denominada Monitor Legislativo, se 
informa que existen en conjunto más de 1.100 leyes ambientales y 331 proyectos de 
ley sobre materiales ambientales y cambio climático en 17 países de la región (CEPAL, 
2023). En cuanto a la Unión Europea, más de la mitad de los 27 Estados miembro que 
la conforman, cuentan con una ley del clima, la están desarrollando o planean ponerla 
en marcha, y la propia UE cuenta con su Ley Europea del Clima, que oficia de marco 
general para la acción climática en el territorio comunitario y ha establecido el objetivo 
legalmente vinculante de recortar sus emisiones en 55% para 2030, con vías a lograr la 
neutralidad climática para 2050 (Ríos, 2021). El corpus legislativo abarca un amplio 
espectro de cuestiones vinculadas con la protección de áreas naturales y especies 
animales y vegetales, la regulación y/o prohibición de operaciones industriales que 
contaminen o pongan en riesgo el medio ambiente y la vida, la promoción de 
actividades de reutilización y reciclado de desechos, entre muchas otras; y en cada 
caso el activismo por la justicia climática ha desempeñado un papel central, ya sea 
presentando informes de situación de elaboración propia, denunciando ante la opinión 
pública y las autoridades competentes las actividades que dañan o contaminan el 
medioambiente, fiscalizando el cumplimiento de las leyes sancionadas en materia 
ambiental, entre muchas otras. La promulgación de leyes y regulaciones ambientales y 
climáticas dentro de cada estamento del Estado se erige como uno de los principales 
objetivos del MJC en vista de que establecen marcos jurídicos concretos para hacer 
cumplir las políticas públicas determinadas por cada país o jurisdicción en relación con 
el Cambio Climático y el medioambiente, o bien, en caso de incumplimiento, realizar 
los reclamos correspondientes y buscar revertir dicha situación. 


4) el mayor logro del MJC ha sido, indudablemente, fortalecer el compromiso social a 
escala global con la acción climática, sobretodo en las juventudes, que se han 
transformado en una generación políticamente comprometida que mantendrá la lucha 
encendida durante los próximos años y décadas (Russell y Niranjan, 2020). Como pocas 
veces ha ocurrido en la historia, el MJC ha conseguido que organizaciones de la más 
variada índole y personas de todas las nacionalidades, edades, niveles 
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socioeconómicos, religiones, legado cultural, origen étnico, etc., hagan causa común 
para reclamar por acciones concretas y urgentes contra la crisis climática desde una 
perspectiva de justicia y derechos humanos, un hecho inédito en un contexto 
internacional marcado en las últimas décadas por la intensificación de los 
extremismos, la violencia, la discriminación y la intolerancia (Svampa, 2020). Al 
respecto, el movimiento ha dado un paso clave para reforzar la transparencia y la 
inclusión en las negociaciones climáticas otorgando voz y participación a los diversos 
colectivos que históricamente habían sido marginados de la toma de decisiones en 
materia climática y ambiental, como las mujeres, las juventudes y los pueblos 
indígenas (PNUD, 2023). La incorporación efectiva de estos colectivos resulta 
imprescindible para la acción climática desde un perspectiva de justicia, pues las 
personas invisibilizadas entienden la crisis climática de una manera distinta (Clauson, 
2021) y esta plenamente comprobado que son las que más sufren los impactos del 
Cambio Climático aún habiendo contribuido ínfimamente al mismo: las mujeres, las 
personas +LGBTIQ y otras comunidades marginalizadas son las primeras en sufrir en 
carne viva y morir por causa de los cada vez más comunes desastres socionaturales, y 
también existen evidencias sólidas de que, por ejemplo, el Cambio Climático afecta 
negativamente la vida de las mujeres y niñas, por estar signadas como las responsables 
del mantenimiento de las familias y los hogares, y las expone a mayores riesgos, desde 
el acceso desigual a la atención de la salud y los recursos, hasta un elevado peligro de 
violencia sexual, explotación, tráfico y abuso sexual, y violencia doméstica (Malik, 
2019). El MIC ha luchado por colocar como prioridad ineludible esta deuda histórica, y 
este esfuerzo sostenido durante décadas con trabajo y sacrificio, paulatinamente esta 
rindiendo sus frutos porque la sociedad está respondiendo afirmativamente, personas 
de todas partes se han unido a los reclamos de justicia climática y exigen a sus Estados 
una mayor ambición en sus CDN y más acción climática (Hurtubia, 2020). En este 
sentido, múltiples estudios indican que el movimiento esta ejerciendo una notable 
influencia en la conciencia colectiva y ha propiciado importantes cambios en los 
hábitos y costumbres de millones de personas, que experimentan una mayor 
concientización sobre la crisis climática y asumen, en consonancia, una mayor 
responsabilidad por el cuidado del medio ambiente, ya sea sumándose a las marchas y 
protestas, ya sea tomando decisiones para modificar varios aspectos de su rutina diaria 
en favor de la utilización de medios de transporte de cero o bajas emisiones, de pautas 
de consumo responsables o de refuerzo de la reutilización y el reciclaje (Symons, 
2023). Esta prédica también se ha extendido al campo de las ciencias, que representa 
un sustento básico de las demandas de justicia climática (Vanhala, 2020), y ha 
contribuido sustancialmente a su difusión y validación entre la población general, aún 
en un contexto donde todavía prevalece el negacionismo, que continuamente exige 
más información científica, pertinente y de calidad, sobre la evolución del Cambio 
Climático (Burke, 2023). Respecto de esta cuestión, otro aporte crucial del MJC estriba 
en el mantenimiento de la problemática del Cambio Climático como prioridad dentro 
de la opinión pública y la agenda política internacional (PNUD, 2023), a pesar de otros 
acontecimientos importantes que han irrumpido en el escenario global como la 
reciente invasión de Israel a Palestina, el conflicto entre Rusia y Ucrania, o la Pandemia 
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de COVID-19, que han conseguido desviar la atención de la crisis climática (Russell y 
Niranjan, 2020); se trata de un tema de enorme trascendencia para el MJC, que 
acumula los mayores esfuerzos y recursos pues, con demasiada frecuencia, la memoria 
de la dirigencia política y los/as tomadores de decisiones se torna frágil y apartan su 
atención de los aspectos climáticos y medioambientales (Malik, 2019); pero ante esta 
adversidad, el activismo por la justicia climática se ha mostrado fuerte y, durante más 
de dos décadas, logro que la acción por el clima se mantenga firme en la discusión 
política y presente en la conciencia ciudadana mundial, mediante un trabajo arduo, 
decidido y apasionado que abarca la realización de marchas, huelgas, reclamos y 
denuncias, pero también informes de situación de calidad científica, campañas de 
sensibilización y educación climática y ambiental, labor de campo ecológica y 
conservacionista, producciones audiovisuales que recogen las experiencias y 
testimonios de las personas y colectivos invisibilizados y marginados, ruedas de 
difusión y divulgación de reportes y análisis científicos elaborados por organismos 
competentes, entre muchos otros. 


Si bien, como se había mencionado, los logros del MJC se acumulan en gran número, 
esto no lo exime de críticas y cuestionamientos, tanto de sectores externos como de 
facciones de su interior, las cuales cubren una amplia variedad de cuestiones teóricas y 
prácticas. Pardo y Ortega (2018), sostienen que la justicia climática, como movimiento 
social y político, y como concepto analítico, resulta un campo emergente en la 
intersección entre la cuestión medioambiental y social, que abre nuevas posibilidades 
de análisis y de acción, pero que también plantea varias preguntas y contradicciones 
por resolver, a saber: a) cómo compatibilizar la acción climática urgente y global con la 
legítima reivindicación de desarrollo económico intenso y rápido de los países 
empobrecidos, y al mismo tiempo garantizar la justicia climática, ya que ésta demanda 
necesariamente la contribución de todos los países en la toma de medidas contra el 
Cambio Climático; b) el argumento de la injusticia histórica forma parte central de los 
reclamos de justicia climática, pero, en vista de que el Calentamiento Global se 
remonta a los inicios de la era industrial en el siglo XVIII, cabe preguntar qué tan válido 
podría ser responsabilizar a los/as descendientes actuales por el daño que hicieron sus 
antepasados ya desaparecidos (situación que se puede aplicar tanto a personas y 
entidades privadas como a países); c) qué tanto convendría situar, o no, a la justicia 
climática dentro del marco más amplio de la justicia y sus especificidades, dado que 
ello tendría amplias consecuencias, por caso, en el argumento de las injusticias 
históricas, que quedarían sujetas a procesos complejos o, incluso, podrían prescribir 
según dictan ciertos códigos procesales (en relación con este tópico particular nos 
explayaremos más en el siguiente capítulo); d) cómo lograr que las medidas urgentes 
tomadas, o por tomar, no interfieran o disminuyan los logros históricos conseguidos en 
materia de justicia social, por caso, el derecho al trabajo, frente a las enormes 
transformaciones que serán necesarias en el ámbito de la producción y el empleo, y los 
desajustes que éstas podrían ocasionar en la ordenación de la sociedad; e) en el marco 
de la concreción de la justicia climática se requerirá plantear la cuestión de la justa 
distribución de las futuras emisiones de carbono y, por tanto, vale preguntarse qué 
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parámetros deberán tenerse en cuenta, así como dirimir la prioridad entre la defensa 
de los intereses nacionales y la protección del clima global; f) cómo organizar y 
gestionar democráticamente las políticas, acciones, decisiones, etc., en los niveles 
global, internacional, nacional y local de acuerdo con la imprescindible transversalidad 
que requiere el logro de la justicia climática; g) cómo compatibilizar la cooperación y 
solidaridad que exige la justicia climática en el seno del discurso del movimiento que 
plantea la dicotomía entre países ricos responsables y países pobres víctimas, una 
brecha entre posiciones que parece insalvable. Ante este cúmulo de planteamientos, y 
con el propósito de comenzar a ofrecer respuestas, algunos sectores (incluidos 
estos/as autores) argumentan que, aunque el MJC ha madurado, no acaba de dar los 
pasos en la dirección más obvia para completar su evolución, integrándose a la agenda 
más amplia de la sostenibilidad, dados los vínculos intrínsecos que existen entre ésta y 
la justicia climática; de este modo, en la medida en que no todo vale en la lucha contra 
el Cambio Climático si ello produce más pobreza, ni todo vale en la lucha contra la 
pobreza si ello produce más cambio climático, la justicia climática entronca y le aporta 
un sentido profundo al Desarrollo Sostenible (Agyeman y Evans, 2004), y la sinergia 
producida entre ambos podría ampliar el horizonte de la justicia climática no sólo 
como cuestión de distribución equitativa de causas y compensaciones, sino también a 
la creación de nuevas oportunidades de desarrollo social y económico, de transición 
energética y transformación del modelo de producción y consumo al tiempo que se 
lucha contra el Cambio Climático (Pardo y Ortega, 2018). Al respecto de la dirección 
que podría tomar el MJC, aunque distanciada de estas perspectivas optimistas que lo 
vinculan con el desarrollo sostenible, Svampa (2020) también advierte que el activismo 
climático se encuentra expuesto a varias “acechanzas”, entre las principales, que, pese 
a la masividad y el corte transversal logrados, las acciones colectivas se agoten en la 
dimensión cultural-expresiva, o, en el peor de los casos, que ante los fracasos de las 
cumbres climáticas globales, naufrague en la impotencia o en una parálisis colapsista. 


Por otra parte (siendo este un tópico que aparece muy a menudo), distintas voces 
directamente manifiestan su disconformidad con el desenvolvimiento del MJC 
respecto del tono apocalíptico y alarmista de su discurso, que para algunos/as resulta 
contraproducente al logro de sus fines ya que produce más miedo que adhesiones 
(Bruner y Valladares, 2021), y para otros/as se trata de una exageración, un engaño, o, 
llanamente, una mentira (Nadal, 2021; Llamas, 2023). En oposición, unos sectores, que 
coinciden con el tono del discurso del movimiento, lo critican por su incapacidad para 
dar forma a las negociaciones climáticas y enfrentar directamente a los responsables 
de la catástrofe climática (Bond, 2014; Svampa, 2020; Kónig, 2021); para estos 
sectores, aunque el activismo por la justicia climática se ha radicalizado en los últimos 
años, sobretodo, por la incorporación de las juventudes, sólo aboga por una 
desobediencia civil inofensiva que no hace mella en la potente coraza del capitalismo 
fósil que esta matando al planeta y, por tanto, debería asumir una postura aún más 
radical y decidida para atacar directamente la raíz del problema (inclusive recurriendo 
a la violencia directa, o formatos de acción como el sabotaje y el boicot), solamente de 
esta forma podrían hacer frente al enorme poder de las industrias extractivas y su 
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habilidad para cooptar voluntades y desactivar disensiones. Sobre esta cuestión, existe 
una gran controversia y no todos/as están a favor de esta postura, ni de la efectividad 
que verdaderamente pudiera tener, y muestra de ello reside en el reciente caso de los 
famosos ataques a museos orquestados por organizaciones ambientalistas radicales. 


Por lo menos desde mediados de 2022, activistas vinculados a organizaciones 
ecologistas como Just Stop Oil (Solo Detengan el Petróleo) o Extinction Rebellion 
(Rebelión contra la Extinción) han atacado, frente a la mirada atónita del público, 
algunas de las obras de arte más celebres del mundo (como el cuadro “Girasoles” de 
Van Gogh o un cuadro de Monet que forma parte de la serie “Almiares”) alojadas en 
museos de renombre internacional (como la National Gallery de Londres, Inglaterra, o 
el Museo Barberini de Potsdam, Alemania), ya sea arrojándoles pintura, sopa, tarta, o 
adhiriéndose con pegamento al marco de las obras o la pared que las rodea (Funes, 
2023). El propósito detrás de estas intervenciones, según explicaron los/as activistas, 
no radica en dañar el arte (las obras se encuentran en perfecto estado pues en todo 
momento estuvieron protegidas detrás de cristales de seguridad), sino en concienciar 
al público del Cambio Climático y atraer a nuevos/as miembros, de allí que las 
consignas detrás de las protestas hayan sido “no hay arte en un planeta muerto” o “el 
arte o la vida” (Gigena, 2022). Y, de hecho, han logrado su cometido puesto que cada 
intervención fue reflejada en todas las redes sociales y medios de comunicación 
mundiales, logrando, según informan las propias organizaciones, la mayor cobertura 
mediática en 8 años, para acciones de este tipo (Zacharias, 2022). No obstante, a pesar 
de que algunos/as consideran los ataques como una forma de arte en sí en tanto la 
protesta podría comprenderse como la creación de una contranarrativa de la realidad 
que vivimos (Funes, 2023) (al igual que en su momento hicieron artistas de la talla de 
Picasso con su celebre “Guernica”, tratando de representar los horrores de la guerra y 
dejar un mensaje para la posteridad), o bien justifican medianamente su accionar 
tomando en cuenta la magnitud de la crisis climática y la urgencia que la rodea, los 
mismos han sido objeto de duras críticas: algunos/as los han calificado directamente 
como vandalismo y, en ciertos casos, se han levantado cargos penales contra los/as 
perpetradores/as; otros/as como simples tonterías y, los análisis más serios, los 
destacan como acciones políticas fallidas por cuanto que no dejan posibilidad para 
establecer una conexión entre el hecho y el mensaje que pretenden transmitir (Gigena, 
2022). Por su parte, las organizaciones involucradas se defienden argumentando, entre 
otros, que se trata de una apuesta provocadora para contrastar el valor que se le 
otorga al arte en relación con el futuro del planeta, que sólo atentan contra museos 
que han recibido donaciones por parte del sector de los combustibles fósiles (como el 
Museo Americano de Historia Natural de New York, o el Museo Van Gogh de 
Ámsterdam) o que reflejan actos de auténtica desesperación ante la continua 
intensificación del Cambio Climático (Funes, 2023). En suma, se trata de una cuestión 
compleja y delicada, donde la efectividad lograda en cuanto a cobertura mediática 
rivaliza con la efectividad del mensaje que se pretende difundir; en este aspecto, 
incluso dentro del activismo climático, ciertas corrientes expresaron sus dudas acerca 
de la validez de la propuesta y qué tanto realmente puede ayudar a la causa, dada la 


111 


mala prensa que las rodea y la posibilidad de que esto pueda alienar al público en 
general (Ibíd.). Estas consideraciones resultan por demás atendibles si tenemos en 
cuenta que para muchos sectores de la sociedad ciertas organizaciones ecologistas 
continúan asociándose con métodos violentos e ilegales, y que con demasiada 
frecuencia resuena en los medios de comunicación y recintos políticos el término 
“ecoterrorismo” para referirse a este tipo de intervenciones (Blanco, 2023), dando pie, 
a su vez, al crecimiento de fenómenos como el ecopopulismo, otra de las mayores 
acechanzas del MJC. 


A partir de la definición del populismo como el fenómeno político, social, económico y 
cultural que se propone atraer y aglomerar el apoyo de los sectores populares a través 
de la apelación constante de la soberanía nacional, de la emoción por sobre la razón, y 
de la construcción de un discurso dicotómico en el que se identifican claramente dos 
grupos opuestos e irreconciliables (Escobar, 2022), ha crecido en los últimos años una 
variante de alto riesgo, el ecopopulismo, que remite a aquellos sectores que han 
cooptado el tema ambiental con ánimo demagógico y sin considerar sus 
complejidades, más allá de lo que conviene a su propia agenda (Corzo, 2022). 
Particularmente, en tiempos recientes, ciertas corrientes del populismo de derecha, en 
diversas partes del mundo pero sobretodo en Europa, se han adueñado de la 
problemática climática y, sin negar su realidad, le han impuesto su propia impronta, 
donde se pone en el lugar del enemigo a las “elites ecologistas” que siguen una 
tendencia totalitaria para someter la política climática a los dictados de la comunidad 
científica, con la que no se podría estar en desacuerdo y que marcha en contra de los 
genuinos intereses del pueblo (Nadal, 2021); el mejor ejemplo de esta tendencia 
estaría representado por el partido español de ideología ultraconservadora y 
ultranacionalista VOX, que continuamente denuncia la hipocresía de las elites 
ecologistas y la acusa de propiciar transformaciones que destruyen empleos, mientras, 
en contraposición, el partido propone la autarquía energética y la reindustrialización 
nacional con miras hacia una economía verde, propuesta que éste considera 
“verdadera ecología” (Ibíd.). De esta manera, el ecopopulismo se encuentra 
continuamente objetando y saboteando las reivindicaciones globales y sistémicas de la 
justicia climática al tiempo que clama por un “patriotismo climático” alejado del 
consenso y la solidaridad necesarios para luchar contra el Cambio Climático. Sin 
embargo, la cuestión va más allá dado que el riesgo sería doble para el MJC, en vista de 
que ciertos autores/as manifiestan que éste comparte algunas características con el 
ecopopulismo, sobretodo el énfasis que pone en el poder popular de la gente y la 
postura de férrea oposición que mantiene contra las elites y las corporaciones 
transnacionales, e, incluso, indican que una parte importante del movimiento 
responde directamente al populismo climático (Bosworth, 2020). Esta afirmación no 
suena descabellada si se considera la amplitud y heterogeneidad del MJC, y representa 
un asunto de sumo cuidado puesto que, hipotéticamente, en algún momento, podría 
darse un conflicto de intereses entre las prerrogativas nacionalistas de los sectores 
afines al ecopopulismo y los principios universalistas de la justicia climática, que podría 
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acabar con una fractura dentro del movimiento que mermaría su poder de 
convocatoria e influencia en la opinión pública y las negociaciones climáticas. 


Indudablemente, la alta exposición del MJC y su actividad disruptiva del orden 
establecido lo continuarán posicionando en el centro de controversias y 
cuestionamientos, empero, las dos últimas críticas revisadas previamente, las 
reacciones violentas contra las intervenciones performativas en los museos y los 
ataques del ecopopulismo de derecha, resaltan un aspecto crucial y muy preocupante 
del activismo ambiental y climático: las violencias y los peligros, incluso mortales, que 
sufren las personas que se atreven a participar en reclamos y protestas en defensa de 
la naturaleza, el medio ambiente y los derechos humanos. 


2.3.1.2 Los riesgos del activismo ambiental y climático 


Históricamente, las manifestaciones sociales alrededor del mundo se han vinculado 
con sucesos de violencia y represión por parte de las fuerzas de seguridad que, muy a 
menudo, han acabado con participantes de la sociedad civil heridos o asesinados 
(CELS, 2017). 


Esta tendencia también abarca a los movimientos ambientalistas desde hace décadas 
y, más recientemente, al MJC, que ha debido soportar una cantidad preocupante de 
agresiones y violencias, que se pueden enumerar desde campañas de odio y 
desprestigio en medios de comunicación y redes sociales (Lago y Jara, 2016), injurias 
contra los/as líderes del movimiento (Rosado, 2019) hasta la brutal represión que han 
padecido los/as activistas durante la realización de las sucesivas marchas y protestas 
en la vía pública por parte de las fuerzas de seguridad en todas partes del mundo. Sin 
embargo, amén del inquietante panorama que rodea a los eventos globales 
organizados por el MJC, lo que sucede habitualmente en la periferia, o sea, hacia las 
entrañas del movimiento donde no llega la cobertura mediática, resulta aún 
muchísimo peor. 


Dentro del amplío abanico de las protestas sociales y de defensa de los derechos 
humanos, los organismos especializados señalan que los/as activistas que trabajan en 
temas relacionados con el medio ambiente tienen tres veces más probabilidades de 
sufrir ataques que otros/as militantes que se dedican a tópicos distintos (RED-DESC, 
2019); así, comúnmente los/as activistas que defienden la causa ambiental y climática 
deben afrontar los riesgos a ser despedidos de sus trabajos, a fuertes multas, a la 
discriminación, a la criminalización, a la detención, a la violencia, e, incluso, a la muerte 
(Naciones Unidas, 2021d). Asimismo, estas violencias se han trasladado al entorno 
virtual, dando pie al aumento de los casos en que, por un lado, los gobiernos instalan 
filtros en la Red, bloquean el acceso a determinados sitios Web y reducen la velocidad 
de Internet con el fin de aplacar el efecto de los reclamos de los/as activistas; y por 
otro, las empresas privadas (aparte de aplicar medidas similares) también vigilan la 
correspondencia electrónica de sus empleados/as, refuerzan los mecanismos internos 
de restricción de acceso a la información que consideran sensible y utilizan datos 
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suministrados por proveedores externos para controlar al personal fuera del ámbito 
laboral, con la cual pueden elaborar “listas negras” de aquellos/as que se etiquetan 
como agitadores/as (Ghobadi, 2018). 


En el extremo de esta preocupante situación, se ubica el creciente número de 
defensores/as medioambientales que han sido asesinados en las últimas décadas, la 
plataforma Global Witness, una red global de investigadores/as que documenta desde 
1993 los vínculos entre los recursos naturales, los conflictos y los corrupción en el 
mundo, ofrece al respecto un panorama desolador: i) entre 2002 y 2013, unas 908 
personas de 35 países fueron asesinadas por defender el medio ambiente (PNUMA, 
2019), entre estas, guardaparques, inspectores gubernamentales, y activistas locales; y 
entre 2012 y 2022, las víctimas fatales ascendieron a 1.910, más del doble que en la 
década pasada (Global Witness, 2023); ¡i) en 2017, 197 personas murieron, alrededor 
de 4 por semana, y entre el 40% y 50% de estas personas eran indígenas u originarios 
de comunidades locales (DW, 2018); en 2018, 164 fueron las víctimas, un promedio de 
tres cada semana (BBC News Mundo, 2019); en 2022, 177 perdieron la vida, alrededor 
de un asesinato cada dos días, una cifra menor a las 200 muertes registradas en 2021; 
un 36% del total de víctimas eran indígenas y el 7% afrodescendientes, mientras que 
un 11% fueron mujeres, cantidad que puede parecer relativamente baja pero que 
esconde el hecho de que las activistas están expuestas a dos frentes de ataques, 
agresiones por su activismo, y también violaciones de derechos humanos por motivos 
de género (desde ataques sexuales hasta el rechazo de sus familias y comunidades) 
(Global Witness, 2023); iii) desde hace años, Latinoamérica se erige como la región del 
mundo más peligrosa para los/as defensores/as del medioambiente; sólo en 2022, 
nuestro continente acumuló el 88% de los asesinatos en el mundo: Colombia encabeza 
el ranking internacional con 60 homicidios, casi el doble de los 33 registrados en 2021, 
y la mayoría de las víctimas son indígenas y afrodescendientes que se dedican a la 
agricultura de pequeña escala; segundo se ubica Brasil, con 34 asesinatos (un notable 
aumento respecto de los 26 registrados en 2021) y la mayoría fueron indígenas que 
protegían sus tierras de la explotación ilegal en la Amazonía; tercero se posiciona 
México con 31 víctimas fatales, una cantidad muy inferior a las 54 contabilizadas en 
2021 que lo habían posicionado a la cabeza del ranking mundial; cuarto se ubica 
Honduras con 14 asesinatos, que se sindica, además, con el mayor número de 
activistas asesinados/as per cápita del mundo; y quinto aparece Filipinas con 11 
homicidios, acumulando el mayor número de víctimas fatales de Asia, continente que 
registra en total 16 defensores/as muertos (Ibíd.); iv) aunque resulta difícil determinar 
las causas exactas que provocaron los asesinatos, o vincularlos con un sector concreto, 
los datos indican que se podrían extender conexiones entre tres sectores puntuales y 
el total de asesinatos de defensores/as del ambiente: la minería, la agroindustria y la 
explotación forestal, los cuales, además, contribuyen en gran medida a las emisiones 
mundiales de carbono (Ibíd.). Para tales sectores, los/as activistas aparecen como 
obstáculos para el desarrollo, incluso como delincuentes o terroristas (Naciones 
Unidas, 2021b), por tanto utilizan la violencia contras éstos/as en lo que consideran 
una acto de legítima defensa, aunque en verdad se trata de un flagrante delito, 
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empero, debe mencionarse que, de hecho, en ciertos países que aún poseen leyes que 
ponen los intereses extractivistas de las corporaciones por encima de los derechos de 
la población, esta apelación a una supuesta legítima defensa se encuentra plena, e 
incluso legalmente, justificada, y no sólo las entidades privadas pueden recurrir al uso 
de la fuerza letal, sino que los propios cuerpos de policía o militares lo hacen con 
franca impunidad alegando que están respondiendo a actos delictivos realizados por 
los/as activistas (Martínez-Alier, et al., 2018). 


Vale aclarar que los datos citados no incluyen las agresiones sin consecuencias 
mortales (intimidación, amenazas, acoso, desplazamiento forzado, criminalización, 
entre otros) que sufren los/as defensores climáticos y ambientales, las cuales muchas 
veces no quedan registradas por el temor de realizar las denuncias correspondientes o 
la connivencia de los organismos oficiales con los individuos, grupos y/o empresas 
victimarios. 


Por otra parte, no solamente las personas han sufrido ataques constantes, sino que 
esta avanzada también recae sobre varias organizaciones ambientalistas y defensoras 
del clima, las que han sido etiquetadas bajo la categoría de “ecoterrorismo”, es decir, 
que utilizan prácticas terroristas para apoyar causas ecologistas, ambientales o de 
derechos de los animales, no obstante, se trata de una cuestión harto compleja y 
plagada de controversias pues, en principio, no existe consenso unánime a nivel 
internacional sobre lo que significa o implica exactamente el terrorismo y el concepto 
frecuentemente ha sido ampliado y manipulado por distintos organismos de seguridad 
y gobiernos para favorecer sus propios intereses (De la Corte, 2009; Llobet Angli, 2015) 
pero, sobretodo, porque el concepto mismo de ecoterrorismo resulta paradójico en 
muchos sentidos (Di Paula López y Machado, 2023); en concreto, si bien estos grupos 
y/o activistas han admitido el uso de métodos violentos e ilegales (Pico, 2023), sus 
acciones: a) se dirigen exclusivamente contra propiedades e instalaciones, nunca 
contra personas o seres vivos; b) no pretenden causar terror entre la población civil, 
sino llamar su atención y sensibilizarla sobre determinadas problemáticas; c) persiguen 
el objetivo final, al contrario de lo que se piensa, de proteger los bienes comunes de la 
sociedad (el aire, el agua, la tierra, los bosques, la biodiversidad) de la agresión, 
plenamente comprobada, perpetrada por ciertas industrias contra el planeta, la vida y 
los ecosistemas; d) se llevan a cabo luego de haber agotado todas las instancias legales 
previas de denuncia y reclamo ante las autoridades competentes y obtener respuestas 
vacías (o ninguna respuesta) y bajo la premisa de que, de no mediar su actuación, se 
estaría causando un daño irreversible a los bienes comunes de la humanidad y los 
derechos humanos de las generaciones presentes y futuras. 


En este sentido, siguiendo a Ares (2016), entre las organizaciones históricamente 
acusadas y perseguidas por ecoterrorismo se cuentan la Sea Shepherd Conservation 
Society (SSCS, siglas en inglés), fundada en 1977 como una iniciativa independiente de 
ex-miembros de Greenpeace con el propósito de acabar con la destrucción del hábitat 
marino y la matanza de la fauna de los océanos, que posee una flota propia de buques 
y afirma haber hundido unos 10 barcos balleneros desde 1979; y el Animal Liberation 
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Front (ALF, siglas en inglés), una organización reticular que opera en 35 países desde 
mediados de la década de 1960 con el objetivo de rescatar animales de centros de 
experimentación o industrias basadas en su explotación, que ha perpetrado varias 
misiones de rescate en importantes laboratorios y centros de investigación del mundo. 


En términos objetivos, resulta difícil tratar de justificar y/o condonar las acciones de 
ciertos grupos o activistas que, aún en nombre de causas tan nobles como la 
protección del planeta y la lucha por los derechos de los animales, infringen 
claramente la ley, utilizan métodos violentos que pueden provocar daños en la 
población civil (aunque no fuera su intención) y causan pérdidas millonarias por 
destrucción de instalaciones y propiedades, no obstante, el meollo del asunto que 
preocupa a los/as especialistas radica en que, a pesar de que se cuentan pocos grupos 
de este tipo y que sus acciones son escasas y aisladas, se utilizan para criminalizar las 
protestas en general y extender un manto de sospechas sobre todos los movimientos 
ambientalistas y de acción climática (Di Paula López y Machado, 2023). De este modo, 
agencias de seguridad como el FBI y la NSA (de EE.UU.) o la Europol (el organismo que 
asiste a la UE en la lucha y prevención contra la delincuencia, el cibercrimen y el 
terrorismo a escala internacional) han decidido dar máxima prioridad a la investigación 
del ecoterrorismo a nivel doméstico y regional (Kónig, 2021) y, por ello, realizan tareas 
de vigilancia de los movimientos ambientales, las agrupaciones y los/as activistas. Esta 
situación ha llamado la atención de importantes organismos de defensa de los 
derechos humanos, como Human Rights Watch, que en 2019 denuncio que se estaba 
produciendo un etiquetado injusto de los/as ambientalistas como “amenazas a la 
seguridad”, metiendo bajo el paraguas del terrorismo a personas que sólo estaban 
reclamando una mayor protección del planeta, y ya estaban sufriendo por ello actos de 
intimidación y violencia, discriminación, acoso y falsas acusaciones (Pico, 2023). 
Asimismo, otros/as expertos/as advierten que esta situación también ha propiciado 
que varios países hayan sancionado leyes para restringir la realización de protestas 
(Amnistía Internacional, 2018) o la actividad de organizaciones ambientales (DW, 
2018), y que, en muchas ocasiones, los tribunales tengan más procesos abiertos contra 
activistas, científicos/as y personas que luchan contra el Cambio Climático, que contra 
quienes lo están produciendo (Actis, 2023b). 


Frente a este complicado panorama, la ONU ha tomado la iniciativa y, por lo menos en 
relación con las personas involucradas en la defensa del medioambiente y el clima, ha 
adoptado dos instrumentos internacionales con el propósito de asistir en la protección 
de sus derechos: el Convenio de Aarhus para la región europeo-asiática, y el Acuerdo 
de Escazú para Latinoamérica. 


En junio de 1998 se adopto el Convenio de Aarhus en la ciudad danesa homónima y 
entro en vigor en octubre de 2001; partiendo de la premisa de que una mayor 
sensibilización e implicación del público en las cuestiones ambientales favorecería la 
protección del mismo, el Convenio tiene por objeto contribuir al derecho de cada 
persona y las generaciones futuras a vivir en un medioambiente adecuado para su 
salud y bienestar, y para lograrlo propone: i) garantizar el acceso público a la 
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información en materia ambiental que disponen las autoridades públicas; ii) favorecer 
la participación del público en la toma de decisiones que tengan repercusiones en el 
medio ambiente; ¡¡i) ampliar las condiciones de acceso a la justicia en materia de 
medioambiente, incluyendo la opción de reclamar una compensación si no se respetan 
estos derechos (EUR-LEX, 2018). Los objetivos del Convenio son jurídicamente 
vinculantes y fue ratificado por 46 países de Europa y Asia Central, además de la UE. 


Asimismo, tomando en consideración que desde enero de 2017 se registraron 
incidentes de persecución, penalización y acoso de defensores/as del medioambiente 
en 16 países que forman parte del Convenio, por iniciativa de la ONU, en 2021, 
durante una conferencia de las Partes, se creo un mecanismo de respuesta rápida (que 
incluye el nombramiento de un “relator especial” o “experto independiente en 
derechos” para que se ocupe directamente de los casos) para garantizar a las personas 
que ejerzan sus derechos de conformidad con las disposiciones de la Convención, que 
no se les penalizará, perseguirá o acosará de ninguna manera por su participación en 
este tipo de actividades (Naciones Unidas, 202 1d). 


Siguiendo esta misma línea, en septiembre de 2018, durante la reunión anual de la 
Asamblea General de la ONU, se adopto oficialmente el Acuerdo de Escazú (lleva el 
nombre de la ciudad de Costa Rica donde se había negociado el tratado previamente 
en marzo del mismo año) y entró en vigor en abril de 2021, tras conseguir la 
ratificación por parte de 15 de los 25 países latinoamericanos que lo habían firmado. 
Partiendo de la premisa de proteger el derecho de cada persona y de las generaciones 
presentes y futuras a vivir en un medio ambiente sano y con un desarrollo sostenible, 
el Acuerdo, de carácter jurídicamente vinculante, se propone garantizar la 
implementación plena y efectiva de los derechos de acceso a la información y 
participación pública en los procesos de toma de decisiones y acceso a la justicia en 
materia medioambiental (Ive y Ciacia, 2020). Además, el Acuerdo contiene cláusulas 
especiales para la protección de la vida de las personas que defienden los derechos 
humanos y de la naturaleza, y el reconocimiento de la necesidad de medidas de 
protección para las comunidades en situación vulnerable (Estrada, 2021). 


Por consiguiente, ambos tratados regionales buscan ofrecer a los/as ciudadanos/as 
una infraestructura jurídica sobre los derechos de acceso a la información, a la 
participación y a la justicia en asuntos ambientales, pero, como expresamos más 
arriba, éstos no garantizan por sí mismos el pleno respeto por parte de los Estados 
(Jiménez, 2020), y aún en la actualidad, sobretodo en Latinoamérica, los/as activistas 
siguen poniendo en riesgo sus vidas e integridad física y psíquica durante su labor de 
protección del medioambiente y el clima. 


En suma, en varias regiones del mundo se ha generado un entorno inseguro para que 
los/as defensores/as del medioambiente alcen su voz y exijan justicia (PNUD, 2023), a 
pesar de que se ha reconocido plenamente que estas personas desarrollan un papel 
fundamental para garantizar el cumplimiento de las leyes ambientales, mantener a la 
opinión pública debidamente informada, supervisar el comportamiento ambiental del 
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sector privado y consolidar los procesos democráticos, y por tanto, su labor debe 
protegerse y respaldarse (Naciones Unidas, 2021b). 


2.3.1.3 Las Naciones Unidas y el Movimiento por la Justicia Climática 


Durante su evolución histórica, el MJC se ha caracterizado por la realización incesante 
de protestas multitudinarias con fuertes reclamos hacia los Estados y líderes mundiales 
por su pasividad ante la crisis climática y la necesidad imperiosa de un cambio radical 
del sistema global de producción y consumo desde una perspectiva de justicia y 
derechos humanos, estas demandas abarcan también a todos los organismos 
multilaterales, incluida la ONU, máximo responsable de la lucha internacional contra el 
Cambio Climático desde la adopción del CMNUCC, empero, la relación entre la ONU y 
el MIC (y los movimientos ambientalistas precedentes) resulta mucho más amplia y 
compleja de lo que aparentan las críticas y animosidad aflorada durante las protestas. 


En esencia, se podría argumentar que ambas organizaciones persiguen el mismo 
objetivo, sólo que lo hacen cada una siguiendo caminos distintos que a veces parecen 
opuestos entre sí o irreconciliables, aunque en realidad éstos se encuentran enlazados, 
con varios puntos en común y creando, frecuentemente, una sinergia que beneficia a 
ambos; de este modo, muchos/as autores/as afirman que, desde un principio, la ONU 
ha reconocido la importancia de la participación ciudadana en el logro de las metas de 
la acción climática (Kuebler, 2020; Jelassi, 2021; Hoffman, 2022); de hecho, la 
institución ha valorado y elogiado en muchas oportunidades la contribución del MJC 
(Naciones Unidas, 2019b; UNICEF, 2023), y también ha plasmado los principios de la 
justicia climática en los instrumentos internacionales más destacados adoptados en 
materia climática, como el Acuerdo de París (Borrás, 2016; Pardo y Ortega, 2018), 
además de en innumerables comunicados, resoluciones y programas propios. Al 
mismo tiempo, y en sentido inverso, la ONU ha nutrido constantemente al MJC, en 
principio, mediante el ingente corpus de instrumentos y herramientas del Derecho 
Internacional Ambiental que elabora ininterruumpidamente, y también con la 
publicación periódica de informes e investigaciones científicas sobre el Cambio 
Climático y sus efectos (donde se destacan los Informes de Evaluación y reportes 
especiales del IPCC, y las evaluaciones del PNUMA), la creación de programas y 
espacios para los/as activistas, la elaboración y divulgación de informes, noticias y 
estadísticas relacionadas con los impactos del Cambio Climático, la difusión de los 
testimonios y experiencias de las personas y colectivos más afectados por la crisis 
climática, la generación de foros y espacios de encuentro con funcionarios/as, 
dirigentes y líderes internacionales, entre otros. Siguiendo esta línea argumentativa de 
la colaboración entre el MJC y la ONU, a continuación mencionaremos brevemente 
algunos de los principales instrumentos, resoluciones e iniciativas donde se evidencia 
la relevancia que esta última ha otorgado a la participación ciudadana y que, en gran 
medida, ha contribuido al desarrollo y crecimiento del MJC. 
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Los más importantes tratados multilaterales sancionados en materia climática durante 
el último medio siglo, contienen artículos y/o incisos que destacan especificamente la 
relevancia de la participación del público general y la ciudadanía en el logro de sus 
objetivos; más, en vista de que ya hemos discutido largamente sobre éstos en páginas 
anteriores, sólo mencionaremos dichos puntos concisamente. 


Así, la Declaración y Plan de Acción de Estocolmo para el Medio Humano, firmada 
durante la celebración de la Cumbre de la Tierra de Estocolmo, incluye una referencia 
sobre la cuestión en la Recomendación 97, inciso "a", donde se puntualiza la necesidad 
de establecer un programa de información con el fin de suscitar el interés de los 
particulares por el medio humano y lograr la participación del público en su 
ordenación y control (Naciones Unidas, 1973). En tanto, la CMNUCC, firmada durante 
la realización de la Cumbre de la Tierra de Río, reafirma la cuestión en el artículo 4, 
"¡", con carácter de compromiso para promover y apoyar la sensibilización del 
público respecto del Cambio Climático y estimular la participación más amplia posible 
en este aspecto (Naciones Unidas, 1992). En consonancia, el Protocolo de Kyoto, 
suscrito en el marco del desarrollo de la COP3, invoca en el artículo 10, inciso "e", la 
necesidad de facilitar en el plano nacional el conocimiento público de la información 
sobre el Cambio Climático y el acceso del público a la misma (Naciones Unidas, 1998). 
Por su parte, el Acuerdo de París, adoptado durante la COP21, aborda la importancia 
de la sensibilización y participación del público y el acceso público a la información 
sobre el Cambio Climático para mejorar la acción del Acuerdo en el artículo 12 
(Naciones Unidas, 2015). Asimismo, en el contexto de la adopción de la Agenda 2030 
para el Desarrollo Sostenible, el Objetivo de Desarrollo Sostenible 16 Promover 
sociedades justas, pacíficas e inclusivas, connota la importancia de garantizar la 
adopción en todos los niveles de decisiones inclusivas, participativas y representativas, 
y el acceso público a la información, en las metas 16.7 y 16.10, respectivamente 
(Naciones Unidas, 2024d). 


inciso 


Aparte de los tratados, la alusión más importante a la participación pública en materia 
climática y ambiental se encuentra en la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y 
el Desarrollo, otro de los documentos trascendentales adoptados en 1992 en el marco 
de la Cumbre de la Tierra de Río. Dentro de los 27 principios universales sobre el 
medioambiente y el desarrollo que reúne la Declaración, el Principio 10 (P10) se ha 
convertido en la piedra angular de la participación ciudadana en la acción climática 
global porque toma como punto de partida la consideración de que esta participación 
se erige como "el mejor modo de tratar las cuestiones ambientales" (Naciones Unidas, 
2023). En concreto, el P10 establece tres derechos fundamentales: ¡) el acceso a la 
información, que resulta clave para la promoción de una gobernanza ambiental 
transparente, inclusiva y responsable, y también empodera a los/as ciudadanos/as y 
los incentiva a participar en los procesos de toma de decisiones y políticas de manera 
informada; ii) el acceso a la participación pública, que se considera cada vez más 
importante para abordar los problemas ambientales y lograr un desarrollo sostenible 
al alentar a los gobiernos a adoptar políticas y leyes que tengan en cuenta las 
necesidades de la comunidad; ¡¡i) el acceso a la justicia, que proporciona la base de los 
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"derechos de acceso", y facilita la capacidad de la ciudadanía para hacer cumplir su 
derecho a la participación, a la información y la responsabilización de los reguladores y 
contaminadores por los daños ambientales (CEPAL, 2021). 


Durante la celebración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo 
Sostenible (Río+20) de 2012, de nuevo en Río de Janeiro, se volvió a confirmar el P10 
en el documento final como prueba de su enorme importancia. A su vez, el P10 ha sido 
llevado a la práctica para Europa y parte de Asia, y Latinoamérica con la adopción del 
Convenio de Aarhus y el Acuerdo de Escazú, respectivamente (Jiménez, 2020), tal 
como mencionamos en el apartado previo. 


En suma, el P10 resulta crucial para garantizar la participación ciudadana en las 
cuestiones ambientales y climáticas, y también se ha convertido en una fuente de 
insumos para los/as activistas y organizaciones del MJC, que pueden acceder a 
información de calidad directo de la fuente para controlar y presionar a los Estados y 
sectores privados por su desempeño en la lucha contra el Cambio Climático (CEPAL, 
2023). 


Por otra parte, en un plano distinto de los tratados multilaterales, la Asamblea de las 
Naciones Unidas para el Medio Ambiente (UNEA, siglas en inglés) constituye otra de las 
instancias más importantes de participación civil en la problemática ambiental y 
climática. La UNEA fue concebida en 2012 en el marco de la Conferencia Río+20, luego 
de varias décadas de esfuerzos por establecer un sistema eficaz de gobernanza 
ambiental internacional (desde la Cumbre de la Tierra de Estocolmo de 1972, 
puntualmente). Cada dos años los Estados miembro se reúnen en sede central del 
PNUMA (en Nairobi, Kenia) para consensuar prioridades para las políticas ambientales 
globales y desarrollar el Derecho Internacional Ambiental; además de los Estados, 
también están invitados a participar la comunidad científica, el sector privado y grupos 
de la sociedad civil (Naciones Unidas, 2022b). Hasta la fecha, la Asamblea se reunió en 
5 ocasiones pero la última sesión, denominada UNEA-5, tuvo que realizarse en dos 
partes por causa de la Pandemia de COVID-19, la primera se sucedió de manera virtual 
en febrero de 2021 y la segunda, ya de forma presencial, se desarrolló en febrero de 
2022 (UNEP, 2023a). Con motivo de esta última, se llevó a cabo en junio de 2020 la 
Consulta de Oslo, una ronda de consultas previas a la Asamblea para los grupos civiles 
con el propósito de conducirlos a una comprensión más amplia del tema central de la 
UNEA-5, “Fortalecer la acción por la naturaleza para lograr los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible”; durante esta ronda de participación, estos grupos pudieron expresar su 
opinión sobre los temas en agenda y también la posibilidad de añadir otros que 
considerasen importantes, en tanto éstos se vincularan con el eje temático de la 
Asamblea (Strandenaes, 2020). 


Aparte, entre los numerosos programas e iniciativas que el Sistema de la ONU 
despliega para la participación de la población general, podemos destacar dos 
directamente relacionados con el activismo ambiental y climático: a) la plataforma La 
Juventud Opina, creada por la UNICEF en virtud de llevar a la práctica el derecho que 
todas las personas menores de 18 años poseen de participar en los procesos de toma 
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de decisiones que los afectan, tal como dictamina la Convención sobre los Derechos del 
Niño (adoptada en 1989), y también bajo la consideración de la notable participación 
que han tenido los/as jóvenes en el MJC durante los últimos años; de este modo, a 
través de la plataforma los/as jóvenes activistas de todo el mundo pueden aportar 
ideas originales e inspiradoras sobre las problemáticas de su interés (UNICEF, 2023); b) 
el galardón Campeones de la Tierra, creado en 2005, que anualmente rinde homenaje 
a personas, grupos y organizaciones de todas partes del globo cuyas acciones tienen 
un impacto transformador en el medio ambiente (UNEP, 2023c); desde su institución, 
el premio ha dado visibilidad y reconocimiento a variosías de los/as líderes 
ambientales del mundo (científicos/as, empresarios/as, dirigentes políticos, activistas 
comunitarios, etc.), y, como habíamos mencionado, en 2019 fue entregado a la 
agrupación Fridays for Future por su clamor audaz en favor de la acción climática 
global (Naciones Unidas, 2019b). 


Hasta aquí hemos mencionado algunas de las contribuciones que demuestran que la 
ONU, en gran medida aunque quizás no de manera directa, ha aportado al desarrollo y 
fortalecimiento del MJC, y que la relación entre ambos se ha caracterizado por una 
dinámica más vinculada con la complementariedad que con el enfrentamiento. 
Igualmente, vale aclarar que está hipótesis se encuentra abierta a la crítica y el debate, 
empero, en el próximo capítulo abordaremos una cuestión emergente en la acción 
mundial por el clima que, sin lugar a dudas, se fundamenta especialmente en los 
aportes al Derecho Internacional Ambiental que la ONU ha realizado desde su 
fundación. 
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2.3.2 Los litigios climáticos 


Los reclamos por justicia climática se han hecho visibles para la sociedad merced a las 
marchas y huelgas globales acaecidas durante la última década, sin embargo, durante 
este período también ha surgido y proliferado otro movimiento global que lleva 
adelante sus pedidos de justicia climática ya no en las calles o las redes sociales, sino 
en los tribunales judiciales alrededor del mundo. Apoyada en el notable desarrollo del 
Derecho Internacional Ambiental, y dando pie a la dimensión restauradora de la 
justicia climática (Borrás, 2016), esta corriente se encuentra impulsando los 
denominados litigios climáticos contra Estados o el sector privado por su inacción 
frente al Cambio Climático desde una perspectiva de justicia y derechos humanos, y ha 
experimentado un excepcional crecimiento en los últimos años, en cuanto a volumen 
de procesos, y también en lo relativo a la trascendencia de los logros conseguidos en 
materia de justicia climática. Para abordar la cuestión, primero intentaremos esbozar 
una conceptualización de los litigios climáticos; luego expondremos los datos que dan 
cuenta de su notorio crecimiento a escala mundial; y finalmente, trataremos de 
explicar los condicionantes y desafíos que éstos enfrentan y, en buena medida, 
determinarán su evolución futura. 
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2.3.2.1 Hacia una definición de los litigios 
climáticos 


Siguiendo la contribución de Ortúzar (2023), no existe una definición unánimemente 
aceptada de lo que identifica un litigio climático debido a que, por un lado, concierne a 
un nicho relativamente nuevo en el campo del derecho ambiental; y por otro, las 
múltiples crisis que azotan actualmente al planeta se encuentran interconectadas 
entre sí y muy vinculadas con la degradación ambiental, por tanto los litigios 
ambientales, en uno u otro sentido, se pueden ligar con el Cambio Climático. En 
consecuencia, la autora indica que para abordar una definición del litigio climático se 
emplean distintos criterios, siendo los más importantes: a) aquellos que sostienen que 
el litigio climático compete a todos los procedimientos que contienen argumentos 
relacionados con la crisis climática en su demanda o la sentencia que lo resuelve; b) 
aquellos que afirman que el litigio climático corresponde a los procedimientos que 
tienen objetivos vinculados con la acción climática. Igualmente, en todos los casos, 
suelen darse una gran variedad y entrecruzamientos constantes. 


En la misma dirección, la UNEP (2017) define a los litigios del cambio climático como 
aquellos casos que son llevados ante instancias administrativas, judiciales o 
investigativas, que presentan y abordan cuestiones de hecho o de derecho, o bien de 
aspectos científicos, o bien de esfuerzos de mitigación o adaptación, al Cambio 
Climático. Igualmente, aclara que dichos casos suelen identificarse con palabras clave 
como Cambio Climático, Calentamiento Global, Gases de Efecto Invernadero, y 
aumento del nivel del mar, aunque la presencia de estos términos no necesariamente 
reviste una condición de inclusión ni tampoco resulta determinante. 


Mas allá de estas apreciaciones, ambas aportaciones coinciden en que el aspecto clave 
de los litigios climáticos consiste en su carácter “estratégico”, esto es: están diseñados 
concientemente para promover cambios amplios en la sociedad, por encima del 
interés particular, y esto se logra fomentando la aclaración, el respeto, la protección y 
la realización de derechos, o impulsando modificaciones en las leyes, las políticas 
públicas y las prácticas; asimismo, el carácter estratégico a menudo apunta a la 
concientización de la ciudadanía sobre una injusticia (Amnistía Internacional, 2023a). 


En estrecha relación, los litigios climáticos suelen tener como principales objetivos: i) 
presionar a legisladores/as, dirigentes y hacedores/as de políticas públicas para que 
sean más ambiciosos y exhaustivos en sus enfoques, respuestas y propuestas contra el 
Cambio Climático; ¡¡i) responsabilizar a gobiernos, autoridades, empresas y actores no 
estatales por su contribución a la crisis climática y demandar medidas para que 
reviertan y/o reparen esta situación; ¡ii) en la medida en que se sancionan leyes en 
materia climática que reconocen nuevos derechos y crean nuevos deberes, impugnar 
su aparente validez o su particular aplicación; iv) llenar el vacío que deja la inacción 
legislativa y de los órganos regulatorios (UNEP, 2017; Ortúzar, 2023). 
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Los orígenes de los litigios climáticos se remontan hacia el 2010, cuando a nivel global 
la legislación que codifica las respuestas nacionales e internacionales ante el Cambio 
Climático comenzó a crecer en número, especificidad e importancia (Ibíd.), en tanto 
que los motivos de su expansión pueden comprenderse en la consideración de dos 
momentos clave: la entrada en vigor del Acuerdo de París y el éxito del caso “Urgenda 
contra Países Bajos” (Armenteras, 2021a). Respecto de este último, lo abordaremos 
con mayor profundidad en el próximo apartado y, por el momento, sólo 
mencionaremos que fue crucial para el crecimiento de los litigios climáticos porque se 
erigió como un precedente que sentó doctrina en el ámbito del derecho ambiental 
(Actis, 2023b). En cuanto al Acuerdo de París, hasta su entrada en vigor ningún 
instrumento internacional había abordado de forma tan completa el problema de 
coordinar la acción global para reducir las emisiones de GEl y, en consecuencia, en 
fechas anteriores la ciudadanía no tenía una referencia o autoridad jurídica y 
significativa, más allá de la constitución de su país, el derecho consuetudinario, los 
estatutos Oo los acuerdos multilaterales ratificados, para enmarcar las medidas 
climáticas tomadas en cada país; tras la ratificación del Acuerdo, si bien éste no ofrece 
a los/as litigantes una causal de acción o la imposición de limites de emisiones 
nacionales (que sean legalmente ejecutables) a los Estados miembro, sí les permite 
colocar las medidas adoptadas por sus gobiernos o entidades privadas en un contexto 
internacional de políticas para el Cambio Climático, y, por tanto, éstos/as pueden 
articular con mayor precisión y fuerza las preocupaciones con respecto a la falta de 
coherencia entre las políticas actuales de sus gobiernos y las que se requieren para 
alcanzar los objetivos de mitigación y adaptación, en cuyo caso podrán litigar para 
obligar a sus gobiernos a rectificar y corregir estas políticas. En concreto, el Acuerdo no 
asigna a cada Parte un presupuesto de carbono, pero sí proporciona las bases para 
deducir un presupuesto a partir de las CDN y también reafirma que no se favorece a las 
políticas que conllevan al incremento neto de emisiones, lo cual permite a los/as 
litigantes de todo el mundo tener una referencia confiable a nivel internacional para 
iniciar procedimientos legales en sus países de origen, si sus respectivos gobiernos no 
presentan políticas alineadas con los objetivos del Acuerdo o no hacen los esfuerzos 
suficientes para cumplirlas (UNEP, 2017). 


La combinación de estos elementos posibilito que los/as activistas tuvieran bases 
legales sólidas para llevar sus reclamos de justicia climática a los tribunales de todas 
partes del orbe y que los litigios climáticos comenzaran a crecer rápidamente hasta 
convertirse en una fuerza muy poderosa en la gobernanza climática (Ortúzar, 2023). 


2.3.2.2 La excepcional proliferación de los litigios climáticos 


Los resultados del Informe Mundial sobre Litigio Climático: Revisión Global 2023, 
publicado recientemente por el PNUMA en colaboración con el Sabin Center for 
Climate Change Law de la Universidad de Columbia (EE.UU.), aporta evidencias 
innegables de que la gente está recurriendo cada vez más a los tribunales para 
combatir la crisis climática (Naciones Unidas, 2023d). El Informe contiene la 
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información recolectada hasta el 31 de diciembre de 2022 por las bases de datos de 
litigios mundiales y estadounidenses sobre el Cambio Climático, y tiene como 
predecesores los informes realizados en 2017 y 2020. El Informe indica, respecto del 
total de litigios climáticos, que: i) los casos casi se han triplicado en los últimos 5 años 
pasando de 884 en 2017 y 1.550 en 2020, a 2.180 en 2022; asimismo, las instancias 
procesales en que estos casos se han presentado (tribunales internacionales, 
regionales y nacionales, cortes de distrito, cortes supremas, órganos cuasi judiciales y 
demás órganos jurisdiccionales, incluidos los procedimientos especiales de la ONU y 
los tribunales de arbitraje) también se han expandido de 24 en 2017 y 39 en 2020, a 65 
en 2022; en cuanto a la distribución por países, EE.UU. mantiene el liderazgo en 
cantidad de casos con 654 en 2017, 1.200 en 2020 y 1.522 en 2022, en tanto que en el 
resto del mundo la cantidad de casos se ha incrementado de 230 en 2017 y 350 en 
2020, a 658 en 2022; dentro de esta última categoría (sin contar a EE.UU.), Europa 
acumula el 31,2% del total de casos, Oceanía el 23,2%, los tribunales con jurisdicción 
internacional y cuerpos de arbitraje o cuasi judiciales el 19,2%, Sudamérica el 9,5%, 
América del Norte el 7,9%, Asia el 6,6% y África el 2,3% (la región del Caribe no registra 
casos domésticos) (UNEP, 2023d); específicamente, se registraron 77 casos en 7 países 
de Latinoamérica (Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, México y Perú) (Viveros, 
2023). ii) los grupos vulnerables de la sociedad están desempeñando un rol 
protagónico en la presentación de litigios climáticos, por ejemplo, en 2022, 34 casos 
fueron introducidos por parte de y en nombre de niñas, niños y jóvenes (menores de 
25 años), mientras, en el otro extremo, también varios casos fueron presentados por 
adultos mayores en reclamo por el impacto desproporcionado del Cambio Climático en 
las personas de edad avanzada; de este modo, los tribunales se encuentran 
detectando fuertes vínculos entre los derechos humanos y el Cambio Climático, lo cual 
esta derivando en una mayor protección de los colectivos más vulnerables (mujeres, 
jóvenes, niños/as, indígenas, afrodescendientes) y, al mismo tiempo, en una mejora de 
la rendición de cuentas, la transparencia y la justicia, que obliga a los gobiernos y 
entidades privadas a buscar objetivos más ambiciosos de mitigación y adaptación a la 
crisis climática (UNEP, 2023d). iii) la mayoría de los litigios climáticos en curso se 
inscriben en una o varias de las siguientes categorías: 1) litigios que recurren a los 
derechos humanos consagrados en el Derecho Internacional y las constituciones 
nacionales; 2) desafíos relativos a la no aplicación de las políticas y leyes nacionales en 
materia climática; 3) demandantes que procuran que los combustibles fósiles se 
mantengan bajo tierra; 4) litigios vinculados con las responsabilidades de las empresas 
por los daños y perjuicios causados al clima; 5) demandas en las que se exige una 
mayor divulgación de información relativa al clima y la eliminación de la 
“ecoimpostura” (“lavado verde”, o greenwashing en inglés; esto es: aquellas empresas 
que comercializan falsamente sus credenciales ecológicas, por ejemplo, tergiversando 
productos o servicios neutrales para el clima) (PNUD, 2022); 6) litigios que denuncian 
la falta de medidas de adaptación a las consecuencias del Cambio Climático (Naciones 
Unidas, 2023e). iv) se presentaron casos notables en los que se han impugnado 
decisiones gubernamentales basadas en la incompatibilidad de un proyecto con las 
metas del Acuerdo de París o con los compromisos nacionales de cero emisiones 
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netas, y también aumentaron las acciones contra las empresas, entre los que 
sobresalen los casos por los que se busca exigir responsabilidades por los daños 
ocasionados al clima tanto a corporaciones vinculadas con los combustibles fósiles 
como a otras industrias ligadas con la emisión de GEl (Ibíd.). v) en cuanto a las 
previsiones futuras, por un lado, se espera que aumente el número de casos 
vinculados a la migración climática y a la responsabilidad posterior a la ocurrencia de 
FME, así como aquellos casos presentados por pueblos indígenas, comunidades locales 
y grupos afectados de forma desproporcionada por el Cambio Climático; y por otro, se 
anticipa que habrá desafíos en la aplicación de la ciencia de la atribución de los efectos 
del Cambio Climático y un aumento de los casos de “oposición” contra los/as litigantes 


climáticos con el fin de invalidar las normativas encaminadas a la acción climática 
(Ibíd.). 


En general, el Informe fue recibido con entusiasmo, sobretodo, por parte de 
organizaciones ambientalistas y activistas, aunque también surgieron críticas de parte 
de algunos/as expertos/as en derecho ambiental que pusieron en duda los criterios de 
selección de los casos y sostuvieron que, si se tomaran pautas más estrictas 
enfocándose principalmente en el necesario carácter estratégico de los litigios 
climáticos, el número total de casos en el mundo no superaría el centenar (Actis, 
2023b). Igualmente, estos sectores coincidieron en que, en comparación con unos 
años atrás y aún usando criterios más rigurosos, el crecimiento de los litigios climáticos 
ha sido extraordinario (Ibíd.) 


En vista de la enorme cantidad de litigios climáticos desarrollados en el mundo, a 
continuación presentaremos brevemente y en orden cronológico aquellos 
considerados más importantes: 


- Urgenda contra Países Bajos: se considera el mayor hito dentro de los litigios 
climáticos, como habíamos mencionado. En septiembre de 2013, la Fundación 
Urgenda (pionera en la acción ambiental en aquel país), en representación de 886 
ciudadanos/as neerlandeses, y tras recibir varias respuestas negativas en sus 
peticiones al gobierno, interpuso una demanda contra el Estado de los Países Bajos por 
presentar objetivos poco ambiciosos en las políticas nacionales de reducción de 
emisiones; en consideración de que se alzaba como el máximo responsable de manejar 
todas las emisiones de CO2 dentro de su territorio y estaba obligado por las leyes 
nacionales a reducir las contribuciones del país al Cambio Climático, la demanda 
instaba a que el Estado se comprometiera a reducir las emisiones de carbono en un 
40% para 2030 o un mínimo de 25% para 2020 en referencia a los niveles de 1990, tal 
como solicitaban los distintos órganos científicos expertos en Cambio Climático y 
constaba en los acuerdos contraídos por la UE. En junio de 2015 la Corte de Distrito de 
La Haya falló en favor de los/as demandantes y ordenó al Estado de los Países Bajos 
adoptar las medidas necesarias para que las emisiones de carbono se redujeran al 
menos un 25% para 2020 respecto de los niveles de 1990; la Corte consideró los 
objetivos propuestos por el Estado (recortes de entre el 14% y 17%) insuficientes en 
comparación con los fijados por la comunidad científica y los compromisos rubricados 
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a nivel europeo, y le ordenó aumentar su ambición por la obligación inherente que le 
correspondía de proteger la vida y los derechos humanos de sus ciudadanos/as frente 
a las consecuencias del Cambio Climático (Borrás, 2016). El Estado apeló la decisión, 
primero, ante la Corte de Apelaciones de La Haya, y luego, frente a la Corte Suprema, 
pero ambas instancias (en octubre de 2018 y diciembre de 2019, respectivamente) 
mantuvieron el fallo inicial basándose en la obligación de aquel de salvaguardar los 
derechos humanos de la población (Castro, 2019). El éxito del caso sentó una doctrina 
en el ámbito del Derecho Internacional Ambiental (Actis, 2023b) y abrió el camino para 
que otros/as ciudadanos/as y organizaciones ambientalistas pudieran iniciar litigios 
climáticos contra países como Francia, Bélgica, Irlanda, Alemania y España en reclamo 
por su insuficiente acción climática (Mareca, 2021). 


- Juliana y otros/as contra EE.UU.: en agosto de 2015, un grupo de 21 jóvenes 
(adolescentes varones y mujeres de entre 8 y 19 años de distintas descendencias y 
extracciones sociales) interpuso ante el Tribunal de Distrito de los Estados Unidos para 
el Distrito de Oregón una demanda contra los EE.UU. (que incluía al presidente de la 
nación y varias agencias federales, como el Departamento de Energía y la Agencia de 
Protección Ambiental), argumentando que las acciones del gobierno causaban el 
Cambio Climático y que con ello se habían violado los derechos constitucionales de la 
generación más joven a la vida, la libertad y la propiedad, y no se habían protegido los 
recursos públicos esenciales (Elcacho, 2018); además, los/as demandantes 
(auspiciados por la ONG Our Children's Trust) sostuvieron que el gobierno sabía, por lo 
menos desde hacía más de medio siglo, que la quema masiva de combustibles fósiles 
realizada y promovida en el país causaba el Cambio Climático y, pese a lo cual, no se 
habían tomado medidas efectivas para prevenir los perjuicios que caerán sobre las 
generaciones futuras y la protección de sus derechos civiles, por tanto pretendían 
obligar al gobierno a poner en práctica de inmediato un plan federal para reducir las 
concentraciones de GEl a niveles seguros (Ibíd.). El Departamento de Justicia (DDJ), se 
excusó explicando que no existe un derecho constitucional a un ambiente libre de 
contaminación y que, en cualquier caso, los tribunales federales no eran el foro 
adecuado para plantear quejas generalizadas sobre las políticas nacionales (Sutter, 
2016); en consecuencia, ha presentado continuamente mociones para desestimar el 
caso, lo cual había logrado en 2020 pero la insistencia de los/as jóvenes, que volvieron 
a litigar luego de realizar algunos cambios en la demanda original, consiguió un fallo 
afirmativo para seguir adelante con el proceso en diciembre de 2023 (Climate Change 
Litigation Databases, 2024). A la fecha, el caso continúa abierto, a la espera de que el 
Tribunal del Noveno Circuito de Oregón vuelva a expedirse tras otra nueva moción de 
desestimación presentada por el DDJ (Our Children's Trust, 2024). En suma, se trata de 
un litigio climático fundamental que involucra uno de los primeros reclamos por 
justicia intergeneracional en el mundo (Vanhala, 2020) y podría implicar un giro radical 
en las políticas climáticas del segundo mayor emisor global de GE!. 


- Milieudefensie contra Royal Dutch Shell: en abril de 2019 un conjunto de 
organizaciones ambientalistas (encabezadas por Milieudefensie -Defensa Ambiental-, 
la rama neerlandesa de FOEl) y miles de litigantes individuales presentaron una 
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demanda colectiva ante el Tribunal de Distrito de La Haya, contra la corporación 
petrolera anglo-neerlandesa Shell argumentando que ésta debía cambiar su modelo de 
negocio en la dirección de una meta de reducción de emisiones del 45% para 2030 (en 
línea con lo exigido por el Acuerdo de París), en virtud de las obligaciones dispuestas 
por el Código Civil de los Países Bajos y el Convenio Europeo de Derechos Humanos 
(CEDH) (RED-DESC, 2023d). En su defensa, el grupo Shell señaló que las lesiones de que 
se le acusaban eran demasiado discretas y que, por ello, no recaían dentro del alcance 
de las leyes citadas, que el Tribunal, al expedirse sobre una resolución para lograr los 
objetivos del Acuerdo de París, estaría violando los límites de la legislatura, y que las 
metas de reducción de emisiones impuestas no tendrían efectos o hasta podrían 
resultar contraproducentes porque la competencia podría avanzar sobre el lugar 
dejado por la corporación (Ibíd.). En mayo de 2021, el Tribunal ordenó al grupo Shell 
que redujera sus emisiones en 45% para 2030 respecto del nivel de 2019 en 
conformidad con lo dispuesto por el Acuerdo de París (Tena, 2023). El texto del fallo 
indicó que el grupo Shell violaba el estándar de cuidado dispuesto por el Código Civil 
en vista de su responsabilidad en la contribución global de emisiones de CO2 (que 
supera las emisiones de muchos países, incluidos los Países Bajos), que no respetaba 
los derechos humanos como lo exigían los principios rectores de la ONU sobre las 
empresas y los derechos humanos, y que el dictamen se extendía a las diversas 
subsidiarias que forman la cadena de valor del grupo Shell, incluidos los usuarios 
finales (RED-DESC, 2023d). En julio de 2021, la corporación apeló el fallo y el Tribunal 
aún no se ha expresado al respecto, empero, la decisión de primera instancia tenía el 
carácter de efecto inmediato, por lo que ésta deberá frenar y recomponer sus 
actividades aún durante el período de apelaciones (Ibíd.). El caso implicó un enorme 
paso en la rendición de cuentas de las corporaciones transnacionales y abrió la 
discusión en torno a su responsabilidad en la generación del Cambio Climático, y fue 
también pionero en la utilización de los principios rectores de la ONU acerca de las 
empresas y los derechos humanos (Estrada, 2021). 


- Daniel Billy y otros/as contra Australia: un grupo de pequeñas islas de baja altura 
(sobresalen apenas unos metros por encima del nivel del mar) ubicadas en el Estrecho 
de Torres, en el extremo norte de Australia, se ha convertido en una de las zonas más 
castigadas por las consecuencias del Cambio Climático, y sus habitantes, una pequeña 
comunidad de indígenas cuyos orígenes se remontan a miles de años, interpusieron 
una demanda contra Australia ante el Comité de Derechos Humanos de la ONU 
denunciando que las insuficientes medidas de protección del clima ejecutadas por el 
Estado australiano violaba sus derechos enmarcados en el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) (RED-DESC, 2023b). En su defensa, el gobierno 
australiano (siendo Australia el país desarrollado que menos compromisos de 
reducción de emisiones ha adoptado y cuyas políticas climáticas se han calificado como 
“incompatibles” con el Acuerdo de París) (Mareca, 2021), argumentó que estaba 
tomando las medidas pertinentes de mitigación y adaptación al Cambio Climático, que 
no podía ser hallado único responsable de los efectos de un fenómeno global y que 
tampoco podía pagar por daños futuros que aún no habían ocurrido (RED-DESC, 
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2023b). En septiembre de 2022, el Comité determinó que Australia había violado los 
derechos humanos de los/as ciudadanos/as de las islas del Estrecho de Torres y le 
ordenó compensar los daños sufridos por los/as isleños/as, evaluar sus necesidades 
inmediatas, continuar implementando medidas de adaptación al Cambio Climático y 
prevenir violaciones similares en el futuro (Ibíd.). El caso se convirtió en un hito del 
Derecho Internacional Ambiental porque: a) por primera vez un órgano de la ONU 
concluyó que un Estado violó el derecho internacional de los derechos humanos por 
medio de una política inadecuada vinculada con el clima; b) por primera vez un fallo 
reconoció que la cultura de los pueblos indígenas está en riesgo por causa de los 
efectos del Cambio Climático; c) se trata de una acción legal exitosa contra un Estado 
basado en los derechos humanos presentada por habitantes vulnerables al Cambio 
Climático; d) se desestimó el intento de Australia de evadir su responsabilidad por el 
Cambio Climático atribuyéndolo a un fenómeno global, lo cual sentó un precedente 
muy importante en favor de la acción climática (Ibíd.). 


- Neubauer y otros contra Alemania: en febrero de 2020, un grupo de jóvenes 
alemanes interpuso ante la Corte Constitucional Federal de Alemania una demanda 
bajo el argumento de que la Ley Federal sobre el Cambio Climático (KSG, siglas en 
alemán), apenas dos meses después de su entrada en vigor, contenía disposiciones 
inconstitucionales en tanto incluía metas de reducción de emisiones poco ambiciosas 
(55% de reducciones para 2030, mientras que la legislación anterior proponía recortes 
de emisiones de entre un 80% y 95% para 2050) (RED-DESC, 2023c), muy por debajo 
de lo recomendado por el Acuerdo de París (ratificado por el país), sin ofrecer un 
detalle de cómo lograría este objetivo y dejando un vacío sobre los planes que debían 
encararse luego de 2030 (éstos debían elaborarse en una fecha posterior a 
determinar), lo cual violaba sus derechos fundamentales, protegidos por la 
Constitución, a la vida y la integridad física, a la libertad y la obligación de salvaguardar 
los fundamentos naturales de la vida en responsabilidad para las generaciones futuras 
(Barreira, 2021). En marzo de 2021 la Corte resolvió unánimemente que la Ley KSG era 
en parte inconstitucional y que, en general, violaba los derechos constitucionales de 
los litigantes porque las metas de reducción de emisiones resultaban insuficientes e 
imponían una carga excesiva sobre las generaciones futuras (Ríos, 2021). El texto del 
fallo detallaba que la Corte reconocía la protección del clima como un derecho 
humano con sus correspondientes obligaciones, que la Constitución debía ser 
interpretada teniendo en cuenta la equidad intergeneracional, entendiendo que existía 
la obligación de proteger a las generaciones futuras y que no establecer planes 
concretos suponía ponerles una carga excesiva que acabaría menoscabando sus 
derechos y libertades, y que el Estado alemán no podía eludir sus propias 
responsabilidades de velar por los derechos de sus ciudadanos/as excusándose en la 
naturaleza global del Cambio Climático (RED-DESC, 2023c). Por consiguiente, la Corte 
ordenó a la legislatura modificar la Ley KSG para fines de 2022, poniendo especial 
énfasis en corregir y mejorar las disposiciones de la ley para fortalecer los caminos 
futuros de mitigación y reducción de emisiones de GEl; el gobierno alemán acató la 
resolución e introdujo mejoras en las políticas de protección del clima, incluyendo 
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planes para lograr una reducción de emisiones de GEl del 64% para 2030, del 88% para 
2040 y alcanzar la neutralidad climática para 2045 (Ibíd.). Este caso sentó varios 
importantes precedentes en el campo del Derecho Internacional Ambiental, entre 
otros, el reconocimiento oficial de la protección del clima como un derecho humano, la 
consagración de los objetivos del Acuerdo de París dentro del amparo de la 
Constitución alemana y la interpretación de que el derecho a las libertades 
fundamentales incluye la protección frente a las consecuencias del Cambio Climático 
en el futuro (Ibíd.). 


- Duarte Agostinho contra Portugal y otros 32 Estados: en septiembre de 2020, 6 
jóvenes portugueses (varones y mujeres de entre 11 y 24 años, miembros de la misma 
familia) presentaron ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) una 
demanda contra los 32 Estados (se decidió excluir a Ucrania por causa de la guerra) 
(Robaina, 2023b) bajo su jurisdicción alegando que las insuficientes medidas que han 
dispuesto contra el Cambio Climático habían violado sus derechos a la vida, a la 
privacidad y a no sufrir discriminación, protegidos por el Convenio Europeo de 
Derechos Humanos (CEDH) (Climate Case Chart, 2024); puntualmente, la denuncia 
indicaba la violación de los artículos 2, 8 y 14 del CEDH, en tanto los/as litigantes 
afirmaban que su derecho a la vida estaba amenazado por los efectos del Cambio 
Climático en Portugal (por ejemplo, por causa de los feroces incendios forestales que 
afectan al país continuamente y que debieron padecer en 2017, ocasión en que 
murieron más de 100 personas), que su derecho a la privacidad incluye su bienestar 
físico y mental, que se encuentra también bajo amenaza por causa de las olas de calor 
que los/as obligaban a recluirse en interiores, y que su derecho a no sufrir 
discriminación remite a que, como jóvenes, pueden experimentar los peores impactos 
del Cambio Climático en el futuro (Ibíd.). Los/as jóvenes son representados por Global 
Legal Action Network (GLAN) y reclaman que los Estados demandados sean obligados 
a tomar medidas más ambiciosas contra la crisis climática, en consonancia con lo 
acordado por el Acuerdo de París. Por su parte, para el TEDH será una de las primeras 
oportunidades que tendrá para pronunciarse acerca de demandas de derechos 
humanos relacionadas con el Cambio Climático (RED-DESC, 2022). En noviembre de 
2020, el TEDH aceptó el caso y lo tramitó por vía de urgencia, y en febrero de 2021 
rechazó la moción de los Estados demandados que solicitaron que el caso no tuviera 
tratamiento prioritario, instándolos a preparar su defensa para mayo de 2021, 
empero, éstos presentaron sus respectivas defensas a los/as litigantes en agosto de 
2021, quienes las aceptaron aunque, por asesoramiento legal, optaron por no hacerlas 
públicas (Climate Case Chart, 2024). Finalmente en septiembre de 2023, se realizó en 
la sede del TEDH la primera y única audiencia en público (en adelante las 
comunicaciones deberán realizarse por escrito), y se espera que el Tribunal de expida a 
mediados de 2024 (Robaina, 2023b). Se trata de un litigio climático fundamental que 
podría implicar un vuelco completo en las políticas climáticas de los Estados europeos, 
obligándolos a reforzar sus objetivos de reducción de emisiones en la línea de lo 
establecido por el Acuerdo de París, y, además, el fallo del TEDH respecto de las 
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obligaciones de los Estados en virtud del CEDH podría asentar un importante 
precedente que serviría de sólido sustento para otras posibles demandas (Ibíd.). 


- Pueblo del Estado de California contra Grandes Petroleras: en septiembre de 2023, el 
gobernador del Estado de California, EE.UU., interpuso ante la Corte Superior del 
Estado, ubicada en San Francisco, una demanda civil contra 5 de las compañías 
petroleras más grandes del mundo y sus subsidiarias (Exxon, Shell, Chevron, Conoco 
Philips y BP) y el Instituto Americano del Petróleo (API, siglas en inglés), argumentando 
que éstas conocían desde hace décadas los peligros de los combustibles fósiles que 
producían y que se vinculaban directamente con el Calentamiento Global, la 
contaminación ambiental y el Cambio Climático, pero ocultaron intencionalmente 
dicha información al público y los/as formuladores de políticas públicas, para en su 
lugar iniciar costosas campañas de desinformación sobre el Cambio Climático y 
retrasar la transición hacia las energías renovables, con el único fin de aumentar sus 
exorbitantes ganancias (Office of the Governor Gavin Newsom, 2023). La demanda 
solicita a la Corte que interponga a las compañías petroleras: una orden para que 
paguen los costos de sus impactos en el medio ambiente y la vida humana; una 
prohibición para participar en la destrucción del medio ambiente, los recursos 
naturales y las comunidades; una imposición de sanciones financieras por engañar al 
público y la orden de detener sus esfuerzos por engañar o desinformar sobre sus 
impactos catastróficos; y el otorgamiento de daños punitivos al Estado para castigar su 
mala conducta (Ibíd.). En su defensa, las compañías trataron de minimizar las 
denuncias y manifestaron que tales asuntos debían tratarse en el Congreso, no en los 
tribunales (Blood, 2023). El litigio climático iniciado por el Estado de California, el área 
geográfica y la economía más grandes de la nación (Office of the Governor Gavin 
Newsom, 2023), se sumó a las demandas realizadas en EE.UU. por más de dos docenas 
de ciudades y estados contra las grandes compañías petroleras en los últimos 6 años 
(entre las que se cuentan New York, Baltimore, San Francisco y Honolulu) (Parenteau y 
Dernbach, 2023), y que pretenden que éstas, sindicadas como principales responsables 
del Cambio Climático, asuman la mayor parte de los costos que los gobiernos y 
contribuyentes están pagando actualmente por los continuos embates de sequías, 
incendios, huracanes, inundaciones y elevada contaminación ambiental (Ibíd.). Aunque 
se espera que la industria petrolera apelé las decisiones de la Corte y transcurran 
varios años hasta que se acerquen a su resolución (Ibíd.), esta ola de demandas implica 
un importante avance en materia de justicia climática que podría cambiar el derrotero 
de la acción mundial por el clima. 


Dentro de los litigios climáticos contabilizados existen una serie de casos que, por su 
alcance mundial, ameritan una consideración especial: las opiniones consultivas 
realizadas ante organismos multilaterales de jurisdicción universal y regional. 


En principio, la opinión consultiva remite a un dictamen emitido en derecho por un 
tribunal internacional sobre una cuestión jurídica, que, aunque no posee eficacia 
obligatoria, conlleva un valor jurídico comúnmente reconocido y respetado (DPE)J, 
2023). Dicho de otro modo, se trata de una competencia no contenciosa que poseen 
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los tribunales internacionales para emitir una interpretación en la forma de fallo o 
sentencia sobre una cuestión jurídica solicitada por parte de uno o más Estados 
miembro u organismo autorizado por dicho tribunal, que tiene la función de orientar 
su actuación en lo relativo a la cuestión consultada y carece de carácter jurídicamente 
obligatorio o vinculante (Grossi, 2018). Respecto de este último punto, existe 
controversia en el campo del Derecho Internacional puesto que, al no poseer carácter 
vinculante, persiste la duda de si los Estados deberían seguir o no los criterios 
interpretativos que establecen los tribunales internacionales en sus opiniones 
consultivas (Adler, 2013; Salazar, et al., 2019), pero, más allá de dicha polémica, éstas 
tienen un reconocido peso jurídico y autoridad moral que ningún Estado u organismo 
internacional puede discutirle (Boeglin, 2023), y pueden tanto conformar un 
importante precedente que podría citarse en otros procesos judiciales, como 
reconfigurar el discurso en una determinada área del derecho (UNEP, 2023b). 


Hecha esta aclaración, lo importante del asunto para el área del litigio climático radica 
en que, de manera inédita en la historia, ante tres jurisdicciones internacionales 
distintas de reconocido peso internacional se presentaron solicitudes de opiniones 
consultivas en un corto lapso de tiempo en relación con el Cambio Climático, los 
derechos humanos y los deberes y obligaciones de los Estados en estos aspectos. 


- en diciembre de 2022, una Comisión de Pequeños Estados Insulares (un acotado 
grupo de países liderados por los Estados de Antigua y Barbuda, y de Tuvalu) presentó 
una solicitud de opinión consultiva ante el Tribunal Internacional sobre Derecho del 
Mar (TIDM) con la intención de que se pronunciara en torno a la cuestión de las 
obligaciones de los Estados miembro de la Convención de las Naciones Unidas sobre el 
Derecho del Mar (conocida como CNUDM o CONVEMAR) en relación con la 
contaminación de los océanos y los impactos del Cambio Climático que dichos estados 
insulares ya están padeciendo en su territorio (Boeglin, 2023). La CNUDM fue 
establecida en 1982, entró en vigor en 1994 y cuenta con una membresía casi universal 
en tanto, a la fecha, ha sido firmada por 169 países. Se reconoce a la Convención como 
uno de los tratados multilaterales más importantes de la historia y tiene competencia 
para delimitar zonas marítimas, la navegación, la conservación y ordenación de los 
recursos vivos del mar, la protección y preservación del ecosistema marino y la 
investigación científica marina, entre otros (Ministerio de Relaciones Exteriores, 
Comercio Internacional y Culto, 2022). El TIDM funciona como el órgano judicial 
establecido por la Convención para resolver las disputas y controversias que pudieran 
surgir entre los Estados miembro. En vista de la importancia que los océanos y los 
ecosistemas marinos mantienen en asociación con el Cambio Climático (tal cual 
habíamos expresado en la primera parte del trabajo), la Comisión preguntó al TIDM 
cuáles eran las obligaciones de los Estados miembro de la CNUDM: a) para prevenir, 
reducir y controlar la contaminación del medio ambiente marino en relación con los 
efectos nocivos que resultan o probablemente son resultado del Cambio Climático, 
incluyendo el calentamiento de los océanos, la subida del nivel del mar y la 
acidificación de los océanos, que están causados por las emisiones antropógenas de 
GEl en la atmósfera; b) para proteger y preservar el medio ambiente marino con 
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relación a los impactos del Cambio Climático, incluyendo el calentamiento de los 
océanos, la subida del nivel del mar y la acidificación de los océanos (Boeglin, 2023). 
Menos de una semana después de recibida la solicitud, el Tribunal la incluyó en la lista 
de casos y puso en marcha los procedimientos para su tratamiento. La petición 
representa un gran logro en el ámbito del Derecho Internacional Ambiental por el 
valor y reconocimiento que ostenta el TIDM, y podría implicar un paso fundamental 
para la justicia climática dado que, aunque aún resulta prematuro aventurarse en la 
cuestión, algunos/as expertos/as contemplan que el Tribunal podría considerar como 
contaminación del medio marino la absorción por parte de los océanos de los GEl 
provocados por las emisiones antropógenas y, por tanto, sentar una base legal sólida 
para que, por ejemplo, los Estados miembro interesados puedan exigir regulaciones 
para reducir la contaminación causada por el transporte marítimo (vale recordar que 
este sector de la economía global se erige como uno de los mayores contribuyentes 
globales de GE! y, junto con la aviación civil, aún no se han alineado plenamente con 
los objetivos del Acuerdo de París), o bien, demandar que todas las Partes de la 
Convención directamente refuercen sus planes generales de reducción de emisiones 
en aras de salvaguardar el medio ambiente y los ecosistemas marinos (Jiménez, 2023). 


- en enero de 2023, los Estados de Chile y Colombia interpusieron una solicitud de 
opinión consultiva ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) para que 
se pronunciara acerca de las obligaciones de los Estados miembro de la Convención 
Americana de Derechos Humanos (CADH) en relación con la emergencia climática y los 
derechos humanos, y la necesidad de contar con normas regionales para acelerar la 
acción contra el Cambio Climático (RED-DESC, 2023a). La CADH ( también conocida 
como el Pacto de San José de Costa Rica) fue adoptada en el marco de la celebración 
de la Conferencia Especializada Interamericana de Derechos Humanos en 1969, entró 
en vigor en 1978 (cuenta con 23 Estados miembro) y prevé derechos y libertades 
fundamentales que deben ser respetados por los Estados (Corte IDH, 2024); asimismo, 
establece que la CIDH, junto con la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, se 
alza como el órgano competente para velar por su cumplimiento, esto es: siendo una 
institución judicial autónoma, ejerce funciones contenciosas, consultivas y de dictar 
medidas provisionales (Ibíd.). La petición de Chile y Colombia resulta inédita por la 
gran cantidad de preguntas (19 en total) y la complejidad de las mismas (Cárdenas, 
2023), pero se pueden agrupar en 6 grandes áreas: 1) obligaciones estatales derivadas 
de la prevención y garantía de los derechos humanos para enfrentar la crisis climática; 
2) obligación estatal de preservar el derecho a la vida y el acceso a la información ante 
la emergencia climática; 3) obligaciones de los Estados, en virtud de los principios de 
equidad intergeneracional, de proteger los derechos de los/as niños/as y las 
generaciones futuras frente al Cambio Climático; 4) alcance de las obligaciones 
procesales judiciales y administrativas; 5) protección de los/as defensores/as del 
medioambiente y los derechos humanos; 6) cooperación entre los Estados para 
enfrentar el Cambio Climático en la región (RED-DESC, 2023a). La solicitud fue 
aceptada por la CIDH, que comenzó con los trámites correspondientes para su 
tratamiento y dispuso prorrogar hasta diciembre de 2023 la presentación de 
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observaciones por parte de terceros interesados en la cuestión (Corte IDH, 2023). La 
petición representa un hito central en pos de la consecución de la justicia climática en 
la región y, puntualmente, implica tanto sentar jurisprudencia de gran valor en el 
derecho ambiental como la redefinición de las obligaciones de los Estados respecto de 
la protección de derechos humanos y el medio ambiente en el marco de la crisis 
climática (Cárdenas, 2023). 


- en marzo de 2023, la Asamblea General de la ONU, tras adoptar por consenso una 
resolución al respecto, presentó una solicitud de opinión consultiva ante la Corte 
Internacional de Justicia (CIJ) para que se expidiera acerca de las obligaciones y 
consecuencias jurídicas de los Estados respecto de su acción o inacción frente al 
Cambio Climático (Naciones Unidas, 2023b). Como explicamos anteriormente, la CIJ se 
eleva como el máximo órgano judicial de la ONU y deberá responder a dos cuestiones, 
tomando en consideración una extensa y variada selección de instrumentos 
internacionales (la Carta de la ONU, la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la CMNUCC, el 
Acuerdo de París, entre otros): a) las obligaciones de los Estados en virtud del Derecho 
Internacional de garantizar el sistema climático y otros elementos del medio ambiente 
frente a las emisiones antropógenas de GEl en favor de los Estados y de las 
generaciones presentes y futuras; b) las consecuencias jurídicas que derivan de esas 
obligaciones para los Estados que, por sus actos u omisiones, hayan causado daños 
significativos al sistema climático y otros elementos del medio ambiente, con respecto 
a: i) los Estados, particularmente, los pequeños Estados insulares que, debido a sus 
circunstancias geográficas y nivel de desarrollo, se ven especialmente perjudicados o 
son particularmente vulnerables a los efectos adversos del Cambio Climático; ¡i) los 
pueblos y las personas de las generaciones presentes y futuras afectados por los 
impactos adversos del Cambio Climático (Boeglin, 2023). La CIJ aceptó la solicitud y dio 
inicio a los procedimientos pertinentes para su resolución, que se espera arribe a 
mediados de 2024 (UNEP, 2023b). Sin dudas, la petición redunda en un salto de calidad 
excepcional para establecer bases legales para la justicia climática, en vista de que, en 
principio, se trata de la primera vez que se solicita al más alto tribunal del mundo que 
aclare las obligaciones de los Estados de proteger el sistema climático y las 
consecuencias jurídicas de no cumplirlas (Ibíd.); además, la resolución de la Asamblea 
General que autorizó la solicitud fue aceptada por consenso entre los 130 países 
presentes en la reunión, no por votación, lo cual constituye un importante logro 
diplomático en materia climática (Boeglin, 2023); aparte, asentará un significativo 
precedente en el campo del Derecho Internacional puesto que la Corte tendrá que 
referir a la posibilidad de que personas indeterminadas (como las generaciones del 
futuro que aún no han nacido) puedan tener subjetividad jurídica en el presente e, 
incluso, ser titulares de derechos (Cárdenas, 2023); también resulta muy sustantivo 
para el MJC que, aunque la moción que motivó la resolución de la Asamblea fue 
introducida por el Estado insular de Vanuatu, la idea fue concebida e impulsada por el 
activismo de un grupo de estudiantes de derecho de la isla, muy preocupados por la 
situación crítica que atraviesa el país como consecuencia del Cambio Climático (RED- 


135 


DESC, 2023a); finalmente, se espera que el fallo de la CIJ motive a los países a reforzar 
y aumentar la ambición de sus políticas climáticas y que, sobretodo, sirva de 
jurisprudencia para que aumenten aún más los litigios climáticos contra Estados y 
empresas privadas por su desempeño en materia climática (UNEP, 2023b). 


En conjunto, estas tres solicitudes de opinión consultiva ante tribunales de jurisdicción 
universal y regional, presentan varios aspectos relevantes en común: por un lado, 
pretenden direccionar la acción climática de los Estados desde el Derecho 
Internacional; y por otro, buscan redefinir la articulación entre áreas que 
tradicionalmente se encontraban separadas, esto es: armonizar los contextos de 
derechos humanos, medioambiente y Cambio Climático; también cómo hacer confluir 
los derechos individuales y colectivos en un mismo contexto fáctico; y cómo superar 
los esquemas eminentemente westfalianos de relaciones interestatales sobre los que 
descansa el derecho internacional clásico (Cárdenas, 2023). Un tercer punto en común 
de estos casos, y que se vincula directamente con la trascendencia práctica de los 
litigios climáticos, reside en que las tres solicitudes de opinión consultiva fueron 
motivadas por la desesperante situación que atraviesan los países que las presentaron 
como consecuencia de su vulnerabilidad a los impactos del Cambio Climático; de este 
modo, los pequeños Estados insulares (impulsores clave de las presentaciones ante la 
CIJ y el TIDM) se encuentran en peligro permanente por la subida del nivel del mar y 
los FME, y, por ejemplo, Vanuatu por esta causa fue calificado por la ONU como el país 
con mayor riesgo de desastres naturales del mundo (RED-DESC, 2023a), y de manera 
similar, Chile y Colombia también padecen los embates de FME (sequías, inundaciones, 
corrimientos de tierra) y un aumento en la transmisión de enfermedades como el 
dengue y la malaria, así como importantes desplazamientos y migraciones en la región 
andina, donde el 80% de las personas afectadas son mujeres y niñas, mayormente de 
pueblos indígenas y comunidades afrodescendientes (Ibíd.). 


Vale mencionar que, en estrecha relación con esta cuestión, el continente africano se 
destaca como una de las regiones más afectadas del mundo por los efectos del Cambio 
Climático y un grupo heterogéneo de activistas africanos/as (abogados especializados 
en derechos humanos y medioambiente, pueblos indígenas, comunidades de primera 
línea y defensores/as ambientales, entre otros) se encuentra trabajando actualmente 
para presentar en breve una solicitud de opinión consultiva ante la Corte Africana de 
Derechos Humanos y de los Pueblos con el propósito de que se pronuncie, en virtud de 
la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, sobre las obligaciones en 
materia de derechos humanos de los Estados africanos para responder a la crisis 
climática (Ibíd.). La Carta (también conocida como Carta de Banjul) fue adoptada en 
1981, entro en vigor en 1986 y tiene por objeto la promoción y protección de los 
derechos humanos y libertades fundamentales de las personas que viven en los 54 
países del continente; asimismo, estableció como órganos competentes para 
supervisar su aplicación e interpretación a la Comisión Africana sobre Derechos 
Humanos y de los Pueblos y la Corte Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos 
(Fundación Acción Pro Derechos Humanos, 2023), esta última fue creada a partir de un 
protocolo especial que se adiciono a la Carta y entro en vigor en 2004. Para este grupo 
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de trabajo, resulta imperiosa la necesidad de contar con la interpretación de la Corte 
porque el continente se encuentra atravesando una situación crítica a raíz de, por una 
parte, los efectos perjudiciales del Cambio Climático que resultan cada vez más 
pronunciados en grandes zonas de África, y por otra, de que se han acrecentado 
sustancialmente las presiones para multiplicar las explotaciones de combustibles 
fósiles y el extractivismo minero en el continente, por tanto se requiere con urgencia 
una clarificación de las obligaciones de los Estados en el cruce entre derechos 
humanos y acción climática (RED-DESC, 2022). 


En suma, tras la consideración de los ejemplos mencionados, caben pocas dudas 
acerca de la trascendencia de los litigios climáticos y su enorme proliferación en los 
últimos años, no obstante, esta rama del Derecho Internacional Ambiental se 
encuentra aún atravesada por múltiples condicionantes y desafíos que atentan contra 
su pleno desarrollo. 


2.3.2.3 Los condicionantes y desafíos de los litigios climáticos 


Aún sin desconocer su relevancia dentro del MJC y su notable crecimiento en cantidad 
y calidad de casos, muchos/as autores/as coinciden en que los litigios climáticos están 
atravesados por varios condicionantes y limitaciones que minan su pleno desarrollo y 
los convierten en procedimientos complejos, engorrosos, extensos, caros, y que, en 
muchas ocasiones, no representan la mejor opción para lograr los objetivos deseados 
(Actis, 2023b; AFP, 2023b; Ortúzar, 2023). En general, estas dificultades se atribuyen a 
que el marco jurídico internacional para la protección del medio ambiente ha sido 
creado en tiempos relativamente recientes y se ha caracterizado por ser 
prevalentemente de soft law (derecho blando) ya que no se contemplan sanciones por 
incumplimiento, sino mecanismos de transparencia y control, así como un conjunto de 
recomendaciones y principios ambientales que se incluyen en los tratados y 
paulatinamente se han consolidado en la costumbre internacional; además, debe 
destacarse que los mecanismos tradicionales de resolución de controversias son 
mayormente inadecuados para los asuntos medioambientales, aparte de que no existe 
una jurisdicción internacional especializada en materia ambiental, y los Estados, en 
ocasiones, prefieren recurrir al derecho internacional privado (Schembri, 2022). Por 
tanto, se trata de una problemática harto compleja que, también, comprende las 
intrincadas interrelaciones entre las diversas legislaciones y normativas, tradiciones y 
costumbres, niveles de desarrollo socioeconómico e institucional, dentro y entre los 
diferentes países y regiones; en consecuencia, sólo abordaremos la cuestión de 
manera breve y concisa haciendo foco, primero, en los distintos pormenores que 
atañen al común de los casos de litigio climático y determinan sus posibilidades de 
acceso y tratamiento en los tribunales; y segundo, los múltiples condicionantes 
estructurales e institucionales que limitan las posibilidades de éxito de los litigios 
climáticos hacia el interior de los sistemas judiciales. 
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De acuerdo con la aportación de la UNEP (2017), los litigios del Cambio Climático 
mantienen varios aspectos comunes y recurrentes, so pesar de las disparidades e 
idiosincrasia propias entre las diversas jurisdicciones: 


- justiciabilidad: la determinación de si un caso resulta justiciable (es decir, si un 
tribunal tiene competencia o no para escuchar y resolver la demanda interpuesta) 
resulta crucial para su acceso y tratamiento procesal, y gira en torno de la posición 
del/la demandante y del papel del tribunal en relación con los otros poderes del 
Estado; en consecuencia, por lo general, los tribunales sólo admiten casos si el vinculo 
causal alegado entre el daño y la acción (u omisión) resulta verosímil, lo cual implica, 
respecto de los litigios climáticos, una carga de prueba alta para la parte demandante. 
En cuanto a la división de poderes, particularmente en los casos en que se solicita que 
un tribunal evalúe la acción y/o omisión por parte de una agencia gubernamental, éste 
tiene que poder articular qué autoridad las faculta para poder declararla responsable u 
ordenar que dicha agencia revise su enfoque. 


- fuentes de obligaciones climáticas: los litigios climáticos pueden recurrir a varias 
fuentes jurídicas y, en algunos casos, la parte demandante identifica más de una o una 
combinación de éstas como base jurídica de sus demandas. En los casos en donde la 
normativa o disposición regulatoria establece compromisos de mitigación del Cambio 
Climático y también faculta a los/as ciudadanos/as para que puedan entablar 
demandas por incumplimiento de obligaciones, la tarea de los tribunales que incumbe 
aplicar la ley a los hechos alegados se facilita y vuelve más directa; en cambio, cuando 
los/as demandantes solicitan a un tribunal que haga uso de una facultad jurídica que 
no contempla expresamente su aplicación al Cambio Climático, o bien la normativa en 
cuestión no incluye mecanismos de sanción por incumplimiento (como sucede, por 
ejemplo, con el grueso de los instrumentos internacionales en materia climática 
basados en la doctrina del derecho blando), la tarea se dificulta y los tribunales son 
más cautelosos tratando de evitar invadir el terreno legislativo. Entre las fuentes de 
derechos y deberes legales más invocadas se cuentan: a) el Derecho Internacional, 
particularmente: a.1) los derechos humanos, pues, aunque los principales 
instrumentos de derechos humanos no reconocen un derecho independiente al medio 
ambiente limpio o a un clima estable, desde hace tiempo se ha comprobado que las 
condiciones ambientales inadecuadas pueden socavar el disfrute efectivo de derechos 
plenamente reconocidos, como los derechos a la vida, a la salud, al agua y a los 
alimentos. En congruencia con este reconocimiento, el derecho al medioambiente 
limpio ha quedado codificado en otros instrumentos internacionales de derechos 
humanos, en tratados no vinculantes pero de relevancia jurídica, acuerdos regionales 
sobre derechos humanos y constituciones nacionales y subnacionales. En fecha 
reciente, la Asamblea General de la ONU adopto una resolución que intenta llenar este 
vacío, reconociendo el acceso a un medio ambiente limpio, sano y sostenible como un 
derecho humano universal (Naciones Unidas, 2022d); y, si bien esta resolución no 
posee un carácter jurídicamente vinculante y los países no tienen la obligación legal de 
cumplirla, se ha convertido en un importante catalizador de litigios climáticos (Ibíd.); 
a.2) la legislación sobre refugiados/as, aunque actualmente no existe un acuerdo 
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internacional sobre los derechos de las personas desplazadas por causa del Cambio 
Climático o de las obligaciones de los Estados con respecto a dichas personas, en la 
medida en que aumenten los efectos perjudiciales de la crisis climática y también la 
cantidad de personas que se verán forzadas a abandonar su lugar de origen y/o 
residencia por esta causa, la problemática irá cobrando mayor relevancia en la agenda 
internacional; a.3) los derechos de las generaciones futuras pues, si bien tampoco 
existen instrumentos multilaterales dedicados específicamente a la materia y las 
dificultades teóricas y el lenguaje ambiguo sobre su reconocimiento prevalecen en el 
derecho tradicional, el Derecho Internacional Ambiental ha incorporado el 
reconocimiento de la cuestión intergeneracional en el discurso jurídico y, 
posteriormente, éste se ha replicado en un amplio número de constituciones 
nacionales y normas ambientales, sobretodo, a través del Principio de Desarrollo 
Sostenible (prerrogativa central como instrumento de gobernanza, como rector del 
derecho ambiental y como informador de la política ambiental nacional e 
internacional) y, más tarde, del Principio de Equidad Intergeneracional (aún no 
aceptado plenamente en documentos internacionales pero con un amplio respaldo 
doctrinal y jurisprudencial) (Armenteras, 2021a). En este sentido, dentro del campo del 
litigio climático la cuestión intergeneracional ocupa un lugar preponderante (y la 
casuística así lo demuestra, en vista del gran número de demandas presentadas por o 
en nombre de los/as jóvenes y las generaciones futuras) dado el vínculo intrínseco que 
existe entre la acción climática y la protección de las condiciones de posibilidad para 
que la población joven de la actualidad y las generaciones venideras puedan satisfacer 
sus necesidades y disfrutar de un medio ambiente sano y sostenible en los próximos 
años (Ibíd.); b) el derecho a un ambiente limpio o saludable, en tanto que la mayoría 
de las naciones del mundo han asegurado a sus ciudadanos/as un derecho 
constitucional a un ambiente limpio o saludable, ya sea en las constituciones 
nacionales, legislación ambiental, decisiones judiciales o en la ratificación de un 
instrumento internacional medioambiental, y los tribunales han comenzado a tomar 
en cuenta las implicancias de este derecho en sus dictámenes; c) el derecho anglosajón 
(common law), bajo las figuras de agravio, molestia y negligencia; en las jurisdicciones 
donde se aplica el derecho anglosajón (el Reino Unido y gran parte de sus antiguas 
colonias, incluyendo EE.UU., India, Australia, y muchos otros países) se multiplican los 
litigios climáticos basados en la doctrina de que un Estado o entidad privada que 
contribuye al Cambio Climático comete un agravio, ocasiona una molestia o se 
comporta con negligencia y, por tanto, la parte demandante tiene derecho a alguna 
forma de resarcimiento judicial por los daños que haya ocasionado aquel 
comportamiento ilegal. Las jurisdicciones de derecho civil podrían reconocer causas de 
acción similares en el marco de sus respectivos códigos jurídicos pero, por lo general, 
las teorías del agravio, la molestia y la negligencia no se encuentran disponibles en 
jurisdicciones de derecho civil; d) autoridad legal y política nacional, dado que, en 
número creciente, los países han codificado obligaciones que actores públicos o 
privados deben asumir en relación con el Cambio Climático, que pueden proporcionar 
una base para la litigación, mayormente, en la forma de disputas acerca de la 
legalidad, aplicabilidad o aplicación de dichas obligaciones; e) enfoques híbridos, pues 
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algunas fuentes de derechos y obligaciones jurídicas incorporan elementos 
constitucionales, del common law y de otros estatutos; al respecto, la doctrina del 
fideicomiso público (public trust doctrine, en inglés) podría ser incluida como un 
enfoque híbrido puesto que, al depositar en el gobierno la protección o gestión de los 
recursos partiendo del interés público, se podría demandar ante los tribunales que 
éste, en aras de actuar como fideicomisaria de las presentes y futuras generaciones 
manteniendo la integridad de los bienes públicos en su jurisdicción, se encuentra 
obligado a tomar medidas para la mitigación y adaptación al Cambio Climático. 


- reparaciones/objetivos: los tribunales sólo pueden ofrecer reparaciones o respuestas 
autorizadas por ley, y éstas, partiendo también de los objetivos buscados por la parte 
demandante, pueden corresponder a dos tipos: las reparaciones convencionales, 
donde el tribunal se manifiesta ya sea en relación con la legalidad de las acciones o de 
la negligencia impugnada, ya sea con mandatos para emprender ciertas acciones o 
detener otras, ya sea para encontrar responsables por los daños y perjuicios sufridos 
por la parte demandante; y las reparaciones no convencionales, que incluyen 
mandatos destinados a modificar las características básicas de las políticas nacionales, 
en cuyo caso el tribunal deberá identificar las bases para instruir al organismo o 
agencia involucrado que cumpla con dicho mandato, o bien, especificar cómo 
exactamente aquel deberá cambiar su enfoque. 


En estrecha relación, aunque desde una perspectiva diferente, Vanhala (2020), 
indagando en la problemática de quiénes y por qué razones se encuentran recurriendo 
a los litigios climáticos (y qué personas o colectivos están siendo invisibilizados en 
dichos reclamos legales), logró identificar tres aspectos que favorecen el auge de las 
demandas en materia de Cambio Climático, por lo menos, en EE.UU.: ¡) La estructura 
de oportunidad legal, vinculada con las limitaciones e incentivos que existen dentro de 
cualquier sistema legal para usar el derecho, por ejemplo, las leyes disponibles, las 
regulaciones procesales, la presencia de jueces/juezas receptivos, entre otros; estos 
son factores que moldean los orígenes, el progreso y los resultados del proceso legal; 
en el caso particular del litigio climático, resultan fundamentales los tipos y grados de 
certeza que brinda la evidencia científica, la capacidad y conocimientos de las ciencias 
que posee el poder judicial, y los estándares de evidencias requeridos para crear 
argumentos legales causales convincentes. ii) La estructura de apoyo para la litigación: 
el adecuado desenvolvimiento de las acciones legales climáticas requieren 
necesariamente de estructuras de apoyo como organizaciones, abogados/as y 
financiación; al respecto, varios estudios han destacado el importante papel que han 
desempeñado las "financiadoras" en el litigio climático, tanto en su favor como en su 
contra. iii) La importancia de las ideas, las identidades y la experiencia: acerca de las 
ideas, resultan relevantes para el litigio climático en tanto que las creencias de las 
personas (puntualmente la percepción ligada a cuál es la situación actual del clima o 
cómo debería ser) y la creciente certeza científica, así como la incorporación de 
expertos/as en Cambio Climático en la parte demandante, representan fuertes 
incentivos para recurrir a los tribunales; en cuanto a las identidades, su importancia 
reside en que los litigios climáticos pueden convertirse en herramientas para 
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empoderar a las personas o comunidades demandantes en las cortes y ante la 
sociedad; asimismo, la experiencia se erige como un valor significativo en el campo del 
litigio climático porque las personas u organizaciones que ya han presentado 
demandas y lograron sus objetivos (que bien puede ser una sentencia favorable, u 
otros que superan el resultado directo del proceso legal, como hacer visible una 
problemática o injusticia), se hallan más abiertas y dispuestas a litigar de nuevo. 


Por otra parte, más allá de las características propias de los litigios climáticos o de las 
estructuras y oportunidades que éstos pueden aprovechar, su adecuado desarrollo en 
el campo del derecho también necesita condiciones institucionales sólidas y 
capacitadas, particularmente, en el poder judicial. Al respecto, Sbdar (2017) señala 
que, a grandes rasgos, entre los elementos del derecho de acceso a la justicia 
ambiental se hallan el desarrollo y cumplimiento de la normativa ambiental, la 
existencia de autoridades idóneas para el conocimiento de asuntos ambientales, la 
pervivencia de mecanismos de resolución de conflictos ambientales que propendan a 
una resolución completa y expedita, una amplia legitimación activa y el cumplimiento 
de condiciones que aseguren el principio de igualdad en el acceso a los procedimientos 
que versan sobre materias ambientales. En contrapartida, la autora destaca entre las 
principales barreras para la implementación del derecho de acceso a la justicia 
ambiental, que el derecho ambiental aún no ha uniformado los procedimientos para el 
tratamiento de conflictos de naturaleza tan singular, lo que se traduce en la práctica en 
que la autoridad jurisdiccional competente deba expedirse en ausencia de normas 
específicas, o bien, de normas que no sean totalmente idóneas para el abordaje del 
caso concreto; además, en relación directa, los/as funcionarios/as judiciales de los 
fueros ordinarios que deben resolver los expedientes vinculados con estas temáticas 
no poseen la capacitación necesaria para hacerlo. Empero, se indica que, para tales 
falencias, se han ensayado diversas soluciones, siendo las principales la creación de 
tribunales ambientales y el fomento de los programas de capacitación para 
jueces/juezas y funcionarios/as judiciales. Así, respecto de este último punto, distintos 
cursos y programas se han implementado en los últimos años a distintos niveles (local, 
nacional, regional, internacional) para fortalecer la formación en materia ambiental y 
climática del personal judicial, siendo uno de los más relevantes, por su alcance y 
calidad, el Programa de Jueces Globales del PNUMA. 


Partiendo de la comprensión del poder judicial como un socio crucial en la promoción 
de la gobernanza con respeto al medio ambiente, la defensa del estado de derecho y la 
garantía de un equilibrio justo en consideraciones ambientales, sociales y de desarrollo 
a través de sus sentencias y declaraciones, el PNUMA se encuentra trabajando en su 
apoyo desde 1996, inicialmente, con la realización de una serie de simposios 
regionales de jueces sobre temas ambientales en relación con el derecho, el desarrollo 
sostenible y el papel del poder judicial, y a partir de 2002, en el marco de la 
celebración del Simposio de Jueces Globales de Johannesburgo, Sudáfrica (en paralelo 
con la realización de la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible en la misma 
ciudad), con la creación del Programa de Jueces Globales (UNEP, 2005). Uno de los 
objetivos fundamentales del Programa estriba en poder permitirle al PNUMA, en 
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cooperación con sus muchas agencias asociadas, llevar a cabo de manera cohesiva, 
estructurada y sostenida, actividades nacionales para fortalecer el papel del poder 
judicial en garantizar la gobernanza ambiental, el cumplimiento del estado de derecho 
y la ejecución efectiva de políticas, leyes y regulaciones ambientales nacionales, que 
incluyan la implementación de acuerdos multilaterales medioambientales (Ibíd.). En 
este sentido, se ha destacado que el activismo judicial ha sido un gran protagonista de 
la vindicación de la justicia ambiental, y particularmente de los litigios climáticos, tanto 
haciendo cumplir las leyes y normativas nacionales en materia ambiental, como 
llevando al orden interno la aplicación directa de normas de derecho ambiental 
internacional (sobretodo, los acuerdos climáticos y la jurisprudencia relacionada), 
tornándolas exigibles y vinculantes para los agentes estatales y los particulares 
(Schembri, 2022). 


Por su parte, los tribunales ambientales han recibido cada vez mayor atención por sus 
logros, y además, en tanto contribuyen a la aplicación de las normas de protección del 
derecho a un ambiente sano y equilibrado, han garantizado el efectivo acceso a la 
justicia (Ivanovich, 2003). De acuerdo con el PNUMA (2019), desde inicios de la década 
del 2000 se han establecido más de 350 tribunales ambientales en más de 50 países y, 
si bien éstos se han destacado por estar facultados para adoptar enfoques integrados 
que permiten abarcar las diferentes leyes ambientales en su conjunto, en 
contraposición con los tribunales ordinarios que no se encuentran capacitados para 
actuar de esta forma (Sbdar, 2017), aún tienen un largo camino por recorrer dado que 
cada jurisdicción presenta una idiosincrasia propia y se halla inserta en un contexto 
particular muy distinto de los demás, por ejemplo, a diferencia de lo que ocurre en el 
Norte Global, donde se acumula la mayoría de los litigios climáticos, en los países 
latinoamericanos éstos se desenvuelven en un escenario caracterizado por profundas 
desigualdades y, por ello, enfrentan complejos desafíos que no sólo engloban una 
dimensión ecológica, sino también una importante dimensión social, que amerita la 
misma, o, incluso, una mayor tarea de defensa y remediación de derechos que los 
asociados con aquella primera (Melcar Tan y Bustos, 2022; Viveros, 2023); en 
consecuencia, cada jurisdicción deberá moldear sus tribunales ambientales en una 
combinación única de elementos que apunte a un proceso de resolución de conflictos 
pertinente, ambientalmente eficiente y que asegure el acceso a la justicia a todos los 
intereses afectados (Sbdar, 2017). 


Para finalizar acerca de esta cuestión, conviene recordar que, como habíamos indicado 
previamente, durante la celebración de la Cumbre Mundial de los Pueblos sobre el 
Cambio Climático y los Derechos de la Madre Tierra, en 2010, surgió la propuesta para 
crear un Tribunal Internacional de Justicia Climática y Ambiental con capacidad jurídica 
vinculante para prevenir, juzgar y sancionar a Estados, empresas y personas que por 
acción u omisión contaminen y provoquen el Cambio Climático o daños irreparables 
contra la naturaleza (Comunidad Andina, 2012), sin embargo, la misma no obtuvo el 
respaldo necesario durante el desarrollo de la COP16 en Cancún, México (Svampa, 
2020), y quedo en el olvido. 
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Amén de sus características prototípicas, que pueden fungir de condicionantes, y el 
marco de limitaciones institucionales y estructurales en el que deben comparecer, los 
litigios climáticos deben lidiar también con la oposición de la parte demandada, que en 
aras de establecer su defensa, por lo general, cuenta con muchísimos más recursos 
que la parte querellante. En efecto, tanto los Estados y agencias gubernamentales 
como las grandes corporaciones del sector privado, los dos contingentes contra los que 
más apuntan los litigios por su mayor responsabilidad en la producción y/o falta de 
previsión de los impactos del Cambio Climático, tienen acceso a ingentes recursos 
legales, humanos y financieros para enfrentar cualquier tipo de demandas, y, en no 
pocas ocasiones, se han aliado en defensa de intereses comunes para enfrentar los 
reclamos judiciales de la ciudadanía y organizaciones ambientales (Martínez-Alier, et 
al., 2018). En el caso de los litigios contra los Estados, éstos cuentan, principalmente, 
con notas distintivas en cuanto a la aplicación de la ley debido a sus características 
fundamentales y atribuciones (de ninguna manera representa lo mismo demandar al 
Estado que a cualquier organización civil o persona particular) (López, 2020); además, 
los gobiernos poseen acceso privilegiado a la información pública, disponen de un 
amplio plantel legal con vasta experiencia y en cantidad (por ejemplo, para el caso 
Duarte Agostinho contra Portugal y otros 32 Estados, los gobiernos demandados 
conformaron un staff de 87 abogados/as -sin contar asistentes ni auxiliares- para 
construir su defensa mientras que la parte demandante sólo esta formada por 6 
profesionales de diferentes ONG ambientales) (Robaina, 2023b), tienen la posibilidad 
de usufructuar el aparato estatal para presionar a la opinión pública en su favor, entre 
otros. A pesar de ser garantes de la ley y tener el mandato de proteger y velar por los 
derechos de los/as ciudadanos/as, los gobiernos en muchas ocasiones han recurrido a 
tácticas de dudosa moralidad que apenas se mantienen dentro del sentido común 
durante los litigios ambientales en su contra (Sutter, 2016; Our Children's Trust, 2024). 


En cuanto al sector privado, estas prácticas que apenas se sostienen dentro de los 
estándares éticos y legales son moneda corriente, y se suman a la cuantiosa cantidad 
de dinero que las grandes compañías están dispuestas a gastar para obtener una 
sentencia favorable. El ejemplo paradigmático de esta situación reside en el sector de 
los combustibles fósiles, que durante más de 150 años ha enfrentado distintas clases 
de demandas en los tribunales alrededor del mundo (los juicios en contra de firmas 
petroleras se remontan hasta mediados del siglo XIX) (Pifer, 2010), ha recurrido a 
innumerables artilugios legales que continuamente buscan negar, retrasar y descarrilar 
la justicia para las personas y las comunidades locales (AFP, 2023a; Ochei, Ezeani y 
Anderson, 2023), y en varias oportunidades ha conseguido resonantes triunfos en los 
tribunales a costa del bien público y el medio ambiente; valga como ejemplo uno de 
los juicios más famosos de la historia reciente: la demanda contra la petrolera Exxon 
por su responsabilidad en el derrame de más de 11 millones de galones de petróleo 
(unos 40 millones de litros) en las costas del Alaska, EE.UU., en mayo de 1989 tras el 
accidente del buque petrolero Exxon Valdez; la negligencia de la empresa provoco un 
desastre ambiental y ecológico sin precedentes y, en 1994, el fallo de primera instancia 
del tribunal federal le ordeno pagar más de 5.000 millones de dólares en concepto de 
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daños punitivos a pescadores, negocios y propietarios locales afectados por el 
accidente, sin embargo, la empresa siguió apelando el dictamen durante años en los 
distintos fueros federales hasta que finalmente consiguió que este monto inicial se 
redujera a apenas 507,5 millones de dólares más intereses por 470 millones de dólares 
(CNN, 2021). A lo largo de su historia, la industria petrolera ha tenido que enfrentar 
incontables demandas por los cuantiosos daños que ha provocado al medioambiente y 
las comunidades, y ha sabido defenderse en los tribunales con tal efectividad que, a 
pesar de las multas y sanciones, durante décadas se ha mantenido como la industria 
más rentable del mundo (BBC News Mundo, 2021). Por otra parte, también el sector 
privado ha recurrido a los tribunales por cuestiones relacionadas con el medio 
ambiente y la acción climática pero en un sentido opuesto, esto es: cuando los 
gobiernos hacen cumplir las regulaciones y normativas ambientales, las grandes 
compañías invierten su estrategia y apelan a los mecanismos denominados Solución de 
Disputas entre Inversores y Estados (ISDS, siglas en inglés) (también llamados “casos de 
reacción”), por los cuales son ellas las que demandan a los gobiernos (especialmente 
del Sur Global por su posición más precaria en el sistema económico mundial) en 
virtud de leyes internacionales de inversión, alegando que las nuevas regulaciones 
ambientales y climáticas sancionadas a nivel nacional y/o local afectan directa o 
indirectamente sus operaciones e inversiones (Surma, 2023); si bien las demandas ISDS 
no cuestionan per ser la legislación ambiental, tienen el potencial de “enfriar” la 
regulación futura a medida que los gobiernos intentan evitar litigios costosos pues, a 
los elevados honorarios de las firmas legales y los costos judiciales (por lo general estos 
juicios se dirimen en fueros comerciales del Norte Global, como el Centro Internacional 
de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones, CIADI, vinculado con el Banco 
Mundial, con sede en Washington, EE.UU.), se debe adicionar que las sentencias 
suelen incluir el pago de cientos o miles de millones de dólares a las empresas 
afectadas como forma de compensación por sus pérdidas económicas (Ibíd.). 
Justamente, según las últimas estadísticas publicadas por el CIADI, sólo en 2022 la 
entidad registro que 30 Estados diferentes fueron nombrados como demandados en 
41 casos para la resolución de diferencias internacionales relativas a inversiones 
(CIADI, 2023). En este sentido, el Informe Mundial sobre Litigios Climáticos: Revisión 
Global 2023, citado previamente, advierte que estos casos de reacción se 
incrementaran en el futuro cercano contra los/as litigantes climáticos con el fin de 
invalidar las normativas encaminadas a la acción climática (Naciones Unidas, 2023e). 


Dentro de este panorama, no podemos dejar de mencionar que, tal como habíamos 
expuesto en el capitulo anterior, parte de la estrategia oculta de defensa de la parte 
demandada en un litigio climático (sea una entidad privada o, incluso, el Estado) 
consiste, en muchas ocasiones, en el acoso, la intimidación y el hostigamiento de 
los/as litigantes (UNEP, 2023d) o, incluso, el uso de la fuerza y la violencia. Aunque no 
existen estadísticas al respecto, los/as especialistas temen que una importante 
cantidad de litigios climáticos nunca llegan a los tribunales por esta causa. 


Como balance de esta sección, debemos indicar que los litigios climáticos también han 
recibido numerosas críticas por su desempeño general, entre otras: a) muchas 
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demandas climáticas han acabado en sendos fracasos (por ejemplo, el litigio iniciado 
en 2020 por varias organizaciones ambientalistas contra el Estado de España por su 
falta de ambición y compromiso en materia climática, culmino en julio de 2023 con 
una sentencia desfavorable para los/as litigantes por parte del Tribunal Superior, que 
argumento que las políticas nacionales de mitigación y adaptación implementadas por 
el gobierno eran válidas y se adecuaban con los compromisos internacionales 
adoptados) (Tena, 2023), y esto ha tenido un efecto de “doble filo”, por cuanto ha 
ayudado a retrasar la acción por el clima (AFP, 2023b), por caso, otorgando pruebas a 
los sectores que están en contra de los litigios (como el sector privado y los partidos 
políticos ecopopulistas) y también brindando argumentos avalados por decisiones 
judiciales a los gobiernos que han demostrado una escasa iniciativa y compromiso 
contra la crisis climática; b) muchos/as especialistas sostiene que, si bien los litigios 
climáticos presentan muchas ventajas y representan un gran avance hacia la justicia 
climática, no pueden ser la opción principal para lograr las transformaciones profundas 
que requieren las sociedades, y que este lugar debe ser ocupado primordialmente por 
la acción ciudadana, tanto para presionar a los gobiernos como para penalizar y 
modificar las prácticas del sector privado (Actis, 2023b); en este sentido, los litigios 
climáticos pueden tener un importante efecto desmovilizador pues las sociedades 
podrían disminuir su participación en ciertas causas climáticas por considerar que con 
que se encuentren bajo un litigio judicial resulta suficiente (Ibíd.), por consiguiente, la 
decisión de iniciar una demanda climática en los tribunales no debería tomarse a la 
ligera y, aún, cabe la posibilidad de que no sea la mejor opción en determinadas 
circunstancias y de acuerdo con objetivos más estratégicos (Ortúzar, 2023); c) algunos 
sectores también critican el creciente papel que esta desempeñando el poder judicial 
en los asuntos ambientales y cuestionan la conveniencia de concentrar en los 
tribunales la responsabilidad de enfrentar la crisis climática (Melcar Tan y Bustos, 
2022; Viveros, 2023), sobretodo en regiones donde se discute la idoneidad de jueces y 
magistrados para impartir justicia (Feo Valero y Carrasco, 2018; Poder Ciudadano, 
2019), y tomando en consideración los múltiples informes que evidencian, en un 
extremo, la corrupción enquistada en el sistema judicial, y en el extremo opuesto, las 
amenazas a la independencia judicial por parte de gobiernos, la delincuencia 
organizada y las grandes empresas multinacionales (Naciones Unidas, 2017). En este 
sentido, como habíamos señalado, la existencia de un poder judicial idóneo y sólido 
representa una condición indispensable para el avance y proliferación de los litigios 
climáticos y, por ello, surgen las voces que cuestionan si los tribunales, al fin de 
cuentas, merecen la confianza depositada en ellos y están a la altura del desafío 
político y climático. 


Aún cuando las críticas resultan importantes y atendibles, existe consenso general en 
que los litigios climáticos se erigen como una herramienta clave, en conjunción con el 
MIC y el trabajo de incidencia, para lograr la gobernanza climática con perspectiva de 
justicia y derechos humanos, y que han servido para responsabilizar a gobiernos, 
empresas privadas y agentes no estatales por la crisis climática ante los tribunales, 
obligándolos por fuerza de ley a la adopción, implementación y aumento progresivo de 
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medidas concretas para detener sus emisiones y a mitigar los impactos de la crisis 
climática (Ortúzar, 2023), pero, además, los litigios climáticos se han convertido en una 
vía de acción cada vez más importante para aquellos sectores más gravemente 
afectados por las consecuencias del Cambio Climático (RED-DESC, 2023a), llevando las 
voces de estas personas y colectivos invisibilizados a los foros donde se toman las 
decisiones y asentando las bases legales para la justicia climática (Naciones Unidas, 
2023b). 


Para finalizar, respecto de la tasa de éxito de los litigios climáticos, si bien los informes 
mundiales no hacen referencia a esta categoría, el Instituto Grantham de la London 
School Of Economics demostró que las demandas destinadas a promover los objetivos 
climáticos han sido, en general, exitosas en tanto, por ejemplo, entre 2020 y 2021, el 
58% de los 369 casos registrados por el instituto obtuvieron resultados favorables a la 
acción climática (Pallarés, 2023; Surma, 2023), lo cual representa un muy buen augurio 
para su crecimiento y desarrollo en los próximos años; empero, por más que esta tasa 
de éxito pudiera descender en el futuro, muchos/as expertos/as coinciden en que la 
trascendencia de los litigios climáticos abarca más que sólo victorias legales y que, aún 
perdiendo en la corte, éstos desempeñan un rol fundamental en la educación del 
público, el desarrollo de la doctrina legal, el empoderamiento de colectivos 
invisibilizados, la puesta en el centro de la atención pública de la causa climática y la 
presión sobre los gobiernos y las corporaciones para modificar sus prácticas y 
comportamientos (Vanhala, 2020; Surma, 2023), y en directa relación con esta 
cuestión emerge uno de los aspectos más interesantes de los litigios climáticos, que 
éstos se construyen sobre sí mismos, y mientras más se utilicen, más aumentarán en 
eficacia y ambición, y se producirá y acumulará más jurisprudencia, capacidades y 
experiencias para seguir avanzando en el logro de la justicia climática (UNEP, 2017; 
Ortúzar, 2023). 
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3. A modo de cierre 


Durante el presente trabajo hemos intentado brindar una aproximación a los 
fundamentos del Cambio Climático, el Calentamiento Global y sus impactos en los 
diversos sistemas naturales y humanos, y el desarrollo de la Acción Mundial por el 
Clima que trata de oponerle una respuesta, tanto en la vertiente organizada por la 
comunidad internacional, liderada por la labor de la ONU, como las iniciativas surgidas 
de la sociedad civil, encabezada por el Movimiento por la Justicia Climática, donde 
confluyen y fluyen la diversidad, la heterogeneidad y se destacan las juventudes, y el 
alzamiento de las voces en los tribunales del mundo de los colectivos invisibilizados y 
las sociedades más afectadas por la crisis, todos abrazados al reclamo de justicia y 
defensa de los derechos humanos. 


Y tomando en consideración el trayecto recorrido, resulta difícil establecer una 
conclusión unívoca respecto de la cuestión, por lo cual sólo podemos ofrecer algunas 
reflexiones acerca de asuntos aún abiertos y en progreso. 


En un contexto global de la acción climática categorizado por unos/as expertos/as 
como meseta, o bien estancamiento por otros/as, donde las emisiones de GEl no 
paran de aumentar, se multiplican por doquier los daños y pérdidas provocados por los 
impactos del Cambio Climático, se incrementa la extracción y explotación de 
combustibles fósiles y los Estados continúan atrapados en la impasividad y muy lejos 
de motorizar los esfuerzos de cooperación global necesarios frente a la tragedia, 
muchas opiniones autorizadas han decretado el rotundo fracaso del movimiento 
medioambiental internacional tras más de medio siglo de intentos vanos, 
compromisos vacíos y trabajo malogrado. 


Sin embargo, lejos de caer en este pesimismo real pero poco constructivo, otras voces 
siguen dando batalla, tratando de enfocarse en los innegables logros que se han 
alcanzado esforzadamente durante estos años: la instalación definitiva de la cuestión 
climática en la agenda internacional y la opinión pública mundial; la adopción universal 
de un acuerdo que ofrece un marco robusto y transparente (no perfecto pero útil) para 
facilitar la cooperación internacional; la conformación de un movimiento global 
heterogéneo, abierto y pujante; la consolidación de una generación joven 
comprometida y consciente de su poder; el establecimiento de sociedades más 
conscientes de la situación del clima y el medio ambiente, dispuestas a cambiar sus 
hábitos de producción y consumo (avance lento pero firme), que cuenta con 
información abundante y pertinente por lo que ya no podrá caer fácilmente en los 
engaños y argucias de la industria extractivista y los poderes dominantes, que tiene al 
alcance cada vez más espacios de participación, inclusión y discusión democrática (so 
pesar del surgimiento de ideologías conservadoras perimidas), que dispone de 
derechos, leyes y logros que no se pueden borrar o por los cuales puede reclamar; y 
muchas otras cuestiones que dan cuenta de la existencia objetiva de una base sólida 
para mantener y alimentar la esperanza, para seguir avanzando en la acción por el 
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clima, para continuar construyendo un futuro sostenible para la humanidad y el 
planeta. 


Frente a este panorama amplio, sinuoso y complejo, la acción climática mundial 
indudablemente seguirá adelante con paso firme y sumando voluntades porque la 
rendición, simplemente, no es una opción cuando nuestro único hogar, familia y futuro 
se encuentran en peligro semejante. 
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